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INSERCIONES 

- Por cada línea o fracción ................................  0,52  € 

- Anuncios urgentes  ..........................................  1,04  € 

EXTRACTO DE LA ORDENANZA REGULADORA 

La Administración anunciante formulará orden de inserción en la que expresará, en su caso, el precepto en que 
funde la exención, no admitiéndose invocación genérica a Ley o Reglamento, o los preceptos de la Ley 5/02, 4 de 
abril reguladora de los B.O.P. o a los de la Ordenanza Reguladora. En este caso no se procederá a la publicación y se 
concederá plazo para subsanación, que transcurrido se archivará sin más trámites. 

Los particulares formularán solicitud de inserción. 

Las órdenes y solicitudes junto con la liquidación y justificante de ingreso, en su caso, se presentarán en el registro 
general de la Diputación.

DE LA PROVINCIA DE GUADALAJARA
Se publica todos los Lunes, Miércoles y Viernes. Administración: Excma. Diputación Provincial, Pza. Moreno, n.º 10. Teléfono: 949 88 75 72.

BOLETÍN   OFICIAL

1456

SERVICIO PUBLICO DE EMPLEO 
ESTATAL

Ministerio de Empleo y Seguridad Social

EDICTO

De conformidad con lo dispuesto en el ar tícu-
lo 59.5 de la Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimien-
to Administrativo Común, modificado por la Ley 
4/1999, de 13 de enero (BB.OO.EE. de 27/11/1992 
y 14/01/1999), se hacen públicas las notificaciones 
de las Resoluciones del procedimiento de reintegro 
de la Ayuda Económica regulada en el Programa de 
Recualificación Profesional establecida en el RD Ley 
1/2011, de 01 de febrero, prorrogado por el RD Ley 
10/2011, de 26 de agosto, y por sucesivos Reales-
Decretos y Resoluciones, incoados a los interesados 
que a continuación se relacionan, ya que habiéndose 
intentado la notificación de las mismas en el último 
domicilio conocido, esta no se ha podido practicar.

Asimismo se le comunica que las citadas Resolu-
ciones no ponen fin a la vía administrativa, y contra 
las mismas cabe interponer, a través de la Dirección 
Provincial del Servi cio Público de Empleo Estatal re-
curso de alzada ante la Sra. Ministra de Empleo y 
Seguridad Social en el plazo de un mes, a partir del 
día siguiente al de su publicación en el BOP, según 
lo establecido en los ar tícu los 114 y 115 de la citada 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

En la relación siguiente figura el n.º de expedien-
te, que se corresponde con el DNI o NIE del interesa-
do y motivo por el que se inicia el procedimiento de 
reintegro de la Ayuda Económica, de acuerdo con lo 
establecido en el art. Cuatro y Undécimo de las Re-
soluciones de 15 de febrero, y 30 de agosto de 2012 
del Servi cio Público de Empleo Estatal, en relación 
con el art. 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones.

El texto íntegro de la Resolución como los expe-
dientes reseñados estarán de manifiesto en la Direc-
ción Provincial del SEPE de Guadalajara (Avda. del 
Ejército n.º 12, 3.ª planta), en horario de 9 a 14 ho-
ras.
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N.º 
EXPEDIENTE APELLIDOS Y NOMBRE MOTIVO

Y0648064-F
DRECHSLER 
DRECHSLER,PATRICIA 
ROSANA

NO MANTENER LA DEMANDA DE EMPLEO DE ALTA

X5995925 GHAZALI ABDELKADER NO TENER DERECHO AL PREPARA POR EXTINCIÓN DE LA 
PRESTACIÓN POR DESEMPLEO 

tificación de la providencia de apremio hasta la fina-
lización del plazo marcado por el ar tícu lo 62.5 de la 
Ley 58/2003 General Tributaria de 17 de diciembre.

Guadalajara, 23 de abril de 2015.– El Concejal-
Delegado de Hacienda, Alfonso Esteban Señor.

1760

EXCMO. AYUNTAMIENTO 
DE GUADALAJARA

ANUNCIO

En la Intervención de esta Entidad Local se ha-
lla expuesta al público la modificación de crédito 
n.º 2/2015 al Presupuesto general vigente, aprobada 
inicialmente por la Corporación en Pleno en sesión 
celebrada el día 27 de abril de 2015.

Las reclamaciones se formularán con sujeción a 
las siguientes normas:

a)  Plazo de exposición y admisión de reclama-
ciones: Quince días a partir del siguiente a la 
fecha de publicación de este anuncio en el Bo-
letín Oficial de la Provincia de Guadalajara.

b)  Oficina de presentación: Registro General del 
Ayuntamiento.

c)  Órgano ante el que se reclama: Ayuntamiento 
en Pleno.

Guadalajara, 27 de abril de 2015.– El Alcalde.

1434

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Albares

ANUNCIO

Aprobado inicialmente por el Pleno de este Ayun-
tamiento en sesión ordinaria celebrada el día 26 de 
marzo de 2015, el Presupuesto general y la plantilla 
de personal para el ejercicio económico de 2015.

Guadalajara a 9 de abril de 2015.– El Director 
Provincial del SEPE, Salvador Cañas Quílez.

1731 

EXCMO. AYUNTAMIENTO 
DE GUADALAJARA

Economía y Hacienda

SECCIÓN PRIMERA RENTAS

EDICTO

Aprobada la matrícula de contribuyentes de las 
Tasas por prestación de los Servi cios de agua y al-
cantarillado del primer trimestre del ejercicio 2015, 
queda expuesta al público a partir del día siguiente 
al de la publicación del presente edicto en el Boletín 
Oficial de la Provincia.

La exposición al público de la matrícula producirá 
los efectos de notificación de las liquidaciones conte-
nidas en la misma, a los fines de la notificación colec-
tiva prevista en el ar tícu lo 102.3, de la Ley General 
Tributaria 58/2003, de 17 de diciembre, pudiéndose 
interponer contra dichos actos recurso de reposición 
previo al contencioso-administrativo, en el plazo de 
un mes, a partir del día siguiente al de la finalización 
del periodo voluntario de pago.

Periodo de pago:

Pago en periodo voluntario: En aplicación del 
art. 62.3 del citado texto legal, queda fijado el si-
guiente plazo de ingreso en período voluntario de 
las Tasas por prestación de los Servi cios de agua y 
alcantarillado del primer trimestre del ejercicio 2015:

Del 5 de mayo de 2015, al 6 de julio de 2015.

Pago en periodo ejecutivo: Transcurridos los pla-
zos anteriormente señalados, las deudas no satis-
fechas serán exigidas por el procedimiento de apre-
mio y devengarán el recargo de apremio del 20%, 
intereses de demora y, en su caso, las costas que 
se produzcan. No obstante este recargo será del 5% 
una vez vencido el periodo en voluntaria hasta la no-
tificación de la providencia de apremio, y, se cobrará 
el recargo de apremio reducido del 10% desde la no-
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En cumplimiento de lo dispuesto en el ar tícu-
lo 169.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales y ar-
tícu lo 20 del Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, 
el expediente queda de manifiesto al público en la 
Secretaría-Intervención de esta Entidad durante el 
plazo de quince días hábiles, a fin de que los inte-
resados que se señalan en el ar tícu lo 170 de dicha 
Ley, puedan presentar las reclamaciones que consi-
deren oportunas, por los motivos que se indican en 
el punto 2º del citado último ar tícu lo, ante el Pleno 
del Ayuntamiento.

En el supuesto de que durante dicho plazo, que 
comenzará a contar desde el día siguiente al de la 
inserción de este anuncio en el Boletín Oficial de la 
Provincia no se produjeran reclamaciones, de con-
formidad con lo previsto en el ar tícu lo 169 del refe-
rido Texto legal, el Presupuesto se considerará de-
finitivamente aprobado, sin necesidad de acuerdo 
expreso.

Albares a 31 de marzo de 2015.– La Alcaldesa, 
Josefa Sánchez Jiménez.

1435

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Hueva

ANUNCIO

En cumplimiento de cuanto dispone el ar tícu-
lo 212 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de 
las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y una vez que ha 
sido debidamente informada por la Comisión espe-
cial de cuentas, se expone al público la Cuenta ge-
neral correspondiente al ejercicio 2014, por un plazo 
de quince días, durante los cuales y ocho más quie-
nes se estimen interesados podrán presentar recla-
maciones, reparos u observaciones que tengan por 
convenientes.

En Hueva a 18 de marzo de 2015.– La Alcaldesa, 
María del Carmen Higuera Paramio.

1436

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Azuqueca de Henares

ANUNCIO DE ADJUDICACIÓN

La Junta de Gobierno Local, en sesión celebrada 
el 26 de marzo de 2015, acordó la adjudicación del 
contrato de las Obras de Remodelación del Entorno 

de la Iglesia de San Miguel, por procedimiento nego-
ciado sin publicidad, lo que se publica a los efectos 
del ar tícu lo 154 del Real Decreto Legislativo 3/2011, 
de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.

1. Entidad adjudicadora.

a)  Organismo: Junta de Gobierno local.

b)   Dependencia que tramita el expediente: Secre-
taría General.

2. Objeto del contrato.

a)  Tipo de contrato: Obras.

b)  Descripción del objeto: Obras de Remodela-
ción del Entorno de la Iglesia de San Miguel.

3. Tramitación, procedimiento.

a)  Tramitación: Ordinaria.

b)  Procedimiento: Negociado sin publicidad.

4. Precio de licitación: 148.467,09 euros más 
31.178,09 euros de IVA.

5. Adjudicación:

a)  Fecha: 26 de marzo de 2015.

b)  Adjudicataria: OPS INFRAESTRUCTURAS Y 
SERVI CIOS HIDRÁULICOS, S.L.

c)  Nacionalidad: Española.

d)  Precio de adjudicación: 101.587,29 euros más 
21.333,33 euros de IVA.

En Azuqueca de Henares a 27 de marzo de 
2015.– El 2.º Teniente de Alcalde, José Luis Blanco 
Moreno.

1704

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Azuqueca de Henares

ANUNCIO DE LICITACIÓN

De conformidad con el acuerdo adoptado por la 
Junta de Gobierno Local de fecha de 23 de abril de 
2015, por medio del presente anuncio se efectúa 
convocatoria de la licitación para la adjudicación del 
contrato de diversos servi cios en la piscina municipal 
de verano del Complejo Deportivo San Miguel, cuyo 
contenido es el siguiente:

1. Entidad adjudicadora.

a) Organismo: Junta de Gobierno Local del Ayun-
tamiento de Azuqueca de Henares.

b)  Dependencia que tramita el expediente: Se-
cretaría General.
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2. Objeto de contrato:
a) Descripción del objeto: Diversos servi cios en la 

piscina municipal de verano del Complejo De-
portivo San Miguel.

b) Lugar de ejecución: Azuqueca de Henares 
(Guadalajara).

c) Duración:
 - Acondicionamiento para la apertura de la 

instalación: Desde el día siguiente a la for-
malización del contrato hasta el 12 de junio 
de 2015.

 - Apertura de la instalación: 80 días.

3. Tramitación, procedimiento y forma de ad-
judicación:

a) Tramitación: Ordinaria.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Varios criterios de adjudicación.

1. Presupuesto base de licitación: Asciende a 
14.000 euros (IVA incluido), más el total que obtenga 
el Ayuntamiento por los ingresos del servi cio, que en 
el año 2014 fue de 57.756,60 euros.

2. Obtención de la documentación e informa-
ción.

a) Entidad: Ayuntamiento de Azuqueca de He-
nares. Negociado de contratación de 8:00 a 
15:00 horas.

b) Domicilio: Plaza de la Constitución, s/n.
c) Localidad y código postal: Azuqueca de Hena-

res 19200.
d) Teléfono: 949 34 80 32.
e) Fax: 949 88 38 54.
f) Correo electrónico: isabelab@azuqueca.net
g) Fecha límite de obtención de documentación: 

El día anterior a finalizar el plazo de presenta-
ción de proposiciones.

6. Presentación de las ofertas:
a) Fecha límite de presentación: Finalizará a los 

quince días naturales, contados desde el si-
guiente al de la fecha de publicación de este 
anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia. Si 
el último día fuera sábado, domingo o festivo 
se entenderá prorrogado aquel al primer día 
hábil siguiente.

b) Documentación a presentar: La especificada 
en el Pliego de Cláusulas Administrativas Par-
ticulares.

c) Lugar de la presentación: Servi cio de Atención 
a la Ciudadanía del Ayuntamiento:
1. Entidad: Servi cio de Atención a la Ciudada-

nía del Ayuntamiento.
2. Domicilio: Plaza de la Constitución, s/n.
3. Localidad y código postal: Azuqueca de He-

nares 19200.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obliga-
do a mantener su oferta: 3 meses.

3. Apertura de las ofertas:
1. Entidad: Mesa de contratación.
2. Domicilio: Plaza de la Constitución, s/n.
3. Localidad: Azuqueca de Henares.
4. Fecha: Se realizará en el día y hora que se fije 

por la Mesa de contratación, previa publicación 
en el perfil del contratante del Ayuntamiento.

7. Bastanteo de poderes:
Hasta el día anterior a la finalización del plazo de 

presentación de proposiciones en la Secretaría Ge-
neral del Ayuntamiento.

8. Gastos de anuncios: A cargo del adjudicatario 
(hasta 300 euros).

9. Portal informático o página web donde figu-
ren las informaciones relativas a la convocatoria 
o donde pueden obtenerse los Pliegos: www.azu-
queca.es (perfil de contratante).

En Azuqueca de Henares a 23 de abril de 2015.– 
El 2.º Teniente de Alcalde, José Luis Blanco Moreno.

1451

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Condemios de Arriba

ANUNCIO

PRESUPUESTO GENERAL EJERCICIO 2015

En la Intervención de esta Entidad Local y confor-
me disponen los ar tícu los 112 de la Ley 7/1985, de 
2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Lo-
cal, y 169.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, se 
encuentra expuesto al público a efectos de reclama-
ciones, el Presupuesto general para el ejercicio de 
2015, aprobado inicialmente por el Pleno del Ayun-
tamiento, en sesión celebrada el día 03 de abril de 
2015.

Los interesados que estén legitimados según lo 
dispuesto en el ar tícu lo 170 del Real Decreto Legis-
lativo 2/2004, de 5 de marzo, y por los motivos taxa-
tivamente enumerados en el número 2 de dicho ar-
tícu lo, podrán presentar reclamaciones con sujeción 
a los siguientes trámites:

a)  Plazo de exposición y admisión de reclamacio-
nes: Quince días hábiles a partir de la inserción 
de este anuncio en el Boletín Oficial de la Pro-
vincia.
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b)  Oficina de presentación: Registro General.

c)  Órgano ante el que se reclama: Pleno del Ayun-
tamiento.

En Condemios de Arriba a 8 de abril de 2015.– El 
Alcalde, Manuel Ortega Fernández.

1452

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Condemios de Arriba

ANUNCIO

CUENTA GENERAL DEL PRESUPUESTO 
CORRESPONDIENTE AL EJERCICIO DE 2014

En la Intervención de esta Corporación y a los 
efectos del ar tícu lo 212 del Real Decreto Legislativo 
2/2004, del 5 de marzo, por el que se aprueba el Tex-
to Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales ,se halla de manifiesto la Cuenta general del 
Presupuesto 2014 para su examen y formulación por 
escrito, de los reparos reclamaciones u observacio-
nes que procedan. La citada cuenta General está in-
tegrada por la del Ayuntamiento.

Para la impugnación de la Cuenta general se ob-
servará:

a)  Plazo de exposición: 15 días hábiles contados 
a partir del siguiente a la fecha de inserción de 
este anuncio en el Boletín Oficial de la Provin-
cia.

b)  Plazo de admisión: Durante el plazo anterior.
c)  Oficina de presentación: Secretaría Municipal.
d)  Órgano ante el que se reclama: Pleno del Ayun-

tamiento.

En Condemios de Arriba a 8 de abril de 2015.– El 
Alcalde, Manuel Ortega Fernández.

1453

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Establés

EDICTO

No habiéndose presentado reclamaciones contra 
el acuerdo de aprobación inicial del Presupuesto y 
Plantilla de la Corporación para el ejercicio de 2015, 
según anuncio publicado en el BOP de Guadalajara 
número 152 de 19/12/14 y producida la aprobación 
definitiva de forma automática, se hacen públicos el 
presupuesto resumido a nivel de capítulos y la plan-
tilla de personal, de conformidad con lo dispuesto en 
el ar tícu lo 169.3 del Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo, y ar tícu lo 127 del RDL 781/1986, de 
18 de abril.

I.- PRESUPUESTO

Estado de ingresos:

Capítulo Denominación Importe euros

I Impuestos directos 29.550,00

II Impuestos indirectos 250,00

III Tasas y otros ingresos 12.300,00

IV Transferencias corrientes 7.621,00

V Ingresos patrimoniales 18.815,00

VII Transferencias de capital 39.400,00

Total presupuesto de ingresos 68.536,00

Estado de gastos:

Capítulo Denominación Importe euros

I Gastos de personal 14.000,00

II Gastos en bienes corrientes y de 
servicios 42.256,00

IV Transferencias corrientes 1.000,00

VI Inversiones reales 5.900,00

VII Transferencias de capital 0,00

Total presupuesto de gastos 63.156,00
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II.- PLANTILLA DE PERSONAL

A) Personal funcionario:

- Escala: Funcionarios de Administración local 
con habilitación estatal.

- Subescala: Secretaría-Intervención.

- Denominación plaza: Secretario-Interventor.

- Grupo art. 76 EBEP: A1/A2. Nivel CD: 26. CE: 
Sí.

- En agrupación con Maranchón y Mazarete.

- Forma de provisión: Concurso entre funcionarios 
de la subescala.

- Situación Plaza: Nombramiento interino.

Contra la aprobación definitiva del Presupuesto 
y Plantilla podrá interponerse directamente recurso 
contencioso-administrativo, ante el Tribunal Superior 
de Justicia de Castilla-La Mancha, en la forma y los 
plazos que establecen las normas de dicha jurisdic-
ción.

Establés, 8 de abril de 2015.– El Alcalde, Santos 
Gutiérrez Clares.

1450

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Retiendas

ANUNCIO

PRESUPUESTO GENERAL 2015

Aprobado inicialmente por el pleno del Ayun-
tamiento de Retiendas en sesión ordinaria de 28 
de marzo de 2015 el Presupuesto general para el 
ejercicio 2015, se anuncia que estará de manifies-
to al público en la Secretaría de la Corporación, a 
los efectos de lo dispuesto en los ar tícu los 112 de 
la Ley 7/1985, de 2 de abril, LBRL y 169 del Texto 
Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales por espacio de 15 días contados a partir del 
día siguiente a la publicación del presente Edicto 
en el BOP, durante cuyo plazo podrán presentar-
se contra el mismo las reclamaciones que estimen 
convenientes por los motivos establecidos en el ar-
tícu lo 170.2 del Texto Refundido de la Ley Regula-
dora de las Haciendas Locales.

En Retiendas a 31 de marzo de 2015.– El Alcalde, 
Ramón Martín García.

1454

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Yunquera de Henares

ANUNCIO DE APROBACIÓN INICIAL

El Pleno del Ayuntamiento de Yunquera de Hena-
res, en sesión ordinaria celebrada el día 1 de abril de 
2015, acordó la aprobación inicial de la Ordenanza 
fiscal reguladora del Impuesto sobre Ve hícu los de 
Tracción Mecánica, y en cumplimiento de lo dispues-
to en los ar tícu los 49 y 70.2 de la Ley 7/1985, de 2 
de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Lo-
cal, y en el ar tícu lo 56 del Real Decreto Legislativo 
781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de las disposiciones legales vigen-
tes en materia de Régimen Local, se somete el ex-
pediente a información pública por el plazo de treinta 
días, a contar desde el día siguiente a la inserción 
de este anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia 
de Guadalajara, para que pueda ser examinado y se 
presenten las reclamaciones que estimen oportunas.

Si transcurrido dicho plazo no se hubiesen pre-
sentado alegaciones, se considerará aprobado defi-
nitivamente dicho acuerdo.

En Yunquera de Henares a 8 de abril de 2015.– 
Documento firmado electrónicamente por el Alcalde, 
José Luis González León.

1455

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Yunquera de Henares

EDICTO

Al no haberse presentado reclamaciones durante 
el plazo de exposición al público, queda automática-
mente elevado a definitivo el acuerdo plenario inicial 
de 27 de enero de 2015 por el que se aprueba la 
ordenanza general de gestión, recaudación e ins-
pección de los tributos y otros ingresos de Derecho 
Público, cuyo texto íntegro se hace público, para su 
general conocimiento y en cumplimiento de lo dis-
puesto en el artículo 70.2 de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

«ORDENANZA GENERAL DE GESTIÓN, 
RECAUDACIÓN E INSPECCIÓN DE LOS 

TRIBUTOS Y OTROS INGRESOS DE DERECHO 
PÚBLICO LOCALES

ÍNDICE DE LA ORDENANZA
SECCIÓN I. DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1 - Objeto
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Artículo 2 - Ámbito de aplicación
SECCIÓN II. PROCEDIMIENTO
Artículo 3 - Aspectos generales
Artículo 4 - Comunicaciones informativas
Artículo 5 - Acceso a archivos y documentos
Artículo 6 - Derecho a la obtención de copia de los 

documentos que obren en el expediente
Artículo 7 - Aportación de documentación.
Artículo 8 - Alegaciones y trámite de audiencia al 

interesado
Artículo 9 - Registros
Artículo 10 - Cómputo de plazos
SECCIÓN III. PROCEDIMIENTOS TRIBUTA-

RIOS
Subsección I. Fases de los procedimientos tri-

butarios
Artículo 11 - Iniciación, desarrollo y terminación 

de los procedimientos tributarios
Artículo 12 - Liquidaciones tributarias
Artículo 13 - Obligación de resolver, motivación y 

plazo
Artículo 14 - Tramitación de expedientes. Desisti-

miento y caducidad
Artículo 15 - Efectos del silencio administrativo
Artículo 16 - Intereses de demora
Subsección II. Procedimientos de gestión tri-

butaria
Artículo 17 - Procedimiento de devolución
Artículo 18 - Procedimiento de rectificación de au-

toliquidaciones
Artículo 19 - Procedimiento iniciado mediante de-

claración
Artículo 20 - Procedimiento para el reconocimien-

to de beneficios fiscales
Artículo 21 - Procedimiento de verificación de da-

tos
Artículo 22 - Procedimiento de comprobación li-

mitada
SECCIÓN IV. APLICACIÓN DE LOS PROCEDI-

MIENTOS TRIBUTARIOS EN EL AYUNTAMIENTO
Subsección I. De créditos tributarios
CAPÍTULO I.- DE VENCIMIENTO PERIÓDICO
Artículo 23 - Impuesto sobre Bienes Inmuebles
Artículo 24 - Impuesto sobre Vehículos de Trac-

ción Mecánica
Artículo 25 - Impuesto sobre Actividades Econó-

micas
Artículo 26 - Tasas
Artículo 27 - Aprobación de padrones
Artículo 28 - Calendario fiscal
Artículo 29 - Exposición pública de padrones
Artículo 30 - Anuncios de cobranza
Artículo 31 - Liquidaciones en tributos de venci-

miento periódico

CAPÍTULO II.- DE VENCIMIENTO NO PERIÓDI-
CO

Artículo 32 - Liquidaciones en tributos de venci-
miento no periódico

Artículo 33 - Presentación de declaraciones
Artículo 34 - Establecimiento del régimen de auto-

liquidación del impuesto sobre incremento del valor 
de los terrenos de naturaleza urbana

Artículo 35 - Autoliquidación de otros tributos
CAPÍTULO III.- NOTIFICACIONES ADMINIS-

TRATIVAS
Artículo 36 - Notificación de las liquidaciones por 

tributos de vencimiento periódico
Artículo 37 - Notificación de las liquidaciones de 

vencimiento singular
Artículo 38 - Publicación en el Boletín Oficial de la 

Provincia y otros lugares reglamentarios
CAPÍTULO IV.- CONCESIÓN DE BENEFICIOS 

FISCALES
Artículo 39 - Solicitud y efectos de la concesión
CAPÍTULO V.- PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN
Artículo 40 - Normas generales
Artículo 41 - Recurso de reposición
Artículo 42 - Recurso contencioso administrativo y 

reclamación económico-administrativa
Artículo 43 - Recurso de revisión
Artículo 44 - Declaración de nulidad de pleno de-

recho
Artículo 45 - Declaración de lesividad
Artículo 46 - Revocación de actos
Artículo 47 - Rectificación de errores
CAPÍTULO VI.- SUSPENSIÓN DEL PROCEDI-

MIENTO
Artículo 48 - Suspensión por interposición de re-

cursos
Artículo 49 - Suspensión por aplazamiento o frac-

cionamiento de pago
Artículo 50 - Suspensión por interposición tercería 

de dominio
Artículo 51 - Suspensión de la ejecución de san-

ciones
Artículo 52 - Paralización del procedimiento
Artículo 53 - Garantías
Artículo 54 - Concurrencia de procedimientos
CAPÍTULO VII.- PRÁCTICA DE LA DEVOLU-

CIÓN DE INGRESOS INDEBIDOS
Artículo 55 - Iniciación
Artículo 56 - Reconocimiento del derecho a devo-

lución
Artículo 57 - Pago de la devolución
Artículo 58 - Reembolso por ingresos debidos y 

recargos
Artículo 59 - Reintegro del coste de las garantías
Subsección II. De créditos no tributarios
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CAPÍTULO I.- PRECIOS PÚBLICOS
Artículo 60 - Establecimiento y fijación de precios 

públicos
Artículo 61 - Gestión de los precios públicos
Artículo 62 - Períodos de pago de los precios pú-

blicos
CAPÍTULO II.- OTROS CRÉDITOS
Artículo 63 - Otros créditos no tributarios
Artículo 64 - Ingresos por actuaciones urbanísti-

cas mediante el sistema de cooperación
Artículo 65 - Ingresos por otras actuaciones urba-

nísticas
Artículo 66 - Responsabilidades de particulares
Artículo 67 - Reintegros y multas
SECCIÓN V. RECAUDACIÓN
Subsección I. Organización
Artículo 68 - Órganos de recaudación
Artículo 69 - Funciones del Alcalde
Artículo 70 - Funciones del Interventor
Artículo 71 - Funciones del Tesorero
Artículo 72 - Funciones de la Asesoría Jurídica
Artículo 73 - Sistema de recaudación
Artículo 74 - Domiciliación bancaria
Artículo 75 - Entidades colaboradoras
Subsección II. Gestión recaudatoria
CAPÍTULO I.- NORMAS COMUNES
Artículo 76 - Ámbito de aplicación.
Artículo 77 - Obligados al pago
Artículo 78 - Comunidades de bienes
Artículo 79 - Domicilio fiscal y comunicación de 

sus modificaciones
Artículo 80 - Legitimación para efectuar y recibir 

el pago
Artículo 81 - Deber de colaboración con la Admi-

nistración
CAPÍTULO II.- RESPONSABLES Y GARANTÍAS 

DEL CRÉDITO
Artículo 82 - Responsables solidarios
Artículo 83 - Procedimiento para exigir la respon-

sabilidad solidaria
Artículo 84 - Responsables subsidiarios
Artículo 85 - Sucesores en las deudas tributarias
Artículo 86 - Procedimiento de recaudación ante 

los sucesores
Artículo 87 - Garantías del pago
Artículo 88 - Afección de bienes
CAPÍTULO III.- RECAUDACIÓN VOLUNTARIA
Artículo 89 - Períodos de recaudación
Artículo 90 - Desarrollo del cobro en período vo-

luntario
Artículo 91 - Recargos de extemporaneidad
CAPÍTULO IV.- RECAUDACIÓN EJECUTIVA
Artículo 92 - Inicio del período ejecutivo

Artículo 93 - Inicio procedimiento de apremio
Artículo 94 - Anuncios de subasta y Mesa de su-

basta
Artículo 95 - Licitadores
Artículo 96 - Desarrollo de la subasta
Artículo 97 - Actuaciones posteriores a la subasta
Artículo 98 - Exigibilidad de intereses en el proce-

dimiento de apremio
Artículo 99 - Liquidaciones por intereses y recar-

gos
Artículo 100 - Costas del Procedimiento
CAPÍTULO V.- APLAZAMIENTOS Y FRACCIO-

NAMIENTOS
Artículo 100 - Solicitud
Artículo 101- Periodo para solicitar el fracciona-

miento y aplazamiento. Cuantía y efectos.
Artículo 102 - Efectos de la falta de pago
Artículo 103 - Garantías. Constitución y dispensas
CAPÍTULO VI.- PRESCRIPCIÓN Y COMPENSA-

CIÓN
Artículo 104 - Prescripción
Artículo 105 - Compensación
Artículo 106 - Compensación de nóminas a em-

pleados municipales.
Artículo 107 - Compensación de oficio de deudas 

de Entidades Públicas
Artículo 108 - Cobro de deudas de Entidades Pú-

blicas
Artículo 109 - Aplicación del principio de eficiencia 

y eficacia
CAPÍTULO VII.- CRÉDITOS INCOBRABLES
Artículo 110 - Situación de insolvencia.
SECCIÓN VI. INSPECCIÓN
Artículo 111 - La Inspección de los Tributos
Artículo 112 - Personal inspector
Artículo 113 - Clases de actuaciones
Artículo 114 - Lugar y tiempo de las actuaciones
Artículo 115 - Iniciación y desarrollo de las actua-

ciones inspectoras
Artículo 116 - Terminación de las actuaciones ins-

pectoras
SECCIÓN VII. RÉGIMEN SANCIONADOR
Subsección I. Disposiciones generales
Artículo 117 - Disposiciones generales sobre in-

fracciones y sanciones tributarias
Artículo 118 - Concepto y clases de infracciones y 

sanciones tributarias
Subsección II. Calificación de las infracciones 

y sanciones tributarias
Artículo 119 - Infracción tributaria por dejar de in-

gresar la deuda tributaria que tuviera que resultar de 
una autoliquidación

Artículo 120 - Infracción tributaria por incumplir la 
obligación de presentar de forma completa y correc-
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ta las declaraciones o los documentos necesarios 
para practicar liquidaciones

Artículo 121 - Infracción tributaria por obtener in-
debidamente devoluciones

Artículo 122 - Infracción tributaria por solicitar in-
debidamente devoluciones, beneficios

o incentivos fiscales
Artículo 123 - Infracción tributaria por presentar 

incorrectamente autoliquidaciones o declaraciones 
sin que se produzca perjuicio económico o contes-
taciones a requerimientos individualizados de infor-
mación

Artículo 124 - Infracción tributaría por resistencia, 
obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de 
la Administración tributaria local

Artículo 125 - Otras infracciones tributarias
Artículo 126 - Liquidación de intereses de demora 

en el procedimiento inspector.
Artículo 127 - Procedimiento sancionador
Artículo 128 - Procedimiento sancionador abre-

viado
DISPOSICIÓN ADICIONAL 
Normativa de aplicación y modificación de los pre-

ceptos de Ordenanza y de las referencias que hace 
la normativa vigente, con motivo de la promulgación 
de normas posteriores

DISPOSICIÓN FINAL

ORDENANZA GENERAL DE GESTIÓN, 
RECAUDACIÓN E INSPECCIÓN DE LOS 

TRIBUTOS Y OTROS INGRESOS DE DERECHO 
PÚBLICO LOCALES 

SECCIÓN I. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1 - Objeto.
1.- La presente Ordenanza General, dictada al 

amparo de lo previsto en el artículo 106.2 de la Ley 
7/1.985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen Local, los artículos 11, 12.2 y 15.3 del tex-
to refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales aprobado por el Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo (TRHL) y la Disposición adi-
cional cuarta, apartado 3 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria, contiene normas 
comunes, tanto sustantivas como de procedimiento, 
que se considerarán parte integrante de las Orde-
nanzas fiscales y de los Reglamentos Interiores que 
se puedan dictar relativos a la gestión, recaudación 
e inspección de los ingresos de Derecho público mu-
nicipales.

2.- Se dicta esta Ordenanza para:
a) Desarrollar lo previsto en la Ley General Tribu-

taria en aquellos aspectos referentes a los procedi-
mientos tributarios de gestión, inspección y recauda-
ción, llevados a cabo por este Ayuntamiento.

b) Regular aquellos aspectos comunes a diversas 
Ordenanzas fiscales, evitando así su reiteración.

c) Regular las materias que precisan de concre-
ción o desarrollo por parte del Ayuntamiento.

d) Informar a los ciudadanos de las normas vi-
gentes así como de los derechos y garantías de los 
contribuyentes, cuyo conocimiento puede resultar de 
general interés en orden al correcto conocimiento y 
cumplimiento de las obligaciones tributarias.

Artículo 2 - Ámbito de aplicación.

1.- La presente Ordenanza se aplicará en la ges-
tión de los ingresos de Derecho público cuya titulari-
dad corresponda al Ayuntamiento.

2.- Esta Ordenanza, así como las Ordenanzas fis-
cales, obligarán en el término municipal de Yunquera 
de Henares y se aplicarán de acuerdo con los princi-
pios de residencia efectiva y territorialidad, según la 
naturaleza del derecho.

3.- Por Decreto del Alcalde se podrá dictar dis-
posiciones interpretativas y aclaratorias de este Or-
denanza y de las Ordenanzas reguladoras de cada 
exacción.

SECCIÓN II. PROCEDIMIENTO

Artículo 3 - Aspectos generales.

1.- La tramitación de los expedientes estará guia-
da por los criterios de racionalidad y eficacia, pro-
curando asimismo simplificar los trámites que debe 
realizar el ciudadano.

2.- El Alcalde podrá delegar el ejercicio de com-
petencias y la firma de resoluciones administrativas, 
salvo que legalmente se prohibiera tal delegación.

3.- Las resoluciones administrativas que se adop-
ten por delegación entre órganos de esta Administra-
ción indicarán expresamente esta circunstancia y se 
considerarán dictadas por el órgano delegante.

4.- Se impulsará la aplicación de técnica y medios 
electrónicos, informáticos y telemáticos para la tra-
mitación de expedientes, para mejorar la eficiencia 
desde las comunicaciones de los ciudadanos con el 
Ayuntamiento.

Artículo 4 - Comunicaciones informativas.

1.- Los diferentes servicios del Ayuntamiento in-
formarán a los contribuyentes que lo soliciten de los 
criterios administrativos existentes para la aplicación 
de la normativa tributaria.

Las solicitudes formuladas verbalmente, se res-
ponderán de igual forma.

En los casos en que la solicitud se formulará por 
escrito, se procurará que el contribuyente exprese 
con claridad los antecedentes y circunstancias del 
caso, así como las dudas que le suscite la normativa 
tributaria aplicable.

2.- Si la solicitud de información se refiere a una 
cuestión reglamentada en las Ordenanzas, o en Cir-
culares municipales internas, o bien se trata de una 
cuestión cuya respuesta se deduce indubitadamente 
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de la normativa vigente, el Servicio receptor de la 
consulta podrá formular la respuesta.

En otro caso, se responderá desde Asesoría Jurí-
dica, a propuesta del servicio competente.

Para garantizar la confidencialidad de la informa-
ción, se requerirá del contribuyente su debida identi-
ficación y, en todo caso, el NIF. Además, si se actúa 
por medio de representante, éste deberá acreditar 
su condición de tal.

3.- Mediante internet, se podrá acceder a la infor-
mación considerada de interés general: calendarios 
de cobranza, medios y lugares de pago, explicación 
suficiente de los principales puntos de procedimiento 
de gestión y recaudación.

Artículo 5 - Acceso a archivos y documentos.

1.- Los obligados tributarios que hayan sido parte 
en el procedimiento podrán acceder a los registros 
y documentos que formen parte de un expediente 
concluido en la fecha de la solicitud.

No se podrá acceder a los expedientes conclui-
dos referidos a periodos u obligaciones respecto a 
las que hayan prescrito los derechos del interesado, 
salvo que los datos sean necesarios para el ejercicio 
de derechos o el cumplimiento de obligaciones tribu-
tarias que afecten a periodos u obligaciones respec-
to a los que no hayan prescrito los correspondientes 
derechos.

2.- Para que sea autorizada la consulta será ne-
cesario que se formule petición individualizada, es-
pecificando los documentos que se desea consultar.

La consulta deberá ser solicitada por el interesado 
y no podrá afectar la intimidad de terceras personas.

Cuando el cumplimiento de estos requisitos re-
sulte dudoso para los responsables de los Servicios, 
será necesario que la Asesoría Jurídica informe (por 
escrito o verbalmente) sobre la procedencia de la 
consulta y valore si estos documentos contienen o 
no datos referentes a la intimidad de personas dife-
rentes del consultante.

3.- El órgano que tramitó el expediente resolverá 
sobre la petición de acceso en el plazo máximo de 
un mes. Transcurrido este plazo sin que de forma 
expresa se responda a la petición de acceso, esta 
podrá entenderse desestimada.

4.- Quienes posean DNI electrónico, un certifica-
do de firma digital expedido por la Fábrica Nacional 
de Moneda y Timbre u otro tipo de certificado, cuya 
eficacia reconozca el Ayuntamiento, podrán acceder 
por Internet a los datos personales que se indicarán 
en la página web municipal.

5.- Cuando los documentos que formen el expe-
diente estén almacenados por medios electrónicos, 
informáticos o telemáticos, se facilitará el acceso al 
interesado por dichos medios siempre que las dis-
ponibilidades técnicas lo permitan, de acuerdo con 
lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de protección de datos de carácter per-
sonal.

Artículo 6 - Derecho a la obtención de copia de 
los documentos que obren en el expediente.

1.- El obligado tributario podrá obtener a su costa, 
previa solicitud, copia de los documentos que figuren 
en el expediente, durante la puesta de manifiesto del 
expediente, cuando se realice el acceso a archivos y 
registros administrativos de expedientes concluidos 
o en cualquier momento en el procedimiento de apre-
mio. Se podrán facilitar extracto de los justificantes o 
documentos, o utilizar otros métodos que permitan 
mantener la confidencialidad de aquellos datos que 
no les afecten.

2.- La obtención de copias facilitadas por el Ayun-
tamiento requerirá el pago previo de la tasa estable-
cida, en su caso, por expedición y reproducción de 
documentos.

3.- Cuando las necesidades del servicio lo permi-
tan, se cumplimentará la petición del contribuyente 
en el mismo día. Si se trata de un número elevado 
de copias, o cuando otro hecho impida cumplir el pla-
zo anterior, se informará al solicitante de la fecha en 
que podrá recoger las copias solicitadas. Salvo cir-
cunstancias excepcionales, este plazo no excederá 
de diez días naturales.

El momento para solicitar copias es el plazo du-
rante el cual se ha concedido trámite de audiencia, o 
en defecto de éste, en el plazo de alegaciones pos-
terior a la propuesta de resolución.

4.- Por diligencia incorporada en el expediente se 
hará constar el número de los folios de los cuales 
se ha expedido copia y su recepción por el contribu-
yente.

5.- Los contribuyentes no tendrán derecho a obte-
ner copia de aquellos documentos que figurando en 
el expediente afecten a intereses de terceros, o a la 
intimidad de otras personas.

La resolución que deniegue la solicitud de copia 
de documentos obrantes en el expediente deberá 
motivarse.

Cuando se suscite alguna duda en relación con 
los anteriores extremos, se consultará al Jefe de la 
Asesoría Jurídica.

6.- En aquellos casos en los que los documentos 
que consten en el archivo o expediente correspon-
diente estén almacenados por medios electrónicos, 
informáticos o telemáticos, las copias se facilitarán 
preferentemente por dichos medios o en los sopor-
tes adecuados a tales medios, siempre que las dis-
ponibilidades técnicas lo permitan.

Artículo 7 - Aportación de documentación.
1.- Los obligados por un procedimiento de ges-

tión de ingresos de derecho público podrán ejercer 
su derecho a no aportar aquellos documentos ya 
presentados por ellos mismos y que se encuentren 
en poder del Ayuntamiento siempre que el obligado 
indique el día y procedimiento en el que los presentó.

2.- Los contribuyentes, tienen derecho a solicitar 
certificación y copia de las declaraciones por ellos 
presentadas, así como a obtener copia sellada de 
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los documentos presentados siempre que la aporten 
junto a los originales para su cotejo; asimismo, tie-
nen derecho a la devolución de los originales de di-
chos documentos, en el caso de que no deban obrar 
en el expediente.

3.- Las solicitudes de los contribuyentes relativas 
a la identificación de los responsables de la tramita-
ción o resolución de los procedimientos se dirigirán 
a la Alcaldía.

La responsabilidad de las diferentes áreas fun-
cionales corresponde a los órganos y servicios mu-
nicipales según la distribución establecida en esta 
Ordenanza.

4.- Cuando en un procedimiento de aplicación de 
los tributos el obligado tributario alegue la inexactitud 
o falsedad de los datos incluidos en declaraciones o 
contestaciones a requerimientos efectuados, deberá 
efectuar dicha alegación en el plazo de 15 días, con-
tados a partir del día siguiente a aquel en que dichos 
datos le sean puestos de manifiesto. Si la alegación 
se realiza transcurrido dicho plazo, se considerará 
dilación en el procedimiento por causa no imputable 
a la Administración.

Artículo 8 - Alegaciones y trámite de audiencia 
al interesado.

1.- Durante el trámite de audiencia se pondrá de 
manifiesto al obligado tributario el expediente, que 
incluirá las actuaciones realizadas, todos los ele-
mentos de prueba que obren en poder de la Admi-
nistración y los informes emitidos por otros órganos. 
Asimismo, se incorporarán las alegaciones y los 
documentos que los obligados tributarios tienen de-
recho a presentar en cualquier momento anterior al 
trámite de audiencia, que serán tenidos en cuenta 
por los órganos competentes al redactar la corres-
pondiente propuesta de resolución.

En dicho trámite, el obligado tributario podrá ob-
tener copia de los documentos del expediente, apor-
tar nuevos documentos y justificantes, y efectuar las 
alegaciones que estime oportunas.

2.- Si antes del vencimiento del plazo de audien-
cia o, en su caso, de alegaciones, el obligado tributa-
rio manifestase su decisión de no efectuar alegacio-
nes ni aportar nuevos documentos ni justificantes, se 
tendrá por realizado el trámite y se dejará constancia 
en el expediente de dicha circunstancia.

3.- Se podrá prescindir del trámite de audiencia 
o, en su caso, del plazo para formular alegaciones, 
cuando no figuren en el procedimiento ni sean teni-
dos en cuenta en la resolución otros hechos ni otras 
alegaciones y pruebas que las presentadas por el in-
teresado. En estos casos se prescindirá, asimismo, 
de la notificación al obligado tributario de la propues-
ta de resolución o liquidación.

4.- En particular se podrá prescindir del trámite de 
audiencia previo a la propuesta de resolución cuan-
do se suscriban acta con acuerdo o cuando esté pre-
visto un trámite de alegaciones posterior a dicha pro-

puesta. En este último caso, el expediente se pondrá 
de manifiesto en el trámite de alegaciones.

Asimismo, podrá prescindirse del trámite de au-
diencia cuando se trate de rectificar meros errores 
aritméticos deducidos de los hechos y documentos 
presentados por el contribuyente.

5.- Con carácter general, el plazo de audiencia 
será de diez días.

6.- Una vez realizado el trámite de audiencia no se 
podrá incorporar al expediente más documentación 
acreditativa de los hechos, salvo que se demuestre 
la imposibilidad de haberla aportado antes de la fi-
nalización del trámite de audiencia, en cuyo caso, 
dicha aportación se considerará dilación en el proce-
dimiento por causa no imputable a la Administración.

7.- Concluido el trámite de audiencia o, en su 
caso, el de alegaciones, el órgano competente para 
la tramitación elevará al órgano competente para re-
solver la propuesta de resolución en los casos en 
que el procedimiento finalice mediante resolución.

Artículo 9 - Registros.

1.- El Registro General Municipal estará abierto 
en el horario habitual de lunes a viernes entre las 
9,00 a 14,00 horas. Durante los meses de octubre 
a mayo también estará abierto los jueves entre las 
16,30 y las 19,00 horas.

2.- Podrán presentarse por los interesados escri-
tos dirigidos al Ayuntamiento por cualquiera de los 
medios siguientes:

a) En el Registro General Municipal, ubicado en la 
Casa Consistorial.

b) Vía telemática a través de la Sede Electrónica 
del Ayuntamiento (www.yunqueradehenares.com)

c) En los registros de cualquier órgano de la Ad-
ministración Estatal, Autonómica o Local si, en este 
último caso, se hubiese suscrito el oportuno conve-
nio.

d) En las oficinas de Correos.

e) En las representaciones diplomáticas u oficinas 
consulares de España en el extranjero.

3.- Cuando, por aplicación de las Ordenanzas fis-
cales, se hubiera de satisfacer alguna tasa con mo-
tivo de la presentación de solicitudes y escritos diri-
gidos a la Administración, la cuota correspondiente 
se liquidará según el modelo establecido al efecto y 
siguiendo sus instrucciones.

4.- A efectos del cómputo de plazos para dictar re-
solución, se entenderá como fecha de presentación 
del correspondiente escrito la fecha de recepción en 
el registro de entrada de esta Administración.

5.- Registrado un documento, se estampará en el 
mismo nota expresiva de la fecha en que se inscribe 
y número de orden que le haya correspondido. El 
encargado del registro una vez efectuada la inscrip-
ción, procederá a distribuir los documentos entre los 
departamentos competentes, para su oportuna tra-
mitación.
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6.- Con referencia a los asientos en el libro del 
Registro, podrá expedirse certificaciones autoriza-
das por el Secretario.

Artículo 10 - Cómputo de plazos.

1.- Siempre que no se exprese otra cosa, cuando 
los plazos se indiquen por días, se entiende que son 
hábiles, y se excluyen del cómputo los sábados, los 
domingos y los declarados festivos.

A efectos de recaudación de los ingresos, tanto 
en período voluntario como en período ejecutivo, si 
el vencimiento de cualquier plazo coincide con un 
sábado o un día inhábil, se trasladará el susodicho 
vencimiento al primer día hábil siguiente.

Cuando los plazos se señalen por días naturales, 
se hará constar esta circunstancia en las correspon-
dientes notificaciones.

2.- Si el plazo se fija en meses o años, éstos se 
computarán a partir del día siguiente a aquel en que 
tenga lugar la notificación o publicación del acto de 
que se trate, o desde el siguiente a aquel en que 
se produzca la estimación o desestimación por si-
lencio administrativo. Si en el mes de vencimiento no 
hubiera día equivalente a aquel en que comienza el 
cómputo, se entenderá que el plazo expira el último 
día del mes.

3.- Cuando el último día del plazo sea inhábil, se 
entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.

4.- Los plazos expresados en días se contarán a 
partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la 
notificación o publicación del acto de que se trate, o 
desde el siguiente a aquel en se produzca la estima-
ción o la desestimación por silencio administrativo.

5.- Cuando un día fuese hábil en este Municipio 
e inhábil en el de residencia del interesado, se con-
siderará hábil. Cuando un día fuese inhábil en este 
Municipio y hábil en el de residencia del interesado, 
se considerará inhábil.

6.- Excepcionalmente, de oficio o a petición de los 
interesados, se podrá conceder una ampliación de 
plazos que no exceda de la mitad de los mismos. El 
acuerdo de ampliación deberá ser notificado a los 
interesados.

7.- Cuando el obligado tributario justifique la con-
currencia de circunstancias que les impidan compa-
recer en el lugar, día y hora que le hubiesen fijado, 
podrá solicitar un aplazamiento dentro de los tres 
días siguientes al de la notificación del requerimien-
to. En el supuesto de que la circunstancia que impida 
la comparecencia se produzca transcurrido el citado 
plazo de tres días, se podrá solicitar el aplazamiento 
antes de la fecha señalada para la comparecencia.

En tales casos, se señalará nueva fecha para la 
comparecencia.

8.- El acuerdo de concesión o la denegación de la 
ampliación o del aplazamiento no serán susceptibles 
de recurso o reclamación.

SECCIÓN III. PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS

Subsección I. Fases de los procedimientos 
tributarios

Artículo 11 - Iniciación, desarrollo y termina-
ción de los procedimientos tributarios.

1.- Las actuaciones y procedimientos tributarios 
podrán iniciarse de oficio o a instancia del obligado 
tributario, mediante autoliquidación, declaración, co-
municación, solicitud o cualquier otro medio previsto 
en la normativa tributaria.

2.- Las actuaciones municipales se documenta-
rán en comunicaciones, diligencias, informes y otros 
documentos previstos en la normativa específica de 
cada procedimiento.

3.- Las comunicaciones son los documentos a 
través de los cuales la Administración notifica al obli-
gado tributario el inicio del procedimiento u otros he-
chos o circunstancias relativos al mismo, o efectúa 
los requerimientos que sean necesarios.

4.- Las diligencias son los documentos públicos 
que se extienden para hacer constar hechos, así 
como las manifestaciones del obligado tributario o 
persona con la que se entiendan las actuaciones.

5.- Pondrá fin a los procedimientos tributarios la 
resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho 
en que se fundamente la solicitud, la imposibilidad 
material de continuarlos por causas sobrevenidas, la 
caducidad, el cumplimiento de la obligación que hu-
biera sido objeto de requerimiento, o cualquier otra 
causa prevista en el ordenamiento tributario.

6.- Cuando un procedimiento de aplicación de 
los tributos finalice como consecuencia del inicio de 
otro procedimiento, a los solos efectos de entender 
cumplida la obligación de notificar la terminación del 
primer procedimiento dentro de su plazo máximo de 
duración, será suficiente haber realizado un intento 
de notificación de la comunicación de inicio del se-
gundo procedimiento.

Si se hubiese iniciado un procedimiento sanciona-
dor como consecuencia de un procedimiento de apli-
cación de los tributos y este último finalizase como 
consecuencia del inicio de otro procedimiento de 
aplicación de los tributos, el procedimiento sancio-
nador terminará mediante resolución expresa en la 
que se declarará dicha circunstancia, sin perjuicio de 
que posteriormente se pueda iniciar un nuevo proce-
dimiento sancionador derivado del procedimiento de 
aplicación de los tributos iniciado con posterioridad.

Las actuaciones realizadas en el curso de un 
procedimiento de aplicación de los tributos o de un 
procedimiento sancionador que hubiesen terminado 
de la forma prevista en este apartado, así como los 
documentos y otros elementos de prueba obtenidos 
en dichos procedimientos conservarán su validez y 
eficacia a efectos probatorios en otros procedimien-
tos de aplicación de los tributos o sancionadores que 
puedan iniciarse con posterioridad.
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Artículo 12 - Liquidaciones tributarias.
1.- La liquidación tributaria es el acto resolutorio 

mediante el cual el servicio municipal competente 
realiza las operaciones de cuantificación necesarias 
y determina el importe de la deuda tributaria o de la 
cantidad que, en su caso, resulte a devolver o a com-
pensar de acuerdo con la normativa tributaria.

2.- El Ayuntamiento no está obligado a ajustar las 
liquidaciones a los datos consignados por los obli-
gados tributarios en las autoliquidaciones, declara-
ciones, comunicaciones, solicitudes o cualquier otro 
documento.

3.- Las liquidaciones tributarias serán provisiona-
les o definitivas.

Tendrán la consideración de definitivas:
a) Las practicadas en el procedimiento inspector 

previa comprobación de la totalidad de los elemen-
tos de la obligación tributaria.

b) Las demás a las que la normativa tributaria 
otorgue tal carácter.

En los demás casos, las liquidaciones tributarias 
tendrán el carácter de provisionales.

4.- Las liquidaciones que no se hayan impugna-
do en el plazo legalmente previsto para formular re-
curso de reposición, tendrán el carácter de firmes y 
consentidas.

Asimismo, serán firmes aquellas liquidaciones 
cuyo recurso administrativo ha sido desestimado y 
no se ha recurrido en vía jurisdiccional la resolución 
del Ayuntamiento.

5.- La competencia para aprobar las liquidaciones 
tributarias corresponde al Alcalde.

Artículo 13 - Obligación de resolver, motiva-
ción y plazo.

1.- El Ayuntamiento está obligado a resolver todas 
las cuestiones que se planteen en los procedimien-
tos tributarios. Se exceptúa dicho deber de resolver 
expresamente en los casos siguientes:

a) En los procedimientos relativos al ejercicio de 
derechos que sólo deban ser objeto de comunica-
ción por el obligado tributario.

b) Cuando se produzca la caducidad, la pérdida 
sobrevenida del objeto del procedimiento, la renun-
cia o el desistimiento de los interesados.

2.- Cuando el interesado solicite expresamente 
que se declare la caducidad, la pérdida sobrevenida 
del objeto del procedimiento, la renuncia o el desisti-
miento, se deberá resolver sobre la petición.

3.- El plazo máximo en que debe notificarse la re-
solución será de seis meses, salvo que la normativa 
aplicable fije un plazo distinto. El plazo se contará:

a) En los procedimientos iniciados de oficio, des-
de la fecha de notificación del acuerdo de inicio.

b) En los procedimientos iniciados a instancia 
del interesado, desde la fecha en que el documento 
haya tenido entrada en el registro del órgano compe-
tente para su tramitación.

Queda excluido de lo dispuesto en este apartado 
el procedimiento de apremio, cuyas actuaciones po-
drán extenderse hasta el plazo de prescripción del 
derecho de cobro.

4.- Para entender cumplida la obligación del apar-
tado anterior será suficiente acreditar que se ha rea-
lizado un intento de notificación que contenga el tex-
to íntegro de la resolución.

Los períodos de interrupción justificada y las dila-
ciones en el procedimiento por causa no imputable 
a la Administración municipal no se incluirán en el 
cómputo del plazo de resolución.

5.- Los servicios competentes adoptarán las me-
didas necesarias para cumplir los deberes de moti-
var los actos administrativos y resolver los recursos 
presentados en el plazo fijado en esta Ordenanza.

Si en determinadas circunstancias, los jefes de 
los servicios consideran que no pueden cumplir la 
obligación legal, lo pondrán en conocimiento de la 
Alcaldía, a fin de buscar las soluciones más adecua-
das.

6.- La terminación convencional del procedimien-
to deberá ser autorizada por el Pleno.

Artículo 14 - Tramitación de expedientes. De-
sistimiento y caducidad.

1.- En los procedimientos iniciados a instancia de 
parte, si las solicitudes de iniciación de un procedi-
miento no reúnen todos los requisitos exigidos por 
la normativa vigente, se requerirá al interesado para 
que en un plazo de diez días subsane las anomalías, 
con indicación de que, si así no lo hiciera, se le ten-
drá por desistido de su petición, y se archivará sin 
más trámite el expediente.

2.- Se ordenará la acumulación de procedimien-
tos que entre sí guarden identidad sustancial o ínti-
ma conexión.

3.- En la resolución de expedientes de naturale-
za homogénea, se observará el orden riguroso de 
incoación.

4.- Cuando la Administración considere que los 
ciudadanos deben cumplimentar determinados trá-
mites –que no impiden continuar el procedimiento–, 
lo pondrá en conocimiento de los interesados, con-
cediéndoles un plazo de diez días para cumplimen-
tarlos. A los ciudadanos que no cumplimenten el trá-
mite en el plazo citado se les declarará decaídos en 
su derecho al trámite correspondiente. No obstante, 
se admitirá la actuación del interesado si se produje-
ra antes o dentro del día en que se notifique la reso-
lución administrativa.

5.- En los procedimientos iniciados a solicitud del 
interesado, cuando la falta de cumplimiento de trá-
mites indispensables produzca su paralización por 
causa imputable al mismo, la Administración le ad-
vertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la 
caducidad del procedimiento. Podrá no ser aplicable 
la caducidad del procedimiento cuando la cuestión 
suscitada afecte al interés general o fuere conve-
niente sustanciarla para su esclarecimiento.
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6.- En los procedimientos iniciados de oficio, sus-
ceptibles de producir efectos desfavorables o de gra-
vamen, el vencimiento del plazo de 6 meses fijado 
en el apartado 3 del artículo anterior sin que se haya 
notificado resolución expresa, producirá la caduci-
dad del procedimiento.

7.- Producida la caducidad, ésta será declarada, 
de oficio o a instancia del interesado, ordenándose el 
archivo de las actuaciones.

Dicha caducidad no producirá, por sí sola, la pres-
cripción de los derechos de la Administración tribu-
taria, pero las actuaciones realizadas en los proce-
dimientos caducados no interrumpirán el plazo de 
prescripción.

Las actuaciones realizadas en el curso de un pro-
cedimiento caducado, así como los documentos y 
otros elementos de prueba obtenidos en dicho pro-
cedimiento, conservarán su validez y eficacia a efec-
tos probatorios en otros procedimientos iniciados o 
que puedan iniciarse con posterioridad en relación 
con el mismo u otro obligado tributario.

Artículo 15 - Efectos del silencio administra-
tivo.

1.- En los procedimientos iniciados a solicitud del 
interesado, el vencimiento del plazo máximo fijado 
para su resolución sin haberse dictado y notificado 
acuerdo expreso, legitima al interesado para enten-
der estimada o desestimada la solicitud por silencio 
administrativo, según proceda y sin perjuicio de la 
resolución que la Administración debe dictar.

2.- Cuando no haya recaído resolución dentro de 
plazo, se entenderá desestimada la solicitud en los 
siguientes supuestos:

a) Resolución del recurso de reposición previo al 
contencioso-administrativo, o la reclamación econó-
mico-administrativa, frente a los actos dictados en 
materia de gestión de ingresos de derecho público 
locales.

b) Procedimientos para la concesión de benefi-
cios fiscales en los tributos locales.

c) Resolución de otros recursos administrativos 
diferentes del establecido en el apartado a) de este 
punto, que pudieran interponerse.

d) Suspensión del procedimiento de gestión y/o 
recaudación de los ingresos de derecho público de 
que se trate, cuando no se aporte garantía suficiente.

e) Otros supuestos previstos legalmente.
3.- También se entenderá desestimada la devolu-

ción de ingresos indebidos en el plazo de tres meses 
siempre que con anterioridad no haya sido anulada 
la liquidación que motivó el ingreso.

4.- Se entenderán estimadas las solicitudes for-
muladas por los interesados en los casos previstos 
en la normativa de aplicación.

5.- Los plazos a los que hacen referencia los apar-
tados anteriores, tendrán únicamente los efectos ex-
presados en este artículo, y por lo que respecta a 
las previsiones establecidas en el artículo 26.4 de la 

Ley General Tributaria, se estará a lo que dispone el 
artículo siguiente de esta Ordenanza.

Artículo 16 - Intereses de demora.

1.- Se exigirá interés de demora a los obligados 
tributarios y a los sujetos infractores, entre otros su-
puestos cuando:

a) Se presente una autoliquidación o declaración, 
una vez transcurrido 12 meses desde el término del 
plazo establecido para la presentación, en los térmi-
nos previstos en el artículo 90 de esta Ordenanza.

b) Iniciado el período ejecutivo, el pago se realice 
una vez transcurrido el período de pago fijado en los 
artículos 62.5 de la Ley General Tributaria y 92.4 de 
esta Ordenanza.

c) Se practique una nueva liquidación como con-
secuencia de haber sido anulada otra liquidación 
por una resolución administrativa o judicial. En este 
caso, la fecha de inicio del cómputo del interés de 
demora será el día siguiente al de finalización del 
período de pago voluntario de la liquidación anula-
da y el interés se devengará hasta el momento en 
que se haya dictado la nueva liquidación. El final del 
cómputo no puede exceder del plazo de seis meses 
contados desde la resolución anulatoria de la prime-
ra liquidación.

d) Se haya obtenido una devolución improceden-
te.

2.- El interés de demora se calculará sobre el im-
porte no ingresado en plazo o sobre la cuantía de la 
devolución cobrada improcedentemente, y resultará 
exigible durante el tiempo al que se extienda el re-
traso del obligado, salvo lo dispuesto en el apartado 
siguiente.

3.- No se exigirán intereses de demora, entre 
otros, en los siguientes supuestos:

a) En las liquidaciones que se dicten en un pro-
cedimiento iniciado mediante declaración, desde la 
presentación de la declaración hasta la finalización 
del plazo para el pago en período voluntario.

b) En la interposición de un recurso o reclamación 
contra una sanción tributaria, hasta el fin del plazo de 
pago en período voluntario, abierto por la notificación 
de la resolución que ponga fin a la vía administrativa.

c) En la interposición del recurso de reposición 
contra la liquidación de un ingreso de derecho pú-
blico municipal, habiéndose acordado la suspensión 
del acto recurrido, no se exigirán intereses por el 
tiempo que exceda del plazo de un año contado des-
de la fecha de interposición del recurso.

4.- El interés de demora será el interés del dinero 
vigente a lo largo del período en el que aquél resul-
te exigible, incrementado en un 25 por ciento, salvo 
que la Ley de Presupuestos Generales del Estado 
establezca otro diferente.
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Subsección II. Procedimientos de gestión 
tributaria

Artículo 17 - Procedimiento de devolución.

1.- El procedimiento de devolución se puede ini-
ciar mediante la presentación de:

a) Una autoliquidación de la que resulte cantidad 
a devolver.

b) Una solicitud de devolución.

c) Una comunicación de datos.

2.- El plazo para efectuar las devoluciones resul-
tantes del apartado 1.a) es de seis meses contados 
desde la finalización del plazo previsto para la pre-
sentación de la autoliquidación.

En los supuestos de presentación fuera de plazo 
de autoliquidaciones de las que resulte una cantidad 
a devolver, el plazo para devolver se contará a partir 
de la presentación de la autoliquidación extemporá-
nea.

Transcurrido el plazo de seis meses, sin que 
se hubiera ordenado el pago de la devolución por 
causa imputable a la Administración tributaria, esta 
abonará el interés de demora sin necesidad de que 
el obligado lo solicite. A estos efectos, el interés de 
demora se devengará desde la finalización de dicho 
plazo hasta la fecha en que se ordene el pago de la 
devolución.

3.- Las devoluciones resultantes de los procedi-
mientos iniciados por los medios del apartado 1.b y 
1.c) se resolverán en un plazo de seis meses conta-
dos desde la presentación de la solicitud o desde la 
finalización del plazo previsto para la presentación 
de la comunicación de datos.

En estos supuestos, junto con la devolución, se 
abonará el interés de demora, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 57.2 de esta ordenanza.

Las dilaciones en el procedimiento por causa im-
putable al interesado no se tendrán en cuenta a efec-
tos del cómputo del período de demora.

4.- En supuestos de anulación de ordenanzas 
fiscales, salvo que expresamente lo prohibiera la 
sentencia, no procederá la devolución de ingresos 
correspondientes a liquidaciones firmes, o autoliqui-
daciones cuya rectificación no se hubiera solicitado, 
en los términos previstos en el artículo siguiente.

Artículo 18 - Procedimiento de rectificación de 
autoliquidaciones.

1.- Las solicitudes de rectificación de autoliquida-
ciones se dirigirán a la Alcaldía.

2.- La solicitud sólo podrá hacerse una vez pre-
sentada la correspondiente autoliquidación y antes 
de que el Ayuntamiento haya practicado la liquida-
ción definitiva o, en su defecto, antes de que haya 
prescrito el derecho de la Administración tributaria 
para determinar la deuda tributaria mediante la liqui-
dación o el derecho a solicitar la devolución corres-
pondiente.

El obligado tributario no podrá solicitar la rectifica-
ción de su autoliquidación cuando se esté tramitando 
un procedimiento de comprobación o investigación 
cuyo objeto incluya la obligación tributaria a la que 
se refiera la autoliquidación presentada, sin perjuicio 
de su derecho a realizar las alegaciones y presentar 
los documentos que considere oportunos en el curso 
de dicho procedimiento que deberán ser tenidos en 
cuenta por el órgano que esté tramitándolo.

3.- Cuando el Ayuntamiento haya practicado una 
liquidación provisional, el obligado tributario podrá 
solicitar la rectificación de su autoliquidación única-
mente si la liquidación provisional ha sido practicada 
modificando aquélla por motivo distinto del que origi-
na la solicitud del obligado tributario.

Se considerará que entre la solicitud de rectifica-
ción y la liquidación provisional concurre motivo dis-
tinto, cuando la solicitud de rectificación afecte a ele-
mentos de la obligación tributaria que no hayan sido 
regularizados mediante la liquidación provisional.

4.- En la tramitación del expediente se comproba-
rán las circunstancias que determinan la procedencia 
de la rectificación. Cuando junto con la rectificación 
se solicite la devolución de un ingreso efectuado, se 
comprobará la realidad del ingreso y su falta de de-
volución o deducción anterior, la procedencia de su 
devolución, el titular del derecho o beneficiario de la 
devolución y de la cuantía de la misma.

5.- El procedimiento finalizará mediante resolu-
ción en la que se acordará o no la rectificación de 
la autoliquidación. El acuerdo será motivado cuando 
sea denegatorio o cuando la rectificación acordada 
no coincida con la solicitada por el interesado.

En particular, al amparo del artículo 19.2 del 
TRHL se desestimarán la solicitudes de rectificación 
de autoliquidaciones basadas en el exclusivo motivo 
de conocer de una sentencia anulatoria de la orde-
nanza fiscal, a cuyo amparo se formuló y presentó la 
correspondiente autoliquidación.

6.- El plazo máximo para notificar la resolución de 
este procedimiento será de seis meses.

Transcurrido dicho plazo sin haberse realizado la 
notificación expresa del acuerdo adoptado, la solici-
tud se entenderá desestimada.

Artículo 19 - Procedimiento iniciado mediante 
declaración.

1.- Cuando la normativa del tributo así lo prevea, 
el obligado deberá presentar una declaración en que 
manifieste la realización del hecho imponible y co-
munique los datos necesarios para que la Adminis-
tración cuantifique la obligación tributaria mediante 
la práctica de una liquidación provisional.

2.- El Ayuntamiento deberá notificar la liquidación 
en un plazo de seis meses desde el día siguiente a la 
finalización del plazo para presentar la declaración, 
o en el supuesto de presentación de declaraciones 
extemporáneas, en el plazo de seis meses desde el 
día siguiente a la presentación de la declaración.
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3.- En la práctica de la liquidación tributaria, la Ad-
ministración podrá utilizar los datos consignados por 
el obligado tributario en su declaración o cualquier 
otro que obre en su poder; podrá requerir al obligado 
para que aclare los datos consignados en su decla-
ración o presente justificante de los mismos y podrá 
realizar actuaciones de comprobación de valores.

4.- Cuando la Administración tributaria vaya a te-
ner en cuenta datos distintos a los declarados por 
el obligado tributario, deberá notificar previamente la 
propuesta de liquidación de acuerdo con lo dispues-
to en el artículo 129.3 de la LGT.

5.- No se podrá efectuar una nueva regularización 
en relación con el objeto comprobado, salvo que en 
un procedimiento de inspección posterior se descu-
bran nuevos hechos o circunstancias que resulten 
de actuaciones distintas de las realizadas y especifi-
cadas en la resolución.

6.- En las liquidaciones que se dicten en este pro-
cedimiento no se exigirán intereses de demora des-
de la presentación de la declaración hasta la finali-
zación del plazo para el pago en período voluntario.

7.- Se seguirá el procedimiento de declaración 
para la práctica de liquidaciones cuando el Ayunta-
miento tenga conocimiento fehaciente de la realiza-
ción del hecho imponible de un tributo municipal, por 
la comunicación de personas físicas o jurídicas obli-
gadas a realizarla.

Artículo 20 - Procedimiento para el reconoci-
miento de beneficios fiscales.

1.- El procedimiento para el reconocimiento de 
beneficios fiscales se iniciará a instancia del obliga-
do tributario mediante solicitud dirigida a la Alcaldía 
y se acompañará de los documentos y justificantes 
exigibles y de los que el obligado tributario considere 
convenientes.

2.- El procedimiento para el reconocimiento de 
beneficios fiscales terminará por resolución en la que 
se reconozca o se deniegue la aplicación del bene-
ficio fiscal.

El plazo máximo para notificar la resolución del 
procedimiento será el que establezca la normativa 
reguladora del beneficio fiscal y, en su defecto, será 
de seis meses. Transcurrido el plazo para resolver 
sin que se haya notificado la resolución expresa, la 
solicitud se entenderá desestimada, salvo que la 
normativa aplicable establezca otra cosa.

3.- El reconocimiento de los beneficios fiscales 
surtirá efectos desde el momento que establezca la 
normativa aplicable o, en su defecto, desde el mo-
mento de su concesión.

El reconocimiento de beneficios fiscales será pro-
visional cuando esté condicionado al cumplimiento 
de condiciones futuras o la efectiva concurrencia de 
determinados requisitos no comprobados en el ex-
pediente.

4.- Salvo disposición expresa en contrario, una 
vez concedido un beneficio fiscal no será preciso rei-
terar la solicitud para su aplicación en periodos futu-

ros, salvo que se modifiquen las circunstancias que 
justificaron su concesión o la normativa aplicable.

Los obligados tributarios deberán comunicar al 
órgano que reconoció la procedencia del beneficio 
fiscal cualquier modificación relevante de las condi-
ciones o requisitos exigibles para la aplicación del 
beneficio fiscal.

Artículo 21 - Procedimiento de verificación de 
datos.

1.- La Administración tributaria podrá iniciar el pro-
cedimiento de verificación de datos en los siguientes 
supuestos:

a) Cuando la declaración o autoliquidación del 
obligado tributario adolezca de defectos formales o 
incurra en errores aritméticos.

b) Cuando los datos declarados no coincidan con 
los contenidos en otras declaraciones presentadas 
por el mismo obligado, o con los que obren en poder 
de la Administración tributaria.

c) Cuando se aprecie una aplicación indebida de 
la normativa que resulte patente.

d) Cuando se requiera la aclaración o justificación 
de algún dato relativo a la declaración.

2.- El procedimiento de verificación de datos se po-
drá iniciar mediante requerimiento de la Administración 
para que el obligado tributario aclare o justifique la dis-
crepancia observada o los datos relativos a su decla-
ración o autoliquidación, o mediante la notificación de 
la propuesta de liquidación cuando la Administración 
tributaria cuente con datos suficientes para formularla.

3.- Cuando el obligado tributario manifieste su dis-
conformidad con los datos que obren en poder de la 
Administración, deberá probar su inexactitud.

4.- Con carácter previo a la resolución en la que se 
corrijan los defectos advertidos o a la práctica de la li-
quidación provisional, la Administración deberá comu-
nicar al obligado tributario la propuesta de resolución 
o de liquidación para que en un plazo de 10 días, con-
tados a partir del día siguiente al de la notificación de 
la propuesta, alegue lo que convenga a su derecho.

La propuesta de liquidación provisional deberá 
ser en todo caso motivada con una referencia su-
cinta a los hechos y fundamentos de derecho que 
hayan sido tenidos en cuenta en la misma.

5.- Cuando el procedimiento termine por la sub-
sanación, aclaración o justificación de la discrepan-
cia o del dato objeto del requerimiento por parte del 
obligado tributario, se hará constar en diligencia esta 
circunstancia y no será necesario dictar resolución 
expresa.

6.- La verificación de datos no impedirá la com-
probación posterior del objeto de aquélla.

Artículo 22 - Procedimiento de comprobación 
limitada.

1.- Se podrá iniciar el procedimiento de compro-
bación limitada, entre otros, en los siguientes su-
puestos:
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a) Cuando en relación con las autoliquidaciones, 
declaraciones, comunicaciones de datos o solicitu-
des presentadas por el obligado tributario, se advier-
tan errores en su contenido o discrepancias entre 
los datos declarados o justificantes aportados y los 
elementos de prueba que obren en poder de la Ad-
ministración tributaria.

b) Cuando en relación con las autoliquidaciones, 
declaraciones, comunicaciones de datos o solicitu-
des presentadas por el obligado tributario se consi-
dere conveniente comprobar todos o algún elemento 
de la obligación tributaria.

c) Cuando de acuerdo con los antecedentes que 
obren en poder de la Administración, se ponga de 
manifiesto la obligación de declarar o la realización 
del hecho imponible sin que conste la presentación 
de la autoliquidación o declaración tributaria.

2.- En este procedimiento, el Servicio de Gestión 
Tributaria podrá realizar las siguientes actuaciones:

a) Examen de los datos consignados por los obli-
gados tributarios en sus declaraciones y de los jus-
tificantes presentados o que se requieran al efecto.

b) Examen de los datos y antecedentes en poder 
de la Administración.

c) Examen de los registros y demás documentos 
exigidos por la normativa tributaria.

d) Requerimientos a terceros para que aporten 
la información que se encuentren obligados a sumi-
nistrar con carácter general o para que la ratifiquen 
mediante la presentación de los correspondientes 
justificantes.

3.- El inicio de las actuaciones de comprobación 
limitada deberá notificarse a los obligados tributarios 
mediante comunicación que deberá expresar la na-
turaleza y alcance de las mismas.

Cuando los datos en poder de la Administración 
sean suficientes para formular la propuesta de liqui-
dación, el procedimiento podrá iniciarse mediante la 
notificación de dicha propuesta.

4.- Con carácter previo a la resolución, la Admi-
nistración deberá comunicar al obligado tributario la 
propuesta de resolución o de liquidación para que 
en un plazo de 10 días, contados a partir del día si-
guiente al de la notificación de la propuesta, alegue 
lo que convenga a su derecho.

5.- Dictada resolución en un procedimiento de 
comprobación limitada, el Ayuntamiento no podrá 
efectuar una nueva regularización en relación con el 
objeto comprobado salvo que en un procedimiento 
de comprobación limitada o inspección posterior se 
descubran nuevos hechos o circunstancias que re-
sulten de actuaciones distintas de las realizadas y 
especificadas en dicha resolución.

6.- Los hechos y los elementos determinantes de 
la deuda tributaria respecto de los que el obligado 
tributario o su representante haya prestado confor-
midad expresa no podrán ser impugnados salvo que 
pruebe que incurrió en error de hecho.

SECCIÓN IV. APLICACIÓN DE LOS 
PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS EN EL 

AYUNTAMIENTO

Subsección I. De créditos tributarios

CAPÍTULO I.- DE VENCIMIENTO PERIÓDICO

Artículo 23 - Impuesto sobre Bienes Inmue-
bles.

1.- El padrón fiscal del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles se elaborará en base al padrón catastral 
formado por la Gerencia Territorial del Catastro, al 
que se incorporarán las alteraciones de orden físi-
co, económico y jurídico aprobadas por el Catastro 
y aquellas que sean consecuencia de hechos o ac-
tos conocidos por el Ayuntamiento y en los términos 
convenidos con el Catastro.

2.- Las variaciones de orden físico, económico o 
jurídico que se produzcan en los bienes gravados 
tendrán efectividad desde el día primero del año si-
guiente, pudiendo incorporarse en el padrón corres-
pondiente a este período dichas variaciones si de 
las mismas no ha derivado modificación de la base 
imponible.

3.- Cuando se conozca de la realización de cons-
trucciones sobre un bien inmueble y se notifique el 
nuevo valor catastral en un ejercicio posterior al de 
su conclusión, dicho valor tendrá efectividad desde 
el inicio del año natural inmediatamente siguiente al 
del fin de las obras.

En consecuencia, el Ayuntamiento liquidará el 
Impuesto sobre bienes inmuebles correspondiente a 
los ejercicios siguientes al de finalización de la cons-
trucción, en base al valor catastral asignado a suelo 
y construcción. Si tal período excede del plazo de 
prescripción, solo se liquidará el IBI correspondiente 
a los años no prescritos.

4.- En la práctica de liquidaciones de IBI, se ob-
servarán las siguientes prescripciones:

Se emitirán los recibos y las liquidaciones tributa-
rias a nombre del titular del derecho constitutivo del 
hecho imponible.

Si, como consecuencia de la información facilita-
da por la Dirección General del Catastro, se conocie-
ra más de un titular, se harán constar un máximo de 
dos, sin que esta circunstancia implique la división 
de la cuota.

No obstante, cuando un bien inmueble o derecho 
sobre éste pertenezca a dos o más titulares se podrá 
solicitar la división de la cuota tributaria, siendo indis-
pensable aportar los datos personales y los domici-
lios del resto de los obligados al pago, así como los 
documentos públicos acreditativos de la proporción 
en que cada uno participa en el dominio o derecho 
sobre el inmueble.

Una vez aceptada por la Administración la solici-
tud de división, los datos se incorporaran en el pa-
drón del impuesto del ejercicio inmediatamente pos-
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terior y se mantendrá en los sucesivos mientras no 
se solicite la modificación.

Si alguna de las cuotas resulta impagada se exi-
girá el pago de la deuda a cualquiera de los respon-
sables solidarios.

En ningún caso se puede solicitar la división de la 
cuota del tributo en los supuestos del régimen eco-
nómico matrimonial de sociedad legal de ganancia-
les.

En los supuestos de separación matrimonial ju-
dicial o de divorcio, con atribución del uso de la vi-
vienda a uno de los cotitulares, se puede solicitar la 
alteración del orden de los sujetos pasivos para ha-
cer constar, en primer lugar, quien es el beneficiario 
del uso. En este caso se exige el acuerdo expreso de 
los interesados.

5.- La base liquidable se determinará aplicando 
las reducciones legales, cuya cuantía será fijada y 
comunicada por la Gerencia Territorial del Catastro, 
o por el Ayuntamiento, en los términos previstos le-
galmente.

En los procedimientos de valoración colectiva, la 
base liquidable se fijará por el Catastro.

6.- Los sujetos pasivos están obligados a presen-
tar declaraciones de alta, baja o variación cuando 
las alteraciones de los bienes tengan trascendencia 
para la liquidación del impuesto.

No obstante cuando, resultando fehacientemente 
acreditada la referencia catastral, la transmisión de 
dominio se formalice en escritura pública o se solicite 
su inscripción en el Registro de la Propiedad en el 
plazo de dos meses desde el acto o negocio de que 
se trate, el interesado quedará eximido de la obliga-
ción de declarar la variación.

7.- A los efectos previstos en el apartado anterior, 
el Ayuntamiento convendrá con los Notarios y con 
el Registro de la Propiedad el procedimiento más 
idóneo, en orden a materializar la colaboración que 
permita conocer puntualmente las variaciones de 
propiedad de los inmuebles. Se procurará que las 
comunicaciones de datos con trascendencia tributa-
ria se efectúen por vía informática y con la mayor 
simplicidad.

En particular, se utilizará el acceso periódico y re-
gular de los funcionarios municipales autorizados al 
Índice Único Informatizado del Consejo General del 
Notariado como medio de conocer las transmisiones 
de inmuebles ubicados en el Municipio, formalizadas 
en cualquier Notaría de España.

8.- La comunicación del Notario, o del Registrador 
de la Propiedad, servirá para cambiar la titularidad 
en el padrón del IBI y para liquidar el Impuesto sobre 
Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza 
Urbana.

9.- El Ayuntamiento facilitará a los Notarios por el 
medio más rápido posible, certificación de las deu-
das pendientes por IBI, correspondientes al bien que 
se desea transmitir, al objeto de que puedan advertir 
a los comparecientes de tal extremo, en cumplimien-

to de lo previsto en el artículo 64 del Texto refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

Asimismo, se informará, sobre las deudas exis-
tentes por IBI, a los particulares que demuestren un 
interés legítimo.

10.- El adquirente de un bien inmueble respon-
de, por afección del mismo, del pago de las deudas 
no prescritas por Impuesto sobre bienes inmuebles 
existentes en la fecha de la transmisión.

11.- A efectos de determinar las cuotas tributarias 
que deben figurar en el padrón, se aplicarán los ti-
pos impositivos y beneficios fiscales aprobados por 
el Ayuntamiento, así como el coeficiente de actuali-
zación de valores catastrales aprobado por Ley de 
Presupuestos Generales del Estado. No será preci-
so proceder a la notificación individualizada de tales 
modificaciones, puesto que las mismas proceden de 
la Ordenanza fiscal reglamentariamente tramitada y 
de una Ley estatal de general y obligatoria aplica-
ción.

12.- En los procedimientos de valoración colecti-
va, no será necesaria la notificación individual de las 
liquidaciones tributarias cuando se hayan practicado 
previamente las notificaciones del valor catastral y la 
base liquidable.

13.- En virtud de lo previsto en el Reglamento de 
la Ley del Catastro Inmobiliario aprobado por RD 
417/2006, el Ayuntamiento ampliará la colaboración 
en materia de comunicaciones de planeamiento ur-
banístico, y de inspección, en los términos resultan-
tes del convenio que se firme con el Catastro.

14.- El Ayuntamiento prestará toda la colaboración 
que se solicite en efectivo cumplimiento del deber 
de hacer constar en los contratos de suministro de 
energía eléctrica la referencia catastral del inmueble.

15.- Con carácter previo a la concesión de licen-
cia de primera ocupación, se exigirá acreditar la pre-
sentación de la declaración catastral de nueva cons-
trucción.

16.- Cuando el Ayuntamiento conozca del cam-
bio de titularidad de un inmueble, se actualizarán los 
sujetos pasivos de las tasas relacionadas con la pro-
piedad inmobiliaria.

Circunstancia que se advertirá expresamente al 
presentador de las correspondientes declaraciones.

Artículo 24 - Impuesto sobre Vehículos de 
Tracción Mecánica.

1.- El padrón fiscal del Impuesto sobre Vehículos 
de Tracción Mecánica se formará en base al padrón 
del año anterior, incorporando las altas y los efectos 
de otras modificaciones (transferencias, cambios de 
domicilio y bajas) formalizadas en el ejercicio inme-
diatamente anterior.

2.- Será sujeto pasivo del impuesto la persona fí-
sica o jurídica que figure como titular del vehículo en 
el Registro Central de Tráfico.

3.- A efectos de determinar las tarifas a que se 
refiere el art. 95 del Real Decreto Legislativo 2/2004, 
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por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales se conside-
rará potencia del vehículo la resultante de aplicar la 
fórmula establecida por el Anexo V del Reglamento 
General de Vehículos.

4.- Para obtener la deuda tributaria que constará 
en el padrón, sobre las tarifas citadas en el punto an-
terior se aplicará el coeficiente de incremento apro-
bado en la Ordenanza fiscal, que podrá ser diferente 
para las diversas clases de vehículos, y para cada 
uno de los tramos fijados por la Ordenanza, en rela-
ción a cada clase de vehículo.

5.- No será preciso proceder a la notificación in-
dividualizada de las modificaciones originadas por 
variación del coeficiente de incremento, o del cuadro 
de tarifas, ya que las mismas proceden de la Orde-
nanza fiscal reglamentariamente tramitada y de una 
ley estatal de general y obligatoria aplicación.

Tampoco será necesaria notificación individuali-
zada en los casos de primera adquisición o rehabi-
litación descritos en el punto siguiente, siempre que 
así se advierta en el escrito de autoliquidación, de 
conformidad con el artículo 102.4 LGT.

6.- Cuando el vehículo se adquiera por primera 
vez, el tributo se exigirá en régimen de autoliquida-
ción. La cuota del impuesto se prorrateará por trimes-
tres naturales, debiéndose satisfacer el importe que 
corresponde a los trimestres que restan por transcu-
rrir, incluido aquél en que tiene lugar la adquisición.

Igualmente, se exigirá el impuesto en este régi-
men en el supuesto de rehabilitación de un vehículo 
cuando ésta se realice en ejercicios posteriores al de 
tramitación de la correspondiente baja.

7.- El pago podrá efectuarse telemáticamente, por 
todos los medios implementados por el Ayuntamien-
to.

Cuando los interesados elijan la presentación de 
la autoliquidación del IVTM en soporte papel, podrán 
adquirir los impresos en las oficinas municipales y, 
en base a los mismos, efectuar el pago en entidades 
bancarias colaboradoras de la recaudación munici-
pal.

8.- En supuestos de transferencia del vehículo 
será preciso acreditar el pago del impuesto corres-
pondiente al ejercicio anterior.

9.- En los supuestos de baja-definitiva o temporal-
anotada en el Registro de Tráfico, se procederá a la 
exclusión del vehículo del padrón del impuesto del 
ejercicio siguiente.

Cuando se trate de baja definitiva, o baja temporal 
por sustracción del vehículo, se procederá al prorra-
teo de la cuota del impuesto; la cuantía a satisfa-
cer es la correspondiente a los trimestres naturales 
transcurridos desde el inicio del ejercicio, incluido 
aquél en que se formaliza la baja.

10.- El prorrateo a que se refiere el apartado an-
terior originará el derecho a la devolución del ingreso 
indebido, que deberá ser solicitado por el interesado.

Artículo 25 - Impuesto sobre Actividades Eco-
nómicas.

1.- El padrón fiscal del Impuesto sobre Activida-
des Económicas se elaborará en base a la matrícula 
de contribuyentes formada por la Administración Es-
tatal, comprensiva de los sujetos pasivos obligados 
al pago del impuesto por no resultarles de aplicación 
las exenciones legales.

Se incorporarán las alteraciones consecuencia de 
hechos o actos conocidos por el Ayuntamiento y en 
los términos convenidos con la AEAT.

2.- Sobre las cuotas mínimas, fijadas por la Ad-
ministración Estatal, se aplicarán el coeficiente de 
ponderación fijado en el artículo 86 del Texto refundi-
do de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
el coeficiente de situación, aprobado por el Ayunta-
miento al amparo de lo que autoriza el artículo 87 
de dicha Ley y los beneficios fiscales que resulten 
procedentes, al estar previstos legalmente o en la 
Ordenanza fiscal.

3.- La matrícula se formará anualmente y com-
prenderá los datos que determinen la normativa que 
resulte aplicable y las instrucciones que, en desarro-
llo de la misma, dicte la Agencia Estatal de Adminis-
tración Tributaria.

Cuando los contribuyentes deban presentar decla-
raciones por el Impuesto, podrán obtener la asistencia 
material y técnica necesaria en las oficinas del Ayun-
tamiento para el cumplimiento de sus obligaciones.

4.- Las variaciones en la cuota tributaria origina-
das por modificación del coeficiente de situación pre-
vistas en el artículo 87 del Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales, o del tipo de 
recargo provincial establecido en el artículo 134 de la 
misma Ley, así como las resultantes de la modifica-
ción legal de las tarifas del impuesto, no requerirán 
notificación individualizada, ya que proceden de nor-
mas de aplicación general y obligatoria en su ámbito 
territorial.

Artículo 26 - Tasas.

1.- Los padrones se elaborarán en base al padrón 
del ejercicio anterior, incorporando las modificaciones 
derivadas de la variación de tarifas aprobadas en la 
Ordenanza fiscal correspondiente, así como otras 
incidencias que no constituyan alteración de los ele-
mentos esenciales determinantes de la deuda tributa-
ria y que fueran conocidas por el Ayuntamiento.

2.- Las variaciones en la cuota tributaria origina-
das por modificación de las tarifas contenidas en la 
Ordenanza fiscal no precisan de notificación indivi-
dualizada, en cuanto dicha Ordenanza ha sido ex-
puesta al público y tramitada reglamentariamente.

3.- Cuando determinadas contraprestaciones exi-
gibles por la realización de actividades de competen-
cia municipal que interesen o beneficien a terceros, 
hubieren tenido la naturaleza de precios públicos y 
por mandato legal hayan de considerarse tasas, no 
será preciso notificar individualmente la cuota tribu-
taria, siempre que concurran estas condiciones:
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a) El sujeto pasivo de la tasa coincide con el obli-
gado al pago del precio.

b) La cuota a pagar en concepto de tasa coincide 
con la que se exigió por precio público incrementada, 
en su caso, por el coeficiente de actualización gene-
ral aprobado en la Ordenanza fiscal.

4.- Las ordenanzas fiscales podrán determinar los 
plazos y medios de pago de las tasas, en función de 
las particularidades de los hechos imponibles suje-
tos a tributación.

Artículo 27 - Aprobación de padrones.

1.- Una vez elaborados los padrones por los Ser-
vicios Municipales, y previa fiscalización y toma de 
razón por la secretaria-intervención, corresponde su 
aprobación a la Alcaldía.

2.- La contabilización del reconocimiento de dere-
chos tendrá lugar una vez haya recaído el acuerdo 
referido en el apartado anterior.

3.- Cuando los períodos de cobro de diversos tri-
butos de vencimiento periódico sean coincidentes, 
se podrá exigir el pago de la cuota respectiva me-
diante un recibo único, en el que constarán debida-
mente separados los conceptos de ingresos.

En caso de agrupación de tributos, el interesado 
no estará obligado a pagar la totalidad del recibo en 
el mismo momento. En la oficina municipal de Re-
caudación se aceptará el pago parcial cuando cubra 
la cuota liquidada por uno o varios conceptos.

Artículo 28 - Calendario fiscal.

1.- Con carácter general, se establece que los pe-
ríodos para pagar los tributos de carácter periódico 
serán los siguientes:

A) PERIODICIDAD ANUAL

TRIBUTO INICIO/FIN

Impuesto Vehículos Tracción Mecánica: 28 
de marzo/28 de mayo.

Impuesto Bienes Inmuebles: 3 de junio/3 de 
septiembre.

Impuesto Actividades Económicas: 19 de 
septiembre/19 de noviembre.

Tasa por entrada de vehículos (vados): 20 
de octubre/22 de diciembre.

B) PERIODICIDAD SEMESTRAL

TRIBUTO INICIO/FIN

Tasa servicio de recogida de basuras (1.er 
semestre): 2 de abril/2 de junio.

Tasa servicio de recogida de basuras (2.º 
semestre): 20 de octubre/22 de diciembre.

Tasa suministro de agua (1.er semestre): 20 
de octubre/22 de diciembre.

Tasa suministro de agua (2.º semestre):2 de 
abril/2 de junio.

C) PERIODICIDAD MENSUAL

Precio Público servicio de ayuda a domicilio.

2.- El Ayuntamiento se reserva la facultad de mo-
dificar el presente calendario cuando los motivos de 
índole técnico, debidamente justificados, impidan 
la gestión de los Tributos y Precios Públicos en las 
fechas señaladas, informando de tal circunstancia 
a los ciudadanos con la suficiente antelación y difu-
sión.

3.- Cuando se modifique el período de cobro de 
un tributo de vencimiento periódico, no será preciso 
notificar individualmente a los sujetos pasivos tal cir-
cunstancia.

4.- Los contribuyentes que no tengan domiciliado 
el pago recibirán por correo ordinario los recibos en 
el domicilio fiscal que tengan indicado. En caso de la 
no recepción de los mismos el contribuyente puede 
acudir, antes del vencimiento del plazo, a la Oficina 
Municipal de Recaudacion, en donde se les expedirá 
un duplicado para que puedan efectuar el pago.

5.- Los contribuyentes que tengan domiciliado el 
pago recibirán por correo ordinario, con la suficien-
te antelación, aviso de cargo en cuenta reflejando 
el concepto impositivo, importe y fecha en la que se 
cargará el recibo.

6.- El fin del periodo voluntario de los tributos de 
carácter periódico se hará coincidir, siempre que sea 
posible, con el día 5 del mes o inmediato hábil si-
guiente.

7.- Como excepción al punto 1 de este artículo se 
establece un sistema especial de pago, denominado

PLANES DE VENCIMIENTO ESPECIAL

1. CONCEPTO.

Es un procedimiento especial de pago por domici-
liación bancaria que permite al contribuyente el frac-
cionamiento sin ·intereses de los siguientes tributos:

 - Impuesto sobre bienes inmuebles

 - Impuesto sobre actividades económicas

 - Impuesto sobre vehículos de tracción mecáni-
ca

 - Tasa de recogida de basuras

 - Tasa por entrada de vehículos a través de las 
aceras

La deuda se calcula en base a simulaciones, so-
bre la base del año anterior, y sobre la totalidad de 
la misma.

2. REQUISITOS.

Presentar la correspondiente solicitud en plazo 
(modelo oficial).

Hallarse al corriente de pago de sus obligaciones 
con el Ayuntamiento.

Domiciliación bancaria de las fracciones.

3. FRACCIONES.

Esta deuda se fracciona sin intereses a lo largo 
del año en 9 pagos. La cuantía a abonar cada pe-
riodo corresponde a la novena parte de la deuda, 
sirviendo la última fracción para regularizar las canti-
dades pendientes. 
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1º vencimiento: 15 de marzo.
2º vencimiento: 15 de abril.
3º vencimiento: 15 de mayo.
4° vencimiento: 15 de junio.
5° vencimiento: 15 de julio.
6° vencimiento: 15 de agosto.
7º vencimiento: 15 de septiembre.
8º vencimiento: 15 de octubre.
9° vencimiento: 15 de diciembre (regularización 

final).
Las fechas arriba indicadas podrán modificarse 

cuando los motivos de índole técnico, debidamente 
justificados, impidan la gestión de los Tributos y Pre-
cios Públicos en las fechas señaladas, informando 
de tal circunstancia a los ciudadanos con la suficien-
te antelación y difusión.

4. REGULARIZACIÓN.
Coincidiendo con la última cuota se calculará la 

diferencia entre el importe de las ocho primeras frac-
ciones abonadas y el importe real devengado duran-
te el año de aplicación, incluidas las bonificaciones 
y/o subvenciones de los tributos referidos a las que 
tenga derecho el sujeto pasivo, determinando el im-
porte de la última fracción.

5. IMPUTACIÓN DE PAGOS.
El Ayuntamiento aplicará los pagos realizados a 

cuenta por cada contribuyente por orden de venci-
miento de periodo voluntario de los tributos a los que 
se refiere.

Una vez cumplido el ingreso de las fracciones, el 
Ayuntamiento remitirá a los contribuyentes el detalle de 
los pagos efectuados y su aplicación a los tributos liqui-
dados, que servirá asimismo como justificante de pago.

6. EFECTOS.
La concesión del régimen especial de pagos sur-

tirá efectos a partir del 1 de enero del año siguiente 
al que se curse la solicitud y permanecerá vigente 
hasta que el interesado no solicite expresamente su 
exclusión o incumpla alguno de los requisitos nece-
sarios para acogerse a este sistema.

En caso de cancelación anticipada los recibos ob-
jeto del plan de vencimiento especial recuperaran su 
régimen ordinario, aplicándose al cobro de los mis-
mos los pagos a cuenta realizados, perdiéndose el 
derecho a la bonificación del 2% recogida en el apar-
tado a) anterior.

En caso de exclusión deberá solicitarse nueva-
mente la adhesión al régimen especial de pagos, a 
todos los efectos.

7. NOTIFICACIONES.
A inicios del año se notificará por correo ordinario 

a los contribuyentes las fechas e importes de los pla-
zos fraccionados, así como el detalle de su cálculo.

8. USO DE CALENDARIO FISCAL GENERAL.
En el caso de no acogerse a los Planes de Venci-

miento Especial la gestión de los pagos será la habi-
tual, conforme al Calendario Fiscal.

9. DENOMINACIÓN “PAGO FACIL”.

El sistema de Planes de Vencimiento Especial se 
denomina “Pago Fácil” a los efectos de información 
y difusión.

Artículo 29 - Exposición pública de padrones.

1.- Los padrones fiscales, conteniendo las cuotas 
a pagar y los elementos tributarios determinantes de 
las mismas, se expondrán al público en las oficinas 
municipales quince días antes de iniciarse los res-
pectivos períodos de cobro y por plazo mínimo de 
15 días.

La exposición pública de los padrones podrá efec-
tuarse por medios telemáticos.

2.- Durante el período de exposición pública, re-
gulado en este artículo, los ciudadanos en general 
podrán consultar los datos del padrón.

En fechas diferentes, será preciso acreditar el in-
terés legítimo de la consulta para que la misma sea 
autorizada.

3.- Las variaciones de las deudas tributarias y 
otros elementos tributarios originados por la aplica-
ción de modificaciones introducidas en la ley y las 
ordenanzas fiscales reguladoras de los tributos, o 
resultantes de las declaraciones de variación regla-
mentarias que haya de presentar el sujeto pasivo, 
serán notificadas colectivamente, al amparo de lo 
que prevé el artículo 102.3 de la Ley General Tribu-
taria.

4.- Contra la exposición pública de los padrones, 
y de las liquidaciones integrantes de éstos, se podrá 
interponer recurso de reposición, previo al conten-
cioso-administrativo, en el plazo de un mes a contar 
desde el día siguiente al de finalización del período 
de exposición pública del padrón.

Artículo 30 - Anuncios de cobranza.

1.- El anuncio del calendario fiscal regulado en el 
artículo anterior podrá cumplir, además de la función 
de dar a conocer la exposición pública de padrones, 
la de publicar el anuncio de cobranza a que se refie-
re el Reglamento General de Recaudación.

Para que se cumpla tal finalidad, se harán constar 
también los siguientes extremos:

a) Medios de pago:

- Con carácter general, la domiciliación bancaria, 
que en ningún caso comportará coste para el contri-
buyente.

- Dinero de curso legal.

- Cheque nominativo certificado o conforme a fa-
vor del Ayuntamiento.

- Por internet, a través de la pasarela de pagos, 
ordenando el cargo en cuentas, o mediante tarjeta 
de crédito.

- Mediante el documento remitido a los obligados 
al pago, provisto de código de barras, en los cajeros 
habilitados a este efecto.
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b) Lugares de ingreso: en las entidades colabora-
doras que figuran en el documento de pago, o en las 
oficinas municipales.

c) Días y horas de ingreso:
- En las oficinas municipales: de lunes a viernes 

de 9:00 a 14:00 horas.
- En las entidades bancarias, en el horario comer-

cial habitual.
- En la oficina virtual, en cualquier día y momento. 

La sede electrónica del Ayuntamiento cuya dirección 
es www.yunqueradehenares.com, facilita la realiza-
ción de pagos por internet.

d) Advertencia de que, transcurridos los plazos 
señalados como períodos de pago voluntario, las 
deudas serán exigidas por el procedimiento de apre-
mio y devengarán los recargos del período ejecutivo, 
los intereses de demora y, en su caso, las costas que 
se produzcan.

e) Advertencia de que cuando la deuda tributaria 
no ingresada se satisfaga antes de que haya sido 
notificada al deudor la providencia de apremio, el re-
cargo ejecutivo será del cinco por ciento. Cuando el 
ingreso se realice después de recibir la notificación 
de la providencia de apremio y antes de transcurrir 
el plazo previsto en el artículo 62.5 de la Ley General 
Tributaria, el recargo de apremio a satisfacer será 
del diez por ciento.

Transcurrido dicho plazo, el recargo de apremio 
exigible será del 20 por ciento y se aplicarán intere-
ses de demora.

Artículo 31 - Liquidaciones en tributos de ven-
cimiento periódico.

1.- En relación a los tributos de cobro periódico se 
practicará liquidación tributaria, que generará un alta 
en el correspondiente registro, en estos casos:

a) Cuando por primera vez han ocurrido los he-
chos o actos que pueden originar la obligación de 
contribuir.

b) Cuando el Ayuntamiento conoce por primera 
vez de la existencia del hecho imponible, no obstan-
te haberse devengado con anterioridad el tributo y 
sin perjuicio de las sanciones que pudieran corres-
ponder.

c) Cuando se han producido modificaciones en 
los elementos esenciales del tributo distintas de las 
aprobadas con carácter general en la Ley de Presu-
puestos Generales del Estado y de la variación de ti-
pos impositivos recogida en las Ordenanzas fiscales.

2.- En cuanto a la notificación de las liquidaciones 
a que se refiere este artículo, será de aplicación el 
régimen general previsto en el artículo 37 de esta 
Ordenanza.

3.- En las tasas por prestación de servicios que 
han de recibir los ocupantes de inmuebles (viviendas 
o locales), cuando se haya concedido la licencia de 
primera ocupación u otra autorización que habilite 
para su utilización, el Ayuntamiento comprobará si 
se ha presentado la declaración a efectos de la co-

rrespondiente alta en los registros de contribuyentes 
que correspondan. En caso negativo, se requerirá al 
propietario del inmueble para que cumplimente la/s 
declaración/es relativas a tasas exigibles por la recep-
ción de servicios de obligatoria prestación municipal.

4.- Una vez notificada el alta en el correspondien-
te padrón, se notificarán colectivamente las sucesi-
vas liquidaciones mediante edictos.

5.- En el supuesto de concurrencia de varios obli-
gados tributarios en un mismo presupuesto, cuando 
el Ayuntamiento sólo conozca la identidad de un ti-
tular practicará y notificará las liquidaciones tributa-
rias a nombre del mismo, quien vendrá obligado a 
satisfacerlas si no solicita su división. A tal efecto, 
para que proceda la división será indispensable que 
el interesado lo solicite ante los Servicios Municipa-
les y facilite los datos personales y el domicilio de los 
restantes obligados al pago, así como la proporción 
en que cada uno de ellos participe en el dominio o 
derecho transmitido.

6.- Cuando el Ayuntamiento conozca la existencia 
de varios cotitulares por haber obtenido información 
de otra Administración, practicará una sola liquida-
ción en la que, de resultar posible, figurarán como 
sujetos pasivos los titulares múltiples.

En todo caso, para que proceda la división de la 
liquidación es preciso que se haya presentado so-
licitud de los interesados en la forma prevista en el 
apartado anterior.

CAPÍTULO II.- DE VENCIMIENTO NO PERIÓDICO

Artículo 32 - Liquidaciones en tributos de ven-
cimiento no periódico.

1.- En los términos regulados en las Ordenanzas 
fiscales, y mediante aplicación de los respectivos ti-
pos impositivos, se practicarán liquidaciones tributa-
rias cuando, no habiéndose establecido la autoliqui-
dación, el obligado tributario presenta la preceptiva 
declaración, o el Ayuntamiento conoce de la existen-
cia del hecho imponible.

2.- Cuando, habiéndose establecido el sistema de 
autoliquidación, no se presente la reglamentaria de-
claración en el plazo previsto, o los datos declarados 
sean incorrectos.

3.- Las liquidaciones a que se refieren los puntos 
anteriores tendrán carácter de provisionales en tanto 
no sean comprobadas, o transcurra el plazo de cua-
tro años.

4.- Sin perjuicio de lo que determina el punto 3, 
las liquidaciones tributarias adquirirán la condición 
de firmes y consentidas cuando el interesado no for-
mule recurso de reposición en el plazo de un mes 
contado desde el día siguiente al de su notificación.

5.- A efectos de la aprobación de las liquidaciones 
por el Alcalde se elaborará una relación resumen de 
los elementos tributarios, en la que deberá constar la 
toma de razón de la Intervención. La contabilización 
del reconocimiento de derechos tendrá lugar una vez 



B.O.P. DE GUADALAJARA, N.º 52 MIÉRCOLES, 29 DE ABRIL DE 2015 23

haya recaído el acuerdo de aprobación a que se re-
fiere este punto.

6.- La propuesta de liquidaciones de actuaciones 
inspectoras es competencia de los inspectores del 
Servicio.

7.- Cuando dentro del procedimiento de compro-
bación limitada, los datos en poder del Ayuntamiento 
sean suficientes para formular propuesta de liquida-
ción, se notificará dicha propuesta para que el intere-
sado alegue lo que convenga en su derecho.

8.- Por razones de coste y eficacia, no se practi-
carán liquidaciones cuando resulten cuotas inferio-
res a 6 euros y no puedan acumularse su notificación 
con otras, en aras al principio de eficiencia.

Artículo 33 - Presentación de declaraciones.

1.- El Departamento de Rentas y Exacciones es-
tablecerá los circuitos para conocer de la existencia 
de hechos imponibles que originen el devengo de los 
tributos referidos en el presente capítulo.

Con esta finalidad, se recabará información de 
Notarios, Registradores de la Propiedad, Oficinas 
Liquidadoras del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, así 
como de otras dependencias municipales; todo ello 
en orden a conocer las transmisiones de dominio, 
la realización de obras, o la existencia de diferentes 
elementos con transcendencia tributaria.

2.- Sin perjuicio de lo previsto en el punto anterior, 
los sujetos pasivos están obligados a presentar las 
declaraciones establecidas legalmente.

En el caso de liquidaciones resultantes de decla-
raciones necesarias para la práctica de las mismas, 
presentadas fuera de plazo sin requerimiento previo 
de la Administración, se aplicarán los recargos pre-
vistos en el artículo 27 de la Ley General Tributaria.

3.- Cuando las declaraciones presentadas fuera 
de plazo, de forma incompleta o incorrecta, sean do-
cumentos necesarios para liquidar los tributos que 
no se exigen por autoliquidación, el incumplimiento 
de la obligación de declarar constituye infracción tri-
butaria, que será leve, grave muy grave, conforme 
a lo dispuesto en el artículo 192 de la Ley General 
Tributaria.

4.- Por los Servicios Municipales se verificará 
el incumplimiento de las obligaciones relacionadas 
en el punto anterior, y se podrá imponer sanción de 
acuerdo con lo previsto en la Sección VII de esta Or-
denanza, y en la Ley General Tributaria.

CAPÍTULO III.- NOTIFICACIONES 
ADMINISTRATIVAS

Artículo 36 - Notificación de las liquidaciones 
por tributos de vencimiento periódico.

1.- Las cuotas y otros elementos tributarios cuan-
do no constituyan altas en los respectivos registros, 
sino que hagan referencia a un hecho imponible ya 
notificado individualmente al sujeto pasivo, serán no-

tificadas colectivamente, al amparo de lo previsto en 
el artículo 102.3 de la Ley General Tributaria.

2.- La notificación colectiva a que se refiere el 
apartado anterior afecta a las liquidaciones incluidas 
en los padrones de tributos de vencimiento periódi-
co.

3.- La exposición pública de los padrones regula-
da en el artículo 29 de esta Ordenanza constituye el 
medio por el cual el Ayuntamiento realizará la notifi-
cación colectiva de las correspondientes liquidacio-
nes.

Artículo 37 - Notificación de las liquidaciones 
de vencimiento singular.

1.- En los supuestos de liquidaciones por tasas 
por prestación de servicios, o por autorización para 
utilizar privativamente o aprovechar especialmente 
el dominio público, siempre que sea posible se no-
tificará personalmente al presentador de la solicitud.

2.- Para notificar otras liquidaciones tributarias di-
ferentes a las previstas en el apartado anterior se 
expedirá un documento de notificación en que debe-
rán constar:

a) Elementos esenciales de la liquidación.
b) Medios de impugnación, plazos de interposi-

ción de recursos, lugares donde pueden ser presen-
tados y órgano ante el que pueden interponerse.

c) Lugar, plazo y forma en que debe ser satisfe-
cha la deuda tributaria.

3.- La notificación se practicará por cualquier me-
dio que permita tener constancia de la recepción, así 
como de la fecha, la identidad del receptor y el con-
tenido del acto notificado.

4.- La notificación se practicará en el domicilio o 
lugar señalado por el interesado o su representante. 
Cuando eso no fuera posible, en cualquier lugar ade-
cuado para tal efecto.

Con carácter general, se realizarán dos intentos 
de notificación, pero será suficiente un solo intento 
cuando el destinatario conste como desconocido en 
el domicilio designado.

En el primer intento de notificación puede suce-
der:

a) Que la notificación sea entregada al interesa-
do, en cuyo caso el notificador debe retornar al Ayun-
tamiento el acuse de recibo conteniendo la identifica-
ción y firma del receptor y la fecha en que tiene lugar 
la recepción.

b) Que la notificación se entregue a persona dis-
tinta del interesado, en cuyo caso deberán constar 
en el acuse de recibo la firma e identidad de la per-
sona que se hace cargo de la notificación.

c) Que el interesado o su representante rechace 
la notificación, en cuyo caso se especificarán las cir-
cunstancias del intento de notificación y se tendrá 
por efectuada.

d) Que no sea posible entregar la notificación, en 
cuyo caso el notificador registrará en la tarjeta de 
acuse de recibo el motivo que ha imposibilitado la 
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entrega, así como el día y hora en que ha tenido lu-
gar el intento de notificación.

5.- En el supuesto del apartado d) del punto an-
terior, relativo al intento de notificación personal con 
resultado infructuoso, por ausencia del interesado, 
se procederá a la realización de una segunda visita, 
en día y hora diferentes a aquellos en que tuvo lugar 
la primera. El resultado de esta segunda actuación 
puede ser igual al señalado en los apartados a), b), 
c), d) del punto 4 y del mismo deberá quedar la de-
bida constancia en la tarjeta de acuse de recibo que 
será retornada al Ayuntamiento.

6.- Cuando no se pueda entregar personalmente 
la notificación al interesado, se dejará en el buzón 
aviso para que pase por lista de correos a recogerla. 
Transcurrido el plazo de siete días sin que el inte-
resado la hubiere recogido, se iniciará el procedi-
miento de notificación edictal por comparecencia. 
Paralelamente se podrán realizar envíos ordinarios 
informando de tal circunstancia a la dirección fiscal 
o a la dirección tributaria, según la devolución de la 
notificación sea por el motivo de “ausente” o por el 
de “desconocido”.

7.- En las notificaciones se contendrá referencia 
al hecho de que, si fuere necesario, se practicarán 
dos intentos personales, se mantendrá en lista de 
espera y, de resultar tales intentos infructuosos, se 
procederá a la citación edictal para ser notificado por 
comparecencia. Se indicará, asimismo, la posibilidad 
de personación en las oficinas municipales para co-
nocer del estado del expediente.

8.- Cuando se trate de cartas urbanas, la entrega 
material del documento-notificación podrá realizarse 
por el Servicio de Correos, por notificador municipal, 
o mediante personal perteneciente a empresa con la 
que el Ayuntamiento haya contratado el Servicio de 
distribución de notificaciones.

Las cartas dirigidas a ciudadanos residentes en 
otro Municipio se remitirán por el Servicio de Correos.

Artículo 38 - Publicación en el Boletín Oficial 
de la Provincia y otros lugares reglamentarios.

1.- A los efectos de practicar la notificación colectiva 
referida en el punto 3 del artículo 36, se anunciará en 
el BOP la fecha de exposición pública de los padrones.

2.- En cuanto a las liquidaciones tributarias, a que 
se refiere el artículo 37 de esta Ordenanza, de resul-
tar infructuosos los intentos de notificación personal 
establecidos en dicho precepto, se dejará aviso en el 
buzón del inmueble señalado como domicilio, en el 
cual se dará conocimiento al interesado del acto co-
rrespondiente y de la subsiguiente publicación median-
te edictos en el BOP, de citación al interesado o a su 
representante para ser notificados por comparecencia.

La publicación en el BOP se efectuará los días 
cinco y veinte de cada mes o, en su caso, el díain-
mediato hábil posterior.

Los edictos a que se refiere este apartado podrán 
exponerse asimismo en el Tablón de Anuncios de la 
sede electrónica municipal.

3.- Los anuncios en el BOP y la exposición en el 
tablón de edictos, se podrá llevar a cabo mediante el 
empleo y utilización de medios informáticos, electró-
nicos y telemáticos.

4.- En la publicación constará la relación de noti-
ficaciones tributarias pendientes, sujeto pasivo, obli-
gado tributario o representante, procedimiento que 
las motiva, órgano responsable de su tramitación y 
lugar donde el destinatario deberá comparecer en el 
plazo de 15 días para ser notificado.

5.- Cuando transcurrido el plazo de 15 días, con-
tados desde el siguiente al de la publicación del 
anuncio en el BOP, no hubiere tenido lugar la compa-
recencia del interesado, la notificación se entenderá 
producida a todos los efectos legales el día siguiente 
al del vencimiento del plazo señalado para compa-
recer.

6.- De las actuaciones realizadas conforme a lo 
anteriormente señalado, deberá quedar constancia 
en el expediente, además de cualquier circunstancia 
que hubiere impedido la entrega en el domicilio de-
signado para la notificación.

7.- En los supuestos de publicaciones de actos 
que contengan elementos comunes, se publicarán 
de forma conjunta los aspectos coincidentes, espe-
cificándose solamente los aspectos individuales de 
cada acto.

8.- Cuando el inicio de un procedimiento o cual-
quiera de sus trámites se entiendan notificados por 
no haber comparecido el obligado tributario o su re-
presentante, se le tendrá por notificado de las su-
cesivas actuaciones y diligencias de dicho procedi-
miento, y se mantendrá el derecho que le asiste a 
comparecer en cualquier momento del mismo. No 
obstante, las liquidaciones que se dicten en el pro-
cedimiento y los acuerdos de enajenación de los bie-
nes embargados deberán ser notificadas con arreglo 
a lo establecido en este capítulo.

9.- En las notificaciones derivadas de procedi-
mientos sancionadores, al objeto de no lesionar de-
rechos o intereses legítimos y no vulnerar los pre-
ceptos de la Ley Orgánica 15/1999, de Protección 
de Datos de Carácter Personal, se publicarán como 
datos personales el DNI, primer apellido e inicial del 
nombre.

Asimismo, se incorporarán en el anuncio los da-
tos necesarios para que los interesados identifiquen 
la infracción y subsiguiente sanción.

CAPÍTULO IV.- CONCESIÓN BENEFICIOS 
FISCALES

Artículo 39 - Solicitud y efectos de la conce-
sión.

1.- La solicitud de beneficios fiscales se formulará 
de modo y en plazo fijado legalmente o en las Or-
denanzas fiscales. La concesión o denegación de 
exenciones, reducciones o bonificaciones se ajusta-
rá a la normativa específica de cada tributo y a las 
prescripciones establecidas en la Ordenanza fiscal 
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correspondiente, sin que en ningún caso pueda ad-
mitirse la analogía para extender más allá de sus 
términos estrictos el ámbito de las exenciones o bo-
nificaciones.

Salvo previsión legal o reglamentaria en contra, 
la concesión de beneficios fiscales tiene carácter ro-
gado, por lo que los mismos deberán ser solicitados, 
mediante instancia dirigida al Alcalde, que deberá 
acompañarse de la fundamentación que el solicitan-
te considere suficiente.

2.- El Servicio de Gestión Tributaria tramitará el 
expediente, elaborando propuesta de resolución 
que, informada por Intervención, se elevará al Alcal-
de, a quien compete adoptar el acuerdo de conce-
sión o denegación del beneficio fiscal.

3.- El acuerdo de concesión o denegación de los 
beneficios fiscales de carácter rogado se adoptará 
en el plazo de seis meses contados desde la fecha 
de la solicitud. Si no se dicta resolución en este pla-
zo, la solicitud formulada se entenderá desestimada.

Con carácter general, la concesión de beneficios 
fiscales no tendrá carácter retroactivo, por lo que en 
caso de concederse, sus efectos comenzarán a ope-
rar desde el momento en que por primera vez tenga 
lugar el devengo del tributo con posterioridad a la 
fecha de solicitud del beneficio fiscal.

4.- Cuando se trate de beneficios fiscales que han 
de otorgarse de oficio, se aplicarán en el momento 
de practicar la liquidación, siempre que el servicio 
gestor disponga de la información acreditativa de los 
requisitos exigidos para su disfrute.

5.- Al objeto de reducir el número de certificados 
exigibles, siempre que resulte procedente, se acom-
pañará a la solicitud del beneficio fiscal, el consen-
timiento del interesado para que el Servicio gestor 
municipal pueda obtener la certificación acreditativa 
del cumplimiento de algunos requisitos.

6.- La concesión de beneficios fiscales no genera 
derechos adquiridos para quienes los disfrutan. En 
consecuencia, cuando se modifique la normativa le-
gal o las previsiones reglamentarias contenidas en 
las Ordenanzas fiscales relativas a exenciones o 
bonificaciones concedidas por el Ayuntamiento, será 
de aplicación general el régimen resultante de la nor-
mativa vigente en el momento de concederse el be-
neficio fiscal, excepto cuando expresamente la Ley 
previera efecto diferente.

7.- La Intervención establecerá el procedimiento 
para verificar que se cumple la caducidad de bene-
ficios fiscales, cuando ha llegado su término de dis-
frute.

CAPÍTULO V.- PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN

Artículo 40 - Normas generales.

1.- La revisión de los actos dictados en el ámbito 
de la gestión de los ingresos de Derecho público mu-
nicipales se puede llevar a cabo por el Ayuntamiento 
de oficio, o a instancia del interesado.

2.- La iniciativa del particular para instar del Ayun-
tamiento la revisión de sus actos se puede manifes-
tar en estas formas:

a) Interponiendo recurso de reposición, previo al 
contencioso-administrativo.

b) Solicitando que la Administración revise o re-
voque sus actos en supuestos previstos reglamen-
tariamente.

3.- El Ayuntamiento podrá declarar la nulidad de 
sus actos en los casos y con el procedimiento esta-
blecido en la Ley General Tributaria.

4.- No serán en ningún caso revisables los actos ad-
ministrativos confirmados por sentencia judicial firme.

Artículo 41 - Recurso de reposición.

1.- Contra los actos dictados por el Ayuntamiento 
en vía de gestión de los tributos propios y los restan-
tes ingresos de Derecho público, sólo podrá interpo-
nerse recurso de reposición.

2.- Será competente para conocer y resolver el 
recurso de reposición el órgano que haya dictado el 
acto administrativo impugnado. No obstante, cuando 
un órgano actúa por delegación de otro órgano de la 
misma Administración, el recurso se presentará ante 
el delegante y al mismo corresponderá resolver.

3.- La providencia de apremio, así como la autori-
zación de subasta, podrán ser impugnadas median-
te el correspondiente recurso de reposición ante el 
Tesorero.

4.- Se podrán formular alegaciones por defectos 
de tramitación que procedan del personal recauda-
dor, tales como incumplimiento, retrasos y otras ano-
malías en la prosecución del procedimiento, cuando 
no se trate de actos de aplicación y efectividad de 
los tributos.

En todos estos supuestos, el recurso correspon-
diente deberá interponerse en el plazo de un mes a 
contar desde el día siguiente a la notificación del acto.

5.- Contra los actos administrativos de aprobación 
de padrones, o de las liquidaciones incorporadas, se 
puede interponer recurso de reposición ante el Sr. 
Alcalde en el plazo de un mes, contado desde el día 
siguiente al de finalización del período de exposición 
pública de los correspondientes padrones.

6.- El recurso de reposición, previo al contencio-
so-administrativo, tiene carácter obligatorio. Se en-
tenderá desestimado si no ha sido resuelto en el pla-
zo de un mes contado desde el día siguiente al de su 
presentación.

7.- A los efectos de la no exigencia de intereses 
de demora a la que hace referencia el artículo 26.4 
de la Ley General Tributaria, y el artículo 16.3 de esta 
Ordenanza se entenderá que el Ayuntamiento ha in-
cumplido el plazo máximo de resolución del recurso 
de reposición cuando haya transcurrido el plazo de 
un año desde su interposición, sin que haya recaído 
resolución expresa. Este plazo se establece al am-
paro de la Disposición adicional cuarta, apartado 3 
de la Ley General Tributaria, y en paridad con lo que 
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prevé dicha ley para la resolución de las reclamacio-
nes económico-administrativas.

8.- Al resolver el recurso de reposición, se podrán 
examinar todas las cuestiones que ofrezca el expe-
diente, hayan sido o no planteadas en el recurso; si 
el órgano competente para resolver estima pertinen-
te extender la revisión a cuestiones no planteadas 
por los interesados, las expondrá a quienes estuvie-
ren personados en el procedimiento y les concederá 
un plazo de cinco días para formular alegaciones.

9.- La interposición del recurso no requiere el 
previo pago de la cantidad exigida; no obstante, la 
interposición del recurso sólo detendrá la acción 
administrativa para la cobranza, cuando se den los 
requisitos legalmente previstos para la suspensión, 
regulados en el artículo 48 de esta ordenanza.

10.- Cuando se presente petición de indemni-
zación por responsabilidad patrimonial por hechos 
manifiestamente irrelevantes, cuyos efectos no son 
evaluables económicamente o son de una cuantía 
insignificante, no se instruirá el expediente de res-
ponsabilidad patrimonial. No obstante, se comunica-
rá al interesado la desestimación de la reclamación 
en forma debidamente motivada.

Artículo 42 - Recurso contencioso-administra-
tivo y reclamación económico-administrativa.

1.- Con carácter general y excepto en los supues-
tos en que proceda interponer reclamación econó-
mico-administrativa contra la denegación del recurso 
de reposición puede interponerse recurso contencio-
so administrativo en los plazos siguientes:

a) Si la resolución ha sido expresa, en el plazo 
de dos meses contados desde el día siguiente al de 
la notificación del acuerdo resolutorio del recurso de 
reposición.

b) Si no hubiera resolución expresa, en el pla-
zo de seis meses contados desde el día siguiente 
a aquel en que haya de entenderse desestimado el 
recurso de reposición.

2.- El plazo para interponer el recurso contencio-
so-administrativo contra la aprobación o la modifica-
ción de las Ordenanzas fiscales será de dos meses 
contados desde el día siguiente a la fecha de publi-
cación de su aprobación definitiva.

3.- El recurso contra la inactividad de la Adminis-
tración se puede interponer en el plazo de dos me-
ses contados desde la fecha en que se cumpla el 
plazo de tres meses desde la petición de ejecución, 
sin que la Administración haya respondido.

4.- El plazo para interponer reclamación económi-
co-administrativa será de un mes a contar desde el 
día siguiente al de la notificación del acto impugnado, 
o desde el día siguiente a aquél en que se produzcan 
los efectos del silencio administrativo, excepto que la 
norma aplicable fije otro plazo.

Artículo 43 - Recurso de revisión.
1.- Podrá interponerse recurso extraordinario de 

revisión contra los actos firmes del Ayuntamiento, de 

contenido tributario, cuando concurra alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Que aparezcan documentos de valor esencial 
para la decisión del asunto que fueran posteriores al 
acto o resolución recurridos o de imposible aporta-
ción al tiempo de dictarse los mismos y que eviden-
cien el error cometido.

b) Que al dictar el acto o la resolución hayan influi-
do esencialmente documentos o testimonios decla-
rados falsos por sentencia judicial firme.

c) Que el acto o la resolución se hubiese dictado 
como consecuencia de prevaricación, cohecho, vio-
lencia, maquinación fraudulenta u otra conducta pu-
nible y se haya declarado así en virtud de sentencia 
judicial firme.

2.- Será competente para resolver el recurso de 
revisión el Alcalde.

3.- El recurso se interpondrá en el plazo de tres 
meses a contar desde el conocimiento de los docu-
mentos o desde que quedó firme la sentencia judi-
cial.

4.- Transcurrido el plazo de un año desde su in-
terposición, el interesado podrá considerar desesti-
mado el recurso.

Artículo 44 - Declaración de nulidad de pleno 
derecho.

1.- El Pleno del Ayuntamiento, previo dictamen 
favorable del Consejo de Estado, u órgano consul-
tivo de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrá 
declarar la nulidad de los actos de gestión y recauda-
ción de los ingresos locales que hayan puesto fin a la 
vía administrativa o que no hayan sido recurridos en 
plazo cuando hayan sido:

a) Dictados por órgano manifiestamente incompe-
tente.

b) Constitutivos de delito, o de contenido imposi-
ble.

c) Dictados prescindiendo absolutamente del pro-
cedimiento legalmente establecido.

d) Otros supuestos previstos en el artículo 217 de 
la Ley General Tributaria.

2.- El procedimiento de revisión de actos nulos de 
pleno derecho podrá iniciarse de oficio, por acuerdo 
del órgano que dictó el acto o de su superior jerárqui-
co, o a instancia del interesado.

En este último caso, el escrito se dirigirá al órgano 
que dictó el acto cuya revisión se pretende. El inicio 
de oficio será notificado al interesado.

3.- Se dará audiencia por un plazo de 15 días, 
contados a partir del día siguiente al de la notifica-
ción de la apertura de dicho plazo al interesado y a 
las restantes personas a las que el acto reconoció 
derechos o cuyos intereses resultaron afectados por 
el acto, para que puedan alegar y presentar los do-
cumentos y justificantes que estimen pertinentes.

4.- El plazo máximo para notificar resolución ex-
presa será de un año desde que se presente la so-
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licitud por el interesado o desde que se le notifique 
el acuerdo de iniciación de oficio del procedimiento.

El transcurso del plazo previsto en el párrafo ante-
rior sin que se hubiera notificado resolución expresa 
producirá los siguientes efectos:

a) La caducidad del procedimiento iniciado de ofi-
cio, sin que ello impida que pueda iniciarse de nuevo 
otro procedimiento con posterioridad.

b) La desestimación por silencio administrativo de 
la solicitud, si el procedimiento se hubiera iniciado a 
instancia del interesado.

Artículo 45 - Declaración de lesividad.

1.- En supuestos diferentes de la nulidad de ple-
no derecho, la revocación de actos, o la rectificación 
de errores, el Ayuntamiento podrá declarar lesivos 
para el interés público sus actos y resoluciones fa-
vorables a los interesados que incurran en cualquier 
infracción del ordenamiento jurídico, a fin de proce-
der a su posterior impugnación en vía contencioso-
administrativa.

2.- El procedimiento de declaración de lesividad 
de actos anulables se iniciará de oficio, mediante 
acuerdo del Pleno, a propuesta del órgano que dictó 
el acto, o del órgano que resulte competente. El ini-
cio será notificado al interesado.

3.- Se dará audiencia a los interesados por un pla-
zo de 15 días, contados a partir del día siguiente al 
de la notificación de la apertura de dicho plazo, para 
que puedan alegar y presentar los documentos y jus-
tificantes que estimen pertinentes.

Concluido el trámite de audiencia, el órgano com-
petente para tramitar el procedimiento solicitará a la 
Secretaría informe jurídico sobre la procedencia de 
la declaración de lesividad. 

4.- Corresponde al Pleno dictar la resolución que 
proceda. Cuando se acuerde declarar la lesividad 
del acto, se deberá interponer recurso contencioso-
administrativo en el plazo de dos meses contado 
desde el día siguiente al de declaración de lesividad.

5.- La declaración de lesividad no podrá adoptar-
se una vez transcurridos cuatro años desde que se 
notificó el acto administrativo.

6.- Transcurrido el plazo de tres meses desde la 
iniciación del procedimiento sin que se hubiera de-
clarado la lesividad se producirá la caducidad del 
mismo.

Artículo 46 - Revocación de actos.

1.- El Ayuntamiento podrá revocar sus actos en 
beneficio de los interesados cuando se estime que 
infringen manifiestamente la ley, cuando circunstan-
cias sobrevenidas que afecten a una situación jurí-
dica particular pongan de manifiesto la improceden-
cia del acto dictado, o cuando en la tramitación del 
procedimiento se haya producido indefensión a los 
interesados.

2.- El Alcalde es el órgano competente para acor-
dar la revocación de los actos de gestión de ingresos 

de derecho público. El inicio podrá ser propuesto, de 
forma motivada, por el propio órgano que hubiera 
dictado el acto o por cualquier otro competente.

3.- El procedimiento de revocación se iniciará de 
oficio, sin perjuicio de que los interesados puedan 
promover su iniciación mediante un escrito que diri-
girán al órgano que dictó el acto.

En este caso, el Ayuntamiento quedará exclusiva-
mente obligado a acusar recibo del escrito. El inicio 
será notificado al interesado.

Sólo será posible la revocación mientras no haya 
transcurrido el plazo de prescripción. En el expe-
diente deberá constar el informe de Asesoría Jurí-
dica sobre procedencia de la revocación y de todo 
el expediente se dará audiencia a los interesados, 
por un plazo de 15 días, para que puedan alegar y 
presentar los documentos y justificantes que estimen 
pertinentes.

4.- El plazo máximo para notificar resolución ex-
presa será de seis meses desde la notificación del 
acuerdo de iniciación del procedimiento.

Transcurrido el plazo establecido en el párrafo 
anterior sin que se hubiera notificado resolución ex-
presa, se producirá la caducidad del procedimiento.

5.- Las resoluciones que se dicten en este proce-
dimiento pondrán fin a la vía administrativa.

Artículo 47 - Rectificación de errores.

1.- Se podrá rectificar en cualquier momento, de 
oficio o a instancia del interesado, los errores ma-
teriales o de hecho y los aritméticos, siempre que 
no hubieren transcurrido cuatro años desde que se 
dictó el acto objeto de rectificación.

2.- Es competente para proceder a tal rectificación 
el órgano que dictó el acto afectado por la misma.

3.- Cuando el procedimiento se hubiera iniciado 
de oficio, junto con el acuerdo de iniciación se notifi-
cará la propuesta de rectificación para que el intere-
sado pueda formular alegaciones en el plazo de 15 
días contados a partir del día siguiente al de notifica-
ción de la propuesta.

Cuando la rectificación se realice en beneficio de 
los interesados, se podrá notificar directamente la re-
solución del procedimiento.

4.- Si el procedimiento se hubiera iniciado a ins-
tancia del interesado, la Administración podrá resol-
ver directamente lo que proceda cuando no figuren 
en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta en la 
resolución otros hechos, alegaciones o pruebas que 
los presentados por el interesado. En caso contrario, 
deberá notificar la propuesta de resolución para que 
el interesado pueda alegar lo que convenga a su de-
recho en el plazo de 15 días contados a partir del día 
siguiente al de notificación de la propuesta.

5.- El plazo máximo para notificar resolución ex-
presa será de seis meses desde que se presente la 
solicitud por el interesado o desde que se le notifique 
el acuerdo de iniciación de oficio del procedimiento. 
El transcurso del plazo previsto en el párrafo anterior 
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sin que se hubiera notificado resolución expresa pro-
ducirá los siguientes efectos:

a) La caducidad del procedimiento iniciado de ofi-
cio, sin que ello impida que pueda iniciarse de nuevo 
otro procedimiento con posterioridad.

b) La desestimación por silencio administrativo de 
la solicitud, si el procedimiento se hubiera iniciado a 
instancia del interesado.

6.- Las resoluciones que se dicten en este pro-
cedimiento serán susceptibles de recurso de repo-
sición.

CAPÍTULO VI.- SUSPENSIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO

Artículo 48 - Suspensión por interposición de 
recursos.

1.- La interposición de recursos administrativos no 
requiere el pago previo de la cantidad exigida, pero 
la mera interposición del recurso no suspenderá la 
ejecución del acto impugnado.

No obstante, y salvo lo dispuesto en el apartado 2, 
a solicitud del interesado se suspenderá la ejecución 
del acto impugnado en los supuestos siguientes:

a) Cuando se aporte garantía consistente en De-
pósito de dinero (o valores públicos) o Aval de ca-
rácter solidario de entidad de crédito. La aportación 
de esta garantías supondrá la suspensión automáti-
ca, si ha sido solicitada en el plazo concedido para 
formular el recurso. Si las garantías aportadas son 
otras, la Tesorería, previa valoración de la suficiencia 
de la garantía, resolverá sobre la procedencia de la 
suspensión.

b) Cuando se aprecie que, al dictar el acto, se ha 
podido incurrir en error aritmético, material o de he-
cho.

c) Tratándose de sanciones que hayan sido ob-
jeto de recurso de reposición, su ejecución quedará 
automáticamente suspendida en período voluntario, 
sin necesidad de aportar garantía, hasta que sean 
firmes en vía administrativa.

d) Cuando el deudor haya sido declarado en Con-
curso de Acreedores por las deudas cuya notificación 
de la providencia de apremio no se hubiese produ-
cido con anterioridad a la declaración del concurso 
(art. 55 Ley Concursal, L22/2003, de 9 de julio).

2.- Si la impugnación afecta un acto censal re-
lativo a un tributo de gestión compartida (IBI, IAE), 
no se suspende en ningún caso el procedimiento de 
cobro. Esto sin perjuicio que, si la resolución que se 
dicta en materia censal afecta al resultado de la liqui-
dación abonada, se realice la devolución de ingresos 
correspondiente.

3.- El recurrente podrá solicitar que los efectos de 
la suspensión se limiten al recurso de reposición o 
que se extienda a la vía contencioso-administrativa. 
En todo caso, sólo procederá mantener la suspen-
sión a lo largo del procedimiento contencioso cuando 
así lo acuerde el órgano judicial.

4.- La garantía deberá cubrir el importe del acto 
impugnado, los intereses de demora que genere la 
suspensión y los recargos que puedan proceder en 
el momento de la suspensión.

Cuando la suspensión se solicite para el período 
de resolución del recurso de reposición, los intereses 
de demora serán los correspondientes a seis meses. 
Si se solicita la suspensión para el período en el que 
se tramita el recurso contencioso-administrativo, se 
deberán garantizar los intereses de demora corres-
pondientes a dos años.

5.- La solicitud de suspensión se presentará ante 
el órgano que dictó el acto y deberá estar necesa-
riamente acompañada del documento en el que 
se formalizó la garantía. Cuando la solicitud no se 
acompañe de garantía, no se producirá efectos sus-
pensivos; en este supuesto la solicitud se tendrá por 
no presentada y será archivada.

6.- En los supuestos de estimación parcial de un 
recurso, la garantía aportada quedará afecta al pago 
de la cuota resultante de la nueva liquidación y de los 
intereses de demora que corresponda liquidar.

7.- Cuando haya sido resuelto el recurso de repo-
sición interpuesto en período voluntario en sentido 
desestimatorio se notificará al interesado concedién-
dole plazo para pagar en período voluntario, en los 
siguientes términos:

a) Si la resolución se notifica en la primera quince-
na del mes, la deuda se podrá satisfacer hasta el día 
20 del mes posterior, o el inmediato hábil posterior.

b) Si la resolución se notifica entre los días 16 y 
último de cada mes, la deuda se podrá satisfacer 
hasta el día 5 del segundo mes posterior, o el inme-
diato hábil posterior.

8.- Cuando el Ayuntamiento tenga conocimiento 
de la desestimación de un recurso contencioso-ad-
ministrativo, contra una liquidación que se encuen-
tra en período de pago voluntario, deberá notificar la 
deuda resultante comprensiva del principal más los 
intereses de demora acreditados en el período de 
suspensión.

Cuando la deuda suspendida se encuentra en vía 
de apremio, antes de continuar las actuaciones eje-
cutivas contra el patrimonio del deudor, se le reque-
rirá el pago de la deuda suspendida más los intere-
ses de demora devengados durante el tiempo de la 
suspensión.

El pago de las cantidades exigibles, según lo pre-
visto en este apartado se deberá efectuar en los tér-
minos establecidos en el artículo 62.2 de la LGT y en 
el apartado 7 del presente artículo.

9.- Cuando la ejecución del acto hubiera sido sus-
pendida, una vez concluida la vía administrativa, los 
órganos de recaudación no iniciarán o, en su caso, 
continuaran las actuaciones del procedimiento de 
apremio mientras no finalice el plazo para interponer 
recurso contencioso administrativo, siempre que la 
vigencia y eficacia de la caución aportada se man-
tenga hasta entonces. Si durante este plazo el inte-
resado comunicara a este órgano la interposición del 
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recurso con petición de suspensión y ofrecimiento de 
caución para garantizar el pago de la deuda, se man-
tendrá la paralización del procedimiento mientras 
conserve la vigencia y eficacia la garantía aportada 
en vía administrativa; todo esto a resultas de la deci-
sión que adopte el órgano judicial, sobre concesión 
o denegación de la suspensión.

10.- Se podrá conceder la suspensión parcial 
cuando la impugnación afecte sólo a elementos tri-
butarios claramente individualizables, cuya inciden-
cia en la determinación de la deuda tributaria resulte 
cuantificable.

En este caso, el importe de la garantía sólo debe-
rá cubrir la deuda suspendida.

11.- La Alcaldía adoptará acuerdo expreso de 
suspensión, que será notificado por el órgano gestor 
al interesado con copia a la Recaudación Municipal.

Artículo 49 - Suspensión por aplazamiento o 
fraccionamiento de pago.

1.- La presentación de una solicitud de aplaza-
miento o fraccionamiento en período voluntario im-
pedirá el inicio del período ejecutivo, pero no el de-
vengo del interés de demora.

2.- Cuando la solicitud de aplazamiento de pago 
o compensación, se presente en período voluntario, 
si al finalizar este plazo está pendiente de resolución 
la mencionada solicitud, no se expedirá providencia 
de apremio.

3.- En los casos de solicitud de aplazamiento en 
vía ejecutiva, podrá suspenderse el procedimiento 
hasta que por el órgano competente para su reso-
lución se dicte el acuerdo correspondiente, sin que 
exceda de un mes el período de suspensión.

A estos efectos, es necesario que el jefe de la 
Unidad de Recaudación justifique la propuesta de 
suspensión, la cual, si es oportuno, deberá ser auto-
rizada por el Tesorero.

Artículo 50 - Suspensión por interposición ter-
cería de dominio.

Será causa de suspensión del procedimiento de 
apremio sobre los bienes o derechos controvertidos, 
la interposición de tercería de dominio. Esta suspen-
sión será acordada por el Jefe de Unidad que tramite 
el expediente, una vez se hayan adoptado las medi-
das de aseguramiento que procedan, según lo dis-
puesto en el Reglamento General de Recaudación y, 
vistos los documentos originales en que el tercerista 
fundamenta su derecho.

Artículo 51 - Suspensión de la ejecución de 
sanciones.

1.- La ejecución de las sanciones tributarias que 
hayan sido objeto de recurso de reposición, quedará 
automáticamente suspendida en período voluntario 
sin necesidad de aportar garantía hasta que sean fir-
mes en vía administrativa.

Esta suspensión se aplicará automáticamente por 
los órganos encargados del cobro de la deuda, sin 
necesidad de que el contribuyente lo solicite.

2.- Una vez la sanción sea firme en vía adminis-
trativa, los órganos de recaudación no iniciarán las 
actuaciones del procedimiento de apremio mien-
tras no concluya el plazo para interponer el recurso 
contencioso-administrativo. Si durante ese plazo el 
interesado comunica a dichos órganos la interposi-
ción del recurso con petición de suspensión, ésta 
se mantendrá hasta que el órgano judicial adopte la 
decisión que corresponda en relación con la suspen-
sión solicitada.

Artículo 52 - Paralización del procedimiento.

1.- Sin necesidad de garantía se paralizarán las 
actuaciones del procedimiento cuando el interesado 
lo solicite, si demuestra la existencia de alguna de 
las circunstancias siguientes:

a) Que ha existido error material, aritmético, o de 
hecho en la determinación de la deuda.

b) Que la deuda ha sido ingresada, condonada, 
compensada, suspendida o aplazada.

2.- Cuando concurran circunstancias excepciona-
les diferentes de las previstas en el apartado ante-
rior, el jefe de unidad de Recaudación podrá formular 
propuesta justificada de paralización del procedi-
miento, que en su caso deberá ser autorizada por el 
Tesorero.

3.- Los expedientes afectados por la paralización 
del procedimiento, deberán de resolverse en el plazo 
más breve posible. El Jefe de Unidad de Recauda-
ción adoptará las medidas necesarias para el cum-
plimiento de este punto.

4.- En particular, no se podrá proceder a la enaje-
nación de los bienes y derechos embargados en el 
curso del procedimiento de apremio hasta que la li-
quidación de la deuda tributaria ejecutada sea firme, 
en vía administrativa y judicial.

Con la finalidad de garantizar el cumplimiento de 
este deber, se controlará informáticamente la situa-
ción de no firmeza de la deuda en todos los supues-
tos en los cuales ha sido impugnado el procedimien-
to.

En todo caso, antes de proceder a la preparación 
del expediente de enajenación de los bienes, se de-
berá comprobar que no se encuentra pendiente de 
resolución ningún recurso (administrativo o jurisdic-
cional).

5.- Como excepción al punto anterior se estable-
cen los supuestos de fuerza mayor, bienes perece-
deros, bienes en los cuales existe un riesgo de pér-
dida inminente de valor o cuando el contribuyente 
solicite de forma expresa su enajenación.

6.- Cuando la deuda no sea firme, pero el proce-
dimiento no se halle suspendido, se podrán llevar a 
cabo las actuaciones de embargo de los bienes y de-
rechos, siguiendo el orden de prelación previsto en 
el artículo 169 de la Ley General Tributaria. El proce-
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dimiento recaudatorio podrá ultimarse, a excepción 
de la actuación de enajenación de bienes.

7.- La Alcaldía adoptará acuerdo expreso de sus-
pensión, que será notificado por el órgano gestor al 
interesado con copia a la Recaudación Municipal.

Artículo 53 - Garantías.
1.- La garantía a depositar para obtener la sus-

pensión del procedimiento será de la siguiente cuan-
tía:

a) Si la deuda se encuentra en período de pago 
voluntario, la suma del principal (cuota inicialmente 
liquidada) más los intereses de demora.

b) Si la deuda se encuentra en período ejecutivo 
de pago, la suma de la deuda tributaria existente en 
el momento de la suspensión (principal + recargos + 
intereses de demora devengados) más los intereses 
de demora que se generen a partir de esa fecha. 

2.- Las garantías necesarias para obtener la sus-
pensión automática, serán exclusivamente las si-
guientes:

a) Dinero efectivo o valores públicos, los cuales 
podrán depositarse en la Caja General de Depósitos 
o en la Tesorería Municipal.

b) Aval o fianza de carácter solidario prestado por 
entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca 
o certificado de seguro de caución.

c) Para deudas inferiores a 600 euros, fianza per-
sonal y solidaria prestada por un contribuyente de la 
localidad de reconocida solvencia.

d) Otros medios que se consideren suficientes, 
cuando se pruebe la dificultad para aportar la garan-
tía en cualquiera de las formas citadas. La suficien-
cia de garantía en este caso deberá ser valorada por 
la Intervención.

3.- En casos muy cualificados y excepcionales, 
podrá acordarse, a instancia de parte, la suspensión 
del procedimiento sin garantía cuando el recurrente 
alegue y justifique la imposibilidad de prestarla.

4.- Respecto a las garantías que deberán aportar-
se en los supuestos de aplazamientos y fracciona-
mientos de pago, será de aplicación lo que prevé el 
artículo 104 de esta Ordenanza.

5.- Cuando la deuda pendiente se hubiera mino-
rado, podrá reducirse la garantía depositada en la 
cantidad proporcional, siempre que quede garantiza-
do el cumplimiento de la obligación de satisfacer la 
deuda subsistente.

Artículo 54 - Concurrencia de procedimientos.
1.- En caso de concurrencia del procedimiento de 

apremio para la recaudación de los tributos con otros 
procedimientos de ejecución, ya sean singulares o 
universales, judiciales o no judiciales, la preferencia 
para la ejecución de los bienes trabados en el pro-
cedimiento vendrá determinada con arreglo a las si-
guientes reglas:

a) Cuando concurra con otros procesos o proce-
dimientos singulares de ejecución, el procedimiento 

de apremio será preferente si el embargo efectuado 
en el curso de este último es el más antiguo. A estos 
efectos se estará a la fecha de la diligencia de em-
bargo del bien o derecho.

b) Cuando concurra con otros procesos o proce-
dimientos concursales o universales de ejecución, 
el procedimiento de apremio será preferente para la 
ejecución de los bienes o derechos embargados en 
el mismo, siempre que la providencia de apremio se 
hubiera dictado con anterioridad a la fecha de decla-
ración del concurso.

2.- En los casos de concurrencia de procedimien-
tos a que se refiere el apartado anterior, el Tesorero 
solicitará de los órganos judiciales información sobre 
estos procedimientos que pueda afectar a los dere-
chos de la Hacienda Municipal.

Se podrá proceder al embargo preventivo de bie-
nes con anterioridad a la suspensión del procedi-
miento.

3.- Una vez obtenida la información solicitada, 
se dará cuenta a la Asesoría Jurídica acompañando 
cuanta documentación sea necesaria y en concre-
to certificación de las deudas, al efecto de que se 
asuma la defensa de los derechos de la Hacienda 
Municipal.

4.- La competencia para suscripción de acuerdos 
o convenios que resultasen de la tramitación del pro-
cedimiento anterior, corresponderá al Alcalde.

CAPÍTULO VII.- PRÁCTICA DE LA DEVOLUCIÓN 
DE INGRESOS INDEBIDOS

Artículo 55 - Iniciación.
1.- El interesado en el procedimiento es la perso-

na que acredite fehacientemente el pago indebido, y 
en su defecto, el titular del recibo o liquidación.

2.- El procedimiento se iniciará de oficio por la Ad-
ministración o a instancia del interesado o su repre-
sentante.

Cuando la Tesorería conozca de la existencia 
de pagos duplicados o excesivos fehacientemente 
acreditados, no solicitados por los interesados, se 
hará la propuesta de pago de la cuantía indebida-
mente ingresada.

El procedimiento se iniciará a instancia del inte-
resado mediante escrito presentado en el Registro 
General del Ayuntamiento. Deberá fundamentar 
su derecho y acompañar el comprobante de haber 
satisfecho la deuda, excepto cuando el funcionario 
municipal competente pueda comprobar informática-
mente la realización del ingreso y la no devolución 
posterior.

2.- Podrá acordarse de oficio la devolución en los 
supuestos siguientes:

a) Cuando después de haberse satisfecho una 
liquidación tributaria, la misma sea anulada por reso-
lución administrativa o judicial.

b) Cuando se haya producido indubitada duplici-
dad de pago.
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3.- Para la devolución de ingresos indebidos de 
naturaleza no tributaria, resultará de aplicación lo 
previsto en este capítulo.

Artículo 56 - Reconocimiento del derecho a 
devolución.

1.- Cuando el derecho a la devolución nazca 
como consecuencia de la resolución de un recurso, o 
de la anulación o revisión de actos dictados en vía de 
gestión tributaria, el reconocimiento de aquel dere-
cho corresponde al mismo órgano que ha aprobado 
el acto administrativo que lo origina.

2.- El expediente administrativo de devolución de 
ingresos indebidos se tramitará por el Servicio de 
Gestión Tributaria, salvo en los supuestos de dupli-
cidad de pago, en que corresponderá dicha tramita-
ción a la Tesorería.

3.- La Intervención fiscalizará el expediente, verifi-
cando especialmente que con anterioridad no se ha-
bía operado devolución de la cantidad que se solicita 
y que en el expediente consta el documento original 
acreditativo del pago, o la diligencia del Servicio de 
Gestión Tributaria sustitutiva.

4.- En supuestos diferentes de los pagos duplica-
dos el reconocimiento del derecho a la devolución 
originará el nacimiento de una obligación reconoci-
da, que como tal deberá contabilizarse y quedará su-
jeta al procedimiento de ordenación de pago y pago 
material.

5.- Cuando la devolución que se solicita hace 
referencia a un tributo que fue gestionado por otra 
Administración, será preciso acreditar que, con an-
terioridad, no se había procedido a la devolución del 
mismo; a este fin, se solicitarán los antecedentes 
precisos.

6.- Si la resolución del expediente exigiera la pre-
via resolución de reclamación interpuesta contra una 
liquidación resultante de elementos tributarios fija-
dos por otra Administración, el Servicio de Gestión 
Tributaria efectuará la remisión de documentación 
que considere suficiente al órgano competente, de lo 
cual dará conocimiento al interesado.

7.- El derecho a la devolución de ingresos indebi-
dos ejercitado a través del procedimiento especial de 
revisión del artículo 216 de la LGT prescribirá a los 
cuatro años desde el momento en que se realizó el 
ingreso, aunque con posterioridad se hubiera decla-
rado inconstitucional la norma en virtud de la cual se 
realizó el ingreso.

Artículo 57 - Pago de la devolución.
1.- En supuestos de anulación de la liquidación in-

gresada, la base de cálculo será el importe ingresa-
do indebidamente; consecuentemente, en supuestos 
de anulación parcial de la liquidación, los intereses 
de demora se acreditarán en razón a la parte de la 
liquidación anulada.

2.- El cómputo del período de demora en todo 
caso comprenderá el tiempo transcurrido desde el 
día en que se hizo el ingreso hasta la fecha de inicio 

del expediente de devolución. La propuesta de pago 
se aprobará cuando se dicte la resolución que acuer-
de la devolución.

3.- Se aplicará el tipo de interés de demora vi-
gente a lo largo del período de demora según lo que 
prevé el artículo 26.6 de la Ley General Tributaria. 
Consecuentemente, si se hubiera modificado el tipo 
de interés, será necesario periodificar y aplicar a 
cada año o fracción, el porcentaje fijado para el ejer-
cicio en la correspondiente Ley de Presupuestos del 
Estado.

Artículo 58 - Reembolso por ingresos debidos 
y recargos.

1.- Cuando se ha de reembolsar al interesado una 
cantidad para devolver el pago que hizo por un con-
cepto debido, no se abonarán intereses de demora. 
Indicativamente, se señalan los casos siguientes:

a) Devoluciones parciales de la cuota satisfecha 
por Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica, 
en el supuesto de baja del vehículo, cuando procede 
el prorrateo de la cuota.

b) Devoluciones originadas por la concesión de 
beneficios fiscales de carácter rogado, cuando se 
haya ingresado la cuota.

c) Devoluciones del Impuesto sobre Construccio-
nes, Instalaciones y Obras (ICIO) cuando, por cau-
sas ajenas a la Administración, no se han iniciado 
las obras.

2.- El acuerdo de reconocimiento del derecho a 
la devolución se dictará en el plazo de seis meses.

3.- En los supuestos en que se haya presentado 
autoliquidación y se haya ingresado un importe ex-
cesivo, se ordenará de oficio la devolución corres-
pondiente. Siempre que el expediente se resuelva 
dentro del plazo fijado en el punto anterior, no se 
abonarán intereses de demora.

4.- Cuando se declare indebido el ingreso por el 
concepto de recargo de apremio, bien porque se ha 
anulado la liquidación de la cuota o bien porque no 
resultaba procedente exigir el recargo, se liquidarán 
intereses de demora sobre la cuantía a devolver.

5.- Cuando se declare improcedente la liquida-
ción por recargo provincial sobre el IAE y se haya de 
proceder a su devolución, se liquidarán intereses de 
demora sobre el importe a devolver. La devolución 
la realizará el Ayuntamiento por cuenta de la Diputa-
ción; consecuentemente su importe será compensa-
do en la primera liquidación de ingresos que se deba 
transferir.

Artículo 59 - Reintegro del coste de las garan-
tías.

1.- Los expedientes de reintegro del coste de las 
garantías depositadas para suspender un procedi-
miento mientras se halla pendiente de resolución un 
recurso, en vía administrativa o judicial, se iniciarán 
a instancia del interesado.
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Con el reintegro del coste de las garantías, que 
en su caso resulte procedente, se abonará el interés 
legal vigente a lo largo del período en el cual hayan 
estado depositadas.

2.- En los supuestos de resoluciones administrati-
vas o sentencias judiciales que declaren parcialmen-
te improcedente el acto impugnado, el reembolso 
alcanzará a los costes proporcionales de la garantía 
que se haya reducido.

3.- Los datos necesarios que deberá facilitar el 
contribuyente para que pueda resolverse adecua-
damente estas solicitudes, así como para efectuar, 
en su caso, el reintegro que corresponda, serán los 
siguientes:

a) Nombre y apellidos o denominación social, si 
se trata de persona jurídica, número de identificación 
fiscal, y domicilio del interesado.

b) Resolución, administrativa o judicial, por la cual 
se declara improcedente total o parcialmente el acto 
administrativo impugnado cuya ejecución se suspen-
dió.

c) Importe al cual ascendió el coste de las garan-
tías cuya devolución se solicita, adjuntando los docu-
mentos acreditativos del coste que se especifican en 
el apartado 6 de este artículo.

d) Declaración expresa del número de cuenta 
bancaria al cual haya de efectuarse el reembolso, 
indicando los datos identificativos de la entidad de 
crédito o bancaria.

4.- Si el escrito de iniciación no reuniera los datos 
expresados o no llevara adjunta la documentación 
necesaria, se requerirá al interesado para que lo 
subsane en el plazo de 10 días.

Cuando la propuesta de resolución establezca 
una cuantía a pagar diferente a la solicitada por el 
interesado, se le deberá conceder audiencia.

5.- Vistas las posibles alegaciones y comprobado 
que los beneficiarios no son deudores a la Hacienda 
Municipal por deudas en período ejecutivo, el Teso-
rero dictará el correspondiente acuerdo administrati-
vo, en base a la propuesta formulada por el servicio 
competente, en razón a la materia objeto del recurso.

Si se comprueba la existencia de deudas en pe-
ríodo ejecutivo del titular del derecho de reintegro, se 
procederá a la compensación de oficio o al embargo 
del derecho al reintegro reconocido al contribuyente.

6.- A efectos de proceder a su reembolso, el coste 
de las garantías se determinará en la siguiente for-
ma:

a) En los avales, por las cantidades efectivamente 
satisfechas a la entidad de crédito en concepto de co-
misiones y gastos por formalización, mantenimiento 
y cancelación de aval, devengados hasta la fecha en 
que se produzca la devolución de la garantía.

b) En las hipotecas y prendas por los siguientes 
conceptos:

a. Gastos derivados de la intervención de fedata-
rio público.

b. Gastos registrales.

c. Tributos derivados directamente de la constitu-
ción de la garantía y, en su caso, de su cancelación.

d. Gastos derivados de la tasación o valoración 
de los bienes ofrecidos en garantía.

c) En los depósitos en dinero efectivo constituidos 
de acuerdo con la normativa aplicable, se abonará el 
interés legal vigente hasta el día en que se produzca 
la devolución del depósito.

d) Cuando el Ayuntamiento o los tribunales hu-
bieran aceptado garantías distintas de las anteriores, 
se admitirá el reembolso del coste de las mismas, li-
mitado, exclusivamente, a los costes acreditados en 
que se hubiera incurrido de manera directa para su 
formalización, mantenimiento y cancelación.

7.- El contribuyente deberá acreditar, en todo 
caso, la realización efectiva del pago de los gastos 
mencionados.

Subsección II. De créditos no tributarios

CAPÍTULO I.- PRECIOS PÚBLICOS

Artículo 60 - Establecimiento y fijación de pre-
cios públicos.

1.- Se podrán exigir precios públicos por la pres-
tación de servicios o realización de actividades de 
competencia local que hayan sido solicitadas por los 
interesados, siempre que concurran las dos condi-
ciones siguientes:

a) La recepción del servicio es voluntaria para el 
interesado, porque no resulta imprescindible para su 
vida privada o social.

b) El servicio se presta efectivamente por el sec-
tor privado, dentro del término municipal propio del 
Ayuntamiento que exige el precio.

2.- El establecimiento o modificación de los pre-
cios públicos corresponderá al Pleno de la Corpora-
ción u Órgano en quien se delegue.

3.- Para regular la gestión y recaudación de los 
precios públicos, el Pleno u Órgano en quien se de-
legue aprobará las Ordenanzas correspondientes.

4.- Los organismos autónomos podrán fijar la 
cuantía de los precios públicos, establecidos por el 
Pleno u Órgano en quien se delegue y correspon-
dientes a los servicios prestados por aquéllos, siem-
pre que cubran el coste del servicio.

Artículo 61 - Gestión de los precios públicos.
1.- Deberá practicarse liquidación individualizada 

en los siguientes supuestos:
a) Cuando se solicite un servicio de la competen-

cia local que tiene carácter de singular.
b) La primera liquidación que se practica corres-

pondiente al alta en una matrícula de obligados al 
pago por la prestación de servicios que tendrá ca-
rácter continuado.

2.- Los precios públicos de vencimiento periódico 
se gestionarán a partir de la matrícula de contribu-
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yentes, formada en base a los datos declarados por 
los mismos en el momento de solicitar la prestación 
de servicios, o realización de actividades que les 
afectan o interesan.

3.- Las modificaciones en las cuotas que respon-
dan a variación de las tarifas contenidas en la Orde-
nanza o Acuerdo Municipal no precisarán de notifica-
ción individualizada.

4.- Las notificaciones se practicarán colectiva-
mente, mediante edictos, y se procederá a la exposi-
ción pública de la matrícula de obligados al pago y a 
la publicación del anuncio de cobranza, en términos 
similares a los regulados para los recursos tributa-
rios.

Artículo 62 - Períodos de pago de los precios 
públicos.

1.- El período de pago voluntario será el que, en 
cada caso, establezca la Ordenanza, que figurará in-
dicado en el documento de pago.

2.- El período ejecutivo se inicia para las liquida-
ciones previamente notificadas -en forma colectiva 
o individual -no ingresadas a su vencimiento, el día 
siguiente al vencimiento del plazo de ingreso en pe-
ríodo voluntario.

3.- El inicio del período ejecutivo comporta el de-
vengo de los recargos ejecutivos y los intereses de 
demora.

Los recargos del período ejecutivo son de tres ti-
pos: recargo ejecutivo, recargo de apremio reducido 
y recargo de apremio ordinario; sus cuantías se esta-
blecen en el artículo 92.4 de la presente Ordenanza, 
conforme a lo que dispone el artículo 28 de la Ley 
General Tributaria.

4.- El procedimiento de apremio se inicia median-
te la notificación de la providencia de apremio.

CAPÍTULO II.- OTROS CRÉDITOS

Artículo 63 - Otros créditos no tributarios.

1.- Además de los precios públicos, cuya gestión 
se regula en el Capítulos 1º de esta sección, el Ayun-
tamiento es titular de otros créditos de Derecho pú-
blico, para cuya realización se dictan algunas reglas 
en el presente capítulo.

2.- Para la cobranza de estas cantidades, el Ayun-
tamiento ostenta las prerrogativas establecidas legal-
mente y podrá aplicar el procedimiento recaudatorio 
fijado en el Reglamento General de Recaudación; 
todo ello, en virtud de lo previsto en el artículo 2.2 
del Real Decreto Legislativo 2/2004, por el cual se 
aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de 
las Haciendas Locales, en relación con lo que dispo-
ne la Ley General Presupuestaria, para la realización 
de los derechos de la Hacienda Pública.

3.- La recaudación de los ingresos de Derecho 
público no tributarios se realizará conforme a lo pre-
visto en el Reglamento General de Recaudación, 
excepto cuando la normativa particular del ingreso 

regule de modo diferente los plazos de pago, u otros 
aspectos del procedimiento. En este caso, las actua-
ciones del órgano recaudatorio se ajustarán a lo pre-
visto en dichas normas.

4.- El pago de los recursos a que se refiere el pun-
to anterior podrá realizarse en los plazos y lugares 
que se indiquen en la notificación de la liquidación.

5.- El régimen de recargos e intereses aplicable 
en la recaudación de los ingresos de derecho público 
no tributarios es común al aplicado en la recaudación 
de tributos, salvo que la normativa de gestión esta-
blezca particularidades preceptivas.

6.- Contra los actos administrativos de aprobación 
de liquidaciones por ingresos de derecho público no 
tributarios se podrá interponer recurso de reposición 
ante la Alcaldía.

Artículo 64 - Ingresos por actuaciones urba-
nísticas mediante el sistema de cooperación.

1.- Los propietarios de terrenos afectados por una 
actuación urbanística por el sistema de cooperación 
están obligados a sufragar los costes de urbaniza-
ción, a cuyo efecto el Ayuntamiento liquidará cuotas 
de urbanización, que de no ser pagadas en período 
voluntario se exigirán por la vía de apremio.

La aprobación de estas liquidaciones correspon-
de al Ayuntamiento, ante quien, en su caso, se po-
drán formular los recursos procedentes.

2.- Los procedimientos de ejecución y apremio se 
dirigirán contra los bienes de los propietarios que no 
hubieran cumplido sus obligaciones.

3.- Si la Asociación de propietarios (contribuyen-
tes) lo solicita y el Ayuntamiento lo considera conve-
niente, se podrán ejercer las facultades referidas en 
el punto anterior a favor de la Asociación y contra los 
propietarios que incumplan los compromisos contraí-
dos con ella.

4.- Cuando el propietario del terreno, al cual se 
le exige el pago de una cuota de urbanización, ma-
nifieste su voluntad de satisfacer la deuda mediante 
entrega de la finca a favor de la entidad acreedora, 
el Ayuntamiento valorará la conveniencia de la acep-
tación de la parcela, y en caso de aceptarla quedará 
ultimado el procedimiento ejecutivo.

Artículo 65 - Ingresos por otras actuaciones 
urbanísticas.

1.- Cuando la ejecución de la unidad de actuación 
se realice por el sistema de compensación, la Junta 
de Compensación será directamente responsable 
frente al Ayuntamiento de la realización de las obras 
de urbanización. La Junta podrá solicitar al Ayunta-
miento tutelante que realice la recaudación ejecuti-
va, cuando no se hubieran satisfecho las cuotas en 
período voluntario.

2.- Contra la liquidación de las cuotas exigibles 
por las juntas de compensación, se podrá interponer 
recurso administrativo ante el Ayuntamiento.



34 MIÉRCOLES, 29 DE ABRIL DE 2015 B.O.P. DE GUADALAJARA, N.º 52

3.- Si se hubieran constituido entidades de con-
servación urbanística, éstas podrán solicitar al Ayun-
tamiento que la recaudación de sus cuotas se exijan 
en vía de apremio.

4.- Contra las liquidaciones de cuotas exigibles 
por las entidades de conservación urbanística, po-
drá interponerse recurso de alzada ante el Ayunta-
miento.

Artículo 66 - Responsabilidades de particula-
res.

1.- El adjudicatario de la realización de obras mu-
nicipales que ocasione daños y perjuicios como con-
secuencia de la ejecución de aquéllas, o bien por la 
demora en su conclusión, vendrá obligado a indem-
nizar al Ayuntamiento.

2.- El importe de tal indemnización se detraerá de 
la fianza definitiva que hubiera constituido el contra-
tista, y, si la misma no alcanzara a cubrir la cuantía 
de la responsabilidad, se exigirá por la vía de apre-
mio la suma no cubierta.

3.- El particular que ocasione daños en los bienes 
de uso o servicio públicos, vendrá obligado a su re-
paración.

Cuando las circunstancias del daño, o del bien 
afectado, lo aconsejen, será el Ayuntamiento quien 
proceda a la ejecución de las obras de reparación, 
exigiendo al autor del daño el importe satisfecho.

Si el pago no se realiza en período voluntario, se 
exigirá en vía de apremio.

Artículo 67 - Reintegros y multas.

1.- Si el Ayuntamiento concediera una subvención 
finalista, cuya aplicación no ha sido correctamente 
justificada, exigirá que se acredite el destino de la 
misma. Verificada la indebida aplicación, total o par-
cial, se requerirá el reintegro de la suma no desti-
nada a la finalidad para la cual se concedió. Si tal 
reintegro no tiene lugar en el plazo que se señale, 
podrá ser exigido en vía de apremio.

2.- En el supuesto de realización de un pago inde-
bido, tan pronto como sea conocida tal situación por 
la Intervención, se requerirá al perceptor para que 
reintegre su importe en el término que se señala. Si 
se incumpliese esta obligación, el reintegro se exigi-
rá en vía de apremio.

3.- Las multas que se impongan por infracción 
de lo dispuesto en la legislación urbanística o en las 
ordenanzas de policía municipal, se exigirán por el 
procedimiento recaudatorio general regulado en la 
Sección 5ª de esta Ordenanza.

4.- En cuanto a plazos de prescripción habrá 
de estarse a lo que resulte de aplicación según la 
normativa específica de cada concepto, y, en su 
defecto, a las previsiones de la Ley General Pre-
supuestaria.

SECCIÓN V. RECAUDACIÓN

Subsección I. Organización

Artículo 68 - Órganos de recaudación.

1.- La gestión recaudatoria de los créditos tribu-
tarios y demás de Derecho público municipales se 
realizará directamente por el propio Ayuntamiento.

2.- En el procedimiento de recaudación en vía de 
apremio, las competencias y funciones que el Regla-
mento General de Recaudación asigna a los órganos 
del Ministerio de Economía y Hacienda se habrán de 
entender referidas a los órganos municipales, según 
la correlación que se indica en los artículos siguien-
tes.

Artículo 69 - Funciones del Alcalde.

Al Alcalde le corresponderá el ejercicio de las fun-
ciones siguientes:

a) Concesión de aplazamiento y fraccionamiento 
de deudas, a propuesta del Tesorero.

b) De conformidad con lo establecido en la legis-
lación sobre conflictos jurisdiccionales, promoverá 
cuestión de competencias delante de los Juzgados y 
Tribunales cuando conozcan de los procedimientos 
de apremio sin haber agotado la vía administrativa.

c) Autorización para que los funcionarios del Área 
de Recaudación y de Inspección puedan entrar en 
las fincas, locales de negocio y otros establecimien-
tos en que se desarrollen actividades sujetas a tribu-
tación, o susceptibles de embargo.

d) Solicitud a la autoridad judicial de autorización 
para que los funcionarios que realizan funciones de 
Recaudación o de Inspección puedan entrar en el 
domicilio constitucionalmente protegido del obligado 
tributario, cuando el mismo no ha manifestado su 
consentimiento.

e) Autorización de enajenación de los bienes em-
bargados por concurso, o por adjudicación directa, a 
propuesta del Tesorero.

f) Solicitud a las autoridades competentes de pro-
tección y auxilio necesarios para el ejercicio de la 
función recaudatoria, excepto en los casos de peli-
gro para las personas, los valores o fondos, en cuyo 
caso dicha solicitud podrá realizarla el propio Jefe de 
la Unidad.

g) Acordar la adjudicación de bienes al Ayunta-
miento, previa consulta a los Servicios Técnicos so-
bre la utilidad de los mismos.

h) Resolución de tercerías que debidamente cum-
plimentadas se presenten en la Unidad de Recauda-
ción.

i) Dictar acuerdos de derivación de responsabili-
dad.

j) Autorización, si procede, de suscripción de 
acuerdos o convenios a que se llegue en los proce-
sos concursales.
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k) Cualquiera otra función necesaria para conti-
nuar o finalizar el procedimiento de recaudación, no 
atribuida a otros órganos.

Artículo 70 - Funciones del Interventor.
Corresponderá al Interventor:
a) Fiscalizar y tomar razón de los hechos o actos 

que supongan una modificación en los derechos re-
conocidos y en los ingresos recaudados municipa-
les.

b) Dirigir la Contabilidad Municipal y organizarla 
de tal modo que, entre otros fines previstos en el 
Real Decreto Legislativo 2/2004, cumpla el de apor-
tar información sobre el estado de la recaudación 
y la situación individualizada de los derechos y los 
deudores.

c) Todas aquellas funciones que, según el Regla-
mento General de Recaudación, corresponden a la 
Intervención de la Delegación de Hacienda.

Artículo 71 - Funciones del Tesorero.
Corresponde al Tesorero:
a) Dictar la providencia de apremio.
b) Dirigir el procedimiento recaudatorio en sus 

dos fases de período voluntario y ejecutivo.
c) Instar de los servicios internos municipales la 

colaboración necesaria para el correcto desarrollo 
de la gestión recaudatoria y en concreto la que se 
relaciona:

 • Solicitud de información sobre bienes del deu-
dor para el embargo.

 • Solicitud de captura, depósito y precinto de 
vehículos a las Autoridades que tengan a su 
cargo la vigilancia de la circulación.

 • Solicitud de locales para la custodia y depósito 
de bienes embargados.

 • Designación de funcionario técnico para la va-
loración de los bienes embargados.

 • Informe sobre la utilidad de la adjudicación a 
favor del Ayuntamiento de bienes no enajena-
dos en subasta.

 • En los supuestos en que sea desconocido el 
paradero del deudor se solicitará al Ayunta-
miento del territorio en que se presume la re-
sidencia del mismo, la certificación e informes 
correspondientes.

 • Solicitud de designación de técnico en los su-
puestos que fuera necesario proceder al des-
linde de los bienes inmuebles embargados.

Artículo 73 - Sistema de recaudación.
1.- La recaudación de tributos y de otros ingresos 

de Derecho público municipales se realizará en pe-
ríodo voluntario a través de las entidades colabora-
doras que se reseñarán en el documento-notificación 
remitido al domicilio del sujeto pasivo; documento 
que será apto y suficiente para permitir el ingreso en 
entidades colaboradoras.

2.- En el caso de tributos y precios públicos perió-
dicos, la notificación, que podrá ser utilizada como 
documento de pago, se remitirá por correo ordinario, 
sin acuse de recibo, dado que no es preceptivo el 
poder acreditar la recepción por el sujeto pasivo.

Si no se recibieran tales documentos, el contri-
buyente puede acudir a la Oficina Municipal de Re-
caudacion del Ayuntamiento, donde se expedirá el 
correspondiente duplicado.

3.- En los supuestos de tributos de vencimiento 
periódico, una vez notificada el alta en el correspon-
diente registro, las cuotas sucesivas deberán ser sa-
tisfechas en los plazos fijados en el calendario de 
cobranza, sin que sea oponible al inicio de la vía de 
apremio la no recepción del documento de pago.

A estos efectos, se entenderá por alta en el co-
rrespondiente registro la primera incorporación del 
propio objeto tributario. En particular no se conside-
rarán altas los cambios de titularidad de los obliga-
dos tributarios.

4.- El pago de las deudas en período ejecutivo 
podrá realizarse en entidad colaboradora en las con-
diciones y plazos determinados en el documento que 
se remitirá al domicilio del deudor.

Artículo 74 - Domiciliación bancaria.

Los adeudos bancarios están regulados por la 
Ley de Servicios de Pago (Ley 16/2009 de 13 de 
noviembre) de transposición al ordenamiento jurídi-
co español de la Directiva europea de Servicios de 
Pago de Diciembre de 2007, así como en su norma-
tiva de desarrollo, y en lo que no se oponga a éstas, 
por la presente ordenanza.

1.- Con carácter general, los tributos municipales 
se pagarán mediante domiciliación bancaria, la cual 
en ningún caso supondrá coste para los contribuyen-
tes.

2.- Se podrá ordenar la domiciliación bancaria:

En una cuenta abierta en una entidad de crédito 
cuyo titular sea el obligado al pago.

En una cuenta que no sea de titularidad del obli-
gado, siempre que el titular de dicha cuenta autorice 
la domiciliación. En este supuesto deberá constar fe-
hacientemente la identidad y el consentimiento del 
titular, así como la relación detallada e indubitada de 
los recibos que se domicilien.

3.- En los supuestos de recibos domiciliados, se 
podrá remitir al domicilio del contribuyente el docu-
mento de pago; alternativamente, los datos de la 
deuda se incorporarán en el soporte magnético que 
origine el correspondiente cargo bancario, debiendo 
la entidad financiera expedir y remitir el comprobante 
de cargo en cuenta.

4.- Se ordenará el cargo en la cuenta de los obli-
gados al pago en los últimos cinco días del periodo 
voluntario. Al efecto de informar a los contribuyen-
tes que tengan domiciliados sus recibos, se podrán 
enviar avisos advirtiéndoles de la fecha concreta en 
que se hará el cargo en cuenta.
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5.- La solicitud de domiciliación que se entregue 
con menos de 10 días de antelación a la fecha de 
cargo en cuenta, surtirá efecto a partir del periodo 
siguiente.

6.- El pago de las liquidaciones notificadas perso-
nalmente a los contribuyentes sólo se puede domici-
liar para periodos posteriores, por lo que la primera 
vez deberá pagarse en una entidad financiera cola-
boradora.

7.- La orden de domiciliación se refiere única y ex-
clusivamente a los hechos contributivos detallados 
en ella, por lo que no tiene carácter genérico, siendo 
necesario domiciliar las altas en padrón.

8.- La domiciliación tendrá validez por tiempo 
indefinido en tanto en cuanto el interesado no ma-
nifieste su voluntad de cancelarla o transcurran 36 
meses sin efectuarse ningún cargo.

En este caso, si se desea reactivar la domicilia-
ción se deberá cursar una nueva orden.

9.- Cuando la domiciliación no hubiere surtido 
efecto por razones ajenas al contribuyente y se hu-
biere iniciado el período ejecutivo de una deuda cuya 
domiciliación había sido ordenada, sólo se exigirá el 
pago de la cuota inicialmente liquidada.

Se considerará que el incumplimiento no resulta 
imputable al obligado al pago cuando concurran al 
mismo tiempo las siguientes circunstancias:

Que el obligado hubiera efectuado la orden de do-
miciliación del pago de acuerdo con el procedimiento 
y plazos establecidos en cada caso.

Que la cuenta asignada por el obligado para rea-
lizar el pago por domiciliación sea de su titularidad.

No resulta admisible que el obligado únicamente 
estuviera autorizado para operar en esa cuenta.

Que en la fecha que debía realizarse el cargo en 
cuenta por domiciliación, en la misma cuenta desig-
nada por el obligado existiera saldo disponible su-
ficiente para satisfacer el importe total de la deuda 
domiciliada.

10.- En caso que, en base a los criterios anterio-
res, la falta de pago o el pago fuera de plazo de la 
domiciliación no resultase imputable al obligado, se 
aceptarán las alegaciones del obligado en el trámite 
de audiencia, no liquidando recargo, intereses o san-
ciones por esta causa.

11.- La domiciliación deberá solicitarse por el in-
teresado personalmente, a través del impreso esta-
blecido al efecto en el que conste la identificación 
y firma del ordenante. Para que la orden de domi-
ciliación sea considerada válida el impreso original 
debidamente firmado deberá entregarse en el Ayun-
tamiento

Será obligación del contribuyente la custodia del 
justificante de solicitud de domiciliación a los efectos 
de lo previsto en el apartado 9 anterior.

Artículo 75 - Entidades colaboradoras.
1.- Son colaboradoras en la recaudación las en-

tidades de depósito autorizadas para ejercer dicha 

colaboración, las cuales en ningún caso tendrán el 
carácter de órganos de la recaudación municipal.

2.- La autorización de nuevas entidades colabora-
doras habrá de ser aprobada por el Alcalde pudiendo 
recaer dicha autorización en una entidad de depósito 
y, en supuestos singulares, en otro tipo de entidades 
o en agrupaciones de contribuyentes.

3.- A estos efectos, el Tesorero formulará su pro-
puesta, habiendo valorado previamente la efectivi-
dad de la colaboración de la entidad bancaria cuando 
el Ayuntamiento solicita información sobre cuentas y 
ordena el embargo de fondos, todo ello con la fina-
lidad de cobrar deudas incursas en procedimiento 
ejecutivo.

4.- Las funciones a realizar por las entidades de 
depósito colaboradoras de la recaudación son las si-
guientes:

a) Recepción y custodia de fondos, entregados 
por parte de cualquier persona, como medio de pago 
de los créditos municipales, siempre que se aporte el 
documento expedido por el Ayuntamiento y el pago 
tenga lugar en las fechas reglamentadas.

b) Las entidades bancarias situarán en cuentas 
restringidas de las que sea titular el Ayuntamiento los 
fondos procedentes de la recaudación.

c) Grabación puntual de los datos que permitan 
identificar el crédito satisfecho y la fecha de pago.

Transmisión quincenal por el medio informático 
convenido de los datos relativos a la recaudación 
efectuada en las diferentes sucursales de la entidad 
bancaria durante ese periodo.

d) Transferencia de los fondos recaudados en las 
fechas establecidas en los Convenios firmados, en 
desarrollo de las normas reguladoras de la colabora-
ción por parte de las entidades de depósito.

5.- De conformidad con lo que prevé el Regla-
mento General de Recaudación, la colaboración por 
parte de las entidades de depósito será gratuita.

6.- Las entidades colaboradoras de la recauda-
ción, deberán ajustar estrictamente sus actuaciones 
a las directrices contenidas en el acuerdo de auto-
rización, en el cual necesariamente habrá de con-
templarse la exigencia de responsabilidad para el 
supuesto de incumplimiento de dichas normas.

7.- El Ayuntamiento adjudicará el servicio de co-
laboración integral en la gestión recaudatoria de los 
tributos y precios públicos municipales a una entidad 
financiera colaboradora. Tendrá por objeto la recau-
dación de los tributos y precios públicos municipales 
mediante la centralización en la Entidad bancaria 
adjudicataria de los fondos que los administrados 
ingresen en cualquier entidad colaboradora. El pro-
cedimiento general consistirá en la centralización de 
la recaudación municipal total en una única cuenta 
operativa de recaudación, de titularidad municipal, 
para lo cual la entidad adjudicataria utilizará unas 
cuentas restringidas de recaudación también de titu-
laridad municipal.
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En relación a la recaudación de deudas de ven-
cimiento periódico y notificación colectiva, el Ayun-
tamiento facilitará en tiempo y forma los correspon-
dientes padrones, mediante soporte informático 
estándar, apto para el intercambio telemático de fi-
cheros, a partir del cual la Entidad adjudicataria eje-
cutará los siguientes trabajos:

 - Edición de avisos de pago de los recibos no 
domiciliados y notas informativas de los domi-
ciliados y posterior distribución a los domicilios 
fiscales correspondientes.

 - Tramitación, ante las diversas entidades finan-
cieras de los recibos domiciliados.

 - Cobro de los recibos no domiciliados en las ofi-
cinas de la Entidad adjudicataria.

 - Tratamiento de los cobros realizados en las 
entidades que el Ayuntamiento designe como 
colaboradoras.

 - Confección de duplicados a los contribuyentes 
que lo soliciten.

 - Posibilidad de domiciliación bancaria en el mo-
mento del cobro.

 - Tratamiento de bajas del padrón, facilitadas 
por el Ayuntamiento, correspondientes a reci-
bos erróneos.

 - Puntual información al Ayuntamiento del desa-
rrollo de la recaudación.

 - Información exhaustiva al cierre de la recauda-
ción de cada tributo.

 - Memoria anual de toda la recaudación.
 - Campañas de publicidad.

La Entidad Bancaria adjudicataria se comprome-
terá a limitar el uso de la información facilitada exclu-
sivamente para la finalidad del contrato asumiendo 
la prohibición de utilizarla en cualquier otro sentido, 
estando sometidos los datos contenidos en dicho so-
porte magnético a lo dispuesto en la Ley Orgánica 
5/92 de Regulación del tratamiento automatizado de 
los datos de carácter personal.

Asimismo la Entidad Adjudicataria se comprome-
terá a aportar los medios técnicos y humanos nece-
sarios para coordinar las tareas administrativas que 
se detallen de la explotación informática del Servicio.

En la ejecución de los trabajos reseñados, se ten-
drán en cuenta las especificaciones establecidas en 
el correspondiente pliego de prescripciones técnicas.

Subsección II. Gestión recaudatoria

CAPÍTULO I.- NORMAS COMUNES

Artículo 76 - Ámbito de aplicación.
1.- Para la cobranza de los tributos y de las canti-

dades que como ingresos de Derecho público, tales 
como prestaciones patrimoniales de carácter público 
no tributarias, precios públicos, multas y sanciones 
pecuniarias, debe percibir la Administración Munici-
pal, la misma ostenta las prerrogativas establecidas 

legalmente para la Hacienda del Estado, al amparo 
de lo previsto en el artículo 2.2 del Texto refundido de 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

2.- Siendo así, las facultades y actuaciones del 
Ayuntamiento alcanzan y se extienden a la recauda-
ción de tributos y otros recursos de Derecho público, 
pudiendo entenderse aplicables a todos ellos las re-
ferencias reglamentarias a la categoría de tributos, 
sin perjuicio de las particularidades previstas en esta 
Ordenanza.

Artículo 77 - Obligados al pago.
1.- En el ámbito de los tributos locales, son obli-

gados tributarios las personas físicas o jurídicas y las 
entidades a las que la normativa tributaria impone el 
cumplimiento de obligaciones tributarias.

2.- Están obligados al pago como deudores prin-
cipales, entre otros:

a) Los sujetos pasivos de los tributos, sean contri-
buyentes o sustitutos.

b) Los sucesores
c) Los infractores, por las sanciones pecuniarias.
3.- Si los deudores principales, referidos en el 

punto anterior, no cumplen su obligación, estarán 
obligados al pago los sujetos siguientes:

a) Los responsables solidarios.
b) Los responsables subsidiarios, previa declara-

ción de fallidos de los deudores principales.
4.- Cuando sean dos o más los responsables so-

lidarios o subsidiarios de una misma deuda, ésta po-
drá exigirse íntegramente a cualquiera de ellos.

5.- La concurrencia de varios obligados tributarios 
en el mismo presupuesto de una obligación determi-
nará que queden solidariamente obligados frente a 
la Administración tributaria al cumplimiento de todas 
las prestaciones, salvo que por ley se disponga ex-
presamente otra cosa.

6.- Cuando el Ayuntamiento sólo conozca la iden-
tidad de un titular practicará y notificará las liquida-
ciones tributarias a nombre del mismo, quien vendrá 
obligado a satisfacerlas si no solicita su división. A tal 
efecto, para que proceda la división será indispen-
sable que el solicitante facilite los datos personales 
y el domicilio de los restantes obligados al pago, así 
como la proporción en que cada uno de ellos partici-
pe en el dominio, o derecho trasmitido.

7.- En el ámbito de los ingresos de derecho públi-
co no tributarios, serán obligados al pago las perso-
nas físicas, jurídicas, o entidades designadas como 
tales en la normativa específica.

En defecto de la misma, se aplicará lo dispuesto 
en los apartados anteriores.

Artículo 78 - Comunidades de bienes.
1.- En los tributos municipales, cuando así lo pre-

vea la legislación de Haciendas Locales, tendrán la 
condición de obligados tributarios las herencias ya-
centes, comunidades de bienes y demás entidades 
que, sin personalidad jurídica, constituyen una uni-
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dad económica o un patrimonio separado, suscepti-
bles de imposición.

A estos efectos se entenderá que existe unidad 
económica cuando los comuneros o copartícipes de 
las entidades citadas llevan a cabo la explotación 
económica del bien o actividad que conjuntamente 
poseen.

2.- Con carácter general los copartícipes o cotitu-
lares de las entidades jurídicas o económicas a que 
se refiere el artículo 35.4 de la Ley General Tributaria 
responderán solidariamente, y en proporción a sus 
respectivas participaciones, de las obligaciones tri-
butarias de dichas entidades.

3.- En relación al impuesto sobre bienes inmue-
bles, cuando los copartícipes de las entidades a 
que se refiere al apartado anterior no figuren inscri-
tos como tales en el Catastro, la responsabilidad se 
exigirá por partes iguales, según resulta del artículo 
64.2 del Real Decreto Legislativo 2/2004.

Artículo 79 - Domicilio fiscal y comunicación 
de sus modificaciones.

1.- Salvo que una norma regule expresamente la 
forma de determinar el domicilio fiscal, para gestio-
nar un determinado recurso, a efectos recaudatorios, 
el domicilio será:

a) Para las personas naturales, el de su residen-
cia habitual. No obstante, se podrá considerar como 
domicilio fiscal el lugar donde esté efectivamente 
centralizada la gestión administrativa y la dirección 
de las actividades desarrolladas.

b) Para las personas jurídicas, y entidades sin 
personalidad jurídica a que se refiere el artículo 35.4 
de la Ley General Tributaria, el domicilio fiscal será 
su domicilio social, siempre que en él esté efectiva-
mente centralizada su gestión administrativa y la di-
rección de sus negocios. En otro caso, se atenderá 
al lugar en el que se lleve a cabo dicha gestión o 
dirección.

c) Para las personas o entidades no residentes en 
España que operen mediante establecimiento per-
manente, se aplicarán las reglas de los apartados 
a) y b).

2.- Mediante personación en las oficinas del 
Ayuntamiento, el contribuyente puede designar otro 
domicilio propio o de su representante, con el fin de 
recibir en el mismo las notificaciones administrativas.

3.- Las personas físicas que deban estar en el 
Censo de Empresarios, Profesionales y Retenedo-
res, así como las personas jurídicas y demás entida-
des deberán cumplir, en el plazo de un mes a partir 
del momento en que se produzca el cambio de domi-
cilio fiscal, la obligación de comunicar dicho cambio 
establecida en el artículo 48.3 de la LGT.

4.- Tratándose de personas físicas que no deban 
figurar en el Censo de Empresarios, Profesionales 
y Retenedores, la comunicación del cambio de do-
micilio se deberá efectuar en el plazo de tres meses 
desde que se produzca mediante el modelo de de-
claración que se apruebe.

5.- La comunicación del nuevo domicilio fiscal sur-
tirá efectos desde su presentación respecto a la Ad-
ministración tributaria a la que se le hubiese comuni-
cado. La comunicación del cambio de domicilio fiscal 
a una Administración tributaria sólo producirá efectos 
respecto al Ayuntamiento cuando dicho cambio sea 
conocido por éste. Hasta ese momento serán válidas 
todas las actuaciones y notificaciones realizadas en 
el domicilio inicialmente declarado a la Administra-
ción tributaria actuante.

6.- Los obligados tributarios que no residan en 
España deberán designar un representante con do-
micilio en territorio español y comunicarlo al Ayunta-
miento.

7.- Cuando se acepte una notificación personal 
en un domicilio distinto al que figure como domicilio 
fiscal, podrá considerarse éste como nuevo domicilio 
fiscal, siempre que así se advierta en la propia notifi-
cación y salvo declaración posterior expresa de otro 
distinto por el interesado.

Artículo 80 - Legitimación para efectuar el 
pago.

1.- El pago puede realizarse por cualquiera de los 
obligados y también por terceras personas con ple-
nos efectos extintivos de la deuda.

2.- El pago de la deuda habrá de realizarse en:

- Las entidades financieras colaboradoras.

- A través de la pasarela de pagos de la web mu-
nicipal.

- Cajeros Ciudadano.

- Residualmente, en la Oficina de Recaudación.

Artículo 81 - Deber de colaboración con la Ad-
ministración.

1.- El Tesorero Municipal solicitará a la Agencia 
Tributaria Estatal y a otras Administraciones Pú-
blicas la cesión de datos de carácter personal con 
transcendencia para la gestión y recaudación de los 
tributos municipales, al amparo de lo previsto en los 
artículos 94 y 95 de la Ley General Tributaria.

En caso de incumplimiento reiterado del deber de 
colaboración por parte de la Administración destina-
taria de la petición, el Tesorero lo pondrá en conoci-
miento de la Alcaldía y la Asesoría Jurídica, al objeto 
de determinar las actuaciones procedentes.

2.- Toda persona natural o jurídica, pública o priva-
da, está obligada a proporcionar a la Administración 
tributaria Municipal los datos y antecedentes nece-
sarios para la cobranza de las cantidades que como 
ingresos de Derecho público aquella deba percibir.

3.- En particular las personas o Entidades depo-
sitarias de dinero en efectivo o en cuentas, valores y 
otros bienes de deudores a la Administración Munici-
pal en período ejecutivo, están obligadas a informar 
a los órganos de recaudación y a cumplir los reque-
rimientos que, en ejercicio de las funciones legales, 
se efectúen.
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4.- Todo obligado al pago de una deuda deberá 
manifestar, cuando se le requiera, bienes y derechos 
de su patrimonio en cuantía suficiente para cubrir el 
importe de la deuda.

5.- El incumplimiento de las obligaciones de pres-
tar colaboración a que se refiere este artículo podrá 
originar la imposición de sanciones, según lo que se 
establece en la presente Ordenanza.

CAPÍTULO II. RESPONSABLES Y GARANTÍAS 
DEL CRÉDITO

Artículo 82 - Responsables solidarios.
1.- En los supuestos de responsabilidad solidaria 

previstos por las leyes, cuando haya transcurrido el 
período voluntario de pago sin que el deudor princi-
pal haya satisfecho la deuda, sin perjuicio de su res-
ponsabilidad, se podrá reclamar de los responsables 
solidarios el pago de la misma.

2.- Responderán solidariamente de la deuda tri-
butaria las siguientes personas o entidades:

a) Las que sean causante o colaboren activamen-
te en la realización de una infracción tributaria. Su 
responsabilidad también se extenderá a la sanción.

b) Los partícipes o cotitulares de las entidades a 
que se refiere el artículo 35.4 de la Ley General Tri-
butaria. en proporción a sus respectivas participacio-
nes.

c) Las que sucedan por cualquier concepto en la 
titularidad de explotaciones económicas, por las obli-
gaciones tributarias contraídas del anterior titular y 
derivadas de su ejercicio.

Se exceptúan de responsabilidad las adquisicio-
nes efectuadas en un procedimiento concursal.

3.- También serán responsables solidarios del 
pago de la deuda tributaria pendiente, hasta el im-
porte del valor de los bienes o derechos que se hu-
bieran podido embargar o enajenar las siguientes 
personas o entidades:

a) Las que sean causantes o colaboren en la ocul-
tación o transmisión de bienes o derechos del obliga-
do al pago con la finalidad de impedir la actuación de 
la Administración tributaria.

b) Las que, por culpa o negligencia, incumplan las 
órdenes de embargo.

c) Las que, con conocimiento del embargo, la me-
dida cautelar o la constitución de la garantía, colabo-
ren o consientan en el levantamiento de los bienes o 
derechos embargados o de aquellos bienes o dere-
chos sobre los que se hubiera constituido la medida 
cautelar o la garantía.

d) Las personas o entidades depositarias de los 
bienes del deudor que, una vez recibida la notifica-
ción del embargo, colaboren o consientan en el le-
vantamiento de aquéllos.

4.- El que pretenda adquirir la titularidad de explo-
taciones y actividades económicas tendrá derecho, 
previa la conformidad del titular actual, a solicitar del 
Ayuntamiento certificación detallada de las deudas, 

sanciones y responsabilidades tributarias derivadas 
de su ejercicio. La

Administración tributaria deberá expedir dicha 
certificación en el plazo de tres meses desde la so-
licitud. En tal caso quedará la responsabilidad del 
adquirente limitada a las deudas, sanciones y res-
ponsabilidades contenidas en la misma.

Artículo 83 - Procedimiento para exigir la res-
ponsabilidad solidaria.

1.- La responsabilidad se exigirá en todo caso en 
los términos y de acuerdo con el procedimiento pre-
visto en la Ley General Tributaria.

2.- Cuando la responsabilidad haya sido declara-
da y notificada al responsable en cualquier momen-
to anterior al vencimiento del período voluntario de 
pago de la deuda que se deriva, bastará con reque-
rirle el pago una vez transcurrido dicho período.

En los demás casos, transcurrido el período vo-
luntario de pago, el Jefe de la Unidad de Recau-
dación preparará el expediente, en base al cual el 
Tesorero propondrá al Alcalde que dicte el acto de 
derivación de responsabilidad solidaria.

3.- Desde la Unidad de Recaudación se reque-
rirá al responsable, o a cualquiera de ellos, si son 
varios, para que efectúe el pago, a la vez que se le 
da audiencia, con carácter previo a la derivación de 
responsabilidad, por plazo de quince días, en el cual 
los interesados podrán alegar y presentar los docu-
mentos que estimen pertinentes.

Vistas las alegaciones en su caso presentadas y, 
si no ha sido satisfecha la deuda, se dictará acto de 
derivación de responsabilidad con expresión de:

a) Texto íntegro del acuerdo de declaración de 
responsabilidad, con indicación del presupuesto de 
hecho habilitante y las liquidaciones a las que alcan-
za dicho presupuesto.

b) Medios de impugnación que pueden ser ejerci-
tados contra dicho acto, órgano ante el que hubieran 
de presentarse y plazo para interponerlos.

c) Lugar, plazo y forma en que deba ser satisfe-
cho el importe exigido al responsable.

4.- Como consecuencia de los recursos o recla-
maciones que se formulen de acuerdo con lo prevé 
el apartado anterior no se revisaran las liquidaciones 
firmes, sólo podrá revisarse el importe de la obliga-
ción del responsable.

5.- El responsable deberá pagar en los plazos 
previstos para el pago en período voluntario con 
carácter general en el artículo 62.2 de la LGT. Si 
no se realiza el pago en este periodo, la deuda se 
exigirá en vía de apremio, junto con los recargos 
ejecutivos.

6.- Las acciones dirigidas contra un deudor 
principal o un responsable solidario no impedirán 
otras acciones posteriores contra los demás obli-
gados al pago, mientras no se cobre la deuda por 
completo.
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Artículo 84 - Responsables subsidiarios.
1.- Los responsables subsidiarios están obligados 

al pago cuando los deudores principales y respon-
sables solidarios hayan sido declarados fallidos y se 
haya dictado acto administrativo de derivación de 
responsabilidad, sin perjuicio de las medidas caute-
lares que antes de esta declaración puedan adop-
tarse.

2.- Entre otros, serán responsables subsidiarios 
de la deuda tributaria las siguientes personas o en-
tidades:

a) Los administradores de hecho o de derecho 
de las personas jurídicas que, habiendo cometido 
infracciones tributarias, no hubiesen realizado los 
actos necesarios que sean de su incumbencia para 
el cumplimiento de las obligaciones tributarias, hu-
biesen consentido el incumplimiento por quienes de 
ellos dependan o hubiesen adoptado acuerdos que 
posibilitasen las infracciones. Su responsabilidad 
también se extenderá a las sanciones.

b) Los administradores de hecho o de derecho 
de aquellas personas jurídicas que hayan cesado 
en sus actividades, por las obligaciones tributarias 
devengadas de éstas que se encuentren pendientes 
en el momento del cese, siempre que no hubieran 
hecho lo necesario para su pago.

c) Los adquirentes de bienes afectos por ley al 
pago de la deuda tributaria.

3.- Con carácter previo a la derivación de respon-
sabilidad, se dará audiencia al interesado en la for-
ma regulada en el punto 2 del artículo anterior.

Podrá adjuntarse a la comunicación de inicio del 
período de audiencia un abonaré apto para satisfa-
cer la cuota tributaria inicial, con la finalidad de que si 
el interesado lo desea pueda hacer el pago de modo 
sencillo.

4.- El acto administrativo de derivación será dic-
tado por el Alcalde a propuesta del Tesorero y notifi-
cado en la forma establecida en el-artículo anterior.

5.- La responsabilidad con carácter general será 
subsidiaria, excepto cuando una ley establezca la 
solidaridad.

Artículo 85 - Sucesores en las deudas tributa-
rias.

1.- Al fallecimiento de los obligados tributarios, las 
obligaciones tributarias pendientes se trasmitirán a 
los herederos y legatarios, con las limitaciones resul-
tantes de la legislación civil, por lo que respecta a la 
adquisición de la herencia.

Podrán trasmitirse las deudas devengadas en la 
fecha de la muerte del causante, aunque no estén 
liquidadas.

No se trasmitirán las sanciones.
2.- Las obligaciones tributarias pendientes de las 

sociedades y entidades con personalidad jurídica 
disueltas y liquidadas se trasmitirán a los socios, 
copartícipes o cotitulares, que quedarán obligados 
solidariamente hasta los siguientes límites.

a) Cuando no exista limitación de responsabilidad 
patrimonial, la cuantía íntegra de las deudas pen-
dientes.

b) Cuando legalmente se haya limitado la respon-
sabilidad, el valor de la cuota de liquidación que les 
corresponda.

Podrán transmitirse las deudas devengadas en la 
fecha de extinción de la personalidad jurídica de la 
sociedad o entidad, aunque no estén liquidadas.

3.- Las obligaciones tributarias pendientes de las 
sociedades mercantiles, en supuestos de extinción o 
disolución sin liquidación, se transmitirán a las per-
sonas o entidades que sucedan, o sean beneficiarias 
de la operación. Esta previsión también será aplica-
ble a cualquier supuesto de cesión global del activo 
y pasivo de una sociedad mercantil.

4.- Las obligaciones tributarias pendientes de 
las fundaciones, o entidades a las que se refiere el 
artículo 35.4 de la Ley General Tributaria, en caso 
de disolución de las mismas, se transmitirán a los 
destinatarios de los bienes y derechos de las fun-
daciones, o a los partícipes o cotitulares de dichas 
entidades.

5.- Las sanciones que procedan por las infraccio-
nes cometidas por las sociedades y entidades a las 
cuales se refieren los apartados 2, 3 y 4 del presente 
artículo se exigirán a los sucesores de aquellas, has-
ta el límite del valor de la cuota de liquidación que les 
corresponde.

Artículo 86 - Procedimiento de recaudación 
ante los sucesores.

1.- Fallecido cualquier obligado al pago de la 
deuda tributaria, el procedimiento de recaudación 
continuará con sus herederos y, en su caso, legata-
rios, sin más requisitos que la constancia del falle-
cimiento de aquél y la notificación a los sucesores, 
con requerimiento del pago de la deuda tributaria y 
costas pendientes del causante. Cuando el heredero 
alegue haber hecho uso del derecho a deliberar, se 
suspenderá el procedimiento de recaudación hasta 
que transcurra el plazo concedido para ello, durante 
el cual podrá solicitar del Ayuntamiento la relación 
de las deudas tributarias pendientes del causante. 
Mientras la herencia se encuentre yacente, el pro-
cedimiento de recaudación de las deudas tributarias 
pendientes podrá continuar dirigiéndose contra sus 
bienes y derechos, a cuyo efecto se deberán enten-
der las actuaciones con quien ostente su administra-
ción o representación.

2.- Tendrán plena eficacia las notificaciones y 
actuaciones recaudatorias llevadas a cabo por el 
Ayuntamiento, contra un deudor fallecido, cuando el 
órgano de recaudación desconozca absolutamente 
su muerte y los herederos, o personas relacionadas 
con el deudor, reciban las notificaciones, ocultando 
el fallecimiento del deudor.

3.- Disuelta y liquidada una sociedad o entidad, 
el procedimiento de recaudación continuará con sus 
socios, partícipes o cotitulares, una vez constata-
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da la extinción de la personalidad jurídica. Disuelta 
y liquidada una fundación, el procedimiento de re-
caudación continuará con los destinatarios de sus 
bienes y derechos. La Recaudación Municipal podrá 
dirigirse contra cualquiera de los socios, partícipes, 
cotitulares o destinatarios, o contra todos ellos simul-
tánea o sucesivamente, para requerirles el pago de 
la deuda tributaria y costas pendientes.

Artículo 87 - Garantías del pago.

1.- La Hacienda Municipal goza de prelación para 
el cobro de los créditos de Derecho público vencidos 
y no satisfechos en cuanto concurra con acreedores 
que no lo sean de dominio, prenda, hipoteca, o cual-
quier otro derecho real debidamente inscrito en el 
correspondiente registro con anterioridad a la fecha 
en que se haga constar en el mismo el derecho de la 
Hacienda Municipal.

2.- En los recursos de Derecho público que graven 
periódicamente los bienes o derechos inscribibles en 
un registro público, o sus productos directos, cier-
tos o presuntos, el Ayuntamiento tendrá preferencia 
sobre cualquier otro acreedor o adquirente, aunque 
éstos hayan inscrito sus derechos, para el cobro de 
las deudas devengadas y no satisfechas correspon-
dientes al año natural en que se exija el pago y al 
inmediato anterior.

3.- Para tener igual preferencia que la indicada 
en el artículo precedente, por débitos anteriores a 
los expresados en él, o por mayor cantidad, podrá 
constituirse hipoteca especial a favor de la Hacienda 
Municipal que surtirá efecto desde la fecha en que 
quede inscrita.

4.- Cuando existan indicios racionales de la im-
posibilidad o dificultad de realizar los créditos muni-
cipales, se podrán adoptar medidas cautelares para 
asegurar el cobro de los mismos.

Dichas medidas, que habrán de ser proporciona-
das al daño que se pretende evitar y no durar más 
tiempo del necesario, podrán consistir, entre otros 
medios, en el embargo preventivo de bienes.

Artículo 88 - Afección de bienes.

1.- Los adquirentes de bienes afectos por ley al 
pago de la deuda tributaria responderán subsidiaria-
mente con ellos, por derivación de la acción tributa-
ria, si la deuda no se paga.

2.- En particular, cuando se transmita la propie-
dad, o la titularidad de un derecho real de usufructo, 
o de superficie, o de una concesión administrativa, 
los bienes inmuebles objeto de dichos derechos que-
darán afectos al pago de la totalidad de las cuotas 
devengadas por Impuesto sobre bienes inmuebles, 
estén liquidadas o no.

3.- El importe de la deuda a que se extiende la 
responsabilidad alcanza los conceptos de: 

a) Cuota del Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

b) Recargos exigibles, a favor de otros Entes pú-
blicos.

4.- La deuda exigible, integrada por los conceptos 
referidos en el punto anterior es la devengada con 
anterioridad a la fecha de transmisión, siempre que 
no esté prescrita.

Las actuaciones que interrumpieron la prescrip-
ción respecto al transmitente tienen efectos ante el 
adquirente, por lo que a éste pueden exigirse todas 
las cuotas adeudadas por aquél y que no estuvieran 
prescritas en la fecha de la transmisión.

5.- Para exigir el pago al poseedor del inmueble 
se requiere la previa declaración de fallido del deu-
dor principal, a cuyo nombre se practicó la liquida-
ción original; sin que resulte necesario declarar la 
insolvencia de posibles deudores intermedios.

6.- La declaración de afección de los bienes y 
consiguiente derivación de responsabilidad al adqui-
rente, será aprobada por el Alcalde, previa audiencia 
al interesado, por término de quince días.

7.- La resolución declarativa de la afección será 
notificada al propietario, comunicándole los plazos 
para efectuar el pago.

8.- Sin perjuicio de la responsabilidad prevista en 
el apartado 1 de este artículo, al amparo de lo que 
autoriza el artículo 168 de la LGT, antes de embargar 
el bien inmueble afecto, se podrá optar por embargar 
otros bienes y derechos del deudor, si éste los seña-
la, o son conocidos por la Administración.

CAPÍTULO III.- RECAUDACIÓN VOLUNTARIA

Artículo 89 - Períodos de recaudación.

1.- El plazo de ingreso en período voluntario de 
las deudas de vencimiento periódico y notificación 
colectiva, tanto por tributos como por otros ingresos 
de Derecho público, serán los determinados por el 
Ayuntamiento, en el calendario de cobranza, que 
será publicado en el BOP y expuesto en el Tablón de 
anuncios municipal. Se tendrán en cuenta las parti-
cularidades del hecho imponible como requisito para 
la determinación de los períodos de cobro.

2.- Del calendario de cobranza se informará por 
los medios que se considere más adecuados; a es-
tos efectos, el Tesorero propondrá la mejor vía para 
divulgar el calendario fiscal.

En todo caso, el contribuyente puede consultar 
los períodos de cobranza por Internet o bien solicitar 
información, personal o telefónicamente, al Ayunta-
miento.

3.- Con carácter general, el plazo de ingreso en 
período voluntario de las deudas por liquidaciones de 
vencimiento singular, no comprendidas en el aparta-
do 1 será el que conste en el documento-notificación 
dirigido al sujeto pasivo, sin que pueda ser inferior 
al período establecido en el artículo 62.2 de la Ley 
General Tributaria y que es el siguiente:

a) Si la notificación de la liquidación se realiza en-
tre los días uno y 15 de cada mes, desde la fecha de 
recepción de la notificación hasta el día 20 del mes 
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posterior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato 
hábil siguiente.

b) Si la notificación de la liquidación se realiza en-
tre los días 16 y último de cada mes, desde la fecha 
de recepción de la notificación hasta el día cinco del 
segundo mes posterior o, si éste no fuera hábil, has-
ta el inmediato hábil siguiente.

4.- Las deudas tributarias resultantes de una au-
toliquidación deberán pagarse en los plazos que es-
tablezca la normativa de cada tributo.

5.- Las deudas por conceptos diferentes a los re-
gulados en los puntos anteriores, deberán pagarse 
en los plazos que determinen las normas con arreglo 
a las cuales tales deudas se exijan. En caso de no 
determinación de plazos, se aplicará lo dispuesto en 
este artículo.

6.- Las deudas no satisfechas en los períodos ci-
tados se exigirán en período ejecutivo, computándo-
se, en su caso, como pagos a cuenta las cantidades 
satisfechas fuera de plazo.

7.- Cuando en un recibo cobratorio se liquidan 
varios tributos el pago realizado en entidad banca-
ria colaboradora deberá alcanzar la totalidad de la 
deuda.

El interesado que desee satisfacer alguno de los 
tributos comprendidos en el recibo múltiple, o parte 
de la cuota de los mismos, deberá efectuar el pago 
en la Oficinas Municipales de Recaudación.

Artículo 90 - Desarrollo del cobro en período 
voluntario.

1.- Con carácter general, el pago se efectuará en 
entidades colaboradoras.

También podrán satisfacerse las deudas en la Ofi-
cina de Recaudación.

2.- Son medios de pago admisibles:
a) Dinero de curso legal.
b) Cheque nominativo certificado o conforme, a 

favor del Ayuntamiento.
c) Transferencia a la cuenta bancaria municipal 

señalada en los documentos de pago.
d) Orden de cargo en cuenta, cursada por medios 

electrónicos.
e) Tarjeta de crédito, pudiéndose realizar la co-

rrespondiente transacción de forma presencial, o 
mediante internet.

f) Otros que determine el Ayuntamiento, de los 
que, en su caso, dará conocimiento público.

2.- La aceptación de la fracción de monedas está 
limitada a 50 monedas en un único pago (Reglamen-
to CE974/98 del Consejo de la Unión Europea).

2.- Los ingresos efectuados mediante transferen-
cia bancaria autorizada se entenderán efectuados 
en la fecha en que tengan entrada los fondos en las 
cuentas municipales.

3.- Con carácter general los pagos se realizarán 
mediante las normas y procedimientos bancarios 
establecidos por la Asociación Española de Banca 

(antes Consejo Superior Bancario). Salvo que expre-
samente se autorice en la notificación o en el docu-
mento de liquidación los pagos no se podrán realizar 
mediante transferencia a una cuenta municipal. Para 
que un pago por transferencia tenga carácter libera-
torio deberá estar expresamente autorizado y se rea-
lizará a la cuenta que exhaustiva y unitariamente se 
establezca. En caso de que se cursen sin autoriza-
ción expresa estos pagos no tendrán carácter libera-
torio, y se continuará el procedimiento recaudatorio 
con total normalidad, sin perjuicio de la devolución 
del ingreso indebidamente realizado.

4.- El deudor de varias deudas podrá al realizar 
el pago e imputarlo a las que libremente determine 
siempre y cuando no estén acumuladas en un ex-
pediente ejecutivo, en cuyo caso se imputará a la 
deuda más antigua.

Se aceptarán pagos parciales a cuenta que en 
ningún caso suspenderán el procedimiento recauda-
torio.

5.- El pagador obtendrá siempre un justificante 
del pago realizado, adquiriendo la responsabilidad 
de su custodia ante futuras comprobaciones.

6.- Concluido el período de pago voluntario, una 
vez verificado que ya ha sido procesada toda la in-
formación sobre cobros efectuados en el período 
voluntario, se expedirán las relaciones de recibos y 
liquidaciones que no han sido satisfechos en período 
voluntario.

7.- En la relación descrita en el apartado anterior, 
se hará constar las incidencias de suspensión, apla-
zamiento, fraccionamiento de pago, o anulación. La 
relación de deudas no satisfechas y que no estén 
afectadas por alguna de dichas situaciones servirá 
de fundamento para la expedición de la providencia 
de apremio colectiva.

Artículo 91 - Recargos de extemporaneidad.

1.- Cuando se presenten las autoliquidaciones, o 
las declaraciones necesarias para practicar una li-
quidación tributaria fuera del plazo establecido, sin 
requerimiento previo de los servicios municipales, 
los obligados tributarios deben satisfacer los recar-
gos previstos en el artículo 27 de la Ley General Tri-
butaria, que son los siguientes:

Declaración después de la fecha reglamentaria 
Recargos.

En el plazo de 3 meses recargo 5%.

Entre 3 y 6 meses recargo 10%.

Entre 6 y 12 meses recargo 15%.

Después de 12 meses recargo 20%.

En las autoliquidaciones presentadas después 
de 12 meses, además del recargo anterior, se exigi-
rán intereses de demora, por el período transcurrido 
desde el día siguiente al término de los 12 meses 
posteriores a la finalización del plazo establecido 
para la presentación hasta el momento en que la au-
toliquidación o declaración se haya presentado.
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Tales recargos del 5%, 10%, 15% o 20% se re-
ducen en un 25%, pasando a ser de 3’75%, 7’5%, 
11’25% o 15% respectivamente, cuando se realice 
el ingreso total del importe restante del recargo y del 
importe de la autoliquidación extemporánea, o de la 
liquidación practicada por la Administración derivada 
de la declaración extemporánea, en los plazos fija-
dos para el ingreso de la deuda en período volun-
tario, o en su caso en el acuerdo de concesión de 
aplazamiento o fraccionamiento de pago.

2.- Para aplicar lo dispuesto en el apartado ante-
rior, cuando proceda aplicar los recargos de extem-
poraneidad, su importe se calculará en base a los 
porcentajes reducidos. Si no se paga la deuda en 
período voluntario y el importe de la reducción del re-
cargo excede de aquella cuantía que se haya fijado 
como mínima para compensar los gastos de gestión, 
se expedirán los correspondientes documentos co-
bratorios.

3.- Para que pueda ser aplicable lo dispuesto en 
este artículo, las autoliquidaciones extemporáneas 
deberán identificar expresamente el período imposi-
tivo de liquidación al que se refieren y deberán con-
tener únicamente los datos relativos a dicho período.

CAPÍTULO IV.- RECAUDACIÓN EJECUTIVA

Artículo 92 - Inicio del período ejecutivo.

1.- El período ejecutivo se inicia:

a) Para los tributos de vencimiento periódico y 
para las liquidaciones, previamente notificadas y no 
ingresadas a su vencimiento, el día siguiente al ven-
cimiento del plazo de ingreso en período voluntario.

b) En el caso de deudas a ingresar mediante au-
toliquidación presentada sin realizar el ingreso, al día 
siguiente de la finalización del plazo que establezca 
la correspondiente ordenanza fiscal de cada tributo 
para dicho ingreso o, si éste ya hubiere concluido, el 
día siguiente a la presentación de la autoliquidación.

2. La presentación de una solicitud de aplaza-
miento, fraccionamiento o compensación en período 
voluntario impedirá el inicio del período ejecutivo du-
rante la tramitación de dichos expedientes.

La interposición de un recurso o reclamación en 
tiempo y forma contra una sanción impedirá el inicio 
del período ejecutivo hasta que la sanción sea firme 
en vía administrativa y haya finalizado el plazo para 
el ingreso voluntario del pago.

3.- El procedimiento de apremio se iniciará cuan-
do se notifique al deudor la providencia de apremio.

4.- Los recargos del período ejecutivo, son de tres 
tipos: recargo ejecutivo, recargo de apremio reduci-
do y recargo de apremio ordinario. Sus cuantías son 
las siguientes:

a) El recargo ejecutivo será del cinco por ciento 
y se aplicará cuando se satisfaga la totalidad de la 
deuda no ingresada en periodo voluntario antes de la 
notificación de la providencia de apremio.

b) El recargo de apremio reducido será del 10 por 
ciento y se aplicará cuando se satisfaga la totalidad 
de la deuda no ingresada en periodo voluntario y el 
propio recargo antes de la finalización de los siguien-
tes plazos:

1) Si la notificación de la providencia se realiza 
entre los días uno y 15 de cada mes, desde la fecha 
de recepción de la notificación hasta el día 20 de di-
cho mes o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato 
hábil siguiente.

2) Si la notificación de la providencia se realiza 
entre los días 16 y último de cada mes, desde la fe-
cha de recepción de la notificación hasta el día cinco 
del mes siguiente o, si éste no fuera hábil, hasta el 
inmediato hábil siguiente.

c) El recargo de apremio ordinario será del 20 por 
ciento y será aplicable cuando no concurran las cir-
cunstancias de los apartados a) y b).

5.- Cuando los obligados tributarios no efectúen 
el ingreso al tiempo de presentar la autoliquidación, 
se devenga el recargo de apremio a la finalización 
del plazo reglamentariamente determinado para el 
ingreso. En caso de autoliquidaciones extemporá-
neas, presentadas sin realizar el ingreso, los recar-
gos del período ejecutivo se devengan a la presenta-
ción de las mismas.

6.- Los recargos del período ejecutivo son compa-
tibles con los recargos de extemporaneidad regula-
dos en el artículo anterior de esta Ordenanza.

7.- Si el obligado tributario no efectuara el pago 
dentro del plazo al que se refiere el apartado anterior 
se procederá al embargo de sus bienes, advirtiéndo-
se así en la providencia de apremio.

8.- Si existieran varias deudas de un mismo deu-
dor se acumularán y en el supuesto de realizarse un 
pago que no cubra la totalidad de aquellas, se apli-
cará a las deudas más antiguas, determinándose la 
antigüedad en función de la fecha de vencimiento del 
período voluntario.

9.- El recargo de apremio ordinario es compatible 
con los intereses de demora. Cuando resulte exigible 
el recargo ejecutivo o el recargo de apremio reducido 
no se exigirán los intereses de demora devengados 
desde el inicio del período ejecutivo.

10.- El procedimiento tendrá carácter exclusiva-
mente administrativo y se sustanciará del modo re-
gulado en el Reglamento General de Recaudación.

Artículo 93 - Inicio procedimiento de apremio.

1.- El procedimiento de apremio se inicia median-
te la notificación de la providencia de apremio, expe-
dida por el Tesorero Municipal.

2.- La providencia de apremio constituye el título 
ejecutivo, que tiene la misma fuerza ejecutiva que la 
sentencia judicial para proceder contra los bienes y 
derechos de los obligados al pago.

3.- La providencia de apremio podrá ser impugna-
da ante el Tesorero por los siguientes motivos:
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a) Extinción total de la deuda o prescripción del 
derecho a exigir el pago.

b)Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o 
compensación en período voluntario y otras causas 
de suspensión del procedimiento de recaudación.

c) Falta de notificación de la liquidación.

d) Anulación de la liquidación.

e) Error u omisión en el contenido de la providen-
cia de apremio que impida la identificación del deu-
dor o de la deuda apremiada.

4.- Cuando la impugnación, razonablemente fun-
dada se refiera a la existencia de causa de nulidad 
en la liquidación, se podrá ordenar la paralización de 
actuaciones. Si se verifica que efectivamente se da 
aquella causa, se instará el correspondiente acuer-
do administrativo de anulación de la liquidación y se 
estimará el recurso contra la providencia de apremio.

Artículo 94 - Anuncios de subasta y Mesa de 
subasta.

1.- La mesa de subasta de bienes estará integra-
da por el Tesorero, que será el Presidente, el Jefe de 
Asesoría Jurídica, que actuará como Secretario y el 
Jefe de la Unidad de Recaudación.

2.- Las subastas de bienes embargados se anun-
ciarán en todo caso en el Tablón de Edictos del 
Ayuntamiento y en el Boletín Oficial de la Provincia. 
Cuando el tipo supere la cifra de 1.000.000 euros, se 
anunciará en el Boletín Oficial del Estado.

3.- El Jefe de la Unidad de Recaudación podrá 
acordar la publicación del anuncio de subasta en 
medios de comunicación de gran difusión y en publi-
caciones especializadas, cuando a su juicio resulte 
conveniente y el coste de la publicación sea propor-
cionado con el valor de los bienes.

Artículo 95 - Licitadores.

1.- Con excepción del personal adscrito al órga-
no de recaudación competente, de los tasadores, 
de los depositarios de los bienes y de los funciona-
rios, directamente implicados en el procedimiento de 
apremio, podrá tomar parte en la subasta, concurso 
o adjudicación directa, por si o por medio de repre-
sentante, cualquier persona que posea capacidad 
de obrar con arreglo a derecho y que no tenga para 
ello impedimento o restricción legal, siempre que se 
identifique adecuadamente y con documento que 
justifique, en su caso, la representación que tenga.

2.- Todos los licitadores deberán constituir el de-
pósito de garantía preceptivo, los cuales serán ingre-
sados en la cuenta que designe el Tesorero.

Los depósitos podrán realizarse mediante ingreso 
en la cuenta del Ayuntamiento de cheque bancario 
o talón conformado nominativo a favor del Ayunta-
miento:

- Desde el anuncio de la subasta y hasta el día 
anterior a la fecha indicada para la celebración de la 
subasta, ante la Tesorería.

- El mismo día de la subasta, una vez constituida 
la mesa de subasta y hasta un cuarto de hora antes 
de la hora indicada para su celebración en el anuncio 
de subasta, ante la mesa de subasta.

Se podrá constituir depósitos para segunda lici-
tación ante la mesa de subasta, mediante cheque 
bancario o talón conformado nominativo a favor del 
Ayuntamiento, para lo cual se abrirá un plazo de 
media hora una vez concluida la celebración de la 
primera licitación de todos los lotes que salgan a 
subasta, ampliable en el límite de tiempo necesario 
para poder materializar la constitución de depósitos 
por quienes quieran tomar parte como licitadores en 
segunda convocatoria.

3.- Los licitadores podrán enviar o presentar sus 
ofertas en sobre cerrado, desde el anuncio de la su-
basta, hasta una hora antes del comienzo de ésta. 
Dichas ofertas, que tendrán el carácter de máxi-
mas, serán registradas en un libro, que a tal efecto, 
se llevará en la oficina recaudatoria municipal. Ta-
les ofertas deberán de ir acompañadas de cheque 
conformado extendido a favor del Ayuntamiento por 
el importe del depósito, que será como mínimo, del 
10% del tipo de licitación.

4.- Los cheques serán ingresados en la cuenta 
que designe el Tesorero, procediéndose a la devo-
lución de los importes depositados a los licitadores 
no adjudicatarios una vez concluida la subasta. La 
materialización de tal devolución se efectuará me-
diante cheque extendido por el Tesorero, o mediante 
transferencia bancaria al número de cuenta desig-
nado por el interesado. 5.- En el supuesto de que 
antes de la celebración de la subasta, algún licitador 
que hubiera presentado su oferta en sobre cerrado, 
manifieste por escrito la voluntad de no concurrir a la 
licitación, se procederá a la devolución del depósito 
en las condiciones establecidas en el punto anterior.

6. Cuando la participación en la subasta se lleve a 
cabo mediante acuerdos con instituciones u organi-
zaciones representativas del sector de mediación en 
el mercado inmobiliario, el licitador, en el momento 
de su acreditación, podrá manifestar que en el caso 
de resultar adjudicatario se reserva el derecho a ce-
der dicho remate a un tercero para que el documento 
público de venta pueda otorgarse directamente a fa-
vor del cesionario.

Artículo 96 - Desarrollo de la subasta.
1.- El importe de los tramos de licitación, deberá 

adecuarse a las siguientes escalas:
a) Para tipos de subasta inferiores a 6.000 euros, 

100 euros.
b) Para tipos de subasta desde 6.000 euros hasta 

30.000 euros, 300 euros.
c) Para tipos de subasta de más de 30.000 euros 

hasta 150.000 euros, 600 euros
d) Para tipos de subasta superiores a 150.000 

euros, 1.000 euros.
2.- En el supuesto de concurrencia de varias ofer-

tas en sobre cerrado, empezará la admisión de pos-
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turas a partir de la segunda más alta de aquellas, y 
será adjudicataria la postura más alta por el tramo 
superior a la segunda en el caso de no existir otras 
ofertas.

3.- Cuando la mesa tenga que sustituir a los li-
citadores en sobre cerrado, pujará por ellos, según 
los tramos establecidos en el presente artículo, sin 
sobrepasar el límite máximo fijado en su oferta.

Si una postura no coincide con el importe de un 
tramo, se considerará formulada por el importe del 
tramo inmediato inferior.

4.- La subasta se realizará con sujeción a los cri-
terios siguientes:

a) En primera licitación, el tipo aplicable será el 
resultado de aplicar la valoración asignada a los in-
muebles a enajenar. En caso de existir cargas que 
hayan accedido al Registro con anterioridad, servirá 
de tipo para la subasta la diferencia entre el valor 
asignado y el importe de estas cargas, que deberán 
quedar subsistentes sin aplicar a su extinción el pre-
cio del remate. En caso que las cargas preferentes 
absorban o exceden del valor asignado a los inmue-
bles, el tipo será el correspondiente al importe de los 
débitos y costas, salvo que éstos sean superiores al 
valor del bien, en cuyo caso el tipo de la subasta será 
dicho valor.

b) En segunda licitación, el tipo aplicable será el 
75% del anterior.

c) En el caso que las subastas en primera y en 
segunda licitación hubieran resultado desiertas o, 
con los bienes adjudicados no se cobrara la deuda y 
quedaran bienes por enajenar, se continuará el pro-
cedimiento con el anuncio de venta directa de estos 
bienes, a gestionar durante el plazo de seis meses 
contado desde la fecha de celebración de la subas-
ta. No obstante, la Mesa de subasta podrá acordar 
la adjudicación de los bienes, en el plazo de tres 
meses, prorrogables mes a mes hasta el límite de 
seis meses, cuando alguna de las ofertas presen-
tadas sea considerada ventajosa económicamente. 
Por otro lado, la mesa de subasta podrá acordar la 
adjudicación de los bienes en el plazo de un mes, 
prorrogables mes a mes hasta el límite de seis me-
ses a contar desde la fecha de celebración de la su-
basta, cuando por las características de los bienes 
considere que podrían perder valor de mercado por 
el transcurso del tiempo y que alguna de las ofertas 
presentadas es ventajosa económicamente.

5.- Cuando los bienes hayan sido objeto de su-
basta con una sola licitación, el precio mínimo de 
adjudicación directa será el tipo de subasta en dicha 
licitación.

Cuando se hayan celebrado dos licitaciones en 
subasta, no existirá precio mínimo de adjudicación 
directa. No obstante, si la mesa de subasta estimara 
desproporcionada la diferencia entre el valor asig-
nado a los bienes por tasación y el precio ofrecido 
por cualquier persona interesada, con el fin de no 
favorecer el enriquecimiento injusto del comprador 
en detrimento del propietario de los bienes, podrá 

declarar inadmisible la oferta, no accediendo a la for-
malización de la venta.

6.- Indicativamente, se fija el 35 por cien del tipo 
de la primera licitación como oferta admisible en las 
ventas por gestión directa cuando hubieran resulta-
do desiertas las subastas en primera y segunda lici-
tación.

Artículo 97 - Actuaciones posteriores a la su-
basta.

1.- Terminada la subasta se levantará acta por el 
secretario de la Mesa. Posteriormente, se procederá 
a desarrollar las siguientes actuaciones:

a) Devolver los depósitos que se hubieran cons-
tituido salvo los pertenecientes a los adjudicatarios, 
que se aplicarán al pago del precio de remate.

b) Instar a los adjudicatarios a que efectúen el 
pago, con la advertencia de que, si no lo comple-
tan en los días siguientes a la fecha de adjudicación, 
perderán el importe del depósito y quedarán obliga-
dos a resarcir a la Administración de los perjuicios 
que origine dicha falta de pago.

c) Instar a los rematantes que hubieran manifes-
tado su voluntad de ceder el remate a un tercero a 
que, en el plazo de 15 días comuniquen la identidad 
del cesionario a cuyo nombre se otorgará el docu-
mento público de venta, con la advertencia de que 
dicha comunicación no altera el plazo de pago pre-
visto en el párrafo b).

d) Entregar a los adjudicatarios, salvo en los su-
puestos en que hayan optado por el otorgamiento de 
escritura pública de venta, certificación del acta de 
adjudicación de los bienes.

e) La citada certificación constituye un documen-
to público de venta a todos los efectos y en ella se 
hará constar que queda extinguida la anotación pre-
ventiva hecha en el registro público correspondiente 
a nombre de la Hacienda pública. Asimismo, se ex-
pedirá mandamiento de cancelación de las cargas 
posteriores.

f) Practicar la correspondiente liquidación, entre-
gando el sobrante, si hubiera, al obligado al pago. 
Si este no lo recibe, se consignará a su disposición 
en la Caja de la Tesorería Municipal. En todo caso 
se adoptarán las medidas oportunas para poder en-
tregar de inmediato a las personas que acrediten su 
derecho la cuantía depositada.

El mantenimiento del depósito respetará lo que 
establezca la normativa estatal y autonómica sobre 
comunicación a la Dirección General de Patrimonio, 
cuando existan bienes vacantes.

2.- Cuando se trate de subastas cuyo tipo de la 
primera licitación exceda de 250.000 euros, en el 
acuerdo de enajenación constará si aquellos adju-
dicatarios que soliciten el otorgamiento de escritura 
pública de venta del inmueble, podrán hacer el pago 
en el momento de la escritura.

3.- Los fondos constitutivos de los sobrantes no 
recibidos podrán ser aplicados al pago de las obli-
gaciones municipales, en virtud del principio de caja 
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única. En todo caso, deberán adoptarse las cautelas 
y medidas necesarias para que, llegado el momento 
de la devolución efectiva del sobrante, pueda cum-
plirse dicho deber.

Artículo 98 - Exigibilidad de intereses en el 
procedimiento de apremio.

1.- Las cantidades exigibles en un procedimiento 
de apremio por ingresos de Derecho público deven-
garán intereses de demora desde el día siguiente al 
vencimiento de la deuda en período voluntario hasta 
la fecha de su ingreso.

2.- La base sobre la que se aplicará el tipo de in-
terés no incluirá el recargo de apremio.

3.- El tipo de interés se fijará de acuerdo con lo es-
tablecido en los artículos 10 de la Ley de Haciendas 
Locales y 26.6 de la Ley General Tributaria. Cuando, 
a lo largo del período de demora, se hayan modifi-
cado los tipos de interés, se determinará la deuda a 
satisfacer por intereses sumando las cuantías que 
correspondan a cada período.

4.- Con carácter general, los intereses de demora 
se cobrarán junto con el principal; si el deudor se ne-
gara a satisfacer los intereses de demora en el mo-
mento de pagar el principal, se practicará liquidación 
que deberá ser notificada y en la que se indiquen los 
plazos de pago.

5.- Si se embarga dinero en efectivo o en cuen-
tas, podrán calcularse y retenerse los intereses en el 
momento del embargo, si el dinero disponible fuera 
superior a la deuda perseguida. Si el líquido obteni-
do fuera inferior, se practicará posteriormente liqui-
dación de los intereses devengados.

6.- Entre otros supuestos, no se exigirán intereses 
de demora a partir del momento en que se incumplan 
los plazos máximos para notificar la resolución de las 
solicitudes de compensación, el cato de liquidación 
o la resolución de los recursos administrativos, siem-
pre que, en este último caso, se haya acordado la 
suspensión de acto recurrido.

En particular, a este efecto, respecto a los recur-
sos administrativos, el plazo máximo para resolver-
los se establece en un año.

Artículo 99 - Costas del procedimiento.

1.- Tendrán la consideración de costas del proce-
dimiento de apremio aquellos gastos que se originen 
durante su desarrollo. Las costas serán a cargo del 
deudor a quien le serán exigidas.

2.- Como costas del procedimiento estarán com-
prendidas, entre otras, las siguientes:

a) Los gastos originados por las notificaciones 
que imprescindiblemente hayan de realizarse en el 
procedimiento administrativo de apremio.

b) Los honorarios de empresas y profesionales, 
ajenos a la Administración, que intervengan en la va-
loración de los bienes trabados.

c) Los honorarios de los registradores y otros gas-
tos que hayan de abonarse por las actuaciones en 
los registros públicos.

d) Los gastos motivados por el depósito y admi-
nistración de bienes embargados.

e) Los demás gastos que exige la propia ejecu-
ción.

CAPÍTULO V.- APLAZAMIENTOS Y 
FRACCIONAMIENTOS

Artículo 100 - Solicitud, documentación y do-
miciliación bancaria. Resolución.

A. Solicitud.

1.- Las deudas por ingresos de derecho público, 
tributarios y no tributarios, que se encuentren en pe-
riodo de pago voluntario o ejecutivo podrán aplazar-
se o fraccionarse, excepto que concurran las condi-
ciones del apartado 2 de este art., previa solicitud del 
obligado al pago, cuando su situación económico-fi-
nanciera le impida, de forma transitoria, efectuar el 
pago en los plazos establecidos.

2.- Para concederse un aplazamiento o fraccio-
namiento se exige que el contribuyente tenga regu-
larizadas sus obligaciones tributarias con el Ayunta-
miento y mantenga esta situación durante la vigencia 
del acuerdo. Así pues, con la firma de la solicitud el 
interesado está autorizando a que, en caso de que 
existan deudas en ejecutiva que no se hayan inclui-
do en la misma, éstas sean tenidas en cuenta para 
el cálculo del importe final de los plazos concedidos.

3.- No se podrá solicitar el aplazamiento o fraccio-
namiento de pago cuando:

a) El importe de la deuda sea inferior a 50 euros.

b) Lo prohíban las leyes o la normativa municipal.

c) Se trate de deudas cuya exacción se realice 
por medio de efectos timbrados, o transacción tele-
mática imprescindible para la continuidad de la tra-
mitación del expediente.

d) Se haya notificado al obligado al pago el acuer-
do de enajenación de los bienes embargados.

e) Lo solicite en su nombre una persona distinta 
al obligado al pago.

f) No se concederán aplazamientos o fracciona-
mientos sobre deudas tributarias en concepto de par-
ticipación en cursos municipales (deportes, cultura, 
centro social o similares). Tampoco se concederán 
a quienes hubiesen incumplido anteriores aplaza-
mientos o fraccionamientos, salvo que se demuestre 
nueva capacidad de pago por circunstancias sobre-
venidas.

4.- Serán inadmitidas las solicitudes de aplaza-
miento y fraccionamiento en los siguientes casos:

a) Cuando la deuda deba ser declarada mediante 
autoliquidación y ésta última no haya sido presenta-
da anteriormente, o junto con la solicitud de aplaza-
miento o fraccionamiento.
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b) Cuando la solicitud no contenga una modifica-
ción sustancial respecto de otras solicitudes ante-
riores denegatorias, en cuanto al contenido o a las 
condiciones de solvencia.

La inadmisión implica que la solicitud no se tenga 
por presentada. La inadmisión deberá ser acordada 
y notificada. Contra dicho acuerdo podrá presentar-
se el correspondiente recurso o reclamación.

5.- La solicitud de aplazamiento y fraccionamiento 
se dirigirá al Tesorero, a quien corresponde la apre-
ciación de la situación económico-financiera del obli-
gado al pago en relación a la posibilidad de satisfa-
cer los débitos, en documento específico establecido 
al efecto, en el que se encuentran recogidos los re-
quisitos mínimos de la misma.

6.- La solicitud se realizará exclusivamente por el 
obligado al pago o su representante. No se conce-
derán aplazamientos a sujetos pasivos distintos al 
obligado al pago.

7.- El fraccionamiento es una modalidad del apla-
zamiento, pues se trata de un fraccionamiento a un 
único pago.

B. Documentación a presentar con la solicitud.

1.- La solicitud de aplazamiento o fraccionamiento 
contendrá necesariamente los siguientes datos:

a) Nombre y apellidos o razón social, número de 
identificación fiscal y domicilio fiscal del obligado al 
pago.

b) Identificación de la deuda cuyo aplazamiento o 
fraccionamiento se solicita.

c) Que la causa que motiva la solicitud es el hecho 
de que su situación económico-financiera le impida, 
de forma transitoria, efectuar el pago en los plazos 
establecidos, con justificación de dichas dificultades 
económicas.

d) Plazos que se ofrecen, teniendo en cuenta las 
siguientes limitaciones:

Los plazos serán mensuales, consecutivos y co-
menzarán a contarse a partir de la fecha de conce-
sión.

El importe de cada plazo no podrá ser inferior a 
50 euros.

Los plazos serán de igual importe, salvo el plazo 
residual y plazo de carencia (importe cero).

Criterios generales:

Deudas inferiores a 1.500 euros: máximo 6 pla-
zos, incluido carencia.

Deudas superiores a 6.000 euros: máximo 18 pla-
zos, incluido carencia.

Resto de deudas: máximo 12 plazos, incluido ca-
rencia.

Sólo excepcionalmente se concederá aplaza-
miento o fraccionamiento por períodos más largos 
que los enumerados en el punto anterior.

e) Garantía que se ofrece, cuando el importe de la 
deuda es superior a 6.000 euros. A estos efectos se 
estará a lo dispuesto en la letra a) del artículo 104.6.

f) Orden de domiciliación bancaria, según lo esta-
blecido en el art. 104.

g) Lugar, fecha y firma del solicitante.
h) Acreditación de la representación, en su caso.
2.- A la solicitud de aplazamiento o fraccionamien-

to se deberá acompañar:
a) Si la deuda excede de 6.000 euros, y no con-

curren las circunstancias singulares del apartado b), 
compromiso de aportar aval solidario de entidad de 
crédito, u otra garantía que se considere suficiente.

b) Cuando se solicite dispensa de garantía, justifi-
cación de la concurrencia de las condiciones previs-
tas en el art. 104.6.b) de esta Ordenanza.

c) Justificación de las dificultades económico-fi-
nancieras que le impidan de forma transitoria efec-
tuar el pago en el plazo establecido.

3.- Si la solicitud no reúne los requisitos anteriores, 
se requerirá al solicitante para que en el plazo de 10 
días contados a partir del siguiente al de la notifica-
ción del requerimiento, subsane el defecto o aporte 
los documentos con indicación de que, de no atender 
el requerimiento en el plazo señalado, se inadmitirá la 
solicitud, con los efectos del artículo 101 apartado A.3.

4.- A efectos de valorar la existencia de dificulta-
des económicas que justifiquen la petición de apla-
zamiento o fraccionamiento, y también la suficiencia 
de la garantía ofrecida se podrá requerir a los solici-
tantes la aportación de documentación complemen-
taria, en el plazo que, en función de su complejidad, 
se determine.

5.- Si la solicitud de aplazamiento o fracciona-
miento se hubiese presentado en período voluntario 
y el plazo para atender los requerimientos de los an-
teriores apartados 3 y 4 finalizase con posterioridad 
al plazo de ingreso en período voluntario y aquellos 
no fuesen atendidos, se iniciará el procedimiento de 
apremio mediante la notificación de la oportuna pro-
videncia de apremio.

6.- Cuando los requerimientos de subsanación de 
defectos, o aportación de documentación complemen-
taria hubieran sido contestados en plazo, pero no se 
entiendan subsanados los defectos observados o co-
rrectamente cumplimentados, procederá la denega-
ción de la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento.

C. Domiciliación de los pagos.
1.- El pago de las cantidades aplazadas o fraccio-

nadas se debe realizar mediante domiciliación ban-
caria. A estos efectos, junto con las solicitudes de 
aplazamiento o fraccionamiento de pago, se presen-
tará la orden de domiciliación, indicando el número 
de código cuenta cliente.

2.- Podrán ordenar la domiciliación del pago de 
las deudas aplazadas o fraccionadas, los obligados 
a realizar el pago o, en su caso, sus representantes, 
legales o voluntarios.

3.- Las cuentas designadas por los obligados al 
pago para llevar a cabo el cargo del importe de los 
pagos aplazados o fraccionados, deberán cumplir 
las siguientes condiciones:
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a) ser de titularidad del obligado al pago, o de una 
persona que expresamente haya autorizado el cargo 
en cuenta.

b) Tratarse de una cuenta que admita la domici-
liación de pagos.

4.- El pago de las deudas domiciliadas se consi-
derará efectuado en la fecha en que se produzca el 
cargo en la cuenta del obligado.

5.- Los obligados al pago podrán solicitar la modi-
ficación de la cuenta de domiciliación, durante todo 
el tiempo a que se extienda el cumplimiento de las 
obligaciones resultantes del aplazamiento o fraccio-
namiento. Dicha modificación de la cuenta deberá 
ser aceptada por el Ayuntamiento.

6.- El cargo en cuenta de las deudas aplazadas o 
fraccionadas se realizará el día 5 de cada mes.

D. Resolución de la solicitud: concesión o de-
negación.

1.- La resolución de concesión o denegación del 
aplazamiento y fraccionamiento de pago deberá no-
tificarse en el plazo de seis meses. Transcurrido di-
cho plazo sin que se haya notificado la resolución, se 
podrá entender desestimada la solicitud, a efectos 
de interponer recurso de reposición.

2.- La notificación de la resolución referida en el 
apartado anterior, así como todas aquellas comuni-
caciones que sea necesario efectuar a lo largo del 
período del aplazamiento de pago, se dirigirán al 
obligado al pago o su representante y se practica-
rán por el medio elegido por los destinatarios, o del 
modo que con carácter obligatorio haya determinado 
el Ayuntamiento. En particular, se notificará a las per-
sonas jurídicas las resoluciones que les afectan por 
medios telemáticos.

3.- Las resoluciones que concedan aplazamien-
tos o fraccionamientos de pago especificarán el ca-
lendario de pagos, cuyos vencimientos coincidirán 
con el día 5 de los correspondientes meses, fechas 
en las que se realizará el cargo en la cuenta bancaria 
designada por el obligado.

4.- En la notificación de la resolución de conce-
sión del aplazamiento y fraccionamiento de pago se 
detallarán los importes a satisfacer por intereses de 
demora y se advertirá al solicitante de los efectos de 
no constituir garantía, o no efectuar los pagos, en los 
plazos establecidos.

5.- Serán denegadas las solicitudes:
a) Que no se basen en el hecho de dificultades 

transitorias de tesorería.
b) Si las dificultades de tesorería no son transi-

torias, si no estructurales (deudores con muy difícil 
viabilidad, sin capacidad para generar recursos).

La existencia de dificultades transitorias de teso-
rería han de ser probadas por el solicitante, siendo la 
carga de los hechos de la prueba para quien los alega.

6.- Efectos de la denegación de la solicitud:
a) Si la solicitud fue presentada en periodo vo-

luntario de ingreso, se iniciará el plazo de ingreso 
regulado en el artículo 62.2 LGT. De no producirse 

el ingreso en dicho plazo, comenzará el periodo eje-
cutivo. De realizarse el ingreso en dicho plazo, pro-
cederá la liquidación de los intereses de demora de-
vengados a partir del día siguiente al del vencimiento 
del plazo de ingreso en periodo voluntario hasta la 
fecha del ingreso realizado durante el plazo abierto 
con la notificación de la denegación. De no realizarse 
el ingreso los intereses se liquidarán hasta la fecha 
de vencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de los 
que puedan devengarse con posterioridad conforme 
a lo dispuesto en el artículo 26 LGT.

b) Si la solicitud fue presentada en periodo eje-
cutivo de ingreso, deberá iniciarse el procedimiento 
de apremio, de no haberse iniciado con anterioridad.

Artículo 101 - Periodo para solicitar, cuantías y 
efectos del aplazamiento.

A. Período para formular la solicitud de apla-
zamiento y fraccionamiento de deudas en perío-
do voluntario.

1.- Se podrá solicitar el aplazamiento o fracciona-
miento de una deuda que se encuentra en período 
de pago voluntario durante el plazo fijado en la nor-
mativa que le sea de aplicación para la realización 
de dicho pago voluntario.

2.- Si no existe normativa específica establecien-
do períodos particulares de ingreso de las deudas en 
periodo voluntario, la solicitud deberá formularse en 
los plazos siguientes:

a) En las deudas resultantes de liquidaciones 
practicadas por el Ayuntamiento, notificadas entre 
los días 1 y 15 de cada mes, desde la fecha de re-
cepción de la notificación hasta el día 20 del mes 
posterior, o si éste no fuera hábil, hasta el inmediato 
hábil siguiente.

b) En las deudas resultantes de liquidaciones 
practicadas por el Ayuntamiento, notificadas entre 
los días 16 y último de cada mes, desde la fecha de 
recepción de la notificación hasta el día cinco del se-
gundo mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta 
el inmediato hábil siguiente.

c) En las deudas de notificación colectiva y perió-
dica, en el plazo de dos meses fijado por el Ayunta-
miento en su calendario de cobranza.

En las deudas exigibles por el sistema de auto-
liquidación, la solicitud en período voluntario se po-
drá presentar durante el plazo previsto para el pago 
voluntario en la normativa reguladora del correspon-
diente ingreso.

En el caso de autoliquidaciones presentadas fue-
ra de plazo, sólo se entenderá que el aplazamiento 
o fraccionamiento se solicita en período voluntario 
cuando la solicitud se presente junto con la autoliqui-
dación extemporánea.

B. Cuantía y efectos del aplazamiento y frac-
cionamiento de pago solicitado en período vo-
luntario.

1.- El importe de la cuantía a pagar en el venci-
miento de un aplazamiento o fraccionamiento será 
la suma de la cuota liquidada más los intereses de-
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vengados sobre cada uno de los pagos efectuados, 
desde el día siguiente al del vencimiento del plazo de 
ingreso en período voluntario de la cuota inicialmen-
te liquidada hasta la fecha del pago respectivo.

2.- Los intereses devengados por cada fracción 
deberán pagarse junto con dicha fracción en el plazo 
correspondiente.

3.- El interés aplicable es el interés de demora. 
Cuando el aplazamiento o fraccionamiento de pago 
se extienda a diversos ejercicios y, por tanto se des-
conozca el tipo de interés aplicable, se calcularán al 
tipo de interés vigente.

4.- En el supuesto de que se presentara como ga-
rantía del aplazamiento o fraccionamiento de pago 
aval solidario de entidad de crédito o sociedad de 
garantía recíproca o mediante certificado de seguro 
de caución, el interés aplicable será el interés legal.

5.- La presentación de una solicitud de aplaza-
miento o fraccionamiento en período voluntario im-
pedirá el inicio del período ejecutivo.

6.- En caso de denegación del aplazamiento o 
fraccionamiento solicitados en período voluntario, la 
deuda deberá ingresarse en los siguientes plazos:

a) Si la notificación de la resolución denegatoria 
se realiza entre los días 1 y 15 de cada mes, desde 
la fecha de recepción de la notificación hasta el día 
20 del mes posterior.

b) Si la notificación de la resolución denegatoria 
se realiza entre los días 16 y último de cada mes, 
desde la fecha de recepción de la notificación hasta 
el día 5 del segundo mes posterior.

El pago a realizar durante los plazos anteriores 
comprenderá la cuota liquidada más los intereses de 
demora, devengados a partir del día siguiente al del 
vencimiento del plazo de ingreso en período volunta-
rio de la cuota inicialmente liquidada hasta la fecha 
de ingreso.

De no producirse el ingreso en los plazos del 
apartado 1, se iniciará el período ejecutivo, que com-
porta el devengo de los recargos del período ejecu-
tivo, calculados sobre la cuota liquidada. Cuando se 
realice el ingreso, se computarán los intereses de 
demora desde el día siguiente al vencimiento del pe-
ríodo voluntario de ingreso de la cuota inicialmente 
liquidada hasta la fecha del ingreso.

7.- En caso de que una o varias fracciones solici-
tadas tengan su vencimiento antes del fin del periodo 
voluntario de pago de la deuda principal fraccionada, 
no se devengarán intereses, pero sí se considerará 
el vencimiento de cada fracción de manera autóno-
ma a los efectos previstos en el artículo 103 de esta 
ordenanza.

C. Período para formular la solicitud de apla-
zamiento y fraccionamiento de deudas en perío-
do ejecutivo.

1.- La solicitud de aplazamiento o fraccionamiento 
de deudas que se encuentren en período ejecutivo 
se podrá presentar en cualquier momento anterior 

a la notificación del acuerdo de enajenación de los 
bienes.

2.- Los servicios municipales realizarán los trámi-
tes necesarios para resolver con toda celeridad

la concesión o denegación de la solicitud, apli-
cando en sus actuaciones los criterios señalados en 
este apartado:

a) Se continuará el procedimiento de apremio 
si en el momento de la solicitud de aplazamiento o 
fraccionamiento, se está tramitando el embargo de 
alguno de los siguientes bienes: dinero en cuentas 
abiertas en entidades de crédito; créditos, efectos, 
valores y derechos realizables en el acto; sueldos, 
salarios y pensiones.

b) Se suspenderán las actuaciones ejecutivas di-
ferentes de las señaladas en el apartado a) hasta la 
notificación de la resolución del aplazamiento o frac-
cionamiento.

D. Cuantía y efectos del aplazamiento y frac-
cionamiento de pago solicitado en período eje-
cutivo.

1.- El importe de las deudas resultante de un 
aplazamiento o fraccionamiento, será la suma de los 
conceptos siguientes:

- La cuota liquidada.
- Los intereses de demora, aplicados sobre la 

cuota liquidada y calculados en la forma prevista en 
el art. 4 de esta Ordenanza.

- El recargo del período ejecutivo que correspon-
diera aplicar en el momento de la solicitud del apla-
zamiento.

2.- Cuando se conceda el aplazamiento o frac-
cionamiento de pago solicitado con anterioridad al 
acto de dictar la providencia de apremio, no se dicta-
rá dicha providencia mientras el deudor cumpla con 
regularidad sus obligaciones. El recargo ejecutivo 
exigible será del 5 %.

3.- Cuando el aplazamiento o fraccionamiento de 
pago concedido hubiera sido solicitado después de 
recibir la notificación de la providencia de apremio y 
antes del transcurso de los plazos fijados en el art. 
62.5 LGT, se exigirá el recargo de apremio reducido 
del 10 por ciento.

4.- En caso de denegación del aplazamiento o 
fraccionamiento solicitado en período ejecutivo, 
deberá iniciarse o continuarse el procedimiento de 
apremio. Se liquidará interés de demora sobre la 
cuota inicialmente liquidada y desde el comienzo del 
período ejecutivo.

Artículo 102 - Efectos de la falta de pago.
1.- En los aplazamientos la falta de pago a su ven-

cimiento de las cantidades aplazadas determinará:
a) Si la deuda se hallaba en período voluntario en 

el momento de conceder el aplazamiento, se exigirá 
por la vía de apremio la deuda aplazada, los inte-
reses devengados y el recargo correspondiente. De 
no efectuarse el pago en los plazos fijados en el art. 
92.4 de esta ordenanza, se procederá a ejecutar la 
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garantía; en caso de inexistencia, o insuficiencia de 
ésta, se seguirá el procedimiento de apremio para la 
realización de la deuda pendiente.

b) Si el aplazamiento fue solicitado en período 
ejecutivo, se procederá a ejecutar la garantía y, en 
caso de inexistencia o insuficiencia de ésta, se pro-
seguirá el procedimiento de apremio.

2.- En los fraccionamientos la falta de pago de un 
plazo determinará:

a) Si la deuda se hallaba en período voluntario, la 
exigibilidad en vía de apremio de las cantidades ven-
cidas, extremo que será notificado al sujeto pasivo, 
concediéndole los plazos reglamentarios de pago de 
las deudas en período ejecutivo, establecido en el 
artículo 92.4 de esta Ordenanza.

Si se incumpliera la obligación de pagar en este 
término, se considerarán vencidos los restantes pla-
zos, exigiéndose también en vía de apremio.

b) Si la deuda se hallaba en período ejecutivo, 
continuará el procedimiento de apremio para la exac-
ción de la totalidad de la deuda fraccionada pendien-
te de pago.

3.- En los fraccionamientos de pago en que se ha-
yan constituido garantías parciales e independientes 
por cada uno de los plazos, se procederá así:

a) Cuando el fraccionamiento haya sido solicitado 
en período voluntario, el incumplimiento del pago de 
una fracción determinará la exigencia por la vía de 
apremio exclusivamente de dicha fracción y sus in-
tereses de demora, con el correspondiente recargo 
de apremio, procediéndose a ejecutar la respectiva 
garantía.

b) Cuando el fraccionamiento haya sido solicitado 
en período ejecutivo, se ejecutará la garantía corres-
pondiente a la fracción impagada más los intereses 
de demora devengados.

En ambos casos, el resto del fraccionamiento 
subsistirá en los términos en que se concedió.

Artículo 103 - Garantías. Constitución y dis-
pensa.

1.- Con carácter general, para garantizar los apla-
zamientos o fraccionamientos de deudas de importe 
superior a 6.000 euros, es necesario que se consti-
tuya a favor del Ayuntamiento aval solidario de enti-
dad de crédito, o sociedad de garantía recíproca o 
certificado de seguro de caución. A estos efectos se 
estará a lo dispuesto en el punto 6 letra a) de este 
artículo.

El aval debe cubrir el importe de la deuda y los 
intereses de demora que originen el aplazamiento o 
fraccionamiento más un 25 por 100 de la suma de 
ambas partidas.

2.- Cuando se justifique que no es posible obte-
ner aval, se podrán admitir otras garantías, cuya su-
ficiencia deberá ser valorada por el órgano gestor.

En particular, se podrá admitir como garantía la 
constitución de una hipoteca unilateral a favor del 
Ayuntamiento, prenda, fianza personal solidaria y 

cualquier otra que se considere suficiente. En su 
caso, será preciso que el solicitante acompañe certi-
ficado de cargas inscritas en el Registro de la Propie-
dad y certificado del saldo pendiente de las mismas.

3.- La garantía deberá aportarse en el plazo de 
dos meses contados a partir del día siguiente al de la 
notificación del acuerdo de concesión. Transcurrido 
este plazo sin formalizar la garantía, se exigirá inme-
diatamente por la vía de apremio la deuda con sus 
intereses y recargos correspondientes del período 
ejecutivo, siempre que haya concluido el período re-
glamentario de ingreso. Si el aplazamiento o fraccio-
namiento se hubiese solicitado en período ejecutivo, 
se continuará el procedimiento de apremio.

La formalización de los avales y fianzas se rea-
lizará mediante la entrega física del documento o 
de los fondos. La formalización de las hipotecas o 
prendas mediante el otorgamiento de la escritura, 
debidamente inscrita en registro público y aporta-
da al Ayuntamiento, que deberá aceptarla mediante 
documento administrativo y remitirla, a su vez, a los 
registros públicos correspondientes.

4.- Cuando la constitución de la garantía resulte 
excesivamente onerosa en relación con la cuantía y 
el plazo de la deuda el obligado podrá solicitar que el 
Ayuntamiento motivadamente adopte medidas cau-
telares, en sustitución de éstas. Entre otras medidas 
que, en situaciones muy particulares resultaran pro-
cedentes, se podrán aceptar las siguientes:

a) La retención del pago de devoluciones tributa-
rias, o de facturas por servicios o suministros pres-
tados al Ayuntamiento, que hubieran generado un 
derecho a favor del deudor.

b) El embargo preventivo de bienes y derechos 
del deudor, del que se practicará en su caso anota-
ción preventiva.

Los efectos de las medidas cautelares cesarán 
cuando se cancele la deuda o cuando, a solicitud del 
interesado, se acordase su sustitución por otra ga-
rantía que se estime suficiente.

5.- No se admitirá como medida cautelar el em-
bargo preventivo de bienes y derechos cuando se 
haya ordenado o sea posible ordenar, su embargo 
ejecutivo en el curso del procedimiento de ejecución 
forzosa que se tramita para el cobro de las deudas 
que se han de garantizar.

6.- No será preciso aportar garantía cuando:
a) La deuda sea inferior a 6.000 euros. A estos 

efectos se acumulará al importe cuyo aplazamiento 
se solicita el importe de la deuda viva que el intere-
sado pudiera tener en otros aplazamientos solicita-
dos o concedidos sin garantía.

b) El obligado carezca de bienes para garantizar 
la deuda y la ejecución de su patrimonio pudiera 
afectar sustancialmente el mantenimiento del nivel 
de empleo y de la actividad económica respectiva, 
o pudiera producir graves quebrantos para los inte-
reses de la Hacienda Pública. El órgano competente 
investigará la existencia de bienes o derechos sus-
ceptibles de ser aportados en garantía y, en caso de 
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existir se efectuará requerimiento de aportación, con 
los efectos de que si no es atendido o no se consi-
dera suficientemente justificada la imposibilidad de 
aportar garantía, procederá la denegación de la so-
licitud.

c) El solicitante sea una Administración pública.
7.- La aceptación de la garantía, o la sustitución 

de garantías, son competencia del órgano que debe 
resolver sobre la concesión del aplazamiento.

CAPÍTULO VI.- PRESCRIPCIÓN Y 
COMPENSACIÓN

Artículo 104 - Prescripción.
1.- Prescribirán a los cuatro años:
a) El derecho de la Administración para determi-

nar la deuda tributaria, mediante la oportuna liquida-
ción.

b) La acción para exigir el pago de las deudas 
tributarias liquidadas y autoliquidadas.

c) La acción para imponer sanciones tributarias.
d) El derecho a la devolución de ingresos indebi-

dos y el reembolso del coste de las garantías.
2.- El plazo de prescripción de las deudas no tri-

butarias se determinará en base a la normativa parti-
cular que regule la gestión de las mismas.

3.- El plazo de prescripción se interrumpirá, entre 
otros motivos, por:

a) Por cualquier actuación del obligado al pago 
conducente a la extinción de la deuda, o a la interpo-
sición de reclamación o recurso.

b) Por cualquier actuación de los órganos de re-
caudación, realizada con conocimiento formal del 
obligado tributario, encaminada a la realización o 
aseguramiento de la deuda. Estas actuaciones de-
berán documentarse en la forma exigida reglamen-
tariamente; es necesario tener en cuenta que las no-
tificaciones practicadas en la forma regulada en esta 
Ordenanza interrumpen la prescripción.

c) La recepción de la comunicación de un órgano 
jurisdiccional en la que se ordene la paralización del 
procedimiento administrativo en curso.

4.- Producida la interrupción, se iniciará de nuevo 
el cómputo del plazo de prescripción a partir de la 
fecha de la última actuación del obligado al pago o 
de la Administración.

Interrumpido el plazo de prescripción, la interrup-
ción afecta a todos los obligados al pago.

5.- La prescripción ganada extingue la deuda.
6.- La prescripción se aplicará de oficio y será de-

clarada por el Tesorero, que anualmente instruirá ex-
pediente colectivo referido a todas aquellas deudas 
prescritas en el año. Este expediente, fiscalizado por 
el Interventor, se someterá a aprobación de la Alcal-
día.

7.- Serán anuladas y dadas de baja en cuentas 
aquellas deudas en las que concurran los siguientes 
requisitos:

a) Que se trate de deudas en período ejecutivo.

b) Que el importe de la liquidación inicial, notifi-
cada en período voluntario al deudor, no exceda de 
6 euros, cuantía que se estima insuficiente para la 
cobertura del coste de exacción y recaudación.

Artículo 105 - Compensación.

1.- Podrán compensarse las deudas a favor del 
Ayuntamiento que se encuentren en fase de gestión 
recaudatoria, tanto voluntaria como ejecutiva, con 
las obligaciones reconocidas por parte de aquel y a 
favor del deudor.

2.- Cuando la compensación afecta a deudas en 
período voluntario, será necesario que la solicite el 
deudor.

3.- Cuando las deudas se hallan en período ejecu-
tivo, el Alcalde puede ordenar la compensación, que 
se practicará de oficio y será notificada al deudor.

4.- En sintonía con el principio de eficiencia eco-
nómica de los artículos 32.8 y 99 de la presente 
ordenanza general, el inicio del expediente sólo se 
notificará para aquéllos expedientes que superen los 
60 euros a compensar, eliminando cualquier notifica-
ción para los que no superen los 6 euros.

Artículo 106 - Compensación de nóminas a 
empleados municipales.

1.- Las deudas a favor del Ayuntamiento por cré-
ditos líquidos, vencidos y exigibles, cuando el deudor 
sea un empleado del Ayuntamiento, serán compen-
sables de oficio, una vez transcurrido el plazo de in-
greso en periodo voluntario.

2.- El procedimiento para aplicar la compensación 
simplemente exigirá que una vez comprobado por 
la Unidad de Recaudación que alguno de los em-
pleados citados en el punto anterior es deudor del 
Ayuntamiento, lo ponga en conocimiento del Depar-
tamento de Personal a efectos de que se practiquen 
las correspondientes retenciones en nómina hasta la 
cancelación total de la deuda. A estos efectos en el 
documento de nómina se habilitará un apartado su-
ficientemente descriptivo del descuento efectuado.

3.- La retención practicada será por el total de la 
deuda en el momento de la compensación, con las 
restricciones establecidas en el artículo 607 de la 
Ley 1/2000 de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

4.- El inicio del expediente no supone paralización 
del procedimiento de apremio, por lo que si se pro-
ducen variaciones en el importe de la deuda serán 
notificadas al Departamento de Personal al objeto de 
adecuar las retenciones.

Artículo 107 - Compensación de oficio de deu-
das de Entidades Públicas.

1.- Las deudas a favor del Ayuntamiento, por cré-
ditos vencidos, líquidos y exigibles, cuando el deudor 
sea un Ente territorial, Organismo Autónomo, Segu-
ridad Social o Entidad de Derecho público, cuya ac-
tividad no se rija por el ordenamiento privado, serán 
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compensables de oficio, una vez transcurrido el pla-
zo de ingreso en período voluntario.

2.- Asimismo, las deudas vencidas, liquidadas y 
exigibles que el Estado, las Comunidades Autóno-
mas, entidades locales y otras entidades de derecho 
público tengan con los Entes locales podrán extin-
guirse con las deducciones sobre las cantidades que 
la Administración del Estado, de las Comunidades 
Autónomas o de los Entes locales correspondientes 
hayan de transferir a las referidas entidades deudo-
ras.

3.- El procedimiento a seguir para aplicar la com-
pensación será el siguiente:

a) Comprobado por la Unidad de Recaudación 
que alguna de las Entidades citadas en el punto 1 es 
deudora del Ayuntamiento, lo pondrá en conocimien-
to de la Tesorería.

b) Si el Tesorero conociera de la existencia de 
créditos a favor de las Entidades deudoras, dará 
traslado de sus actuaciones a la Asesoría Jurídica, 
a fin de que pueda ser redactada la propuesta de 
compensación.

c) Adoptado el acuerdo que autorice la compen-
sación, por parte del Alcalde, se comunicará a la 
Entidad deudora, procediendo a la formalización de 
aquella cuando hayan transcurrido quince días sin 
reclamación del deudor.

4.- Si la Entidad deudora alega insuficiencia de 
crédito presupuestario y su voluntad de tramitar un 
expediente de crédito extraordinario o suplemento 
de crédito, en plazo no superior a los tres meses, se 
suspenderá la compensación hasta que la modifica-
ción presupuestaria sea efectiva.

5.- Cuando la Entidad deudora alegara y proba-
ra la condición de ingresos afectados que tienen los 
conceptos que este Ayuntamiento deba transferir a 
aquélla, podrá suspenderse la compensación.

6.- Aún siendo ingresos destinados a un fin espe-
cífico los que debe recibir del Ayuntamiento la Enti-
dad deudora, la misma no podrá oponerse a la com-
pensación cuando ya haya pagado las obligaciones 
reconocidas por actuaciones financiadas mediante 
la transferencia de aquellos ingresos.

Artículo 108 - Cobro de deudas de Entidades 
Públicas.

1.- Cuando no fuera posible aplicar la compensa-
ción como medio de extinción de las deudas de las 
Entidades Públicas reseñadas en el artículo anterior, 
por no ostentar las mismas crédito alguno contra el 
Ayuntamiento, el Tesorero solicitará a la Intervención 
del Ente deudor certificado acreditativo del recono-
cimiento de la obligación de pagar al Ayuntamiento.

2.- El Tesorero trasladará a la Asesoría Jurídica 
la documentación resultante de sus actuaciones in-
vestigadoras. Después de examinar la naturaleza de 
la deuda, del deudor y el desarrollo de la tramitación 
del expediente, la Asesoría elaborará propuesta de 
actuación, que puede ser una de las siguientes:

a) Si no está reconocida la deuda por parte del 
Ente deudor, solicitar certificación del reconocimien-
to de la obligación y de la existencia de crédito pre-
supuestario.

b) Si de la certificación expedida se dedujera la 
insuficiencia de crédito presupuestario para atender 
el pago, se comunicará al Ente deudor que el proce-
dimiento se suspende durante tres meses, a efectos 
de que pueda tramitarse la modificación presupues-
taria pertinente.

c) Cuando la deuda haya quedado firme, esté re-
conocida la obligación y exista crédito presupuesta-
rio, se instará el cumplimiento de la obligación en el 
plazo de un mes.

Cuando la Tesorería valore la extrema dificultad 
de realizar el crédito municipal a través de las ac-
ciones del apartado anterior, se llevarán a cabo las 
siguientes actuaciones:

a) Solicitar a la Administración del Estado, o a 
la Administración Autonómica que, con cargo a las 
transferencias que pudieran ordenarse a favor del 
Ente deudor, se aplique la retención de cantidad 
equivalente al importe de la deuda y sea puesto a 
disposición del Ayuntamiento.

b) Solicitar la colaboración de la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria.

3.- Cuando todas las actuaciones municipales en 
orden a la realización del crédito hayan resultado 
infructuosas, se investigará la existencia de bienes 
patrimoniales a efectos de ordenar el embargo de los 
mismos, si ello es necesario.

4.- Las actuaciones que, en su caso, hayan de 
llevarse a cabo serán aprobadas por el Alcalde y de 
su resolución se efectuará notificación formal a la 
Entidad deudora.

Artículo 109 - Aplicación del principio de efi-
ciencia y eficacia.

Con el fin de eliminar del padrón del IVTM aque-
llos vehículos que no pueden darse de baja en Tráfi-
co por no hallarse el titular, el vehículo y su documen-
tación, en aras al principio de eficacia y eficiencia 
administrativa, serán anuladas definitivamente, y 
en consecuencia no aparecerán en los sucesivos 
padrones municipales, aquellas deudas en las que 
concurran todos los requisitos siguientes:

a) Que se trate de deudas de IVTM en periodo 
ejecutivo.

b) Que no se localice ni el titular, ni el vehículo ni 
la documentación del mismo.

c) Que tengan un historial de impagados superior 
a 4 años.

d) Que el vehículo haya sido matriculado hace 
más de 25 años.

e) Que en el historial de Tráfico no conste pasada 
la ITV (inspección técnica de vehículos).

f) Que en el historial de Tráfico no conste la con-
tratación de seguro de circulación obligatorio.
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CAPÍTULO VII.- DEUDORES FALLIDOS Y 
CRÉDITOS INCOBRABLES

Artículo 110 - Situación de insolvencia.

1.- Son créditos incobrables aquellos que no pue-
den hacerse efectivos en el procedimiento de ges-
tión recaudatoria por resultar fallidos los obligados al 
pago, o por haberse realizado con resultado negativo 
las actuaciones previstas en el artículo 110 anterior.

2.- Cuando se hayan declarado fallidos los obli-
gados al pago y responsables, se declararán pro-
visionalmente extinguidas las deudas, en tanto no 
se rehabiliten en el plazo de prescripción. La deuda 
quedará definitivamente extinguida si no se hubiera 
rehabilitado en aquel plazo.

3.- Si el Jefe de Recaudación conociera de la sol-
vencia sobrevenida del deudor, propondrá su reha-
bilitación al Tesorero, continuando el expediente de 
recaudación a partir de la situación en que se encon-
traba en el momento de la declaración de fallido. Una 
vez aprobada, se registrará informáticamente.

4.- Los créditos dados de baja como consecuen-
cia de un expediente de Fallido/Incobrable, que se 
generen nuevamente en ejercicios posteriores sin 
que se hayan variado las condiciones que lo causa-
ron, serán dados de baja por referencia.

SECCIÓN VI. INSPECCIÓN

Artículo 111 - La Inspección de los tributos.

1.- El Servicio de Inspección Municipal, llevará 
a cabo las actuaciones de comprobación y, en su 
caso, investigación de la situación tributaria de los 
diferentes obligados tributarios por cualquiera de los 
tributos que integran el sistema tributario local.

2.- En el ejercicio de estas funciones administrati-
vas, le corresponde realizar las funciones siguientes:

a) Investigar los hechos imponibles para el des-
cubrimiento de los que sean ignorados por el Ayun-
tamiento.

b) Comprobar la veracidad y exactitud de las de-
claraciones y autoliquidaciones que los obligados tri-
butarios hayan presentado.

c) Comprobar que se han ingresado efectivamen-
te las deudas tributarias que figuran en los documen-
tos de ingreso.

d) Practicar las liquidaciones tributarias resultan-
tes de sus actuaciones de comprobación e investi-
gación.

e) Verificar el cumplimiento de los requisitos exigi-
dos para la concesión o disfrute de cualquier benefi-
cio o incentivo fiscal y devoluciones tributarias.

f) Informar a los sujetos pasivos y otros obligados 
tributarios sobre el alcance y naturaleza de las ac-
tuaciones inspectoras que se inicien, sobre los de-
rechos y deberes que les correspondan, sobre las 
normas fiscales y en general y sobre el alcance de 
las obligaciones y derechos que se deriven.

g) Otras actuaciones dimanantes de los procedi-
mientos de comprobación de tributos locales que la 
normativa establezca en cada caso, procurando con 
especial interés la correcta inclusión en los censos 
de aquellos sujetos pasivos que deban figurar en los 
mismos.

h) Buscar la información necesaria para que los 
órganos de la Administración tributaria local puedan 
llevar a cabo sus funciones.

i) Comprobar el valor de los derechos, rentas, pro-
ductos, bienes, patrimonios, empresas y otros ele-
mentos cuando sea necesario para determinar las 
obligaciones tributarias.

j) Realizar actuaciones de comprobación limitada 
en los términos que establecen los artículos 136 a 
140 de la Ley General Tributaria.

4.- La inspección de los tributos tramitará los pro-
cedimientos de inspección conforme prevé el Real 
Decreto 1065/2007, de 27 de julio y aplicará, en su 
caso, el régimen de infracciones y sanciones esta-
blecido en el Reglamento de régimen sancionador 
tributario, aprobado por Real Decreto 2063/2004, de 
15 de octubre.

No obstante, a las infracciones cometidas antes 
de la vigencia de la Ley 58/2003, General Tributaria, 
se aplicará el régimen anterior, excepto cuando el 
nuevo régimen resulte más favorable.

Artículo 112 - Personal inspector.

1.- Las actuaciones de comprobación e investiga-
ción a que se refiere el artículo anterior se realizarán 
por los funcionarios adscritos al Servicio de Inspec-
ción, bajo la inmediata supervisión de quien ostente 
su Jefatura, quien dirigirá, impulsará y coordinará el 
funcionamiento de la misma, con la preceptiva auto-
rización del Alcalde.

2.- No obstante, actuaciones meramente prepa-
ratorias, o de comprobación, o prueba de hechos, o 
circunstancias con transcendencia tributaria podrán 
encomendarse a otros empleados públicos que no 
ostenten la condición de funcionarios.

3.- Los funcionarios de la inspección serán con-
siderados agentes de la autoridad cuando lleven a 
cabo las funciones inspectoras que les correspon-
dan y deberán acreditar su condición, si así se les 
solicita, fuera de las oficinas públicas. Las autori-
dades públicas deberán prestarles la protección y 
auxilio necesarios para el ejercicio de la función 
inspectora.

4.- Los funcionarios de la Inspección actuarán 
siempre con la máxima consideración y deberán 
guardar sigilo riguroso y observar secreto estricto so-
bre los asuntos que conozcan por razón de su cargo. 
La infracción de estos deberes constituirá, en todo 
caso, falta administrativa grave.

5.- La Alcaldía-Presidencia proveerá al perso-
nal inspector de un carnet u otra identificación que 
les acredite para el desempeño de su puesto de 
trabajo.
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Artículo 113 - Clases de actuaciones.
1.- Las actuaciones inspectoras podrán ser:
a) De comprobación e investigación.
b) De obtención de información con trascenden-

cia tributaria.
c) De valoración.
d) De informe y asesoramiento.
2.- El alcance y contenido de estas actuaciones 

se encuentran definidos en el Texto refundido de 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, en la 
Ley General Tributaria y en las disposiciones dicta-
das para su desarrollo, tal y como dispone el artículo 
12.1 de la primera de las normas susodichas.

3.- El ejercicio de las funciones propias de la Ins-
pección Tributaria se adecuará a los correspondien-
tes planes de control tributario, aprobados por el Al-
calde.

4.- Las actuaciones inspectoras se documenta-
rán en los modelos de impresos aprobados por el 
Alcalde para tal fin o, en su caso, en los que figuren 
establecidos por disposiciones de carácter general.

5.- En los supuestos de actuaciones de colabora-
ción con otras Administraciones Tributarias, el Servi-
cio de Inspección coordinará con ellas sus planes y 
programas de actuación, teniendo sus actuaciones 
el alcance previsto en la reglamentación del régimen 
de colaboración de que se trate.

6.- El servicio de Inspección podrá llevar a cabo 
actuaciones de valoración a instancia de otros órga-
nos responsables de la gestión tributaria o recauda-
toria.

Artículo 114 - Lugar y tiempo de las actuacio-
nes.

1.- Las actuaciones de comprobación e investi-
gación podrán desarrollarse indistintamente, según 
decida la Inspección:

a) En el lugar donde el sujeto pasivo tenga su do-
micilio fiscal o en aquel donde su representante ten-
ga su domicilio, despacho u oficina.

b) En el lugar donde se realicen total o parcial-
mente las actividades gravadas.

c) Donde exista alguna prueba, al menos parcial, 
del hecho imponible o de los presupuestos de hecho 
de la obligación tributaria.

d) En las oficinas públicas del Ayuntamiento, 
cuando los antecedentes o elementos sobre los cua-
les haya de realizarse puedan ser examinados.

2.- La Inspección determinará en cada caso el 
lugar, fecha y hora donde haya de desarrollarse la 
próxima actuación, haciéndolo constar en la corres-
pondiente comunicación o diligencia.

3.- Las actuaciones que se desarrollen en las de-
pendencias municipales respetarán preferentemente 
el horario de apertura al público y, en todo caso, la 
jornada de trabajo vigente. Si se efectúan en los lo-
cales de los interesados deberán respetar la jornada 
laboral de oficina de la actividad que se realice, sin 

perjuicio de convenir, de mutuo acuerdo, que se ha-
gan en otras horas o días.

4.- El tiempo de las actuaciones se determinará 
por lo dispuesto en la Ley General Tributaria y la nor-
mativa dictada para su desarrollo.

Artículo 115 - Iniciación y desarrollo de las ac-
tuaciones inspectoras.

1.- El procedimiento de inspección se iniciará:
a) De oficio.
b) A petición del obligado tributario, para que ten-

gan carácter general respecto del tributo y, en su 
caso, periodos afectados, las actuaciones de carác-
ter parcial en curso.

La petición se deberá formular dentro del plazo de 
15 días contados desde la notificación de inicio de 
actuaciones y deberá ser atendida en el plazo de los 
seis meses siguientes a la solicitud.

2.- Las actuaciones inspectoras se podrán iniciar 
mediante comunicación notificada debidamente al 
obligado tributario, para que se persone en el lugar, 
fecha y hora que se indica y tenga a disposición de 
los órganos de inspección la documentación y los an-
tecedentes que se piden, o personándose la Inspec-
ción sin previa notificación en las empresas, oficinas, 
dependencias, instalaciones o almacenes de aquél, 
y se desarrollarán con el alcance, las facultades y los 
efectos que establecen la Ley general tributaria y la 
normativa dictada para su desarrollo.

3.- Las actuaciones del procedimiento de inspec-
ción tendrán carácter general en relación a la obli-
gación tributaria y periodo comprobado, o carácter 
parcial si no afectan a la totalidad de los elementos 
de esta obligación. En este último caso, si hubieran 
finalizado con una liquidación provisional, los hechos 
allí regularizados no podrán volver a ser objeto de un 
nuevo procedimiento.

4.- Los obligados tributarios con capacidad de 
obrar podrán actuar por medio de representante, 
que habrá de acreditar debidamente esta condición 
por cualquier medio válido en Derecho que ofrezca 
constancia fidedigna. En este caso, las actuaciones 
correspondientes se entenderán realizadas con el 
obligado tributario, hasta que éste no revoque de for-
ma fehaciente la representación y lo haya comunica-
do la Inspección.

5.- El personal inspector podrá entrar en las fin-
cas, en los locales de negocio y en cualquier lugar 
donde se desarrollen actividades sometidas a gra-
vamen, existan bienes sujetos a tributación, se pro-
duzcan hechos imponibles o supuestos de hecho de 
las obligaciones tributarias o exista alguna prueba, 
cuando se considere necesario para la práctica de la 
actuación inspectora. Si se trata del domicilio consti-
tucionalmente protegido del obligado tributario, hará 
falta su consentimiento o la oportuna autorización 
judicial.

6.- En el desarrollo de las funciones de compro-
bación e investigación, la Inspección calificará los 
hechos, actos o negocios realizados por el obligado 
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tributario con independencia de la calificación previa 
que este les hubiera dado.

7.- En el transcurso de la comprobación se po-
drá examinar si han concurrido o no en los períodos 
afectados las condiciones o los requisitos exigidos 
en su día para conceder o reconocer cualquier be-
neficio fiscal. Si se acreditara que no concurren, la 
Inspección podrá regularizar la situación del obliga-
do tributario sin necesidad de proceder a la revisión 
previa del acto originario de concesión o reconoci-
miento.

8.- Las actuaciones de la Inspección de los tribu-
tos se documentarán en diligencias, comunicacio-
nes, informes y actas. Las actas son los documentos 
públicos que extiende la Inspección con la finalidad 
de recoger los resultados de sus actuaciones, pro-
poniendo, además, la regularización que proceda o 
declarando que la situación tributaria del obligado es 
correcta. 

9.- La inspección de los tributos incluirá los inte-
reses de demora en las propuestas de liquidación 
consignadas en las actas y en las liquidaciones tri-
butarias que practique.

10.- A los efectos del procedimiento de inspec-
ción, se debe entender que las referencias al inspec-
tor en jefe que se hacen en la normativa estatal que 
sea de aplicación directa lo son a la Alcaldía.

Artículo 116 - Terminación de las actuaciones 
inspectoras.

1.- Las actuaciones inspectoras deberán prose-
guir hasta su finalización, en un plazo máximo de 12 
meses contados desde la notificación de su inicio 
hasta que se pueda entender notificado el acto ad-
ministrativo resultante de las mismas, sin tener en 
cuenta las dilaciones imputables a los interesados ni 
los periodos de interrupción justificada. No obstante, 
este plazo se podrá prolongar motivadamente por 12 
meses más si en su desarrollo se aprecia una com-
plejidad especial o se descubren actividades empre-
sariales o profesionales no declaradas.

2.- Las actuaciones inspectoras se darán por con-
cluidas cuando, a juicio de la Inspección, se hayan 
obtenido los datos y las pruebas necesarias para 
fundamentar la regularización que proceda.

3.- Las actas de inspección serán de conformidad, 
disconformidad o con acuerdo. Si el obligado tributa-
rio o su representante se niegan a recibir o suscribir 
el acta, ésta se tramitará por el procedimiento esta-
blecido para las de disconformidad.

4.- Las actas que extienda la Inspección tributaria 
Municipal tendrán el contenido, tramitación y efectos 
que establecen los artículos 153, 155, 156 y 157 de 
la Ley general tributaria y en los artículos 177 a 190 
del R.D. 1065/2007.

5.- En cualquier caso, y con carácter previo a la 
formalización de las actas de conformidad o discon-
formidad, se dará audiencia al obligado tributario 
para que pueda alegar todo lo que convenga a su 

derecho en relación con la propuesta de regulariza-
ción que se vaya a formular.

6.- La autorización para suscribir un acta con 
acuerdo tiene que otorgarse con carácter previo o 
simultáneo por la Alcaldía.

SECCIÓN VII. RÉGIMEN SANCIONADOR

Subsección I. Disposiciones generales

Artículo 117 - Disposiciones generales sobre 
infracciones y sanciones tributarias.

1.- En materia de tributos locales, el ejercicio de 
la potestad sancionadora tributaria se ajustará a las 
normas de procedimiento contenidas en el Real De-
creto 2063/2004, de 15 de octubre, por el que se 
aprueba el Reglamento general del régimen sancio-
nador tributario.

En los artículos siguientes de la presente Orde-
nanza se contienen determinadas concreciones para 
la aplicación del régimen sancionador en el ámbito 
municipal.

2.- Serán sujetos infractores las personas físicas 
o jurídicas y las entidades mencionadas en el apar-
tado 4 del artículo 35 de la Ley general tributaria que 
realicen las acciones u omisiones tipificadas como 
infracciones en las leyes, siempre que la Adminis-
tración haya acreditado previamente su responsabi-
lidad en los hechos imputados; si en una infracción 
tributaria concurre más de un sujeto infractor, todos 
quedarán obligados solidariamente al pago de la 
sanción. Cualquier sujeto infractor tendrá la conside-
ración de deudor principal.

3.- Los obligados tributarios quedarán exentos de 
responsabilidad por los hechos constitutivos de in-
fracción tributaria cuando hayan sido realizados por 
quienes no tengan capacidad de obrar en el orden 
tributario, cuando concurra fuerza mayor, deriven de 
una decisión colectiva para los que no estaban en 
la reunión donde se adoptó o para los que hubieran 
salvado su voto, cuando adecuen su actuación a los 
criterios manifestados por la Administración tributa-
ria competente en publicaciones, comunicaciones y 
contestaciones a consultas tributarias, ya sean pro-
pias o de otros obligados, siempre que, en este úl-
timo caso, haya una igualdad sustancial entre sus 
circunstancias y las que planteó el otro obligado, o 
cuando sean imputables a deficiencias técnicas de 
los programas informáticos facilitados para la propia 
Administración tributaria.

4.- No se impondrán sanciones por infracciones 
tributarias a quien regularice voluntariamente su si-
tuación antes de que se le haya comunicado el inicio 
de un procedimiento de gestión o inspección tributa-
ria. Si el ingreso se hace con posterioridad a la co-
municación, tendrá carácter de anticipo de la liquida-
ción que proceda y no disminuirá las sanciones que 
proceda imponer.

5.- Las sanciones tributarias no se transmitirán a 
los herederos y legatarios de las personas físicas in-
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fractoras. Sí se transmitirán, a los sucesores de las 
sociedades y entidades disueltas, en los términos 
establecidos en el artículo 40 de la Ley general tri-
butaria.

6.- El nuevo régimen sancionador que ha instau-
rado la Ley general tributaria ahora vigente será de 
aplicación a las infracciones cometidas antes de su 
entrada en vigor, siempre que resulte más favorable 
para el sujeto infractor y que todavía no sea firme la 
sanción impuesta.

Artículo 118 - Concepto y clases de infraccio-
nes y sanciones tributarias.

1.- Son infracciones tributarias las acciones y omi-
siones dolosas o culposas con cualquier grado de 
negligencia que estén tipificadas y sancionadas en 
la Ley general tributaria, en la Ley reguladora de las 
haciendas locales o en otra ley.

2.- Cada infracción tributaria se calificará de forma 
unitaria como leve, grave o muy grave y, si le corres-
ponde una multa proporcional, se aplicará sobre la 
totalidad de la base de la sanción que en cada caso 
proceda. La base de la sanción será, en general, el 
importe de la cantidad a ingresar resultante de la re-
gularización practicada, excepto las partes de aquel 
importe regularizado que se deriven de conductas no 
sancionables.

3.- Se entenderá que hay ocultación de datos a 
la Administración tributaria local cuando no se pre-
senten declaraciones, se incluyan hechos u opera-
ciones inexistentes o con importes falsos o se omitan 
total o parcialmente operaciones, ingresos, rentas, 
productos, bienes o cualquier otro dato que incida 
en la determinación de la deuda tributaria, siempre 
que la incidencia de la deuda tributaria derivada de la 
ocultación en relación con la base de la sanción sea 
superior al 10 por ciento.

Se consideran medios fraudulentos las anomalías 
sustanciales en la contabilidad u otros registros obli-
gatorios, el uso de facturas o justificantes falsos o 
falseados o la utilización de personas o entidades 
interpuestas.

4.- Excepto que la Ley General Tributaria esta-
blezca una sanción pecuniaria fija o indique un por-
centaje sancionador particular, cada infracción tribu-
taria se sancionará:

a) Si es leve, mediante la imposición de una san-
ción del 50% sobre la base de la sanción.

b) Si es grave, mediante la imposición de entrada 
de una sanción del 50% sobre la base de la sanción, 
porcentaje que se ha de aumentar por aplicación si-
multánea de los criterios de comisión reiterada y per-
juicio económico para la Hacienda municipal, sin que 
exceda del 100%.

c) Si es muy grave, mediante la imposición de en-
trada de una sanción del 100% sobre la base de la 
sanción, porcentaje que se ha de aumentar por apli-
cación simultánea de los criterios de comisión reite-
rada y perjuicio económico para la Hacienda munici-
pal, sin que exceda del 150%.

d) Si procede, se impondrán también las sancio-
nes no pecuniarias de carácter accesorio cuando se 
den los supuestos establecidos en el artículo 186 de 
la Ley General Tributaria.

5.- Las sanciones tributarias se graduarán exclu-
sivamente conforme a los criterios siguientes, reco-
gidos en el artículo 187 de la Ley General Tributaria, 
si resultan aplicables:

a) Comisión repetida de infracciones tributarias.

b) Perjuicio económico para la Hacienda local.

c) Incumplimiento sustancial de la obligación de 
facturación o documentación.

d) Acuerdo o conformidad del interesado, que se 
presupondrá en los procedimientos de gestión si no 
interpone recurso de reposición o reclamación eco-
nómica administrativa contra la liquidación resultan-
te, o firma un acta con acuerdo o de conformidad en 
un procedimiento de inspección.

Los criterios de graduación se han de aplicar si-
multáneamente.

6.- Los criterios de graduación indicados en los 
apartados a) y b) del párrafo precedente se aplicarán 
según los siguientes criterios:

- Comisión repetida de infracciones tributarias.

Si el sujeto infractor hubiera sido sancionado den-
tro de los cuatro años anteriores a la actual infrac-
ción, mediante resolución firme en vía administrativa, 
por una infracción leve de la misma naturaleza, el in-
cremento será de cinco puntos porcentuales; cuando 
la infracción que se toma como antecedente hubiera 
sido grave, el incremento será de quince puntos por-
centuales, y si fuera muy grave, el incremento será 
de veinticinco puntos porcentuales. A estos efectos, 
se consideraran de la misma naturaleza las infrac-
ciones tipificadas en el mismo artículo de la Ley Ge-
neral Tributaria, excepto que se trate de infracciones 
por dejar de ingresar la deuda que resultaría de una 
autoliquidación correcta, declarar incorrectamente u 
obtener indebidamente evoluciones tributarias, su-
puesto en que todas se consideraran de la misma 
naturaleza. En cualquier caso, si estos antecedentes 
derivan del régimen sancionador previsto en la Ley 
230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria, la 
infracción tendrá la consideración de leve.

- Perjuicio económico para la Hacienda pública 
local.

Se determinará, en porcentaje, la relación exis-
tente entre la base de la sanción, por un lado y la 
cuantía total que se hubiera debido ingresar en la 
autoliquidación, la que se derive de una declaración 
correcta del tributo o el importe de la devolución ob-
tenida inicialmente, por otro. Si el resultado repre-
senta un porcentaje superior al 10% e inferior o igual 
al 25%, superior al 25% e inferior o igual al 50%, 
superior al 50% e inferior o igual al 75%, o superior 
al 75%, respectivamente, se añadirán diez, quince, 
veinte o veinticinco puntos porcentuales.

7.- Las sanciones establecidas en el apartado 4º 
anterior se reducirá en un 30% de su importe cuan-
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do el obligado tributario haya prestado su acuerdo 
o conformidad a la propuesta de regularización que 
se le formule, o en un 50% si la regularización se ha 
llevado a cabo mediante un acta con acuerdo. Esta 
reducción por conformidad sólo será aplicable cuan-
do la infracción consista en:

a) Dejar de ingresar la deuda tributaria que resul-
taría de una autoliquidación correcta.

b) Incumplir la obligación de presentar de forma 
completa y correcta las declaraciones o documentos 
necesarios para practicar liquidaciones.

c) Obtener indebidamente devoluciones.

d) Solicitar indebidamente devoluciones, benefi-
cios o incentivos fiscales.

e) Determinar o acreditar improcedentemente 
partidas positivas o negativas o créditos tributarios 
aparentes.

Esta reducción se exigirá sin más trámite que la 
notificación al interesado si interpone recurso con-
tencioso administrativo contra la regularización o la 
sanción contenidas en un acta con acuerdo, si no 
ingresa en periodo voluntario las deudas tributarias 
derivadas de este tipo de actas o, en los supuestos 
de conformidad, si interpone recurso o reclamación 
contra la regularización.

8.- Además, cualquier sanción, excepto las que 
se deriven de un acta con acuerdo, se reducirá en 
un 25 por ciento si se ingresa el importe restante en 
periodo voluntario sin solicitar aplazamiento o frac-
cionamiento y no se interpone recurso o reclamación 
contra la liquidación o la sanción. Si se interpusiera, 
esta reducción se exigirá sin más trámite que la noti-
ficación al interesado.

9.- La muerte del sujeto infractor extingue la res-
ponsabilidad por las infracciones que haya podido 
cometer.

También se extingue si se rebasa el plazo de pres-
cripción para imponer las sanciones correspondien-
tes, que será de cuatro años contados desde que se 
cometieron las infracciones correspondientes.

Este plazo de prescripción se interrumpirá por 
cualquier acción de la Administración tributaria de 
que tenga conocimiento el interesado, dirigida a la 
imposición de una sanción o a la regularización de 
una situación de la cual pueda derivarse una san-
ción.

Subsección II. Calificación de las infracciones y 
sanciones tributarias

Artículo 119 - Infracción tributaria por dejar de 
ingresar la deuda tributaria que tuviera que resul-
tar de una autoliquidación.

1.- Constituye infracción tributaria dejar de ingre-
sar dentro del plazo establecido en la normativa de 
cada tributo local la totalidad o una parte de la deuda 
que resultaría de la autoliquidación correcta, a me-
nos que se regularice voluntariamente la situación 
sin requerimiento previo de la Administración o se 

hubiera presentado la autoliquidación sin efectuar el 
ingreso que se derive.

2.- La infracción tributaria prevista en este artículo 
será leve, grave o muy grave de acuerdo con lo que 
disponen los apartados siguientes.

3.- La base de la sanción será la cuantía no ingre-
sada en la autoliquidación como consecuencia de la 
comisión de la infracción.

4.- La infracción tributaria será leve cuando la 
base de la sanción sea inferior o igual a 3.000 euros 
o, siendo superior, no exista ocultación.

La sanción por infracción leve consistirá en multa 
pecuniaria proporcional del 50 por ciento.

5.- La infracción será grave cuando la base de la 
sanción sea superior a 3.000 euros y exista oculta-
ción. La infracción también será grave, cualquiera 
que sea la cuantía de la base de la sanción, en los 
supuestos siguientes:

a) Cuando se hayan utilizado facturas, justifican-
tes o documentos falsos o falseados.

b) Cuando la incidencia de haber llevado incorrec-
tamente los libros o registros represente un porcen-
taje superior al 10 por ciento e inferior o igual al 50 
por ciento de la base de la sanción.

La sanción por infracción grave consistirá en mul-
ta pecuniaria proporcional del 50 al 100 por ciento 
y se graduará incrementando el porcentaje mínimo 
con los incrementos porcentuales recogidos en el ar-
tículo 121.6 de esta ordenanza.

6.- La infracción será muy grave cuando se hu-
bieran utilizado medios fraudulentos. La sanción por 
infracción muy grave consistirá en multa pecuniaria 
proporcional del 100 al 150 por ciento y se graduará 
incrementando el porcentaje mínimo con los incre-
mentos porcentuales recogidos en el artículo 121.6 
de esta Ordenanza.

Artículo 120 - Infracción tributaria por incum-
plir la obligación de presentar de forma completa 
y correcta las declaraciones o los documentos 
necesarios para practicar liquidaciones.

1.- Constituye infracción tributaria incumplir la 
obligación de presentar de forma completa y correc-
ta las declaraciones o documentos necesarios para 
que la Administración tributaria local pueda liquidar 
adecuadamente los tributos que no se exigen por 
autoliquidación, a menos que se regularice volunta-
riamente la situación sin requerimiento previo de la 
Administración.

2.- La infracción tributaria prevista en este artículo 
será leve, grave o muy grave de acuerdo con lo que 
se dispone en los apartados siguientes.

3.- La base de la sanción será la cuantía de la 
liquidación cuando no se hubiera presentado decla-
ración, o la diferencia entre la cuantía que resulte de 
la adecuada liquidación del tributo y la que hubiera 
procedido de acuerdo con los datos declarados.
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4.- La infracción tributaria será leve cuando la 
base de la sanción sea inferior o igual a 3.000 euros 
o,siendo superior, no exista ocultación.

5.- La infracción será grave cuando la base de la 
sanción sea superior a 3.000 euros y exista oculta-
ción.

La infracción también será grave, cualquiera que 
sea la cuantía de la base de la sanción, en los su-
puestos siguientes:

a) Cuando se hayan utilizado facturas, justifican-
tes o documentos falsos o falseados.

b) Cuando la incidencia de haber llevado incorrec-
tamente los libros o registros represente un porcen-
taje superior al 10 por cien e inferior o igual al 50 por 
ciento de la base de la sanción.

6.- La utilización de medios fraudulentos determi-
nará que la infracción sea calificada en todo caso 
como muy grave.

Artículo 121 - Infracción tributaria por obtener 
indebidamente devoluciones.

1.- Constituye infracción tributaria obtener indebi-
damente devoluciones derivadas de la normativa de 
cada tributo.

2.- La infracción tributaria prevista en este artículo 
será leve, grave o muy grave de acuerdo con lo que 
se dispone en los apartados siguientes.

3.- La base de la sanción será la cantidad devuel-
ta indebidamente como consecuencia de la comisión 
de la infracción.

4.- La infracción tributaria será leve cuando la 
base de la sanción sea inferior o igual a 3.000 euros 
o,siendo superior, no exista ocultación.

La sanción por infracción leve consistirá en multa 
pecuniaria proporcional del 50 por ciento.

5.- La infracción será grave cuando la base de la 
sanción sea superior a 3.000 euros y exista oculta-
ción.

La infracción tributaria también será grave, cual-
quiera que sea la cuantía de la base de la sanción, 
en los supuestos siguientes:

a) Cuando se hayan utilizado facturas, justifican-
tes o documentos falsos o falseados.

b) Cuando la incidencia de haber llevado incorrec-
tamente los libros o registros represente un porcen-
taje superior al 10 por ciento o inferior o igual al 50 
por ciento de la base de la sanción.

6.- La utilización de medios fraudulentos determi-
nará que la infracción sea calificada en todo casa 
como muy grave.

Artículo 122 - Infracción tributaria por solicitar 
indebidamente devoluciones, beneficios o incen-
tivos fiscales.

1.- Constituye infracción tributaria solicitar indebi-
damente devoluciones derivadas de la normativa de 
cada tributo mediante la omisión de datos relevantes 
o la inclusión de datos falsos en autoliquidaciones, 

comunicaciones de datos o solicitudes, sin que las 
devoluciones se hayan obtenido.

2.- La infracción tributaria prevista en este artículo 
será grave. La base de la sanción será la cantidad 
indebidamente solicitada. La sanción consistirá en 
multa pecuniaria proporcional del 15 por ciento.

Artículo 123 - Infracción tributaria por presen-
tar incorrectamente autoliquidaciones o declara-
ciones sin que se produzca perjuicio económico 
o contestaciones a requerimientos individualiza-
dos de información.

1.- Constituye infracción tributaria presentar de 
forma incompleta, inexacta o con datos falsos au-
toliquidaciones o declaraciones, siempre que no se 
haya producido perjuicio económico a la Hacienda 
Pública, o contestaciones a requerimientos indivi-
dualizados de información.

2.- La infracción prevista en este artículo será gra-
ve y se sancionará de acuerdo con lo que disponen 
los siguientes apartados.

3.- Si se presentan autoliquidaciones o declara-
ciones incompletas, inexactas o con datos falsos, 
la sanción consistirá en una multa pecuniaria fija de 
150 euros.

4.- Si es presentan declaraciones censales in-
completas, inexactas o con datas falsas, la sanción 
consistirá en multa pecuniaria fija de 250 euros.

5.- Tratándose de requerimientos individualizados 
o de declaraciones exigidas con carácter general 
en cumplimiento de la obligación de suministro de 
información recogida en los artículos 93 y 94 de la 
Ley General Tributaria, que hayan sido contestados 
o presentadas de forma incompleta, inexacta o con 
datos falsos, la sanción consistirá en:

a) Cuando los datos no estén expresados en mag-
nitudes monetarias, multa pecuniaria fija de 200 euros 
por cada dato o conjunto de datos referidos a una mis-
ma persona o entidad omitida, inexacta o falsa.

b) Cuándo los datos estén expresados en unida-
des monetarias, multa pecuniaria proporcional de 
hasta el 2 por ciento del importe de las operaciones 
no declaradas o declaradas incorrectamente, con un 
mínimo de 500 euros.

6.- Las sanciones a las cuales se refiere el apar-
tado 4 se graduarán incrementando la cuantía re-
sultante en un 100 por 100 en el caso de comisión 
repetida de infracciones tributarias.

Artículo 124 - Infracción tributaría por resis-
tencia, obstrucción, excusa o negativa a las ac-
tuaciones de la Administración tributaria local.

1.- Constituye infracción tributaria la resistencia, 
obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de 
la Administración tributaria local.

Se entiende producida esta circunstancia cuando 
el sujeto infractor, debidamente notificado al efecto, 
hubiera realizado actuaciones que tiendan a dilatar, 
entorpecer o impedir las actuaciones de la Adminis-
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tración tributaria en relación con el cumplimiento de 
sus obligaciones.

Entre otras, constituyen resistencia, obstrucción, 
excusa o negativa a las actuaciones de la Adminis-
tración tributaria las conductas siguientes:

a) No facilitar el examen de documentos, infor-
mes, antecedentes, libros, registros, ficheros, factu-
ras, justificantes y asientos de contabilidad principal 
o auxiliar, programas y archivos informáticos, siste-
mas operativos y de control y cualquier otro dato con 
trascendencia tributaria.

b) No atender algún requerimiento debidamente 
notificado.

c) Negar o impedir indebidamente la entrada o 
permanencia en fincas o locales a los funcionarios de 
la Administración tributaria local o el reconocimiento 
de locales, máquinas, instalaciones y explotaciones 
relacionados con las obligaciones tributarias.

d) Las coacciones a los funcionarios de la Admi-
nistración tributaria local.

2.- La infracción prevista en este artículo será grave.
3.- La sanción consistirá en multa pecuniaria fija 

de 150 euros salvo que sea de aplicación lo que dis-
ponen los apartados 4, 5 o 6 del artículo 203 de la 
LGT; en este caso, se aplicarán las multas pecunia-
rias previstas en el mencionado precepto.

Artículo 125 - Otras infracciones tributarias.
1.- También se considerarán infracciones tributarias:
a) Determinar o acreditar improcedentemente 

partidas positivas o negativas o créditos tributarios 
aparentes.

b) Imputar incorrectamente deducciones, bonifi-
caciones y pagos a cuenta o no imputar bases impo-
nibles, rentas o resultados para las entidades some-
tidas a un régimen de imputación de rentas.

c) No presentar en plazo autoliquidaciones o de-
claraciones sin que se produzca perjuicio económi-
co.

d) Incumplir la obligación de comunicar el domici-
lio fiscal y los cambios que se produzcan.

e) Incumplir obligaciones contables, registrales, 
de facturación o documentación.

f) Incumplir las obligaciones relativas a la utiliza-
ción del número de identificación fiscal o de otros 
números o códigos establecidos por la normativa tri-
butaria.

2.- Todos estos incumplimientos se calificarán y 
sancionarán, respectivamente, tal como disponen 
los artículos 195 a 202 de la Ley General Tributaria y 
el Real Decreto 2063/2004, de 15 de octubre, por el 
que se aprueba el Reglamento general del régimen 
sancionador tributario.

Artículo 126 - Liquidación de intereses de de-
mora en el procedimiento inspector.

1.- De acuerdo con el artículo 26 de la Ley Gene-
ral Tributaria, se exigirán intereses de demora cuan-

do acabe el plazo de pago en período voluntario de 
una deuda resultante de una liquidación practicada 
por la Administración o del importe de una sanción 
sin que el ingreso se haya efectuado, cuando finali-
ce el plazo establecido para la presentación de una 
autoliquidación o declaración sin que se hubiera pre-
sentado o lo haya sido de forma incorrecta, cuando 
se suspenda la ejecución del acto administrativo, 
cuando se inicie el período ejecutivo, excepto de los 
supuestos que se contemplan, o cuando el obligado 
tributario haya obtenido una devolución improceden-
te.

2.- El interés de demora será exigible durante el 
tiempo que se extienda el retraso del obligado. No 
obstante, no se exigirán intereses de demora por el 
tiempo que transcurra hasta el final del plazo de pago 
en período voluntario abierto por la notificación de la 
resolución que pone fin a la vía administrativa en un 
recurso o reclamación contra una sanción tributaria.

3.- Los órganos de inspección de los tributos in-
cluirán los intereses de demora en las propuestas de 
liquidación consignadas en las actas y en las liquida-
ciones tributarias que practiquen, teniendo en cuenta 
las siguientes especialidades.

a) En el caso de actas con acuerdo, los intereses 
de demora se calcularán hasta el día en que haya de 
entenderse dictada la liquidación por transcurso del 
plazo establecido legalmente.

b) En el caso de actas de conformidad, los intere-
ses de demora se liquidaran hasta el día en que haya 
de entenderse dictada la liquidación por transcurso 
del plazo establecido legalmente, excepto que ante-
riormente se notifique acuerdo confirmando la pro-
puesta de liquidación; supuesto en el cual la fecha 
final será la del acuerdo que aprueba la liquidación.

c) En el caso de actas de disconformidad, los in-
tereses de demora se liquidaran provisionalmente 
hasta el día que acabe el plazo para formular ale-
gaciones, y definitivamente hasta la fecha en que se 
practique la liquidación correspondiente.

Artículo 127 - Procedimiento sancionador.

1.- El procedimiento sancionador en el ámbito tri-
butario local se lleva a cabo teniendo en cuenta las 
normas especiales de la Ley General Tributaria so-
bre potestad sancionadora, el Reglamento General 
del Régimen Sancionador Tributario y las normas re-
guladoras del procedimiento sancionador en materia 
administrativa.

2.- El procedimiento sancionador en materia tri-
butaria se tramitará de forma separada a los de apli-
cación de los tributos, excepto que se trate de ac-
tas con acuerdo o que el obligado haya renunciado 
expresamente a la tramitación separada. No podrá 
incoarse expediente sancionador respecto de la per-
sona o entidad que haya sido objeto del procedimien-
to cuando haya transcurrido un plazo de tres meses 
desde que se notificó o se entendiera notificada la li-
quidación o resolución derivada de un procedimiento 
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iniciado mediante declaración o de un procedimiento 
de verificación de datos, comprobación o inspección.

3.- El procedimiento sancionador en materia tri-
butaria se iniciará siempre de oficio, mediante no-
tificación del acuerdo del órgano competente, que 
a falta de designación expresa será el mismo que 
tenga atribuida la competencia para su resolución. 
Esta notificación de inicio del expediente recogerá la 
identificación de la persona o entidad presuntamente 
responsable, la conducta que motiva la incoación del 
procedimiento, su posible calificación y las sancio-
nes que le pudieran corresponder, el órgano compe-
tente para resolver el procedimiento, la identificación 
del instructor y la indicación del derecho a formular 
alegaciones y la audiencia en el procedimiento, así 
como el momento y los plazos para ejercerlos.

4.- El procedimiento sancionador en materia tri-
butaria se desarrollará de acuerdo con las normas 
especiales sobre actuaciones y procedimientos tri-
butarios recogidos en el artículo 99 de la Ley Gene-
ral Tributaria, las normas sobre su instrucción que 
establece el artículo 210 de la mencionada Ley y las 
disposiciones concordantes del Reglamento General 
del Régimen Sancionador Tributario.

5.- El procedimiento sancionador ha de concluir 
siempre mediante resolución expresa o por caduci-
dad, en un plazo de seis meses contados desde la 
notificación de inicio del procedimiento hasta la noti-
ficación de la resolución procedente. Si se ha exce-
dido este plazo, la caducidad impide el inicio de un 
procedimiento nuevo.

6.- El expediente se iniciará a propuesta del fun-
cionario que haya llevado a cabo las actuaciones de 
gestión, inspección o recaudación respectivamente, 
con autorización de la Alcaldía, y será instruido por el 
funcionario que se designe a este efecto.

7.- El órgano competente del Ayuntamiento para 
acordar e imponer sanciones tributarias es el Alcalde.

8.- Contra el acuerdo de imposición de las sancio-
nes sólo podrá interponerse recurso de reposición 
ante la Alcaldía, previo al contencioso administrativo. 
Las sanciones que deriven de actas con acuerdo no 
podrán ser impugnadas en vía administrativa.

9.- El acta de resolución del procedimiento san-
cionador podrá ser objeto de recurso independien-
te, excepto cuando se haya impugnado también la 
deuda tributaria, caso en que se acumularán ambos 
recursos. La interposición de un recurso contra las 
sanciones impide su ejecución hasta que sean fir-
mes en vía administrativa, sin necesidad de aportar 
ninguna garantía para suspender la ejecución.

Artículo 128 - Procedimiento sancionador 
abreviado.

1.- No obstante lo que dispone el párrafo 3º del 
artículo anterior, si a la vez de iniciarse el expedien-
te sancionador se encuentran en poder del órgano 
competente todos los elementos que permiten for-
mular la propuesta de imposición de sanción, esta 
propuesta se incorporará en el acuerdo de iniciación.

2.- Este acuerdo se notificará al interesado, indi-
cándole que se pone de manifiesto el expediente y 
concediéndole un plazo de 15 días para que alegue 
todo aquello que considere conveniente y presente 
los justificantes, documentos y pruebas que consi-
dere oportunos.

3.- Además, en el acuerdo de iniciación se le ad-
vertirá expresamente que si no formula alegaciones 
ni aporta nuevos documentos u otros elementos de 
prueba, se podrá dictar la resolución de acuerdo con 
la mencionada propuesta.

DISPOSICIÓN ADICIONAL - Normativa de apli-
cación y modificación de los preceptos de Orde-
nanza y de las referencias que hace la normativa 
vigente, con motivo de la promulgación de normas 
posteriores.

1.- En todo lo no dispuesto expresamente en la 
presente Ordenanza será de aplicación lo estableci-
do en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria; en el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 
5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales; en 
el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que 
se aprueba el Reglamento General de Recaudación; 
en el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el 
que se aprueba el Reglamento General de las actua-
ciones y los procedimientos de Gestión e Inspección 
Tributaria y de desarrollo de las normas comunes de 
los procedimientos de aplicación de los tributos y a 
cuantas otras disposiciones resulten de aplicación a 
nivel local en materia tributaria.

2.- Los preceptos de esta Ordenanza fiscal que, 
por razones sistemáticas reproduzcan aspectos de 
la legislación vigente y otras normas de desarrollo, 
y aquellos en que se hagan remisiones a preceptos 
de esta, se entenderá que son automáticamente mo-
dificados y/o sustituidos, en el momento en que se 
produzca la modificación de los preceptos legales y 
reglamentarios de que lleven causa.

DISPOSICIÓN FINAL.

1.- Se autoriza al Presidente para dictar cuantas 
instrucciones sean necesarias para la aplicación de 
la presente Ordenanza.

2.- Los expedientes que se encuentren pendien-
tes de finalización, se continuarán tramitando de 
acuerdo con lo establecido en la presente Ordenan-
za General.

3.- La presente Ordenanza será objeto de publi-
cación íntegra en el Boletín Oficial de la Provincia de 
Guadalajara, entrando en vigor una vez haya transcu-
rrido el plazo establecido en el artículo 65.2 de la Ley 
7/1985, Reguladora de las Bases del Régimen Local”.

Contra el presente acuerdo, conforme al artículo 
19 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de mar-
zo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas, se podrá interponer por 
los interesados recurso contencioso-administrativo, 
en el plazo de dos meses contados a partir del día 
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siguiente al de la publicación de este anuncio en el 
Boletín Oficial de la Provincia de Guadalajara, ante el 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.

En Yunquera de Henares a 8 de abril de 2015.– 
Documento firmado electrónicamente por el Alcalde, 
José Luis González León.

1457

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Espinosa de Henares

ANUNCIO DE APROBACIÓN PROVISIONAL

El Pleno del Ayuntamiento de Espinosa de Hena-
res, en sesión ordinaria celebrada el día 25 de mar-
zo de 2015, acordó la aprobación provisional de la 
modificación de la Ordenanza fiscal reguladora de 
la tasa por el otorgamiento de licencias urbanísticas.

Y en cumplimiento de lo dispuesto en el ar tícu-
lo 17.2 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, se so-
mete el expediente a información pública por el plazo 
de treinta días a contar desde el día siguiente de la 
inserción de este anuncio en el Boletín Oficial de la 
Provincia, para que los interesados1 puedan exami-
nar el expediente y presentar las reclamaciones que 
estimen oportunas.

Si transcurrido dicho plazo no se hubiesen pre-
sentado reclamaciones, se considerará aprobado 
definitivamente dicho acuerdo.

En Espinosa de Henares a 25 de marzo de 2015.– 
El Alcalde, Pedro Rubio Vaquero.

1463

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Matillas

ANUNCIO

En cumplimiento de cuanto dispone el ar tícu-
lo 212 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de 

1 De conformidad con lo previsto en el ar tícu lo 18 del Real De-
creto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Lo-
cales, tienen la consideración de interesados a los efectos de 
reclamar contra acuerdos provisionales:
- Los que tuvieran un interés directo o resulten afectados por 
tales acuerdos.
- Los Colegios Oficiales, Cámaras Oficiales, Asociaciones y de-
más Entidades legalmente constituidas para velar por los intere-
ses profesionales, económicos o vecinales, cuando actúen en 
defensa de los que les son propios.

las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y una vez que ha 
sido debidamente informada por la Comisión espe-
cial de cuentas, se expone al público la Cuenta ge-
neral correspondiente al ejercicio 2014, por un plazo 
de quince días, durante los cuales y ocho más quie-
nes se estimen interesados podrán presentar recla-
maciones, reparos u observaciones que tengan por 
convenientes.

En Matillas a 1 de abril de 2015.– El Alcalde, Igna-
cio Gordon Boza.

1711

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Yebes

ANUNCIO

NOTIFICACIÓN

De conformidad con lo establecido en el ar tícu-
lo 59.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común, habién-
dose intentado la notificación a los interesados por 
dos veces, sin que haya sido posible practicarla por 
causas no imputables a este Ayuntamiento, median-
te el presente anuncio se procede a la notificación 
del Decreto de la Alcaldía de fecha 24 de marzo de 
2015, en el que se resuelve dar de baja por inscrip-
ción indebida en el Padrón municipal de habitantes 
de Yebes a la persona que abajo se relaciona, por 
no habitar en los domicilios en los que figura empa-
dronado, en virtud de lo dispuesto por el Consejo de 
empadronamiento, en relación con la formación del 
censo electoral de extranjeros residentes en España 
y para la comprobación periódica de la continuidad 
de la residencia de todos los ciudadanos extranjeros 
que no están obligados a renovar su inscripción pa-
dronal cada dos años.

Apellidos y nombre Documento Nacionalidad

RODRÍGUEZ 
LUENGO, ANDREA 
EUGENIA

X04628974V Suecia

Contra la presente resolución, que agota la vía 
administrativa, se podrá interponer potestativamente 
recurso de reposición ante el Alcalde de este Ayun-
tamiento, en el plazo de un mes contado a partir del 
día siguiente a aquel en que aparezca publicado el 
presente anuncio en el BOP o de no hacer uso de 
dicho recurso de reposición, recurso contencioso-
administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo en Guadalajara, en el plazo de dos 
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meses conforme a lo dispuesto en el ar tícu lo 109.c) 
de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común y ar tícu lo 46 de la 
Ley 29/1998 de 13 de julio, Reguladora de la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa.

En Yebes a 8 de abril de 2015.– El Alcalde, José 
Joaquín Ormazábal Fernández.

1458

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Cañizar

EDICTO

Aprobado definitivamente por este Ayuntamiento 
el Presupuesto general y Plantilla de personal para 

el ejercicio de 2015, se hace público, de conformidad 
con lo establecido en los ar tícu los 169 del Real De-
creto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales, y 127 del Real Decreto 
Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de las disposiciones le-
gales vigentes en materia de Régimen Local, su re-
sumen a nivel de capítulos.

INGRESOS PREVISIONES INICIALES

1 Impuestos directos 55.300,00

2 Impuestos indirectos 1.600,00

3 Tasas y otros ingresos 30.750,00

4 Transferencias corrientes 20.450,00

5 Ingresos patrimoniales 6.670,00

6 Enajenación de inversiones reales 0,00

7 Transferencias de capital 11.282,00

8 Activos financieros 0,00

9 Pasivos financieros 0,00

Total ingresos 126.052,00

GASTOS PREVISIONES INICIALES

1 Gastos de personal 27.668,00

2 Gastos en bienes corrientes y servicios 71.745,00

3 Gastos financieros 110,00

4 Transferencias corrientes 13.730,00

5 Fondo de contingencia y Otros imprevistos 0,00

6 Inversiones reales 12.282,00

7 Transferencias de capital 0,00

8 Activos financieros 0,00

9 Pasivos financieros 0,00

Total Gastos 125.535,00
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Podrán interponer recurso contencioso-adminis-
trativo contra el referido presupuesto, en un plazo de 
dos meses a contar desde el siguiente día de la pu-
blicación de este anuncio en el BOP, las personas y 
Entidades a que hacen referencia los ar tícu los 63.1 
de la Ley 7/1985 Reguladora de las Bases del Régi-
men Local y 170 del Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refun-
dido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
y por los motivos únicamente enumerados en el nú-
mero 2 del citado ar tícu lo 170.

Cañizar, 8 de marzo de 2015.– El Alcalde, Félix 
Villaverde Lucas.

1459

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Cañizar

EDICTO

Aprobado definitivamente por este Ayuntamiento 
la modificación presupuestaria 1/2015 del Presu-

puesto general para el ejercicio de 2015, se hace 
público, de conformidad con lo establecido en los ar-
tícu los 169 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, y 
127 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de 
abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de Régi-
men Local, su resumen a nivel de capítulos.

MODIFICACIÓN DE CRÉDITOS 1/2015 IMPORTE FINANCIACIÓN

SUBVENCIÓN IFS RTGG

6 INVERSIONES 13.718,00 0,00 13.718,00  

61
Inversiones de reposición 
de infraestructuras y bienes 
destinados al uso general

13.718,00

171 619 Acondicionamiento zona 
lavadero (ADAC) 3.718,00 0,00 3.718,00

1532 619 Barbacana Juego de Bolos 10.000,00 10.000,00

7 TRANSFERENCIAS DE 
CAPITAL 12.000,00 0,00 0,00 12.000,00

76 A Entidades Locales 12.000,00

165 761 760
A Diputaciones, Consejos o 
Cabildos. Aportación Municipal 
PPO

12.000,00 12.000,00

TOTAL MODIFICACIÓN PRESUPUESTARIA 25.718,00 0,00 13.718,00 12.000,00

Podrán interponer recurso contencioso-adminis-
trativo contra el referido presupuesto, en un plazo de 
dos meses a contar desde el siguiente día de la pu-
blicación de este anuncio en el BOP, las personas y 
Entidades a que hacen referencia los ar tícu los 63.1 
de la Ley 7/1985 Reguladora de las Bases del Régi-
men Local y 170 del Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refun-
dido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
y por los motivos únicamente enumerados en el nú-
mero 2 del citado ar tícu lo 170.

Cañizar, 8 de marzo de 2015.– El Alcalde, Félix 
Villaverde Lucas.

1705

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Yélamos de Arriba

ANUNCIO

Al no haberse presentado reclamaciones en el 
período de exposición pública, queda aprobado de-
finitivamente el Presupuesto general de este Ayun-
tamiento para el ejercicio 2015, comprensivo de las 
Bases de ejecución y la Plantilla de personal, publi-
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cando un resumen por capítulos del mismo, de con-
formidad con lo establecido en el ar tícu lo 169.3 del 
Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por 

el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Re-
guladora de las Haciendas Locales.

ESTADO DE GASTOS

Capítulo I. Gastos de personal  19.223

Capítulo II. Gastos en bienes corrientes y servicios  50.420

Capítulo III. Gastos financieros  300

Capítulo IV. Transferencias corrientes  8.082

Capítulo VI. Inversiones reales  16.857

Capítulo VII. Transferencias de capital 0

Capítulo VIII. Activos financieros 0

Capítulo IX. Pasivos financieros 0

TOTAL 94.872

ESTADO DE INGRESOS

Capítulo I. Impuestos directos 37.260

Capítulo II. Impuestos indirectos 270

Capítulo III. Tasas y otros ingresos 19.810

Capítulo IV. Transferencias corrientes 26.715

Capítulo V. Ingresos patrimoniales 7.235

Capítulo VI. Enajenación de inversiones reales 0

Capítulo VII. Transferencias de capital  3.582

Capítulo VII. Activos financieros 0

Capítulo IX. Pasivos financieros 0

TOTAL 94.872

PLANTILLA DE PERSONAL

A) FUNCIONARIO.

Denominación plaza: Secretaría Intervención.

N.º plazas: 1.

Nivel CD: 18.

Forma de provisión. Interno.

Observaciones: En agrupación.

B) PERSONAL LABORAL.

Denominación plaza: Limpiadora.

N.º plazas: 1.

Provisión: Laboral fijo.

Observaciones: Vacante.

De conformidad con lo establecido en el art. 171 
del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Ha-
ciendas Locales, contra la aprobación definitiva del 
presupuesto podrá interponerse directamente recur-
so contencioso-administrativo, en la forma y los pla-
zos que establecen las normas de dicha Jurisdicción.

En Yélamos de Arriba a 23 de abril de 2015.– El 
Alcalde, Octavio Fernández Prieto.

1717

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de El Casar

ANUNCIO

Transcurrido el período de exposición al público 
del acuerdo provisional de aprobación de la Orde-
nanza municipal de Honores, Distinciones, Protoco-
lo, Ceremonial y Símbolos del municipio de El Casar. 
No habiéndose presentado reclamación alguna, de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley 7/1985, de 
2 de abril, Reguladora de Bases de Régimen Local, 
queda aprobado definitivamente el acuerdo hasta 
entonces provisional.

El texto íntegro, en documento Anexo, se publica 
en el Boletín Oficial de la Provincia.
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Contra los presentes acuerdos definitivos, los in-
teresados podrán interponer recurso contencioso-
administrativo ante el Tribunal Superior de Justicia 
de Castilla-La Mancha en el plazo de dos meses, 
contados a partir del día siguiente al de la publica-
ción de este acuerdo, y el texto de las ordenanzas.

En El Casar a 10 de marzo de 2015.– El Alcalde, 
Pablo Sanz Pérez.

ORDENANZA MUNICIPAL DE HONORES, 
DISTINCIONES, PROTOCOLO, CEREMONIAL Y 

SÍMBOLOS DEL MUNICIPIO DE EL CASAR

TÍTULO I. HONORES Y DISTINCIONES

CAPÍTULO I. 
De los Honores del Ayuntamiento

Ar tícu lo 1.
1) Los honores que el Excmo. Ayuntamiento de 

El Casar podrá conferir para premiar especiales me-
recimientos, servi cios extraordinarios prestados a la 
ciudad serán los siguientes:

1. Título de hijo predilecto de El Casar.
2. Título de hijo adoptivo de El Casar.
3. Medalla de la Villa de El Casar al mérito.
4. El Libro de Visitantes Ilustres de la Villa de El 

Casar.
5. Las llaves de la Villa de El Casar.
2) Las distinciones señaladas en el ar tícu lo an-

terior son meramente honoríficas, sin que puedan 
otorgar ningún derecho económico ni administrativo.

Ar tícu lo 2.
1) Con la sola excepción de S. M. El Rey, ningu-

na de las precedentes distinciones y honores podrán 
ser otorgadas a personas que desempeñen altos 
cargos en la administración, y respecto de los cuales 
se encuentre la corporación en relación de subordi-
nada jerarquía, función o servi cio, en tanto subsistan 
estos motivos.

2) En todos los demás casos, la concesión de las 
distinciones honoríficas expresadas deberá ir prece-
dida del cumplimiento de las normas establecidas en 
la presente ordenanza.

CAPÍTULO II. 
De los títulos de Hijo Predilecto y de Hijo 

Adoptivo

Ar tícu lo 3.
1) La concesión del Título de Hijo Predilecto de El 

Casar, solo podrá recaer en quienes, habiendo na-
cido en la Villa, hayan destacado de forma extraor-
dinaria por cualidades o méritos personales o por 
servi cios prestados en beneficio u honor de El Casar, 
que hayan alcanzado consideración indiscutible en 
el concepto público.

2) La concesión del Título de Hijo Adoptivo de El 
Casar, podrá otorgarse a las personas que, sin haber 
nacido en la Villa de El Casar, reúnan las circunstan-
cias señaladas en el párrafo anterior.

3) Tanto el título de Hijo Predilecto como el de 
Adoptivo podrán ser concedidos, con el carácter de 
póstumo, siempre que en el fallecido hayan concurri-
do los merecimientos antes mencionados.

Ar tícu lo 4.
1) Los títulos de Hijo Predilecto y Adoptivo, ambos 

de igual distinción, constituyen la mayor distinción 
del Ayuntamiento, por lo que su concesión se hará 
siempre utilizando criterios muy restrictivos.

2) Los títulos anteriores tendrán carácter vitali-
cio y, una vez otorgado para cada uno de ellos, no 
podrán conferirse otros mientras vivan las personas 
favorecidas, a menos que se trate de un caso muy 
excepcional, a juicio de la corporación, que habrá de 
declarar esa excepcionalidad previamente en sesión 
plenaria y por unanimidad.

Ar tícu lo 5.
1) La concesión de los títulos de Hijo Predilecto 

y de Hijo Adoptivo será acordada por la corporación 
municipal, con el voto favorable de la mayoría abso-
luta de la misma, a propuesta del Alcalde y previo 
expediente, en el que deberán quedar acreditados 
los merecimientos que justifiquen estos honores.

2) Acordada la concesión de cualquiera de los 
dos títulos anteriores, la corporación municipal seña-
lará la fecha en que se reunirá para hacer entrega al 
agraciado, en sesión solemne, del diploma y de las 
insignias que acrediten la distinción.

3) El expresado diploma deberá extenderse en un 
pergamino artístico y contendrá, de manera muy su-
cinta, los merecimientos que justifican la concesión: 
La insignia se ajustará al modelo que, en su día, 
apruebe la corporación, en el que deberá figurar, en 
todo caso, el escudo de armas de la Villa, así como 
la inscripción de Hijo Predilecto o de Hijo Adoptivo, 
según proceda.

Ar tícu lo 6.
Las personas a quienes se concedan los títulos 

de Hijo Predilecto o Hijo Adoptivo de la ciudad ten-
drán derecho a acompañar a la corporación munici-
pal en los actos o solemnidades a que esta concurra, 
ocupando el lugar que, para ello, le esté señalado. A 
tal efecto, el Alcalde dirigirá a los agraciados una co-
municación oficial en la que se le comunique el lugar 
y la hora de la celebración del acto o solemnidad y 
participándoles la invitación a asistir.

CAPÍTULO III. 
De la Medalla de la Villa de El Casar al mérito

Ar tícu lo 7.
La Medalla de El Casar es una recompensa mu-

nicipal, creada para premiar méritos extraordinarios 
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que concurran en personalidades, entidades o cor-
poraciones, tanto nacionales como extranjeras, por 
haber prestado servi cios a la Villa de El Casar o dis-
pensado honores a ella.

Ar tícu lo 8.
La Medalla de la Villa de El Casar será acuñada 

en metal y penderá de una cinta de seda del color de 
la bandera de la Villa, con pasador del mismo metal 
que la medalla.

Ar tícu lo 9.
1) La concesión de la Medalla de El Casar deberá 

efectuarse antes de concluir el año, al objeto de dispo-
ner de los datos precisos sobre los mejores servi cios 
prestados. El acuerdo de concesión será adoptado 
por la mayoría absoluta de los concejales asistentes, 
y aquella caducará con la muerte del agraciado, de-
jando libre la posibilidad de conceder otra.

2) Cuando la concesión de medallas se haga en 
favor de los funcionarios municipales, serán de apli-
cación, además de las normas establecidas en este 
Reglamento, las contenidas en la legislación vigente 
sobre los funcionarios de Administración Local.

3) La concesión de medallas al mérito, o recom-
pensas a funcionarios municipales, se fundamentará 
en el reconocimiento de especiales merecimientos 
por su dedicación en el cumplimiento de sus funcio-
nes, cuando esté plenamente justificado, quedando 
constancia de todo ello en el expediente, las apor-
taciones al desarrollo del municipio en los aspectos 
educativo, cultural, sanitario, deportivo, de presta-
ción de servi cios sociales, en el orden urbanístico y 
desde el punto de vista financiero o tributario, u otro 
merecimiento semejante.

Ar tícu lo 10.
1) Las condecoraciones otorgadas serán objeto 

de un acto solemne de entrega de los correspon-
dientes diplomas, en la forma que el Ayuntamiento 
disponga.

El diploma será extendido en pergamino artístico, 
y la medalla y el distintivo de solapa se ajustará al mo-
delo que apruebe el Ayuntamiento, de conformidad 
con lo dispuesto en el ar tícu lo 8 de esta Ordenanza.

CAPÍTULO IV. 
Del procedimiento de concesión de honores

Ar tícu lo 11.
1) La concesión de cualquiera de los honores a 

que se refiere esta Ordenanza, requerirá la instruc-
ción previa del oportuno expediente, que sirva para 
determinar los méritos o circunstancias que aconse-
jen aquella concesión.

2) Cuando se trate de conceder honores a perso-
nalidades extranjeras, y exigencias de tiempo así lo 
aconsejen, el expediente podrá ser sustituido por un 
escrito razonado del Alcalde, dirigido al Ayuntamien-
to Pleno o a su Junta de Gobierno para que cual-

quiera de ellos puedan facultarle previamente, a fin 
de que, en nombre de la corporación, pueda conferir 
la distinción o distinciones que juzgue adecuadas, 
dando cuenta a aquella en la primera sesión plenaria 
que celebre.

3) La iniciación del procedimiento se hará por de-
creto del Alcalde-Presidente bien por propia iniciati-
va o a requerimiento de la Comisión de Educación 
y Cultura o con motivo de petición razonada de un 
organismo oficial o de entidad o asociación de reco-
nocida solvencia. Cuando la propuesta se refiera a 
un funcionario de la corporación, se estará a lo dis-
puesto en el número 3 del ar tícu lo 9.

4) En el decreto de la Alcaldía se designará de 
entre los Concejales un instructor que se ocupará de 
la tramitación del expediente.

Ar tícu lo 12.

1) El instructor practicará cuantas diligencias es-
time necesarias para investigar los méritos del pro-
puesto, solicitando informes y recibiendo declaración 
de cuantas personas o representantes de entidades 
puedan suministrar datos, antecedentes o referen-
cias que conduzcan al esclarecimiento de aquellos.

2) Terminada la práctica de cuantas diligencias 
fueran acordadas, el instructor formulará propuesta 
motivada, que elevará a la Comisión de Cultura del 
Ayuntamiento, para que esta, con su dictamen, la re-
mita a la Alcaldía-Presidencia.

3) El Alcalde-Presidente, a la vista del dictamen 
de la Comisión, podrá acordar la ampliación de dili-
gencias o aceptar plenamente el dictamen, y, en uno 
y otro caso, someter por escrito razonado al Pleno 
del Ayuntamiento el expediente, para que acuerde la 
resolución que estime procedente, en la forma que 
se dispone en esta Ordenanza.

Ar tícu lo 13.

1) Un extracto de los acuerdos de la corporación 
otorgando cualquiera de los honores citados deberá 
inscribirse en un libro registro, que estará al cargo 
del titular de la Secretaría del Ayuntamiento. El libro-
registro estará dividido en tres secciones, una para 
cada una de las recompensas honoríficas reguladas 
en esta Ordenanza.

2) En cada una de las secciones anteriores, se 
inscribirán, por orden cronológico de concesión, los 
nombres y circunstancias personales de cada uno 
de los favorecidos, la relación de méritos que moti-
varon la concesión, la fecha de esta y, en su caso, la 
de su fallecimiento.

3) El Ayuntamiento podrá privar de las distincio-
nes que son objeto de esta Ordenanza, con la con-
siguiente cancelación del asiento en el libro-registro, 
cualquiera que sea la fecha en que hubieran sido 
conferidas, a quienes incurran en faltas que aconse-
jen esta medida extrema. El acuerdo de la corpora-
ción, en que se adopte esta medida, irá precedido de 
la propuesta y el informe reservado de la Alcaldía y 
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requerirá el mismo número de votos que fue necesa-
rio para otorgar la distinción de que se trate.

Ar tícu lo 14.
Los honores que la corporación pueda otorgar 

al Rey no requerirán otro procedimiento que la pre-
via consulta a la Casa de Su Majestad y, en ningún 
caso, se incluirán en el cómputo numérico que, como 
limitación establece la presente Ordenanza.

CAPÍTULO V. 
Del libro de Visitantes Ilustres de la Villa de El 

Casar

Ar tícu lo 15.
1) Bajo la directa responsabilidad de la Alcaldía y 

custodia por el Secretario del Ayuntamiento, existirá 
el Libro de Visitantes Ilustres de la Villa de El Casar, 
en el que estamparán su firma y rúbrica las persona-
lidades que, en el orden político, cultural, científico o 
por méritos de cualquier índole, de pública notorie-
dad, visiten el municipio y que, por propia iniciativa a 
invitación de la Alcaldía-Presidencia de la Corpora-
ción o con ocasión de presencia oficial, comparez-
can en el Ayuntamiento.

La formulación de invitación, al objeto de que la 
persona física distinguida signe en el Libro de Visi-
tantes Ilustres de la Villa de El Casar, será adoptada 
por Resolución de la Alcaldía-Presidencia, que po-
drá someterla, si así lo estima, a la consideración de 
cualquier órgano colegiado de la corporación.

CAPÍTULO VI. 
Las Llaves de la Villa

Ar tícu lo 16.
1) Los miembros de corporaciones locales y de 

otra índole que se hallen ejerciendo el cargo o lo ha-
yan ejercido, con carácter de pública notoriedad y 
reconocido prestigio, que por cualquier circunstan-
cia visiten la Villa, podrán ser objeto de la entrega, 
en acto público y solemne, de las Llaves de la Villa, 
de forma simbólica, pudiendo ser invitados, una vez 
finalizado el mismo, a que estampe su firma en el 
Libro de Visitantes Ilustres de la Villa de El Casar.

2) La entrega de las Llaves de la Villa habrá de 
ser adoptada por la corporación municipal en Ple-
no, mediante acuerdo que, en ningún caso, requerirá 
mayoría cualificada.

3) No habrá limitación en número para la entrega 
de Llaves de la Villa, no obstante lo cual, se estable-
ce que no podrán ser otorgados al año más de doce 
distinciones de libramiento de llaves de la Villa.

CAPÍTULO VII. 
Del Libro-Registro de Honores y Distinciones

Ar tícu lo 17.
1) A cargo del Secretario de la corporación, bajo 

su custodia y responsabilidad, el Ayuntamiento lleva-

rá un Libro-Registro de Honores y Distinciones en el 
que habrán de anotarse, por Capítulos, los nombres 
de las personas o denominación social de las enti-
dades que hayan sido objeto de la concesión de ho-
nores y distinciones en sus diferentes modalidades, 
descritas en los números 1 al 3 del ar tícu lo 9 de esta 
Ordenanza.

2) En el Libro-Registro de Honores y Distinciones 
se anotarán sucintamente, junto al nombre y apelli-
dos o denominación social de las personas físicas o 
jurídicas a las que se hubieren concedido los hono-
res y distinciones, los meritos contraídos y la fecha 
de aprobación de la concesión de honores en sesión 
plenaria de la corporación.

TÍTULO II. EL HERMANAMIENTO ENTRE 
MUNICIPIOS

CAPÍTULO I. 
Del Hermanamiento

Ar tícu lo 18.
La corporación municipal en Pleno, por mayoría 

absoluta, podrá acordar el establecimiento de víncu-
los de hermanamiento con aquellos municipios que, 
por razones de orden cultural, histórico, de situación 
geográfica o características semejantes por la activi-
dad económica principal de la población, la proble-
mática general del municipio, similitudes en el origen 
de la toponimia o en la versión actual de la denomi-
nación oficial del término, se encuentren ligados por 
lazos tradicionales, en el orden consuetudinario o en 
la existencia actual de nexos de unión, por cualquier 
circunstancia que se halle debidamente fundada, 
quedando constancia de todo ello en el expediente.

Ar tícu lo 19.
1) Podrán ser objeto de hermanamiento con este 

municipio poblaciones sitas en el territorio nacional 
como en Estados que mantengan relaciones diplo-
máticas con España.

2) Como consecuencia de la suscripción del Con-
venio de Hermanamiento a que haya lugar, podrá 
acordarse el intercambio de experiencias en el ámbi-
to del ejercicio de la Administración municipal entre 
ambas corporaciones, y, con ocasión de celebracio-
nes de actos festivos en el desarrollo de fiestas, se 
procurará la participación preferente de grupos fo-
lklóricos, teatrales y musicales y de exposiciones y 
trabajos de investigación con el municipio con que se 
produzca el Hermanamiento.

TÍTULO III. PROTOCOLO Y CEREMONIAL

Ar tícu lo 20.
Corresponde al Concejal Delegado de Protocolo o 

funcionario en quien delegue, en su caso, la organiza-
ción de los Servi cios de Protocolo y la programación, 
planificación o supervisión del ceremonial, de todos 
los actos que organice el Consistorio o participen 
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miembros de la corporación, estableciendo el orden 
de precedencias e intervenciones y de los mismos.

Ar tícu lo 21.
1) Sin perjuicio de lo establecido en el Ordena-

miento General de Precedencias del Estado y de la 
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, en 
los actos en los que no concurran autoridades del 
Estado y de la Junta de Comunidades de Castilla-
La Mancha, en los que habría que atenerse a las 
citadas normativas, en los Actos Públicos Oficiales 
que organice el Ayuntamiento que se celebren en el 
término municipal, se atendrá al siguiente orden de 
disposición y situación de personalidades asistentes 
a recepciones oficiales, desfiles y demás actos ofi-
ciales:

Alcalde de El Casar.
Presidente de la Excma. Diputación Provincial 
de Guadalajara
Alcalde de la capital de la provincia.
Tenientes de Alcalde, según su orden, y Con-
cejales del Grupo de Gobierno.
Portavoces según su orden.
Concejales en la actualidad.
Juez de Paz.
Exalcaldes del municipio.
Alcaldes-Presidentes de los municipios de la 
comarca.
Exconcejales del municipio.
Comandante de puesto de la Guardia Civil.
Representantes de las confesiones religiosas 
de la localidad.
Representantes de los partidos políticos con 
implantación en el municipio.
Presidente del Consejo Escolar Municipal y Di-
rectores de centros de enseñanza.
Presidentes de las entidades urbanísticas de 
conservación y comunidades de propietarios 
de las urbanizaciones.
Representantes entidades civiles y asociacio-
nes no lucrativas.

2) El Alcalde-Presidente podrá modificar este or-
den cuando las circunstancias lo requieran, en fun-
ción de que nos visiten autoridades o personalidades 
ilustres que, aun no figurando en los Ordenamientos 
de Precedencias del Estado o Comunidad Autónoma 
ni Local, puede darseles la debida atención protoco-
laria.

3) En el caso de que actúe por representación ex-
presa, la personalidad asistente ocupará la posición 
de la autoridad cuya delegación ostente, salvando el 
orden de preeminencia que, por razón de su cargo, 
le pertenezca.

Ar tícu lo 22.
1) En la recepción de autoridades, cuando el acto 

público tenga lugar en el interior de un edificio, los 

miembros de la policía local serán los funcionarios 
encargados de rendir honores, bajo las órdenes del 
Sr. Alcalde-Presidente, Concejal delegado o Jefe del 
cuerpo.

2) Podrá acordarse que una banda de música 
efectúe la interpretación de piezas musicales ade-
cuadas al contenido y objeto del acto que está pre-
visto tenga lugar.

3) La colocación o posicionamiento espacial de 
autoridades se ajustará, en la medida de lo posible, 
al orden de precedencias establecido, de modo que 
la Presidencia del acto ocupará el centro de la Tribu-
na, a su derecha el anfitrión y, así sucesivamente, a 
derecha e izquierda de ambos las restantes autori-
dades por la jerarquía protocolaria ordenada.

4) En sitial preferente, con un orden de situación 
semejante al establecido para las autoridades, se si-
tuarán las esposas o esposos de los mismos, y de-
más familiares que fueran invitados.

5) En recepciones donde se celebren banque-
tes oficiales, los cónyuges de las autoridades, de 
igual modo, tomarán asiento en Tribuna preferente, 
situándose a izquierda y derecha de la presidencia 
y anfitrión, por orden inverso y siguiendo alternati-
vamente el orden de precedencia señalado para los 
respectivos cónyuges, ocupando asiento reservado 
junto al cónyuge del que le precede en jerarquía.

Ar tícu lo 23.

1) En los actos al aire libre, la presidencia de la 
corporación podrá resolver que se proceda al acor-
donamiento de la zona o a la interrupción del tráfico, 
en tanto se desarrolla el acto, yendo a cargo de la 
Policía local, y demás miembros de las fuerzas de 
seguridad que intervengan, la protección de las au-
toridades y la cooperación para el mejor desarrollo 
del acto.

2) Cuando se proceda a la inauguración oficial de 
edificio o instalación, se instalará placa conmemo-
rativa en la que serán inscritos el objeto del acto y 
la fecha, que será cubierta con las banderas que se 
establezcan por acuerdo municipal, consistiendo el 
objeto principal del acto en el descubrimiento de la 
placa y en la declaración oficial de recepción pública 
del edificio o instalación construida.

3) Cuando se celebren desfiles y demás actos en 
los que participe el Ayuntamiento, tanto porque sea 
el organizador como por haber sido invitado formal-
mente, el Sr. Alcalde-Presidente de la Corporación o 
Concejal en quien delegue expresamente, ocupará 
el lugar preeminente que le corresponda como pri-
mera autoridad municipal, sin perjuicio de la presen-
cia de autoridades de ámbito estatal, regional o de la 
comunidad autónoma y provincial, en cuyo caso la 
ordenación protocolaria del acto se atenderá al orde-
namiento de precedencias, establecido en el art. 21 
de este Reglamento, si la organización proviene de 
iniciativa de la Administración municipal, y a motivos 
de cortesía, si el acto obedece a iniciativa de otra 
entidad o institución.
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TÍTULO IV. SÍMBOLOS DEL MUNICIPIO

CAPÍTULO I. 
Los símbolos del municipio

Ar tícu lo 24.

Los símbolos del municipio de El Casar son la 
bandera y el escudo heráldico.

CAPÍTULO II. 
De la Bandera

Ar tícu lo 25.

1) La bandera del municipio de El Casar es la que 
se determine en su momento, puesto que en la ac-
tualidad no existe.

2) La bandera tendrá las dimensiones de 
1,60 x 2,40 m.

CAPÍTULO III. 
Del Escudo Heráldico Municipal

Ar tícu lo 26.

El escudo heráldico municipal es el aprobado por 
la corporación municipal con fecha 13 de diciembre 
de 1988.

CAPÍTULO IV. 
Del uso de los Símbolos

Ar tícu lo 28.

1) La bandera del municipio deberá ondear en el 
exterior y ocupar lugar preferente en el interior los 
días festivos y demás jornadas en que así se acuer-
de, en todos los edificios públicos y civiles de titu-
laridad pública del municipio de El Casar, sin per-
juicio de la preeminencia de la bandera del Estado, 
de la Comunidad Autónoma y de la Unión Europea, 
de conformidad con lo establecido en la legislación 
vigente.

Ar tícu lo 29.

Se prohíbe la utilización en la bandera del muni-
cipio de cualesquiera símbolos o siglas de partidos 
políticos, sindicatos, organizaciones empresariales 
y demás asociaciones y entidades privadas corres-
pondientes con los anteriores.

Ar tícu lo 30.

Los miembros de la corporación y funcionarios de 
la Administración municipal, en especial los de la Po-
licía local, vienen obligados a corregir en el acto las 
infracciones sobre uso ilegítimo de los símbolos del 
municipio, restableciendo la situación legal que haya 
sido conculcada.

Ar tícu lo 31.

Los ultrajes y ofendas a la bandera y al escudo 
heráldico municipales, serán sancionados de acuer-

do con lo dispuesto en las Leyes y en las Ordenan-
zas y Reglamentos del Ayuntamiento.

Ar tícu lo 32.

El escudo heráldico municipal deberá figurar en:

1.- Edificios y establecimientos del Ayuntamiento 
de El Casar.

2.- Cualquier medio de difusión oficial del Ayun-
tamiento.

3.- Ve hícu los de la Policía local y demás bienes o 
medios de transporte de titularidad municipal.

4.- Los diplomas o títulos de todo orden expedi-
dos por el Ayuntamiento.

5.- Los documentos, impresos, sellos y membre-
tes de uso oficial del Ayuntamiento de El Casar.

6.- Las publicaciones oficiales, libros, catálogos, 
folletos y programas de mano, editados o distribui-
dos por el Ayuntamiento u organismos dependientes 
del mismo.

7.- Los distintivos utilizados por el Alcalde-Presi-
dente, Concejales, funcionarios y representantes del 
Ayuntamiento.

8.- Los objetos de uso oficial de carácter repre-
sentativo.

9.- Los demás casos en que, por analogía en los 
supuestos antes previstos, así se acuerde por el Ple-
no municipal por mayoría absoluta.

Ar tícu lo 33.

El escudo heráldico municipal no podrá utilizarse 
fuera de los supuestos contemplados en el ar tícu-
lo anterior.

Ar tícu lo 34.

En cualquier utilización presente o futura, el escu-
do heráldico únicamente podrá ser usado de acuer-
do a lo establecido en el manual de diseño gráfico 
aprobado por la corporación.

Ar tícu lo 35.

Los escudos existentes en edificios o monumen-
tos sitos en el término municipal, a la entrada en vi-
gor de la presente Ordenanza, que sean de carácter 
histórico-artístico o que, sin estar declarados como 
tales, formen parte del ornamento y decoración de 
los mencionados edificios o monumentos de una 
manera fija, de tal modo que no puedan separarse 
de ellos sin quebrantamiento de la materia o deterio-
ro del objeto, podrán ser utilizados sin necesidad de 
arrancarlos o extraerlos de su tradicional implanta-
ción, sin perjuicio de la colocación del escudo herál-
dico municipal en otra zona del edificio, o de la ban-
dera del municipio en la fachada principal de mismo.

Ar tícu lo 36.

Se establece como día del municipio de El Casar 
el día 20 de enero, en honor a San Sebastián. Ese 
día será inhábil para todos los empleados públicos 
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municipales, salvo los servi cios imprescindibles, y 
estarán cerradas las oficinas municipales

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.- En el plazo máximo de seis meses a 
partir de la entrada en vigor de la presente Ordenan-
za se procederá al suministro de Libro-Registro de 
Honores y Distinciones. La apertura del Libro será 
diligenciada por el Secretario de la corporación, re-
copilándose en una primera anotación los acuerdos 
que se hallen en vigor sobre nombramientos de Hijos 
Predilectos y Adoptivos del municipio y demás con-
decoraciones y títulos que se hayan otorgado por el 
Ayuntamiento.

Segunda.- El Libro de Visitantes Ilustres de la Vi-
lla de El Casar será, del mismo modo, diligenciado 
por el Secretario del Ayuntamiento, al objeto de que, 
si así se acuerda por la Junta de Gobierno, se pro-
ceda a la variación del formato y la composición del 
mismo, acompañándose y adhiriendo, en cualquier 
caso, las páginas sobre las que se hayan estampado 
firmas hasta la fecha.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.- Serán de aplicación en lo no previsto 
en esta Ordenanza, las disposiciones del Estado o 

de la Comunidad Autónoma que regulan estas ma-
terias y en especial las normas sobre Régimen local 
y, de forma subsidiaria, la legislación de Castilla-La 
Mancha.

Segunda.- La presente Ordenanza entrará en vi-
gor al día siguiente de la publicación de la Resolución 
aprobatoria en el BO de la Provincia de Guadalajara.

1718

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Alique

ANUNCIO

Aprobado definitivamente el Presupuesto general 
del Ayuntamiento para el ejercicio 2015 al no haber-
se presentado reclamación en el período de exposi-
ción pública, y comprensivo aquel del Presupuesto 
general, Bases de ejecución, Plantilla de personal, 
de conformidad con el art. 169.3 del Texto Refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, y 
art. 20 del Real Decreto 500/1990, de 21 de abril, se 
publica el resumen del mismo por capítulos:

Presupuesto de gastos

CAPITULO I. GASTOS DE PERSONAL 6.265,00

CAPITULO II. GASTOS EN BIENES CORRIENTES Y SERVICIOS 14.459,00

CAPITULO III. GASTOS FINANCIEROS 50,00

CAPITULO IV. TRANSFERENCIAS CORRIENTES 1.206,00

CAPITULO VI. INVERSIONES REALES 5.780,00

CAPITULO VII. TRANSFERENCIAS DE CAPITAL 0,00

CAPITULO VIII. ACTIVOS FINANCIEROS 0,00

CAPITULO IX. PASIVOS FINANCIEROS 0,00

TOTAL 27.760,00

Presupuesto de ingresos

CAPITULO I. IMPUESTOS DIRECTOS 9.225,00

CAPITULO II. IMPUESTOS INDIRECTOS 2.000,00

CAPITULO III. TASAS Y OTROS INGRESOS 7.935,00

CAPITULO IV. TRANSFERENCIAS CORRIENTES 6.830,00

CAPITULO V. INGRESOS PATRIMONIALES 1.770,00

CAPITULO VI. ENAJENACIÓN DE INVERSIONES REALES 0,00

CAPITULO VII. TRANSFERENCIAS DE CAPITAL 0,00

CAPITULO VIII. ACTIVOS FINANCIEROS 0,00

CAPITULO IX. PASIVOS FINANCIEROS 0,00

TOTAL 27.760,00
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PLANTILLA DE PERSONAL

N.º puestos: 1.
Denominación plaza: Secretaría-Intervención.
Grupo: B.
Nivel CD: 18.
Forma de provisión: Interino.
Observaciones: En agrupación.

Dicha aprobación podrá ser impugnada ante la 
Jurisdicción Contenciosa-Administrativa, con los 
requisitos, formalidades y causas señaladas en los 
ar tícu los 170 y 172 del Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales, y la forma y 
plazos establecidos en las normas de dicha jurisdic-
ción.

En Alique a 24 de abril de 2015.– El Alcalde, Sal-
vador Ortiz García.

1464

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Tórtola de Henares

ANUNCIO DE APROBACIÓN DEFINITIVA

Al no haberse presentado reclamaciones durante 
el plazo de exposición al público, queda automáti-
camente elevado a definitivo el acuerdo plenario 
provisional del Ayuntamiento de Tórtola de Henares, 
sobre la modificación de la Ordenanza fiscal regula-
dora del impuesto de Bienes Inmuebles de Natura-
leza Urbana cuyo texto íntegro se hace público en 
cumplimiento del ar tícu lo 17.4 del Real Decreto Le-
gislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprue-
ba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales.

ORDENANZA FISCAL REGULADORA DEL 
IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES 

MODIFICACIÓN 2015

ÍNDICE DE AR TÍCU LOS

AR TÍCU LO 1. FUNDAMENTO LEGAL.
AR TÍCU LO 2. HECHO IMPONIBLE.
AR TÍCU LO 3. SUJETOS PASIVOS.
AR TÍCU LO 4. GARANTÍAS.
AR TÍCU LO 5. RESPONSABLES.
AR TÍCU LO 6. SUPUESTOS DE NO SUJECIÓN.
AR TÍCU LO 7. EXENCIONES.
SECCIÓN PRIMERA. EXENCIONES DE OFI-

CIO.

SECCIÓN SEGUNDA. EXENCIONES DE CA-
RÁCTER ROGADO.

AR TÍCU LO 8. BASE IMPONIBLE.

AR TÍCU LO 9. BASE LIQUIDABLE.

AR TÍCU LO 10. REDUCCIONES DE LA BASE 
IMPONIBLE.

AR TÍCU LO 11. CUOTA TRIBUTARIA.

AR TÍCU LO 12. TIPO DE GRAVAMEN.

AR TÍCU LO 13. BONIFICACIONES.

AR TÍCU LO 14. PERÍODO IMPOSITIVO Y DE-
VENGO DEL IMPUESTO.

AR TÍCU LO 15. GESTIÓN.

AR TÍCU LO 16. INFRACCIONES Y SANCIONES.

AR TÍCU LO 17. REVISIÓN.

DISPOSICIÓN FINAL.

ORDENANZA FISCAL REGULADORA DEL 
IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES

MODIFICACIÓN 2015

Ar tícu lo 1. Fundamento legal.

En uso de las facultades contenidas en los ar-
tícu los 133.2 y 142 de la Constitución Española, de 
acuerdo con lo dispuesto en los ar tícu los 105 y 106 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local, y de conformidad a lo dis-
puesto en el ar tícu lo 59 y los ar tícu los 60 a 77 y Dis-
posición Transitoria Decimoctava del Texto Refundi-
do de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo, este Ayuntamiento establece la regulación 
del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, que se regi-
rá por la presente Ordenanza fiscal, cuyas normas 
atienden a lo previsto en los ar tícu los 60 y siguientes 
del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Ha-
ciendas Locales, en el Texto Refundido de la Ley del 
Catastro Inmobiliario aprobado por Real Decreto Le-
gislativo 1/2004, de 5 de marzo, y en el Real Decreto 
417/2006, de 7 de abril, por el que se desarrolla el 
Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario y 
en el ar tícu lo 8 del Real Decreto-Ley 20/2011, de 30 
de diciembre, de medidas urgentes en materia pre-
supuestaria, tributaria y financiera para la corrección 
del déficit público.

Será igualmente de aplicación lo dispuesto en las 
disposiciones de rango legal o reglamentario dicta-
das en desarrollo de dicha Ley en las que no existe 
en la presente Ordenanza Fiscal tratamiento porme-
norizado.

La Ordenanza será de aplicación en todo el térmi-
no municipal.

Ar tícu lo 2. Hecho imponible.

El hecho imponible del Impuesto sobre Bienes In-
muebles está constituido por la titularidad sobre los 
bienes inmuebles rústicos y urbanos y sobre los bie-
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nes inmuebles de características especiales, de los 
siguientes derechos:

1. De concesión administrativa sobre un bien in-
mueble o sobre los servi cios públicos a que se hallen 
afectos.

2. De un Derecho Real de superficie.
3. De un Derecho Real de usufructo.
4. Del derecho de propiedad.
La realización de uno de los hechos imponibles 

descritos en el párrafo anterior, por el orden estable-
cido, determinará la no sujeción del inmueble a las 
siguientes modalidades previstas.

Tendrán la consideración de bienes inmuebles 
rústicos, bienes inmuebles urbanos y bienes inmue-
bles de características especiales los definidos como 
tales en las normas reguladoras del Catastro inmo-
biliario.

Ar tícu lo 3. Sujetos pasivos.
Son sujetos pasivos, a título de contribuyentes, 

las personas naturales y jurídicas y las Entidades a 
que se refiere el ar tícu lo 35.4 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, que ostenten la 
titularidad del derecho que, en cada caso, sea cons-
titutivo del hecho imponible de este impuesto.

En el supuesto de concurrencia de varios conce-
sionarios sobre un mismo inmueble de caracterís-
ticas especiales, será sustituto del contribuyente el 
que deba satisfacer el mayor canon.

Lo dispuesto en el párrafo anterior será de aplica-
ción sin perjuicio de la facultad del sujeto pasivo de 
repercutir la carga tributaria soportada conforme a 
las normas de derecho común. El Ayuntamiento re-
percutirá la totalidad de la cuota líquida del Impuesto 
en quienes, no reuniendo la condición de sujetos pa-
sivos, hagan uso mediante contraprestación de sus 
bienes demaniales o patrimoniales.

El sustituto del contribuyente podrá repercutir so-
bre los demás concesionarios la parte de la cuota 
líquida que les corresponda en proporción a los cá-
nones que deban satisfacer cada uno de ellos.

Ar tícu lo 4. Garantías.
En los supuestos de cambio, por cualquier causa, 

en la titularidad de los derechos que constituyen el 
hecho imponible de este impuesto, los bienes inmue-
bles objeto de dichos derechos quedarán afectos al 
pago de la totalidad de la cuota tributaria en los tér-
minos previstos en el ar tícu lo 79 de la Ley 58/2003, 
General Tributaria.

Ar tícu lo 5. Responsables.
En los supuestos de cambio, por cualquier cau-

sa, en la titularidad de los derechos que constituyen 
el hecho imponible, los bienes inmuebles objeto de 
dichos derechos quedarán afectos al pago de la to-
talidad de la cuota tributaria, en régimen de respon-
sabilidad subsidiaria, en los términos previstos en la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

A estos efectos, los Notarios solicitarán información 
y advertirán a los comparecientes sobre las deudas 
pendientes por el Impuesto sobre Bienes Inmuebles 
asociadas al inmueble que se transmite.

Responden solidariamente de la cuota de este 
Impuesto, y en proporción a sus respectivas parti-
cipaciones, los copartícipes o cotitulares de las En-
tidades a que se refiere el ar tícu lo 35.4 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, si 
figuran inscritos como tales en el Catastro Inmobi-
liario. De no figurar inscritos, la responsabilidad se 
exigirá por partes iguales en todo caso.

Ar tícu lo 6. Supuestos de no sujeción.
No están sujetos a este Impuesto:
a) Las carreteras, los caminos, las demás vías 

terrestres y los bienes del dominio público marítimo-
terrestre e hidráulico, siempre que sean de aprove-
chamiento público y gratuito.

b) Los siguientes bienes inmuebles propiedad de 
los Municipios en que estén enclavados:

 - Los de dominio público afectos a uso pú-
blico.

 - Los de dominio público afectos a un servi-
cio público gestionado directamente por 
el Ayuntamiento, excepto cuando se trate 
de inmuebles cedidos a terceros mediante 
contraprestación.

 - Los bienes patrimoniales, exceptuados 
igualmente los cedidos a terceros mediante 
contraprestación.

Ar tícu lo 7. Exenciones.
SECCIÓN PRIMERA. Exenciones de oficio.
Estarán exentos de conformidad con el ar tícu-

lo 62.1 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de 
las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, los siguientes bie-
nes inmuebles:

a) Los que sean propiedad del Estado, de las Co-
munidades Autónomas o de las Entidades Locales 
que estén directamente afectos a la seguridad ciu-
dadana y a los servi cios educativos y penitenciarios, 
así como los del Estado afectos a la Defensa Nacio-
nal.

b) Los bienes comunales y los montes vecinales 
en mano común.

c) Los de la Iglesia Católica, en los términos 
previstos en el acuerdo entre el Estado Español y 
la Santa Sede sobre Asuntos Económicos, de 3 de 
enero de 1979, y los de las Asociaciones confesiona-
les no católicas legalmente reconocidas, en los tér-
minos establecidos en los respectivos acuerdos de 
Cooperación suscritos en virtud de lo dispuesto en el 
ar tícu lo 16 de la Constitución.

d) Los de la Cruz Roja Española.
e) Los inmuebles a los que sea de aplicación la 

exención en virtud de Convenios Internacionales en 
vigor y, a condición de reciprocidad, los de los Go-
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biernos extranjeros destinados a su representación 
diplomática, consular, o a sus Organismos oficiales.

f) La superficie de los montes poblados con es-
pecies de crecimiento lento reglamentariamente 
determinadas, cuyo principal aprovechamiento sea 
la madera o el corcho, siempre que la densidad del 
arbolado sea la propia o normal de la especie de que 
se trate.

g) Los terrenos ocupados por las líneas de fe-
rrocarriles y los edificios enclavados en los mismos 
terrenos, que estén dedicados a estaciones, alma-
cenes o a cualquier otro servi cio indispensable para 
la explotación de dichas líneas. No están exentos, 
por consiguiente, los establecimientos de hostelería, 
espectáculos, comerciales y de esparcimiento, las 
casas destinadas a viviendas de los empleados, las 
oficinas de la dirección ni las instalaciones fabriles.

SECCIÓN SEGUNDA. Exenciones de carácter 
rogado.

Previa solicitud del interesado, estarán exentos:
a) Los bienes inmuebles que se destinen a la 

enseñanza por Centros docentes acogidos, total o 
parcialmente, al régimen de Concierto educativo, en 
cuanto a la superficie afectada a la enseñanza con-
certada.

Esta exención deberá ser compensada por la Ad-
ministración competente.

b) Los declarados expresa e individualizadamen-
te monumento o jardín histórico de interés cultural, 
mediante Real Decreto en la forma establecida por el 
ar tícu lo 9 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Pa-
trimonio Histórico Español, e inscritos en el Registro 
General a que se refiere su ar tícu lo 12 como inte-
grantes del Patrimonio Histórico Español, así como 
los comprendidos en las disposiciones adicionales 
primera, segunda y quinta de dicha Ley.

Esta exención alcanzará a los bienes urbanos 
ubicados dentro del perímetro delimitativo de las 
zonas arqueológicas y sitios y conjuntos históricos, 
globalmente integrados en ellos, que reúnan las si-
guientes condiciones:

1. En zonas arqueológicas, los incluidos como ob-
jeto de especial protección en el instrumento de pla-
neamiento urbanístico a que se refiere el ar tícu lo 20 
de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español.

2. En sitios o conjuntos históricos, los que cuen-
ten con una antigüedad igual o superior a cincuenta 
años y estén incluidos en el catálogo previsto en el 
Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, por el que 
se aprueba el Reglamento de Planeamiento para el 
Desarrollo y aplicación de la Ley sobre Régimen del 
Suelo y Ordenación Urbana, como objeto de protec-
ción integral en los términos previstos en el ar tícu-
lo 21 de la Ley 16/1985, de 25 de junio.

c) La superficie de los montes en que se reali-
cen repoblaciones forestales o regeneración de ma-
sas arboladas sujetas a proyectos de ordenación 
o Planes técnicos aprobados por la Administración 

forestal. Esta exención tendrá una duración de quin-
ce años, contados a partir del período impositivo si-
guiente a aquel en que se realice su solicitud.

Se establece una exención del Impuesto, a favor 
de los bienes de los que sean titulares los Centros 
sanitarios de titularidad pública, siempre que los mis-
mos estén directamente afectados al cumplimiento 
de los fines específicos de dichos Centros.

La concesión de la exención requerirá la previa 
solicitud del interesado en la que se relacionen, con 
indicación de su referencia catastral, los bienes para 
los que se solicita la exención y se justifique la titula-
ridad del mismo por el Centro sanitario, y su afección 
directa a los fines sanitarios de dichos Centros.

Ar tícu lo 8. Base imponible.

La base imponible está constituida por el valor 
catastral de los bienes inmuebles, que se determi-
nará, notificará y será susceptible de impugnación 
conforme a lo dispuesto en las normas reguladoras 
del Catastro Inmobiliario.

Ar tícu lo 9. Base liquidable.

La base liquidable será el resultado de practicar 
en la base imponible la reducción, que en su caso, 
legalmente corresponda.

La base liquidable se notificará conjuntamente 
con la base imponible en los procedimientos de va-
loración colectiva. Dicha, notificación incluirá la mo-
tivación de la reducción aplicada mediante la indi-
cación del valor base que corresponda al inmueble, 
así como de los importes de dicha reducción y de la 
base liquidable del primer año de vigencia del nuevo 
valor catastral en este Impuesto.

En los procedimientos de valoración colectiva la 
determinación de la base liquidable será competen-
cia de la Dirección General del Catastro y recurrible 
ante los Tribunales Económico-Administrativos del 
Estado.

Cuando se produzcan alteraciones de términos 
municipales y mientras no se apruebe una nueva 
Ponencia de Valores, los bienes inmuebles que pa-
sen a formar parte de otro Municipio mantendrán el 
mismo régimen de asignación de bases imponibles y 
liquidables que tuvieran en el de origen.

Ar tícu lo 10. Reducciones de la base imponi-
ble.

1. La reducción en la base imponible se aplica-
rá a los bienes inmuebles urbanos y rústicos que a 
continuación se enumeran; en ningún caso será de 
aplicación a los bienes inmuebles clasificados como 
de características especiales:

a) Inmuebles cuyo valor catastral se incremente, 
como consecuencia de procedimientos de valora-
ción colectiva de carácter general, en virtud de:

1. La aplicación de la primera ponencia total de 
valores aprobada con posterioridad a 1 de enero de 
1997.
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2. La aplicación de sucesivas ponencias totales 
de valores que se aprueben una vez transcurrido el 
período de reducción de 9 años a contar desde la 
entrada en vigor de los nuevos valores catastrales.

b) Inmuebles situados en Municipios para los que 
se hubiera aprobado una Ponencia de Valores que 
haya dado lugar a la aplicación de la reducción pre-
vista en el párrafo anterior y cuyo valor catastral se 
altere, antes de finalizar el plazo de reducción, por 
alguna de las siguientes causas:

1.º Procedimientos de valoración colectiva de ca-
rácter general.

2.º Procedimientos de valoración colectiva de ca-
rácter parcial.

3.º Procedimientos simplificados de valoración 
colectiva.

4.º Procedimientos de inscripción mediante decla-
raciones, comunicaciones, solicitudes, subsanación 
de discrepancias e inspección catastral.

En el caso del ar tícu lo 8.1.b), punto 1, se iniciará 
el cómputo de un nuevo período de reducción y se 
extinguirá el derecho a la aplicación del resto de la 
reducción que se viniera aplicando.

En el caso del ar tícu lo 8.1.b), puntos 2, 3 y 4, no 
se iniciará el cómputo de un nuevo período de re-
ducción y el coeficiente reductor aplicado a los in-
muebles afectados tomará el valor correspondiente 
al resto de los inmuebles del Municipio.

2. La reducción de la base imponible se aplica-
rá de oficio sin necesidad de previa solicitud por los 
sujetos pasivos del Impuesto. Las reducciones esta-
blecidas en este ar tícu lo no se aplicarán respecto del 
incremento de la base imponible de los inmuebles 
que resulte de la actualización de sus valores catas-
trales por aplicación de los coeficientes establecidos 
en las Leyes de Presupuestos Generales.

3. La reducción se aplicará durante un período de 
nueve años a contar desde la entrada en vigor de los 
nuevos valores catastrales, sin perjuicio de lo que se 
dispone en el ar tícu lo 70 del Texto Refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

4. La cuantía de la reducción será el resultado de 
aplicar un coeficiente reductor único para todos los 
inmuebles afectados del Municipio, a un componen-
te individual de la reducción, calculado para cada in-
mueble. El coeficiente reductor tendrá el valor de 0,9 
el primer año de su aplicación e irá disminuyendo en 
0,1 anualmente hasta su desaparición.

5. El componente individual de la reducción será, 
en cada año, la diferencia positiva entre el nuevo 
valor catastral que corresponda al inmueble en el 
primer ejercicio de su vigencia y su valor base (en 
los términos especificados en el ar tícu lo 69 del Tex-
to Refundido de la Ley Reguladora de las Hacien-
das Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo). Dicha diferencia se dividirá 
por el último coeficiente reductor aplicado cuando se 
trate de los supuestos del ar tícu lo 8.1.b) punto 2 y 
punto 3.

6. A los inmuebles rústicos valorados conforme a 
lo dispuesto en el apartado 1 de la Disposición Tran-
sitoria Primera del Texto Refundido de la Ley de Ca-
tastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legis-
lativo 1/2004, de 5 e marzo, les será de aplicación, 
hasta la realización de un procedimiento de valora-
ción colectiva de carácter general para inmuebles de 
esa clase, la reducción a la que se refiere el ar tícu-
lo 67 y, en su caso, la bonificación que hubiera acor-
dado el ayuntamiento conforme al ar tícu los 74.2. En 
ambos casos, estos beneficios se aplicarán única-
mente sobre la primera componente del valor catas-
tral, de acuerdo con lo dispuesto en la disposición 
transitoria primera del Texto Refundido de la Ley del 
Catastro Inmobiliario.

A estos efectos, el componente individual de la 
reducción del ar tícu lo 68 del Texto Refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de mar-
zo, será, en cada año, la diferencia positiva entre la 
primera componente del valor catastral del inmueble 
en el primer ejercicio de su vigencia y su valor base. 
Este valor base será el resultado de multiplicar la 
primera componente del valor catastral del inmueble 
por el coeficiente, no inferior a 0,5 ni superior a 1, 
que se establezca en la ordenanza.

En defecto de determinación por la ordenanza se 
aplicará el coeficiente 0,5.

Ar tícu lo 11. Cuota tributaria.

La cuota íntegra de este Impuesto será el resul-
tado de aplicar a la base liquidable el tipo de grava-
men.

La cuota líquida se obtendrá minorando la cuota 
íntegra en el importe de las bonificaciones previstas 
en la presente Ordenanza.

Ar tícu lo 12. Tipo de gravamen.

1. Los tipos de gravamen aplicables a los bienes 
inmuebles de naturaleza urbana serán del 0,59% 
[0,4%-1,10%].

2. Los tipos de gravamen aplicables a los bienes 
inmuebles de naturaleza rústica serán del 0,80% 
[0,3%-0,90%].

3. Los tipos de gravamen aplicables a los bienes 
inmuebles de características especiales serán del 
0,60% [0,4%-1,30%].

[El tipo de gravamen aplicable a los bienes inmue-
bles de características especiales, que tendrá carác-
ter supletorio si no se fija en la Ordenanza, será del 
0,6%].

Ar tícu lo 13. Bonificaciones.

1. Se establecen las siguientes bonificaciones:

a) Se estable una bonificación del 50% a favor de 
los inmuebles que constituyan el objeto de la activi-
dad de las empresas de urbanización, construcción 
y promoción inmobiliaria, tanto de obra nueva como 
de rehabilitación equiparable a esta.
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La bonificación deberá ser solicitada por los inte-
resados antes del inicio de las obras, acompañando 
la siguiente documentación:

[1. Declaración sobre la fecha prevista de inicio 
de las obras de urbanización o construcción de que 
se trate.

2. Acreditación de que la empresa se dedica a la 
actividad de urbanización, construcción y promoción 
inmobiliaria, mediante la presentación de los Estatu-
tos de la Sociedad, debidamente inscrita en el Re-
gistro Mercantil.

3. Acreditación de que el inmueble objeto de la 
bonificación es de su propiedad, mediante copia 
compulsada de la Escritura de propiedad, certifica-
ción del Registro de la Propiedad o alta catastral.

4. Acreditación de que el inmueble objeto de la bo-
nificación no forma parte del inmovilizado, mediante 
certificación del Administrador de la Sociedad o fo-
tocopia compulsada del último balance presentado 
ante la Agencia Estatal de Administración Tributaria, 
a efectos del Impuesto de Sociedades.

5. Fotocopia compulsada del alta o último recibo 
del Impuesto sobre Actividades Económicas o justifi-
cación de la exención de dicho Impuesto].

El plazo de aplicación de esta bonificación com-
prenderá desde el período impositivo siguiente a 
aquel en que se inicien las obras hasta el posterior 
a la terminación de las mismas, siempre que duran-
te ese período se realicen efectivamente obras de 
urbanización o construcción. En ningún caso podrá 
exceder de tres períodos impositivos.

b) Las viviendas de protección oficial y las que re-
sulten equivalentes a estas conforme a la Normativa 
de la Comunidad Autónoma, gozarán de una bonifi-
cación del 50% de la cuota íntegra del Impuesto, du-
rante los tres períodos impositivos siguientes al del 
otorgamiento de la calificación definitiva.

La solicitud de esta bonificación la realizará el 
interesado en cualquier momento anterior a la ter-
minación de los tres períodos impositivos de dura-
ción de la misma y surtirá efectos, desde el período 
impositivo siguiente a aquel en que se solicite. A la 
solicitud se acompañará: certificado de la calificación 
definitiva como vivienda de protección oficial y docu-
mentación justificativa de la titularidad de la vivienda.

c) Establecer una bonificación del 95% de la cuo-
ta íntegra, y en su caso, del recargo del Impuesto, 
al que se refiere el ar tícu lo 153 del Texto Refundi-
do de la Ley Reguladora de las Haciendas Loca-
les, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo, a favor de los bienes rústicos de las 
Cooperativas agrarias y de explotación comunitaria 
de la tierra, en los términos establecidos en la Ley 
20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal 
de las Cooperativas.

2. Se establecen las siguientes bonificaciones:

a) Se establece una bonificación del 50% de la 
cuota íntegra del Impuesto a favor de aquellos su-
jetos que ostente la condición de titulares de familia 

numerosa, siempre que se reúnan los siguientes re-
quisitos:

[1. El bien inmueble se constituya como vivienda 
habitual del sujeto pasivo.

2. Que los ingresos anuales del sujeto pasivo no 
superen los 36.000 €.

La solicitud de bonificación deberá ir acompañada 
de la siguiente documentación:

- Escrito de identificación del inmueble y docu-
mento acreditativo de la titularidad del inmueble.

- Certificado de familia numerosa.

- Certificado del Padrón Municipal.

- Fotocopia de la última declaración del Impuesto 
sobre el IRPF, excepto en los supuestos en los que el 
sujeto no esté obligado a presentar tal declaración].

El plazo de disfrute de esta bonificación será de 
tres años. No obstante, el sujeto pasivo podrá soli-
citar la prórroga de dicho plazo dentro del año en el 
que el mismo finalice, siempre que continúen con-
curriendo los requisitos regulados en este apartado.

La bonificación se retirará, de oficio, el año inme-
diatamente siguiente a aquel en el que el sujeto pa-
sivo cese en su condición de titular de familia nume-
rosa o deje de concurrir cualquiera de los requisitos 
exigido.

e) Se establece una bonificación del 3% de la 
cuota íntegra del Impuesto para todos aquellos ti-
tulares de recibos que domicilien su pago a través 
de entidades bancarias con acuerdo con el Servi cio 
Provincial de Recaudación, para el cobro de los co-
rrespondientes recibos.

Ar tícu lo 14. Período impositivo y devengo del 
impuesto.

El período impositivo es el año natural, devengán-
dose el Impuesto el primer día del período impositivo.

Las declaraciones o modificaciones que deban 
hacerse al Registro tendrán efectividad en el deven-
go del Impuesto inmediatamente posterior al mo-
mento en que se produzcan efectos catastrales.

Ar tícu lo 15. Gestión.

La liquidación, recaudación, así como la revisión 
de los actos dictados en vía de gestión tributaria de 
este Impuesto, serán competencia exclusiva de este 
Ayuntamiento, realizándose conforme a lo dispuesto 
en los ar tícu los 76 y 77 del Texto Refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de mar-
zo, y comprenderán, entre otras, las funciones de 
reconocimiento y denegación de exenciones y bo-
nificaciones, realización de las liquidaciones condu-
centes a la determinación de las deudas tributarias, 
emisión de los documentos de cobro, resolución de 
los expedientes de devolución de ingresos indebi-
dos, resolución de los recursos que se interpongan 
contra dichos actos, actuaciones para la asistencia e 
información al contribuyente referidos a las materias 
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comprendidas en este apartado, fraccionamiento de 
la deuda y plazo para el pago voluntario.

Ar tícu lo 16. Infracciones y sanciones.
En todo lo relativo a la calificación de las infrac-

ciones tributarias, así como a la determinación de 
las sanciones que por las mismas corresponden en 
cada caso, se aplicará el régimen regulado en la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y en 
las disposiciones que la contemplan y desarrollan.

Ar tícu lo 17. Revisión.
Compete al Ayuntamiento la revisión de los actos 

dictados en vía de gestión tributaria de este Impues-
to, de conformidad con el Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

Disposición final.
La presente Ordenanza, aprobada por el Pleno 

del Ayuntamiento de Tórtola de Henares con fecha 
13 de julio de 2009, entrará en vigor en el momen-
to de su publicación integra en el Boletín Oficial de 
la Provincia y comenzará a aplicarse a partir del 1 
de enero de 2016, permaneciendo en vigor hasta su 
modificación o derogación expresa.

Contra el presente acuerdo, conforme al ar tícu-
lo 19 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales, se podrá 
interponer por los interesados recurso contencioso-
administrativo, en el plazo de dos meses contados 
a partir del día siguiente al de la publicación de este 
anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia, ante el 
Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.

En Tórtola de Henares a 6 de abril de 2015.– El 
Alcalde, Martín Vicente Vicente.

1466

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Valdeavellano

ANUNCIO DE APROBACIÓN INICIAL DEL 
PRESUPUESTO GENERAL DEL AYUNTAMIENTO 

DE VALDEAVELLANO PARA 2015

Aprobado inicialmente en sesión ordinaria del 
Pleno de este Ayuntamiento, de fecha de 31 de mar-

zo de 2015, el Presupuesto general, Bases de eje-
cución y la Plantilla de personal funcionario y laboral 
para el ejercicio 2014, con arreglo a lo previsto en el 
ar tícu lo 168 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 
5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refun-
dido de la Ley Reguladora de las Haciendas Loca-
les, y el ar tícu lo 20 del Real Decreto 500/1990, de 
20 de abril, se expone al público el expediente y la 
documentación preceptiva por plazo de quince días 
desde la publicación de este anuncio, a los efectos 
de reclamaciones y alegaciones.

De conformidad con el acuerdo adoptado, el Pre-
supuesto se considerará definitivamente aprobado si 
durante el citado plazo no presenten reclamaciones.

Valdeavellano, 8 de abril de 2015.– El Alcalde, 
Francisco Campos Calvo.

1461

ADMINISTRACION MUNICIPAL

Ayuntamiento de Valhermoso

APROBACIÓN DEL PRESUPUESTO MUNICIPAL

ANUNCIO DE APROBACIÓN DEFINITIVA

Aprobado definitivamente el Presupuesto general 
del Ayuntamiento para el 2015, al no haberse pre-
sentado reclamaciones en el periodo de exposición 
pública contra el acuerdo del Pleno adoptado el 
27/12/2014 y publicado en el BOP n.º 26, de fecha 
02-03-2015, y comprensivo aquel del Presupuesto 
general de este Ayuntamiento, Bases de ejecución, 
Plantilla de personal funcionario y laboral, de con-
formidad con el ar tícu lo 169 del Real Decreto Legis-
lativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprue-
ba el Texto Refundido de a Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales y el ar tícu lo 20 del Real Decreto 
500/1990, de 20 de abril, se publica el resumen del 
mismo por capítulos:
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ESTADO DE GASTOS

A) OPERACIONES NO FINANCIERAS

A.1. OPERACIONES CORRIENTES

CAPÍTULO 1: Gastos de personal 17.000,00 €

CAPÍTULO 2: Gastos corrientes en bienes y servi cios 18.000,00 €

CAPÍTULO 3: Gastos financieros 300,00 €

CAPÍTULO 4: Transferencias corrientes 700,00 €

A.2. OPERACIONES DE CAPITAL

CAPÍTULO 6: Inversiones reales 20.000,00 €

CAPÍTULO 7: Transferencias de capital

B) OPERACIONES FINANCIERAS

CAPÍTULO 8: Activos financieros

CAPÍTULO 9: Pasivos financieros

TOTAL GASTOS: 56.000,00 €

ESTADO DE INGRESOS

A) OPERACIONES NO FINANCIERAS

A.1. OPERACIONES CORRIENTES

CAPÍTULO 1: Impuestos directos 14.500,00 €

CAPÍTULO 2: Impuestos indirectos

CAPÍTULO 3: Tasas, precios públicos y otros ingresos 2.000,00 €

CAPÍTULO 4: Transferencias corrientes 12.500,00 €

CAPÍTULO 5: Ingresos patrimoniales 13.000,00 €

A.2. OPERACIONES DE CAPITAL

CAPÍTULO 6: Enajenación de inversiones reales

CAPÍTULO 7: Transferencias de capital 14.000,00 €

B) OPERACIONES FINANCIERAS

CAPÍTULO 8: Activos financieros

CAPÍTULO 9: Pasivos financieros

TOTAL INGRESOS: 56.000,00 €

1462

Entidad Local Menor de Valdepinillos

En cumplimiento del ar tícu lo 212 del Real Decre-
to Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales, se expone al público la 
Cuenta general correspondiente al ejercicio 2014, 
informada por la Comisión especial de cuentas, y re-
dactada por la Intervención, por un plazo de quince 
días, durante los cuales y ocho más los interesados 
podrán presentar reclamaciones, reparos u observa-
ciones.

Anexo de personal:

Funcionario: 1 secretario/Interventor. Personal 
Laboral: 1 servi cio de asistencia a domicilio.

Dicha aprobación podrá ser impugnada ante la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, con los 
requisitos, formalidades y causas señaladas en los 
ar tícu los 170 y 171 del Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, por el se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, y en la forma y plazos que establecen las 
normas de dicha Jurisdicción.

En Valhermoso a 26 de marzo de 2015.– El Alcal-
de, José Bayo Herranz.
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En Valdepinillos a 1 de abril de 2015.– El Alcalde, 
Agustín Bris Gómez.

1440

ADMINISTRACION DE JUSTICIA

Juzgado de lo Social 
número uno de Guadalajara

NIG: 19130 44 4 2014 0100585
N28150
Ejecución de títulos judiciales 2/2015
Procedimiento origen: Procedimiento ordinario 

1073/2013
Sobre ordinario
Demandante/s: D./D.ª Aziz Berouz
Abogado/a:
Procurador:
Graduado/a Social:
Demandado/s: D./D.ª Tratamientos Técnicos de 

Materiales, S.L.
Abogado/a:
Procurador:
Graduado/a Social:

EDICTO

D./D.ª María del Rosario de Andrés Herrero, 
Secretario/a Judicial del Juzgado de lo Social n.º 1 
de Guadalajara, HAGO SABER:

Que en el procedimiento ejecución de títulos judi-
ciales 2/2015 de este Juzgado de lo Social, seguido 
a instancia de D./D.ª Aziz Berouz contra la empresa 
Tratamientos Técnicos de Materiales, S.L., sobre or-
dinario, se ha dictado la siguiente resolución, cuya 
parte dispositiva se adjunta:

AUTO Y DECRETO DE FECHA 4 DE FEBRERO 
DE 2015

Y para que sirva de notificación en legal forma a 
Tratamientos Técnicos de Materiales, S.L., en igno-
rado paradero, expido la presente para su inserción 
en el Boletín Oficial de la Provincia de Guadalajara.

Se advierte al destinatario que las siguientes co-
municaciones se harán fijando copia de la resolución 
o de la cédula en el tablón de anuncios de la Ofici-
na judicial, salvo el supuesto de la comunicación de 
las resoluciones que deban revestir forma de auto o 
sentencia, o cuando se trate de emplazamiento.

En Guadalajara a veintitrés de marzo de dos mil 
quince.– El/La Secretario/a Judicial, rubricado.

NIG: 19130 44 4 2014 0100585
N43750
N.º autos: PO: 1073/2013 del Juzgado de lo So-

cial n.º 1

N.º ejecución: Ejecución de títulos judiciales 
2/2015

Ejecutante/s: Aziz Berouz
Abogado:
Representante Técnico Procesal:
Ejecutada/s: Tratamientos Técnicos de Materia-

les, S.L.
Abogado:
Representante Técnico Procesal:

AUTO

Magistrado/a-Juez Sr./Sra. D./D.ª María Inmacu-
lada Lova Ruiz.

En Guadalajara a cuatro de febrero de dos mil 
quince.

ANTECEDENTES DE HECHO

ÚNICO.- Aziz Berouz ha presentado escrito soli-
citando la ejecución de la sentencia de fecha 30 de 
septiembre de 2014, frente a Tratamientos Técnicos 
de Materiales, S.L.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Este Juzgado de lo Social n.º 1 ha 
examinado su jurisdicción, competencia objetiva y 
territorial, y entiende que en la demanda de ejecu-
ción de concurren los presupuestos y requisitos pro-
cesales exigidos por la Ley, y debe despacharse la 
misma de conformidad a lo dispuesto en el art. 237 
LJS y concordantes.

SEGUNDO.- De conformidad con el mencionado 
título que se ejecuta, y la solicitud de ejecución pre-
sentada, la cantidad por la que se despacha ejecu-
ción es de 5.499,52 euros y de 1.099,90 euros en 
concepto provisional de intereses de demora y cos-
tas calculadas según el criterio del 251.1 LJS, por lo 
que no excede, para los primeros, del importe de los 
que se devengarían durante un año y, para las cos-
tas, del 10 por 100 de la cantidad objeto de apremio 
en concepto de principal.

TERCERO.- Dispone el ar tícu lo 251.2 de la LJS 
que, sin perjuicio de lo dispuesto en el ar tícu lo 576 
de la LEC, subsidiariamente aplicable, transcurridos 
tres meses del despacho de la ejecución sin que el 
ejecutado cumpliere en su integridad la obligación, 
si se apreciase falta de diligencia en el cumplimiento 
de la ejecutoria, se hubiere incumplido la obligación 
de manifestar bienes o se hubieren ocultado elemen-
tos patrimoniales trascendentes en dicha manifesta-
ción, podrá incrementarse el interés legal a abonar 
en dos puntos.

CUARTO.- Si la parte ejecutada cumpliera en su 
integridad la obligación exigida contenida en el título, 
incluido en el caso de ejecución dineraria el abono 
de los intereses procesales, si procedieran, dentro 
del plazo de los veinte días siguientes a la fecha de 
firmeza de la sentencia o resolución judicial ejecuta-



80 MIÉRCOLES, 29 DE ABRIL DE 2015 B.O.P. DE GUADALAJARA, N.º 52

ble o desde que el título haya quedado constituido 
o, en su caso, desde que la obligación declarada en 
el título ejecutivo fuese exigible, no se le impondrán 
las costas de la ejecución que se hubiere instado, en 
aplicación de lo prevenido en el ar tícu lo 239.3 de la 
LJS.

- En virtud de lo dispuesto en el ar tícu lo 551.3 de 
la LEC, dictado el auto por el/la Magistrado/a, el Se-
cretario judicial responsable de la ejecución, en el 
mismo día o en el día siguiente hábil, dictará decreto 
con los contenidos previstos en citado precepto.

Vistos los preceptos legales citados y demás de 
general y pertinente aplicación,

PARTE DISPOSITIVA

Dispongo: Despachar orden general de ejecución 
a favor de la parte ejecutante, Aziz Berouz, frente a 
Tratamientos Técnicos de Materiales, S.L., parte eje-
cutada, por importe de 5.499,52 euros en concepto 
de principal, más otros 1.099,90 euros que se fijan 
provisionalmente en concepto de intereses que, en 
su caso, puedan devengarse durante la ejecución y 
las costas de esta, sin perjuicio de su posterior liqui-
dación.

El presente auto, junto con el decreto que dictará 
el/la Secretario/a judicial, y copia de la demanda eje-
cutiva, serán notificados simultáneamente a la parte 
ejecutada, tal y como dispone el ar tícu lo 553 de la 
LEC, quedando la ejecutada apercibida a los efectos 
mencionados en los razonamientos jurídicos tercero 
y cuarto de esta resolución, y conforme disponen los 
ar tícu los 251.2 y 239.3 de la LJS.

Contra este auto podrá interponerse recurso de 
reposición, a interponer ante este órgano judicial, en 
el plazo de los tres días hábiles siguientes a su noti-
ficación, en el que además de alegar las posibles in-
fracciones en que hubiera de incurrir la resolución y 
el cumplimiento o incumplimiento de los presupues-
tos y requisitos procesales exigidos, podrá deducirse 
la oposición a la ejecución despachada, aduciendo 
pago o cumplimiento documentalmente justificado, 
prescripción de la acción ejecutiva u otros hechos 
impeditivos, extintivos o excluyentes de la responsa-
bilidad que se pretenda ejecutar, siempre que hubie-
ren acaecido con posterioridad a su constitución del 
título, no siendo la compensación de deudas admisi-
ble como causa de oposición a la ejecución.

Si el recurrente no tuviere la condición de tra-
bajador o beneficiario del Régimen público de la 
Seguridad Social, deberá consignar la cantidad de 
25 euros, en concepto de depósito para recurrir, en 
la cuenta de consignaciones de este Juzgado de lo 
Social n.º 1, abierta en Grupo Santander, calle Ma-
yor 12, Guadalajara, cuenta n.º 1808 0000 64 0002 
15, debiendo indicar en el campo concepto «Recur-
so», seguido del código «30 Social-Reposición». Si 
el ingreso se hace mediante transferencia bancaria, 
deberá incluir tras la cuenta referida, separados por 
un espacio, el «código 30 Social-Reposición». Si 
efectuare diversos pagos en la misma cuenta, debe-

rá especificar un ingreso por cada concepto, incluso 
si obedecen a otros recursos de la misma o distinta 
clase, indicando en el campo de observaciones la 
fecha de la resolución recurrida utilizando el formato 
dd/mm/aaaa. Quedan exentos de su abono, en todo 
caso, el Ministerio Fiscal, el Estado, las Comunida-
des Autónomas, las Entidades locales y los Organis-
mos Autónomos dependientes de ellos.

Así lo acuerda y firma S.S.ª. Doy fe.
El/La Magistrado/a Juez. El/La Secretario/a Judi-

cial.

DECRETO

Secretario/a Judicial D./D.ª María del Rosario de 
Andrés Herrero.

En Guadalajara a cuatro de febrero de dos mil 
quince.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- En las presentes actuaciones se ha 
dictado auto despachando ejecución a favor de Aziz 
Berouz frente a Tratamientos Técnicos de Materia-
les, S.L. por la cantidad de 5.499,52 euros de prin-
cipal, más 1.099,90 euros presupuestados provisio-
nalmente para intereses y costas.

SEGUNDO.- Estas cantidades deberán ser ingre-
sadas en la cuenta de consignaciones de este Juz-
gado en la entidad Banesto, c/ Mayor n.º 12, de Gua-
dalajara, número de cuenta 1808 0000 64 0002 15.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

ÚNICO.- Dispone el ar tícu lo 551.3 de la LEC, que 
dictado el auto que contiene la orden general de eje-
cución, el/la Secretario/a judicial responsable de la 
misma dictará decreto en el que se contendrán las 
medidas ejecutivas concretas que resulten proce-
dentes, incluyendo el embargo de bienes, y las medi-
das de localización y averiguación de los bienes del 
ejecutado que procedan, conforme a lo previsto en 
los ar tícu los 589 y 590 de la LEC, así como el reque-
rimiento de pago que deba hacerse al deudor en ca-
sos que lo establezca la ley; dictándose de oficio las 
resoluciones pertinentes conforme al art. 237 LJS.

Vistos los preceptos legales citados y demás de 
general y pertinente aplicación,

PARTE DISPOSITIVA

En orden a dar efectividad a las medidas concre-
tas solicitadas, acuerdo:

1.- Proceder a la averiguación de bienes de la eje-
cutada vía informática, que se une a la ejecución.

2.- El embargo vía telemática sobre el saldo exis-
tente y sobre los ingresos que pudieran producirse 
en las cuentas y depósitos que el ejecutado posee 
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en las entidades bancarias, a fin de que retengan y 
pongan a disposición de este Juzgado el importe de 
principal y costas que se reclaman para asegurar la 
responsabilidad de 5.499,52 euros de principal, más 
1.099,90 euros que se fijan provisionalmente para 
costas o intereses, librándose al efecto los despa-
chos necesarios para su efectividad.

3.- El embargo vía telemática de los reintegros 
pendientes de abono que el ejecutado en este pro-
cedimiento tuviera a su favor en el Agencia Tributaria 
por devoluciones de IVA, IRPF, o cualquier otro im-
puesto.

4.- Requerir a Tratamientos Técnicos de Materia-
les S.L., a fin de que, en el plazo de 10 días, ma-
nifieste relacionadamente bienes y derechos sufi-
cientes para cubrir la cuantía de la ejecución, con 
expresión, en su caso, de las cargas y gravámenes, 
así como, en el caso de inmuebles si están ocupa-
dos, por qué personas y con qué título, bajo aper-
cibimiento de que, en caso de no verificarlo, podrá 
ser sancionado, cuando menos, por desobediencia 
grave, en caso de que no presente la relación de sus 
bienes, incluya en ella bienes que no sean suyos, 
excluya bienes propios susceptibles de embargo o 
no desvele las cargas y gravámenes que sobre ellos 
pesaren, y podrán imponérsele también multas coer-
citivas periódicas.

Notifíquese a las partes, haciéndoles saber que, 
en aplicación del mandato contenido en el ar tícu-
lo 53.2 de la LJS, en el primer escrito o comparecen-
cia ante el órgano judicial, las partes o interesados 
y, en su caso, los profesionales designados, señala-
rán un domicilio y datos completos para la práctica 
de actos de comunicación. El domicilio y los datos 
de localización facilitados con tal fin surtirán plenos 
efectos y las notificaciones en ellos intentadas sin 
efecto serán válidas hasta tanto no sean facilitados 
otros datos alternativos, siendo carga procesal de 
las partes y de sus representantes mantenerlos ac-
tualizados. Asimismo, deberán comunicar los cam-
bios relativos a su número de teléfono, fax, dirección 
electrónica o similares, siempre que estos últimos 
estén siendo utilizados como instrumentos de comu-
nicación con el Tribunal.

MODO DE IMPUGNACIÓN: Contra la presente 
resolución cabe recurso directo de revisión que de-
berá interponerse ante el presente órgano judicial, 
en el plazo de 3 días hábiles siguientes a la notifi-
cación de la misma, con expresión de la infracción 
cometida en la misma a juicio del recurrente, art. 188 
LJS. El recurrente que no tenga la condición de tra-
bajador o beneficiario de Régimen público de la Se-
guridad Social deberá hacer un depósito para recu-
rrir de 25 euros, en la cuenta n.º 1808 0000 64 0002 
15, abierta en Grupo Santander calle Mayor, 12, de 
Guadalajara, debiendo indicar en el campo concep-
to, la indicación recurso, seguido del código «31 So-
cial-Revisión de resoluciones Secretario Judicial». Si 
el ingreso se hace mediante transferencia bancaria, 
deberá incluir tras la cuenta referida, separados por 
un espacio con la indicación «recurso» seguida del 

«31 Social-Revisión de resoluciones Secretario Judi-
cial». Si efectuare diversos pagos en la misma cuen-
ta, deberá especificar un ingreso por cada concepto, 
incluso si obedecen a otros recursos de la misma o 
distinta clase, indicando en el campo de observacio-
nes la fecha de la resolución recurrida, utilizando el 
formato dd/mm/aaaa. Quedan exentos de su abono, 
en todo caso, el Ministerio Fiscal, el Estado, las Co-
munidades Autónomas, las Entidades locales y los 
Organismos Autónomos dependientes de ellos.

El/La Secretario/a Judicial.

1438

ADMINISTRACION DE JUSTICIA

Juzgado de lo Social 
número dos de Guadalajara

NIG: 19130 44 4 2015 0000376 074100
Despido/Ceses en general 183/2015‑E
Procedimiento origen:
Sobre despido
Demandante/s: D./D.ª Eugenio Luis Palomo Pa-

dilla
Abogado/a:
Procurador:
Demandado/s: D./D.ª Liebherr Iberica SL, Belinda 

García Olivares, Alberto Salvador Cervigon, Jon Le-
garreta Petralanda, Josu Hernanz Etxebeste, José 
Mateo Bocanegra Tarodo, Juan Pérez Herrero

Abogado/a:
Procurador:

EDICTO

D./D.ª María Pilar Buelga Álvarez, Secretario del 
Juzgado de lo Social número 2 de Guadalajara.

HAGO SABER: Que por resolución dictada en el 
día de la fecha, en el proceso seguido a instancia 
de D. Eugenio Luis Palomo Padilla, contra Liebherr 
Iberica SL, Belinda García Olivares, Alberto Salvador 
Cervigon, Jon Legarreta Petralanda, Josu Hernanz 
Etxebeste, José Mateo Bocanegra Tarodo, Juan Pé-
rez Herrero, en reclamación por despido, registrado 
con el n.º Despido/Ceses en general 183/2015 se ha 
acordado, en cumplimiento de lo que dispone el ar-
tícu lo 59 de la LJS, citar a Alberto Salvador Cervigon, 
Jon Legarreta Petralanda, Josu Hernanz Etxebeste, 
José Mateo Bocanegra Tarodo, Juan Pérez Herrero, 
en ignorado paradero, a fin de que comparezca el 
día 4/5/2015 a las 9:30 horas, en Avda. del Ejército, 
12 - Sala 1, para la celebración de los actos de con-
ciliación y en su caso juicio, pudiendo comparecer 
personalmente o mediante persona legalmente apo-
derada, y que deberá acudir con todos los medios 
de prueba de que intente valerse, con la advertencia 
de que es única convocatoria y que dichos actos no 
se suspenderán por falta injustificada de asistencia.
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Se advierte al destinatario que las siguientes co-
municaciones se harán fijando copia de la resolución 
o de la cédula en el tablón de anuncios de la Ofici-
na judicial, salvo el supuesto de la comunicación de 
las resoluciones que deban revestir forma de auto o 
sentencia, o cuando se trate de emplazamiento.

En caso de que pretenda comparecer al acto del 
juicio asistido de abogado o representado técnica-
mente por graduado social colegiado, o representa-
do por procurador, pondrá esta circunstancia en co-
nocimiento del Juzgado o tribunal por escrito, dentro 
de los dos días siguientes al de su citación para el 
juicio, con objeto de que, trasladada tal intención al 
actor, pueda este estar representado técnicamente 
por graduado social colegiado, o representado por 
procurador, designar abogado en otro plazo igual o 
solicitar su designación a través del turno de oficio. 
La falta de cumplimiento de estos requisitos supone 
la renuncia de la parte al derecho de valerse en el 
acto de juicio de abogado, procurador o graduado 
social colegiado.

Y para que sirva de citación a Alberto Salvador 
Cervigon, Jon Legarreta Petralanda, Josu Hernanz 
Etxebeste, José Mateo Bocanegra Tarado, Juan Pé-
rez Herrero, se expide la presente cédula para su 
publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de 
Guadalajara y colocación en el tablón de anuncios.

En Guadalajara a ocho de abril de dos mil quin-
ce.– El/La Secretario Judicial, rubricado.

1441

ADMINISTRACION DE JUSTICIA

Juzgado de lo Social 
número dos de Guadalajara

N28150
NI: 19130 44 4 2013 0202018
Ejecución de títulos judiciales 27/2015
Procedimiento origen: procedimiento ordinario 

797/2013
Sobre ordinario
Demandante/s: D./D.ª José Cabellos Santamaría
Abogado/a: Valentina López León
Demandado/s: D./D.ª THECAM Instalaciones 

Electricidad y Fontanería SL

EDICTO

D.ª María Pilar Buelga Álvarez, Secretario/a Ju-
dicial del Juzgado de lo Social n.º 2 de Guadalajara,

HAGO SABER: Que en el procedimiento ejecu-
ción de títulos judiciales 27/2015 de este Juzgado de 
lo Social, seguido a instancia de D./D.ª José Cabellos 
Santamaría, contra la empresa THECAM Instalacio-
nes Electricidad y Fontanería SL, sobre ordinario, se 
han dictado en el día de hoy Auto y Decreto cuyas 
partes dispositivas son del tenor literal siguiente:

«AUTO 
PARTE DISPOSITIVA

Dispongo: Despachar orden general de ejecu-
ción de la Sentencia n.º 192/14, dictada en fecha 
25/06/14, en los autos seguidos en este Juzgado 
PO n.º 797/13 a favor de la parte ejecutante, D. José 
Cabellos Santamaría, frente a THECAM Instala-
ciones Electricidad y Fontanería SL, parte ejecuta-
da, por importe de 2.640,00 euros en concepto de 
principal (esta cantidad se desglosa 2.400 euros, 
más 240,00 euros de interés moratorio), más otros 
528,00 euros que se fijan provisionalmente en con-
cepto de intereses que, en su caso, puedan deven-
garse durante la ejecución y las costas de esta, sin 
perjuicio de su posterior liquidación.

El presente auto, junto con el decreto que dictará 
el/la Secretario/a judicial, y copia de la demanda eje-
cutiva, serán notificados simultáneamente a la parte 
ejecutada, tal y como dispone el ar tícu lo 553 de la 
LEC, quedando la ejecutada apercibida a los efectos 
mencionados en los razonamientos jurídicos tercero 
y cuarto de esta resolución, y conforme disponen los 
ar tícu los 251.2 y 239.3 de la LJS.

Contra este auto podrá interponerse recurso de 
reposición, a interponer ante este órgano judicial, en 
el plazo de los tres días hábiles siguientes a su noti-
ficación, en el que, además de alegar las posibles in-
fracciones en que hubiera de incurrir la resolución y 
el cumplimiento o incumplimiento de los presupues-
tos y requisitos procesales exigidos, podrá deducirse 
la oposición a la ejecución despachada, aduciendo 
pago o cumplimiento documentalmente justificado, 
prescripción de la acción ejecutiva u otros hechos 
impeditivos, extintivos o excluyentes de la responsa-
bilidad que se pretenda ejecutar, siempre que hubie-
ren acaecido con posterioridad a su constitución del 
título, no siendo la compensación de deudas admisi-
ble como causa de oposición a la ejecución.

Si el recurrente no tuviere la condición de tra-
bajador o beneficiario del Régimen público de la 
Seguridad Social, deberá consignar la cantidad de 
25 euros, en concepto de depósito para recurrir, en 
la cuenta de consignaciones de este Juzgado de lo 
Social n.º 2, abierta en Banco Santander SA, cuenta 
n.º 2178 0000 64 0027 15, debiendo indicar en el 
campo concepto “Recurso” seguido del código “30 
social-reposición”. Si el ingreso se hace mediante 
transferencia bancaria, deberá incluir tras la cuen-
ta referida, separados por un espacio, el “código 30 
Social-Reposición”. Si efectuare diversos pagos en 
la misma cuenta, deberá especificar un ingreso por 
cada concepto, incluso si obedecen a otros recursos 
de la misma o distinta clase, indicando, en el campo 
de observaciones la fecha de la resolución recurrida 
utilizando el formato dd/mm/aaaa. Quedan exentos 
de su abono, en todo caso, el Ministerio Fiscal, el 
Estado, las Comunidades Autónomas, las Entidades 
locales y los Organismos Autónomos dependientes 
de ellos.

Así lo acuerda y firma S.S.ª. Doy fe.»
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«DECRETO 
PARTE DISPOSITIVA

Acuerdo en cumplimiento del requisito que se con-
tiene en el ar tícu lo 276.3 y previo a la estimación en la 
presente ejecutoria de la pervivencia de la declaración 
de insolvencia de la parte ejecutada THECAM Instala-
ciones Electricidad y Fontanería SL, dar audiencia pre-
via a la parte ejecutante D. José Cabellos Santamaría 
y al Fondo de Garantía Salarial, por término de quince 
días, para que puedan señalar la existencia de nuevos 
bienes, y de su resultado de acordará lo procedente.

Notifíquese a las partes, haciéndoles saber que, en 
aplicación del mandato contenido en el ar tícu lo 53.2 
de la LJS, en el primer escrito o comparecencia ante 
el órgano judicial, las partes o interesados y, en su 
caso, los profesionales designados, señalarán un do-
micilio y datos completos para la práctica de actos de 
comunicación. El domicilio y los datos de localización 
facilitados con tal fin surtirán plenos efectos y las noti-
ficaciones en ellos intentadas sin efecto serán válidas 
hasta tanto no sean facilitados otros datos alterna-
tivos, siendo carga procesal de las partes y de sus 
representantes mantenerlos actualizados. Asimismo, 
deberán comunicar los cambios relativos a su núme-
ro de teléfono, fax, dirección electrónica o similares, 
siempre que estos últimos estén siendo utilizados 
como instrumentos de comunicación con el Tribunal.

MODO DE IMPUGNACIÓN: Mediante recurso de 
reposición ante el/la Secretario/a judicial que dicta 
esta resolución, interponer en el plazo de tres días 
hábiles siguientes a su notificación con expresión de 
la infracción que a juicio del recurrente contiene la 
misma, sin que la interposición tenga efectos sus-
pensivos respecto a la resolución recurrida.»

Y para que sirva de notificación en legal forma a 
THECAM Instalaciones Electricidad y Fontanería SL 
en ignorado paradero, expido la presente para su in-
serción en el Boletín Oficial de esta Provincia.

Se advierte al destinatario que las siguientes comu-
nicaciones se harán fijando copia de la resolución o de 
la cédula en el tablón de anuncios de la Oficina judicial, 
salvo el supuesto de la comunicación de las resolucio-
nes que deban revestir forma de auto o sentencia, o 
de decreto cuando ponga fin al proceso o resuelva un 
incidente, o cuando se trate de emplazamiento.

En Guadalajara a dieciocho de marzo de dos mil 
quince.– El/La Secretario/a Judicial, rubricado.

1442

ADMINISTRACION DE JUSTICIA

Juzgado de lo Social 
número dos de Guadalajara

NIG: 19130 44 4 2011 0202209
N28150
Ejecución de títulos judiciales 163/2012

Procedimiento origen: Procedimiento ordinario 
850/2011

Sobre ordinario
Demandante/s: D./D.ª Petra Paraschiva
Demandado/s: D./D.ª RUPESA, C.B., Rubén Al-

corlo Nuñez, Pedro Pérez Gayoso

EDICTO

D.ª María Pilar Buelga Álvarez, Secretario/a Ju-
dicial del Juzgado de lo Social n.º 2 de Guadalajara,

HAGO SABER: Que en el procedimiento ejecu-
ción de títulos judiciales 163/2012 de este Juzgado 
de lo Social, seguido a instancia de D.ª Petra Pa-
raschiva contra la empresa RUPESA, C.B., Rubén 
Alcorlo Nuñez y Pedro Pérez Gayoso, se ha dictado 
en el día de hoy resolución, cuya parte dispositiva es 
del tenor literal siguiente:

«PARTE DISPOSITIVA

Acuerdo:

a) Declarar a los ejecutados RUPESA, C.B., Rubén 
Alcorlo Nuñez, Pedro Pérez Gayoso en situación de 
insolvencia parcial por importe de 6.596,24 euros en 
concepto de principal, insolvencia que se entenderá 
a todos los efectos como provisional.

b) Hacer entrega de certificación a la parte ejecu-
tante para que surta efectos ante el Fondo de Garan-
tía Salarial, una vez sea firme la presente resolución.

c) Archivar las actuaciones previa anotación en el 
Libro correspondiente, sin perjuicio de reaperturar la 
ejecución, si en lo sucesivo se conocen nuevos bie-
nes del ejecutado.

Notifíquese a las partes, haciéndoles saber que en 
aplicación del mandato contenido en el ar tícu lo 53.2 
de la LJS, en el primer escrito o comparecencia ante 
el órgano judicial, las partes o interesados y, en su 
caso, los profesionales designados, señalarán un 
domicilio y datos completos para la práctica de actos 
de comunicación. El domicilio y los datos de locali-
zación facilitados con tal fin surtirán plenos efectos y 
las notificaciones en ellos intentadas sin efecto serán 
válidas hasta tanto no sean facilitados otros datos 
alternativos, siendo carga procesal de las partes y 
de sus representantes mantenerlos actualizados. 
Asimismo, deberán comunicar los cambios relativos 
a su número de teléfono, fax, dirección electrónica 
o similares, siempre que estos últimos estén siendo 
utilizados como instrumentos de comunicación con 
el Tribunal.

MODO DE IMPUGNACIÓN: Mediante recurso de 
reposición ante el/la Secretario/a Judicial que dicta 
esta resolución interponer en el plazo de tres días 
hábiles siguientes a su notificación con expresión de 
la infracción que a juicio del recurrente contiene la 
misma, sin que la interposición tenga efectos sus-
pensivos respecto a la resolución recurrida.»
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Y para que sirva de notificación en legal forma a 
RUPESA, C.B., Ruben Alcorlo Nuñez, Pedro Pérez 
Gayoso, en ignorado paradero, expido la presente 
para su inserción en el Boletín Oficial de esta Pro-
vincia.

Se advierte al destinatario que las siguientes co-
municaciones se harán fijando copia de la resolución 
o de la cédula en el tablón de anuncios de la Ofici-
na judicial, salvo el supuesto de la comunicación de 
las resoluciones que deban revestir forma de auto o 
sentencia, o de decreto cuando ponga fin al proceso 
o resuelva un incidente o cuando se trate de empla-
zamiento.

En Guadalajara a diecinueve de marzo de dos mil 
quince.– El/La Secretario/a Judicial, rubricado.

1443

ADMINISTRACION DE JUSTICIA

Juzgado de lo Social 
número dos de Guadalajara

NIG: 19130 44 4 2012 0222559
N28150
Ejecución de títulos judiciales 257/2013
Procedimiento origen: Despido/Ceses en general 

1254/2012
Sobre despido
Demandante/s: D./D.ª Ricardo Pobre Calvo
Demandado/s: D./D.ª UNIT SAML COMPANY, 

S.L.

EDICTO

D.ª María Pilar Buelga Álvarez, Secretario/a Ju-
dicial del Juzgado de lo Social n.º 2 de Guadalajara,

HAGO SABER: Que en el procedimiento ejecu-
ción de títulos judiciales 257/2013 de este Juzgado 
de lo Social, seguido a instancia de D. Ricardo Po-
bre Calvo contra la empresa UNIT SAML COMPANY, 
S.L., se ha dictado en el día de hoy Decreto cuya 
parte dispositiva es del tenor literal siguiente:

«PARTE DISPOSITIVA

Acuerdo:
a) Declarar a la ejecutada UNIT SPNL COMPANY, 

S.L. en situación de insolvencia total por importe de 
3.265,16 euros en concepto de principal, (esta can-
tidad se desglosa 3.073,85 euros más 191,31 euros 
de intereses de demora), insolvencia que se enten-
derá a todos los efectos como provisional.

b) Hacer entrega de certificación a la parte ejecu-
tante para que surta efectos ante el Fondo de Garan-
tía Salarial, una vez sea firme la presente resolución.

c) Archivar las actuaciones previa anotación en el 
Libro correspondiente, sin perjuicio de reaperturar la 

ejecución, si en lo sucesivo se conocen nuevos bie-
nes del ejecutado.

d) Una vez firme inscríbase en el registro corres-
pondiente según la naturaleza de la entidad.

Notifíquese a las partes, haciéndoles saber que, 
en aplicación del mandato contenido en el ar tícu-
lo 53.2 de la LJS, en el primer escrito o comparecen-
cia ante el órgano judicial, las partes o interesados 
y, en su caso, los profesionales designados, señala-
rán un domicilio y datos completos para la práctica 
de actos de comunicación. El domicilio y los datos 
de localización facilitados con tal fin surtirán plenos 
efectos y las notificaciones en ellos intentadas sin 
efecto serán válidas hasta tanto no sean facilitados 
otros datos alternativos, siendo carga procesal de 
las partes y de sus representantes mantenerlos ac-
tualizados. Asimismo, deberán comunicar los cam-
bios relativos a su número de teléfono, fax, dirección 
electrónica o similares, siempre que estos últimos 
estén siendo utilizados como instrumentos de comu-
nicación con el Tribunal.

MODO DE IMPUGNACIÓN: Contra la presente 
resolución cabe recurso directo de revisión que de-
berá interponerse ante quien dicta la resolución en el 
plazo de tres días hábiles siguientes a la notificación 
de la misma con expresión de la infracción cometida 
en la misma a juicio del recurrente, art. 188 LJS. El 
recurrente que no tenga la condición de trabajador 
o beneficiario de régimen público de la Seguridad 
Social deberá hacer un depósito para recurrir de 
25 euros, en la cuenta n.º 2178 0000 64 0257 13 en 
el Banco Santander SA debiendo indicar en el cam-
po concepto “recurso” seguido del código “31 So-
cial-Revisión de resoluciones Secretario Judicial”. Si 
el ingreso se hace mediante transferencia bancaria, 
deberá incluir tras la cuenta referida, separados por 
un espacio con la indicación “recurso” seguida del 
“31 Social-Revisión de resoluciones Secretario Judi-
cial”. Si efectuare diversos pagos en la misma cuen-
ta, deberá especificar un ingreso por cada concepto, 
incluso si obedecen a otros recursos de la misma o 
distinta clase indicando en el campo de observacio-
nes la fecha de la resolución recurrida utilizando el 
formato dd/mm/aaaa. Quedan exentos de su abono, 
en todo caso, el Ministerio Fiscal, el Estado, las Co-
munidades Autónomas, las Entidades locales y los 
Organismos Autónomos dependientes de ellos.»

Y para que sirva de notificación en legal forma a 
UNIT SAML COMPANY, S.L., en ignorado paradero, 
expido la presente para su inserción en el Boletín 
Oficial de esta Provincia.

Se advierte al destinatario que las siguientes co-
municaciones se harán fijando copia de la resolución 
o de la cédula en el tablón de anuncios de la Ofici-
na judicial, salvo el supuesto de la comunicación de 
las resoluciones que deban revestir forma de auto o 
sentencia, o de decreto cuando ponga fin al proceso 
o resuelva un incidente o cuando se trate de empla-
zamiento.

En Guadalajara a veintiséis de marzo de dos mil 
quince.– El/La Secretario/a Judicial, rubricado.
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1444

ADMINISTRACION DE JUSTICIA

Juzgado de lo Social 
número dos de Guadalajara

NIG: 19130 44 4 2014 0001182
074100
Procedimiento ordinario 813/2014‑L
Procedimiento origen:/
Sobre ordinario
Demandante/s: D./D.ª Diana Abella Rodríguez
Abogado/a:
Procurador:
Graduado/a Social:
Demandado/s: D./D.ª Acristalamientos INTEVI 

SL, DC del Carre Abogados (Adm. Concursal Acris-
talamientos INTEVI, S.L.), FOGASA

Abogado/a:
Procurador:
Graduado/a Social:

EDICTO

D.ª María Pilar Buelga Álvarez, Secretario del 
Juzgado de lo Social número 2 de Guadalajara,

HAGO SABER: Que por resolución dictada en el 
día de la fecha, en el proceso seguido a instancia 
de D./D.ª Diana Abella Rodríguez, contra Acristala-
mientos INTEVI SL, DC del Carre Abogados (Adm. 
Concursal Acristalamientos INTEVI, S.L.), FOGA-
SA, en reclamación de cantidad, registrado con el 
n.º procedimiento ordinario 813/2014-L se ha acor-
dado, en cumplimiento de lo que dispone el ar tícu-
lo 59 de la LJS, citar a Acristalamientos INTEVI SL, 
en ignorado paradero, a fin de que comparezca en 
este Juzgado sito en Avenida de Ejercito 12, Edif. 
Servi cios Múltiples, planta primera de Guadala-
jara, el próximo día 10/06/2015 a las 10:25 horas 
para la celebración del acto de conciliación ante el/
la Secretario/a Judicial y, una vez intentada, y en 
caso de no alcanzarse la avenencia, el mismo día 
a las 10:30 horas para la celebración, en su caso, 
del acto de juicio ante el/la Magistrado, pudiendo 
comparecer personalmente o mediante persona le-
galmente apoderada, y haciéndole saber que de-
berá acudir con todos los medios de prueba de que 
intente valerse, con la advertencia de que es única 
convocatoria y que dichos actos no se suspenderán 
por falta injustificada de asistencia.

Se advierte al destinatario que las siguientes co-
municaciones se harán fijando copia de la resolución 
o de la cédula en el tablón de anuncios de la Ofici-
na judicial, salvo el supuesto de la comunicación de 
las resoluciones que deban revestir forma de auto o 
sentencia o cuando se trate de emplazamiento.

Y para que sirva de citación a Acristalamientos 
INTEVI SL, se expide la presente cédula para su 
publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de 

Guadalajara y colocación en el tablón de anuncios 
de este Juzgado.

En Guadalajara a diecinueve de marzo de dos mil 
quince.– El/La Secretario Judicial, rubricado.

1439

ADMINISTRACION DE JUSTICIA

Juzgado de lo Social 
número treinta y cuatro de Madrid

44007410
NIG: 28.079.00.4‑2014/0050578
Procedimiento: Despidos/Ceses en general 

1163/2014
Materia: Despido
Demandante: D./D.ª Israel Baez Pérez
Demandado: OPROLER Obras y Proyectos SL y 

Proyectos NAVIZA 2013 SL

EDICTO 
CÉDULA DE CITACIÓN A JUICIO Y A 

INTERROGATORIO

ÓRGANO QUE ORDENA CITAR.

Juzgado de lo Social n.º 34 de Madrid.

ASUNTO EN QUE SE ACUERDA.

Juicio n.º 1163/2014 promovido por D./D.ª Israel 
Baez Pérez sobre despido.

PERSONA QUE SE CITA.

Proyectos NAVIZA 2013 SL, en concepto de parte 
demandada en dicho juicio.

OBJETO DE LA CITACIÓN.

Asistir al/a los acto/s de conciliación y juicio y, en 
su caso, responder al interrogatorio solicitado por 
Proyectos NAVIZA 2013 SL, sobre los hechos y cir-
cunstancias objeto del juicio y que el tribunal declare 
pertinente.

LUGAR Y FECHA EN LA QUE DEBE COMPARE-
CER.

En la sede de este Juzgado, sito en c/ Princesa, 3, 
planta 9-28008 Sala de vistas n.º 1A, ubicada en la 
planta 9.1. El día 7/10/2015, a las 11:00 horas.

ADVERTENCIAS LEGALES

1.- Su incomparecencia injustificada no impedirá 
la celebración del juicio, que continuará sin necesi-
dad de declarar su rebeldía (art. 83.3 LJS).

Las siguientes comunicaciones se harán en los 
estrados del Juzgado, salvo las que revistan forma 
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de auto o sentencia o se trate de emplazamiento 
(art. 59 LJS).

2.- Debe concurrir a juicio con todos los medios 
de prueba que intente valerse (art. 82.2 LJS).

3.- Si pretende comparecer en el juicio asistido de 
abogado o representado por procurador o graduado 
social colegiado debe manifestarlo a este Juzgado 
por escrito, dentro de los dos días siguientes a la 
publicación del presente edicto (art. 21.2 LJS).

4.- Si no comparece, y no justifica el motivo de 
la incomparecencia, el Tribunal podrá considerar 
reconocidos los hechos controvertidos que le perju-
diquen (ar tícu lo 304 de la Ley 1/2000, de Enjuicia-
miento Civil -LEC-, en relación con el ar tícu lo 91 de 
la LJS), además de imponerle, previa audiencia, una 
multa de entre 180 y 600 euros (ar tícu los 304 y 292.4 
LEC).

5.- La publicación de este edicto sirve de citación 
en legal forma a la parte demandada, que se en-
cuentra en ignorado paradero.

La persona citada puede examinar los autos en la 
Secretaría del Juzgado hasta el día de la celebración 
del juicio.

En Madrid a treinta de marzo de dos mil quince.– 
El/La Secretario Judicial, Fernando Benítez Benítez, 
rubricado.

1431

ADMINISTRACION DE JUSTICIA

Juzgado de Primera Instancia 
número cinco de Guadalajara

403300
NIG: 19130 42 1 2013 0003705
Expediente de dominio. Exceso de cabida 

429/2013
Procedimiento origen:
Sobre otras materias
Demandante: D./D.ª Felisa Rojo Fernández, Car-

men Rojo Fernández, María Antonia Rojo Fernández
Procurador/a: Sr./Sra. Santos Pascua Díaz, San-

tos Pascua Díaz, Santos Pascua Díaz
Abogado/a: Sr./Sra.
Procurador/a: Sr./Sra.
Abogado/a Sr./Sra.

EDICTO

D.ª Carolina Varas García, Secretario/a del Juz-
gado de Primera Instancia n.º 5 de Guadalajara.

HAGO SABER: Que en este órgano judicial se si-
gue el procedimiento expediente de dominio. Exceso 
de cabida 429/2013 a instancia de D./D.ª Felisa Rojo 
Fernández, D.ª Carmen Rojo Fernández, D.ª María 
Antonia Rojo Fernández expediente de dominio de 
las siguientes fincas:

FINCA RÚSTICA SITA EN ESCARICHE (Guada-
lajara), al sitio «Vega de Abajo o Camino de Escope-
te»: Olivar, pastos y terrenos improductivos, indivisi-
ble, de ochenta y ocho áreas (88 áreas) y ochenta y 
seis centiáreas.

LINDA: Al norte, con Camino y Gumersindo Mon-
tejao, hoy Getesa y Desarrollos Inmobiliarios SL y 
D. Julio Ablanque García, al sur, Eustaquio Moran-
chel, Juan de la Cruz y Carretera, hoy Ministerio de 
Fomento, D. Jesús Aciones San Andrés y D. Juan de 
la Cruz Moreno López; y al oeste, con finca n.º 2365 
de D. Antonio Rojo Nevado, hoy de Alfredo Monta-
ñés Moreno.

Por el presente y en virtud de lo acordado en re-
solución de esta fecha se convoca a las personas 
ignoradas a quienes pudiera perjudicar la inscripción 
solicitada para que en el término de los diez días 
siguientes a la publicación de este edicto puedan 
comparecer en el expediente alegando lo que a su 
derecho convenga.

En Guadalajara a veintisiete de marzo de dos mil 
quince.– El/La Secretario/a Judicial, rubricado.

1460

ADMINISTRACION DE JUSTICIA

Juzgado de Primera Instancia 
número uno de Guadalajara

Negociado: B
76000J
NIG: 19130 42 1 2014 0002242
Procedimiento ordinario 389/2014
Procedimiento origen:
Sobre otras materias
Demandante: D./D.ª Banco Bilbao Vizcaya Argen-

taria SA
Procurador/a: Sr./Sra. Jose Miguel Sanchez Aybar
Abogado/a: Sr./Sra.
Demandado: D./D.ª Julián Guzmán Mosquera
Procurador/a: Sr./Sra.
Abogado/a: Sr./Sra.

EDICTO

D.ª Carmen Casado Navarro, Secretaria del Juz-
gado de Primera Instancia n.º 1 de Guadalajara,

HAGO SABER:
Que en este Juzgado se ha seguido procedimien-

to ordinario número 389/14 en el que se ha dictado 
sentencia contra la que cabe interponer recurso de 
apelación, en el plazo de veinte días.

Y para que sirva de notificación a D. Julián Guz-
mán Mosquera de la sentencia número 83/15 dictada 
en fecha 19-3-15, haciéndole saber que el procedi-
miento arriba indicado se encuentra a su disposición 
en la secretaría de este juzgado a la que podrá diri-
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girse para obtener conocimiento íntegro de la men-
cionada resolución.

En Guadalajara a veintiséis de marzo de dos mil 
quince.– La Secretaria Judical, rubricado.

CORRECCION DE ERRORES

Junta Electoral de Zona de Sigüenza 
(Municipio Jadraque)

Se ha omitido en la Candidatura num. 2 PARTIDO 
SOCIALISTA OBRERO ESPAÑOL (P.S.O.E.) al Can-

didato núm. 4. MARIA DE LOS ANGELES MORENO 
SANCHEZ (Independiente).
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